
IN
FO

RM
E 

SO
BR

E 
LA

 D
EM

OC
RA

CIA
 E

N 
ES

PA
ÑA

 2
02

1

El año de la pandemia

 DIRECCIÓN 

Alberto Penadés y Amuitz Garmendia

 COORDINACIÓN EDITORIAL 

Jorge San Vicente Feduchi

 DIRECTOR DEL LABORATORIO 

Jesús Ruiz-Huerta Carbonell

El año 2020 quedará para siempre grabado en nuestra memoria como 
el año de la pandemia. Solo hay que observar la ruptura en algunas 
series históricas, como el exceso de mortalidad o los principales 
indicadores económicos, para darse cuenta de la magnitud del 
impacto. No obstante, el objetivo de este informe —el decimocuarto 
de la serie— no es evaluar la efectividad de la respuesta a 
la crisis de la pandemia desde un punto de vista sanitario o 
económico, sino tratar de averiguar qué podemos aprender sobre la 
democracia española en este contexto extraordinario. 

En los doce capítulos de este informe se ponen a examen, con 
mirada crítica, algunas cuestiones específicas: cómo se enfrentó la 
sociedad y el Estado a la crisis; cuáles fueron las implicaciones, 
en términos económicos y sociales, de la misma; qué dilemas 
democráticos plantean la restricción de derechos fundamentales y la 
apelación a la tecnocracia; o cómo se ha llevado a cabo la gestión 
en un contexto de poder diseminado. El resultado ofrece, por tanto, 
un diagnóstico exhaustivo del estado de nuestra democracia tras 
la crisis y, sobre todo, una aproximación a los retos que nuestro 
sistema político deberá afrontar —y sus posibles vías de salida— 
cuando lo peor de la pandemia haya pasado.
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• El estado de la Unión Europea 2011. 
El año de la gran prueba

• El estado de la Unión Europea 2013. 
El fracaso de la austeridad

• El estado de la Unión Europea 2014. 
La ciudadanía en tiempo de crisis
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El presente informe opera con una perspectiva diferente a las anteriores, es la 
perspectiva desde los Estados. No es una opción casual. Asistimos a lo que podríamos 
llamar “resurgimiento de los poderes nacionales”, expresado en fenómenos como el 
nacionalismo populista, el autoritarismo o el proteccionismo. 

Este conjunto de hechos alienta la enfermedad que más puede dañar a la Unión: la 
división entre los Estados miembros, la vuelta a la Europa de Westfalia. 

Es verdad que existe el otro lado de la moneda, que es innegable el deseo de los 
ciudadanos y ciudadanas europeas de permanecer en la Unión y su satisfacción por 
formar parte del proyecto europeo (más del 70 % como media de la población). Pero 
la UE necesita reformas para afrontar los retos de la globalización. 

¿Qué reformas? Básicamente cuatro aspectos: el euro, la Europa social, la política de 
asilo y la seguridad y defensa en una Europa posbrexit.

Para llegar en las mejores condiciones a las elecciones de 2019, los Estados de la 
Unión han de mirar hacia un horizonte de largo alcance y superar esta coyuntura 
con tantos componentes nacionalistas, proteccionistas e insolidarios. Precisamente la 
alternativa a ello es el proyecto europeo.
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Fundación Alternativas

La Fundación Alternativas, fundada en 1997 con voluntad de
configurarse como cauce de incidencia y reflexión política, social 
y cultural en España y su entorno europeo, es hoy un lugar indis-
cutible de encuentro y elaboración de ideas y propuestas.

La Fundación consta de varias áreas de trabajo: el Laboratorio
de Alternativas, el Observatorio de Cultura y Comunicación,
Estudios de Progreso y el Observatorio de Política Exterior, que
centra su análisis en la política exterior y su seguimiento a nivel 
europeo e internacional.

El objetivo central de los impulsores de este proyecto, en el que 
participan los autores más dinámicos y avanzados de nuestra
sociedad, ha sido y sigue siendo el análisis y la definición de
nuevas ideas en el marco de la mundialización creciente que vi-
vimos. Unas ideas que pretenden abarcar las políticas públicas 
desde un enfoque nacional, así como europeo y global, y ser
incorporadas en la toma de decisiones de los gobiernos, partidos
políticos y otros actores económicos y sociales.

En definitiva, el conjunto de profesionales y académicos que in-
tegran la Fundación Alternativas pretende contribuir al verdadero 
desarrollo social, económico, cultural y político de la sociedad
española y europea.

Friedrich-Ebert-Stiftung

La Friedrich-Ebert-Stiftung (FES) es una institución cultural privada 
sin fines de lucro. La Fundación fue creada en 1925 como lega-
do político del socialdemócrata Friedrich Ebert, primer presidente 
alemán elegido democráticamente.

La FES está comprometida con los principios y valores básicos de 
la democracia social y su misión se puede resumir en cuatro
conceptos fundamentales: cultura democrática, innovación y par-
ticipación, cohesión social y globalización solidaria.

Estos principios y valores orientan el trabajo de la FES, tanto en 
Alemania y en Europa occidental y oriental, como en el mundo 
entero. Actualmente, la Fundación tiene más de 100 oficinas,
repartidas en África, América, Asia y Europa.

La Fundación estableció su delegación en España en 1975.
Durante varias décadas, su labor en el país estaba dirigida prin-
cipalmente a la consolidación de la democracia y del Estado de 
Derecho. Hoy en día, el trabajo se centra en la promoción del 
diálogo sobre política económica y social, y sobre política exte-
rior y de seguridad, con énfasis en el contexto europeo e interna-
cional.
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Equipo del Informe sobre 
la Democracia en España, 
2020

Para la realización del Informe sobre la Democracia en España (IDE 2020), el Labora-
torio de la Fundación Alternativas llevó a cabo una renovación de su Consejo Asesor, 
que, junto con el director del IDE y el equipo de edición del Laboratorio, debatió su 
estructura y orientación a lo largo de varias sesiones, comentó los trabajos en curso y 
revisó la propuesta del documento final. Un equipo de investigadores contratado por 
el Laboratorio llevó a cabo la recogida de la información, la elaboración de los datos 
relevantes y la redacción inicial de los diferentes capítulos que componen este IDE. 
La edición final correspondió a la dirección del mismo y al equipo del Laboratorio de 
la Fundación Alternativas.

Consejo Asesor

Marian Ahumada Ruíz

Joaquín Arango Vila-Belda

Luis Ayala Cañón

Elisa Díaz Martínez 

Juan Manuel Eguiagaray Ucelay

Joaquín Estefanía Moreira

José Fernández-Albertos

Amuitz Garmendia Madariaga, 
codirectora del informe

Sandra León Alfonso

Dulce Manzano Espinosa

José María Maravall Herrero

Alberto Penadés de la Cruz, codirector 
del informe

Jesús Ruiz-Huerta Carbonell, 
director del Laboratorio de Fundación 
Alternativas

Rubén Ruiz-Rufino

Leire Salazar Vález

Jorge San Vicente Feduchi, subdirector 
del Laboratorio de Fundación Alternativas
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Investigadores

Amuitz Garmendia (codirectora del in-
forme)
Doctora en Ciencia Política por la Uni-
versidad de Binghamton (EE. UU.), don-
de fue becaria Fulbright, y actualmente 
trabaja como profesora en la Universidad 
Carlos III de Madrid (UC3M). Ha sido 
investigadora posdoctoral en el Instituto 
Universitario Europeo de Florencia y sus 
áreas de especialización incluyen la eco-
nomía política comparada y el federalis-
mo. Su trabajo ha aparecido en Electoral 
Studies, European Union Politics y West 
European Politics, entre otras.

Alberto Penadés (codirector del informe)
Jefe del Departamento de Innovación 
del Instituto Nacional de Administra-
ción Pública. Es profesor titular de 
Sociología (Universidad de Salaman-
ca) y doctor miembro del Instituto 
Juan March. Ha sido investigador vi-
sitante en las universidades de Nueva 
York, Columbia CIDE (México) y en el 
IEPRI (Colombia), y consejero técnico 
en el Centro de Investigaciones Socio-
lógicas. Coautor de La reforma electoral 
perfecta (Catarata/Fundación Alterna-
tivas 2016) y editor de Piedras de Papel.

Borja Barragué
Profesor de filosofía política y jurídica en 
la Universidad Nacional de Educación a 
Distancia (UNED). Anteriormente ha 
trabajado en el Departamento de Eco-
nomía Aplicada de la Universidad del 
País Vasco y obtuvo su doctorado (Pre-
mio Extraordinario) en la Universidad 
Autónoma de Madrid, gracias al apoyo 
financiero de una beca de Formación 
de Profesorado Universitario concedida 

por el Ministerio de Educación y Cien-
cia, que le permitió realizar estancias de 
investigación en la Cátedra Hoover de 
Ética Económica y Social de la Universi-
dad Católica de Lovaina y la Facultad de 
Derecho de la Universidad de McGill. Es 
autor de Larga vida a la socialdemocracia, 
Premio Euskadi de Literatura 2020 en la 
sección de ensayo.

Pablo Cabrera Álvarez
Investigador en el Institute for Social 
and Economic Research de la Universi-
dad de Essex (Reino Unido) y candidato 
a doctor en Ciencias Sociales por la Uni-
versidad de Salamanca. Su investigación 
se centra en los aspectos metodológicos 
de las encuestas y las nuevas fuentes de 
datos.

Antonia Díaz
Profesora titular del Departamento de 
Economía de la Universidad Carlos III 
de Madrid. Es miembro activo de la red 
EconPol Europe y de la Spanish Macro-
economics Network. Ha sido investiga-
dora visitante del Instituto Universita-
rio Europeo (Florencia) y del Instituto 
Tecnológico Autónomo de México. Su 
investigación reciente se centra en la 
interacción entre crecimiento económi-
co, innovación y cambio climático y, por 
otro lado, desigualdad en la distribución 
de la renta con énfasis en el mercado de 
la vivienda. Actualmente es editora del 
blog de divulgación económica Nada es 
Gratis. 

Modesto Escobar
Catedrático de Sociología de la Univer-
sidad de Salamanca y doctor en Sociolo-
gía por la Universidad Complutense de 
Madrid. Especializado en técnicas de in-
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vestigación social, dirige en la actualidad 
el Grupo de Análisis Sociológicos de la 
Universidad de Salamanca. 

Pablo Fernández-Vázquez
Doctor en Ciencias Políticas por la Uni-
versidad de Nueva York (2014). Ha sido 
investigador en la Universidad de Van-
derbilt y profesor en la Universidad de 
Pittsburgh. Ahora es profesor Juan de la 
Cierva en el departamento de ciencias 
sociales de la Universidad Carlos III de 
Madrid. Su trayectoria y publicaciones 
pueden encontrarse en https://pablofer-
nandezvazquez.com

Sandra González Bailón
Profesora titular de la Annenberg School 
for Communication de la Universidad 
de Pennsylvania y afiliada al equipo aca-
démico del Warren Center for Network 
and Data Science. Anteriormente ha tra-
bajado como investigadora en el Oxford 
Internet Institute y obtuvo su doctorado 
por la Universidad de Oxford. Su in-
vestigación se centra en el ámbito de la 
ciencia de redes, las ciencias computa-
cionales y la comunicación política.

Sebastián Lavezzolo
Doctor en Ciencias Políticas por la Uni-
versidad de Nueva York. Ha sido investi-
gador posdoctoral en el Institute of Politi-
cal Economy and Governance (Barcelona). 
Actualmente es profesor visitante en el 
Departamento de Ciencias Sociales de la 
Universidad Carlos III de Madrid y miem-
bro del Instituto Carlos III-Juan March.

Margarita León
Profesora en Ciencia Política de la Uni-
versidad Autónoma de Barcelona. Del 
2010 al 2015 fue investigadora Ramón 

y Cajal en el Instituto de Gobierno y Po-
líticas Públicas (IGOP/UAB). Ha sido 
profesora de política comparada en la 
Universidad de Kent (2004-2010) e in-
vestigadora Marie Curie en el Instituto 
Universitario Europeo de Florencia. Es 
doctora en políticas públicas por la LSE. 
Sus ámbitos de investigación son polí-
tica pública comparada y reforma de 
los Estados de bienestar. En el 2018 fue 
galardonada con el premio ICREA ACA-
DEMIA.

Silvia Majó-Vázquez
Investigadora de la Universidad de 
Oxford en el Reino Unido. Trabaja en el 
Reuters Institute for the Study of Jour-
nalism desde 2017. Su agenda investiga-
dora se centra en el análisis de patrones 
de consumo de noticias digitales y del 
impacto de las nuevas tecnologías en 
el ecosistema informativo y las demo-
cracias. Sus trabajos han sido publica-
dos entre otras, por las revistas Political 
Communication, Journal of Communi-
cation y Journal of Computed Mediated 
Communication.

Máriam Martínez-Bascuñán
Es doctora en Ciencia Política con premio 
extraordinario a la mejor tesis doctoral 
por la Universidad Autónoma de Madrid 
y profesora de Ciencia Política de esa 
misma universidad. Es especialista en 
teoría política y pensamiento feminista. 
Finalizó sus estudios de Ciencia Políti-
ca y Derecho en el Institut d’Études Po-
litiques de París y ha sido investigadora 
visitante en la Universidad de Chicago y 
en la Universidad de Columbia de Nueva 
York. Es autora del libro Género, emanci-
pación y diferencias (Plaza & Valdés, 2012) 
y coautora con Fernando Vallespín de Po-
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pulismos (Alianza Editorial, 2017). Ha es-
crito artículos académicos en revistas de 
investigación como Journal World Politi-
cal Science, REIS, Isegoría o RECP, entre 
otras. Es columnista de El País desde ju-
nio de 2016. En junio de 2018, fue nom-
brada directora de Opinión del diario.

Ricard Meneu
Licenciado en Medicina, doctor en Eco-
nomía, especialista en M. P. y Salud Pú-
blica. Vicepresidente de la Fundación 
Instituto de Investigación en Servicios 
de Salud y editor jefe de su revista de pu-
blicaciones secundarias Gestión Clínica y 
Sanitaria. Autor de más de un centenar 
de artículos y capítulos de libros y docen-
te en demasiados programas de maestría 
y postgrado en Economía de la Salud, 
Farmacoeconomía e Investigación en 
Servicios de Salud. Investigador asocia-
do del Centre de Recerca en Economía 
i Salut de la Universitat Pompeu Fabra.

Serafín Pazos-Vidal
Doctor en Unión Europea (UNED), más-
ter en Unión Europea (UNED, EHU-
UPV), posgrado en Gestión Financiera 
(SOAS) y licenciado en Políticas (USC). 
Responsable de política europea de la 
Convención de Autoridades Locales Es-
cocesas. Coordinó del Grupo de Expertos 
de Cohesión del CMRE. Autor de varios 
informes del Comité de las Regiones, 
Parlamento Europeo y Consejo de Euro-
pa. Miembro de AECPA y RSA. Autor de 
varios artículos y libros sobre gobernanza 
multinivel y descentralización en Europa.

Luis Pomed Sánchez
Licenciado y doctor en Derecho por la 
Universidad de Zaragoza, donde es pro-
fesor titular de Derecho Administrativo. 

Letrado de carrera del Tribunal Consti-
tucional, en la actualidad desempeña la 
jefatura del Servicio de Doctrina Cons-
titucional. Miembro de Libex. Grupo de 
trabajo sobre libertad de expresión.

Luis A. Puch
Catedrático de Análisis Económico de la 
Universidad Complutense de Madrid y 
director de Investigación de ICAE. Doc-
tor en Economía por la Universidad Car-
los III de Madrid (1996), ha sido profe-
sor en CEPREMAP París, EUI Florencia, 
IMT Lucca y UAB Barcelona, Visiting 
en la Universidad de Minnesota y la Re-
serva Federal de Minneapolis, Lecturer 
para la European Economic Association, 
asesor para la Dirección General de Pre-
supuestos del Ministerio de Hacienda e 
investigador de FEDEA. Ha publicado 
artículos en Journal of Economic Theory, 
Review of Economic Dynamics y The BE 
Journals of Macroeconomics, entre otras 
revistas de prestigio internacional. 

Luis Ramiro
Doctor en Ciencias Políticas y Sociales 
por el Instituto Universitario Europeo, 
Florencia (Italia). Ha sido profesor de 
las Universidades Carlos III de Madrid, 
Murcia y Leicester (Reino Unido), y vi-
siting associate professor en el Centre for 
European Studies and Comparative Poli-
tics (CEE) en Sciences Po, París. Actual-
mente es profesor del Departamento de 
Ciencia Política y de la Administración 
de la UNED y associate research fellow en 
el CEE de Sciences Po, París.

Mariano Torcal
Catedrático de Ciencia Política de la 
Universitat Pompeu Fabra, donde di-
rige el Research and Expertise Centre 
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for Survey Methodology (RECSM). Ex-
presidente de WAPOR Latinoamérica. 
También es profesor adjunto de la Uni-
versidad de Denver, en los Estados Uni-
dos. Ha publicado numerosos libros en 
inglés y español, y en varias revistas in-
ternacionales como West European Poli-
tics, Comparative Political Studies, British 
Journal of Political Science, Political Scien-
ce Research and Methods, Public Opinion 
Quaterly, Party Politics, European Union 
Politics y otras revistas internacionales 
de prestigio. Actualmente, es coeditor 
de la Revista Latinoamericana de Opinión 
Pública. 

Rosa M.a Urbanos Garrido
Licenciada en Ciencias Económicas (Uni-
versidad Complutense de Madrid) y en 
Ciencias Políticas (UNED). Profesora 
titular de Economía Aplicada en la Uni-
versidad Complutense de Madrid. Ha 
publicado más de un centenar de trabajos 

científicos en libros y revistas nacionales 
y extranjeras. Ha sido directora del Ob-
servatorio del Sistema Nacional de Salud, 
asesora en el Ministerio de Sanidad y di-
rectora general de Cooperación Autonó-
mica. Actualmente es miembro del Con-
sejo Asesor de Sanidad y vicepresidenta 
de la Sociedad Española de Salud Pública 
y Administración Sanitaria.

Guillem Vidal
Doctor en Ciencia Política por el Insti-
tuto Universitario Europeo en Floren-
cia, es investigador en el Joint Research 
Center de la Comisión Europea. Ha 
sido investigador posdoctoral en el Ges-
chwister Scholl Institute (Múnich) y en 
el WZB Social Science Center (Berlín). 
Sus áreas de especialización incluyen la 
sociología política y la política compara-
da. Su trabajo ha sido publicado en West 
European Politics, Cambdrige University 
Press y Party Politics, entre otros. 
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Prólogo

Una vez más sale a la luz el Informe so-
bre la Democracia en España, editado por 
el Laboratorio de la Fundación Alterna-
tivas, que presenta, como en ejercicios 
anteriores, un análisis profundo de la sa-
lud de la democracia en el año 2020. Se 
trata del decimocuarto informe, en esta 
ocasión centrado, como no podía ser de 
otra forma, en las consecuencias que la 
situación extraordinaria generada por el 
coronavirus ha provocado sobre las ins-
tituciones democráticas de nuestro país. 

Las difíciles circunstancias vividas 
a lo largo del año anterior justificaron el 
retraso de la publicación del último in-
forme. Este año, tanto el Consejo Asesor 
del informe como, especialmente, sus di-
rectores y el equipo del Laboratorio han 
llevado a cabo un esfuerzo adicional para 
recuperar los plazos ordinarios de la serie 
de informes más longeva de la Fundación.

El informe de este año incluye, por 
tanto, una colección de capítulos sobre al-
gunos de los temas de mayor incidencia 
social y política durante la pandemia, con 
el objetivo de analizarlos en el contexto del 
funcionamiento de nuestras instituciones 
democráticas. Además, un año más se ha 
llevado a cabo la encuesta que, desde hace 
13 años, se realiza entre algunos de los 
principales expertos de este país sobre la 
calidad democrática en España. 

Los resultados del análisis anual del 
índice sobre la calidad de la democracia, 

a pesar de algunos claroscuros, siguen 
arrojando resultados razonablemente 
positivos, manteniendo las tendencias 
observadas en periodos anteriores. Adi-
cionalmente, los directores del informe, 
en el capítulo que abre la publicación, 
vuelven a ofrecer una comparativa de la 
democracia española en el contexto glo-
bal, contrastando nuestros resultados con 
los principales índices elaborados por 
otras instituciones fuera de nuestro país. 
Este esfuerzo por incorporar una com-
paración a nivel internacional, iniciada 
hace dos años, ha implicado, a mi juicio, 
una importante mejora en el trabajo de 
valoración de la democracia española y la 
constatación de que, aunque ciertamente 
aún es preciso afrontar serios problemas 
y mejorar en aspectos esenciales, nuestro 
país está integrado en el club de países 
privilegiados en lo que respecta al funcio-
namiento de las instituciones y el respeto 
a las reglas básicas de la democracia. La 
introducción del trabajo, además, inclu-
ye, por primera vez, una exposición de la 
medida de la calidad de la democracia y 
sus instituciones desde una perspectiva 
territorial que, sin duda, es un elemento 
más de valor en el informe de este año.

Como en ejercicios anteriores, los 
temas incluidos en este nuevo informe 
ofrecen un análisis en profundidad de 
algunas de las cuestiones esenciales para 
el funcionamiento de la democracia espa-
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ñola, como los problemas suscitados en 
el ámbito constitucional, la polarización 
política y emocional de la sociedad, la 
evaluación del funcionamiento y la go-
bernanza del sistema de salud y el papel 
de las comunidades autónomas en la ges-
tión de la crisis, los problemas de acceso 
a la información durante el periodo de ex-
cepción vivido, los efectos producidos por 
la pandemia en la economía y la sociedad 
y los instrumentos aplicados para hacer-
les frente, el creciente y controvertido pa-
pel de los expertos en la toma de decisio-
nes políticas, o la evaluación del primer 
año de Gobierno de coalición en España. 

Una vez más, el Laboratorio y la Fun-
dación Alternativas quieren expresar su 
agradecimiento y el reconocimiento del 
valor y el esfuerzo de las personas invo-
lucradas en este decimocuarto Informe 
sobre la Democracia en España, una de las 
señas de identidad de nuestra organiza-
ción y referencia obligada entre los es-
pecialistas y muchos ciudadanos para el 
estudio de nuestras instituciones demo-
cráticas. La continuidad de la evaluación 
rigurosa de la democracia es un valor 
esencial, especialmente en sociedades 
como la española, tan aficionada a las 
grandes declaraciones y descalificacio-
nes de los oponentes. Hay que insistir en 
que, a la luz de los datos e informaciones 
disponibles, la democracia sigue viva en 
España; aunque sea imprescindible com-
batir sus principales hándicaps, como las 
dificultades para el desarrollo de la liber-
tad de expresión, los problemas de esta-
bilidad política o el enfrentamiento exce-
sivo entre partidos, cuya dificultad para 
alcanzar consensos ha quedado eviden-
ciada incluso ante situaciones tan graves 
como las vividas a lo largo de 2020.

Como repetimos cada año, el infor-
me implica un trabajo colectivo, que co-
mienza con la elección cuidadosa de au-
tores y textos, para la que los directores 
del informe y el Laboratorio cuentan con 
el apoyo de un Consejo Asesor formado 
por otros doce expertos de alta calidad. 
Por otro lado, este informe no sería po-
sible sin el apoyo del Centro de Estudios 
Políticos y Constitucionales (CEPC) de 
España, que por segundo año consecu-
tivo se suma como colaborador del vo-
lumen. También es preciso reconocer 
el esfuerzo de los autores para entregar 
sus trabajos en plazos más cortos que los 
habituales, así como el especial trabajo 
de los directores del informe, el profesor 
Alberto Penadés y la profesora Amuitz 
Garmendía (quien se ha incorporado por 
vez primera a la dirección de este proyec-
to). Asimismo, me gustaría mencionar 
expresamente el gran trabajo de edición 
y supervisión de los diversos artículos lle-
vado a cabo por Jorge San Vicente, sub-
director del Laboratorio, sin cuya ayuda 
habría sido imposible terminar este exce-
lente trabajo en tiempo y forma.

Por último, queremos aprovechar 
este prólogo para reconocer expresa-
mente la contribución a la serie, a lo lar-
go de los años, del catedrático emérito 
de la Universidad Complutense Julián 
Santamaría, fallecido en el último día 
del pasado año. Agradecemos así su la-
bor como miembro del Consejo Asesor 
del IDE desde la primera edición del in-
forme, siempre con la intención de me-
jorar la calidad de sus contenidos.

Jesús Ruiz-Huerta Carbonell
Director del Laboratorio  

de la Fundación Alternativas
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El 2020 quedará para siempre grabado 
en nuestra memoria como el año de la 
pandemia. Solo hay que observar la rup-
tura en algunas series históricas para 
darse cuenta de la magnitud del impac-
to. En comparación con el año anterior, 
en 2020 fallecieron en España un 17% 
más de personas. Solo durante la pri-
mera ola, el exceso de mortalidad fue 
de más de 46.000 personas, la mayor 
parte en el mes de abril. Por otro lado, 
a finales de año, en diciembre del 2020, 
la tasa de paro había crecido también 
un 17% (la tasa de desempleo pasó del 
13,78 al 16,13% en doce meses) y el pro-
ducto interior bruto se había reducido 
un 10,8%. Solo en el mes de abril, hubo 
cerca de 3,5 millones de personas sujetas 
a un ERTE. El objetivo de este informe, 
no obstante, no es evaluar la efectividad 
de la respuesta a la crisis de la pandemia 
desde un punto de vista sanitario o eco-
nómico, sino tratar de averiguar qué po-
demos aprender sobre la democracia es-
pañola en este contexto extraordinario. 

Por fortuna —y, en resumidas cuen-
tas—, la lección más importante es que, 
en lo que respecta a la calidad de nuestra 
democracia, seguimos siendo un país 
“normal”, con más de un problema —
como los límites a la libertad de expre-
sión— y algún que otro acierto —como 
una cultura política igualitaria—, pero 
que, hasta en las situaciones insólitas, 
se sigue pareciendo a las democracias 
avanzadas que desde hace medio siglo 
sirven, con poca discusión, de marco de 
referencia colectivo. Eso no quiere decir 
que quien odia no siga odiando, que los 
incapaces hayan decidido retirarse, que 
el Gobierno se haya vuelto totalmente 
transparente, que los corruptos hayan 

visto la luz del bien público o que, sim-
plemente, la democracia no produzca 
frustración. El progreso se produce re-
forma a reforma y acuerdo a acuerdo. La 
mala noticia para los agoreros del declive 
y la decadencia de las democracias, como 
ocurre con las naciones o los imperios, 
es su inevitable capacidad para resurgir.

No obstante, es evidente que el 2020 
no fue un buen año para la democracia 
en el mundo. Un indicador parcial de la 
extensión del desafío al que nos hemos 
afrontado es que el 59% de los países del 
planeta decretaron algún tipo de estado 
de emergencia durante este año (IDEA, 
2020). Aunque en casi todos los casos se 
ha tratado de procedimientos regulados 
constitucionalmente, no queda duda de 
que, cuando menos, las democracias 
han tenido que responder ante circuns-
tancias que han afectado a sus procedi-
mientos básicos.

Una lista no exhaustiva de los poten-
ciales problemas que la pandemia ha cau-
sado desde su expansión a comienzos de 
año incluye: en el ámbito electoral, el retra-
so o cancelación de elecciones; en el de los 
derechos fundamentales, la limitación de 
los derechos de reunión y manifestación, 
el sufragio activo, la libertad de expresión 
y la libertad de prensa o la protección de 
los datos privados; en lo que respecta a la 
acción de gobierno, la concentración de 
poderes en el Ejecutivo, la debilitación del 
control parlamentario o la falta de trans-
parencia en la información; y, en general, 
la dificultad para coordinar la democracia 
participativa y la colaboración entre los 
distintos niveles territoriales de gobierno. 
A todo esto, deben sumarse las pruebas 
que la propia sociedad que sustenta la de-
mocracia ha debido afrontar, poniendo a 
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prueba su capacidad para colaborar, para 
confiar y para resolver problemas sin que 
le digan siempre lo que tiene que hacer, 
o para cumplir cuando se lo piden. Todo 
ello hace más difícil afrontar el reto que 
implica superar la crisis sin que los ciuda-
danos dejen de confiar en algunas de las 
promesas intrínsecas de la democracia: 
la equidad, la salud pública y el bienestar 
continuado. 

En este contexto, ¿cómo ha respondi-
do la democracia española? En los capítu-
los de este informe se ponen a examen, 
con mirada crítica, algunas cuestiones 
específicas: cómo se enfrentó la sociedad 
y el Estado a la crisis; cuáles fueron las im-
plicaciones, en términos económicos y so-
ciales, de la misma; qué dilemas democrá-
ticos plantean la restricción de derechos 
fundamentales y apelación a la tecnocra-
cia; o cómo se ha llevado a cabo la gestión 
en un contexto de poder diseminado. Ade-
más, como cada año, hemos pedido a un 
amplio panel de expertos que evalúen, me-
diante un cuestionario estandarizado, el 
funcionamiento de las instituciones y sus 
resultados durante el año 2020. Veamos 
algunos de sus principales resultados.

1. El índice de calidad de la 
democracia en perspectiva 
comparada

La valoración global media de los 319 
expertos consultados para este informe 
ha sido la más alta en los 13 años de vida 
de esta encuesta, con un resultado —6,3 
puntos sobre 10— ligeramente superior 
a su primera edición. Con esta quinta 
mejora anual consecutiva, se puede de-
cir que se ha superado lo que ahora pa-

rece que fue un valle (y no un declive) en 
la evaluación de la democracia española, 
que tuvo sus momentos más bajos en la 
primera mitad de la década de 2010.

Es importante entender que se trata 
de un índice agregado de una serie de 
indicadores muy pormenorizados, que 
incluyen cerca de 60 cuestiones especí-
ficas. De esta forma, se puede observar 
que, por ejemplo, la libertad de expre-
sión lleva cinco años empeorando su 
calificación, pero eso no arrastra nece-
sariamente a las de otras libertades civi-
les o derechos fundamentales, como la 
libertad religiosa o la de hablar la propia 
lengua, que es fácil que demos por des-
contadas. El índice agregado atempera 
tanto el catastrofismo como el triunfa-
lismo. Se trata de una auditoría neutral, 
que podría hacerse en cualquier país y 
que facilita el análisis de los puntos dé-
biles y los fuertes de una democracia, así 
como su evolución en el tiempo.

La libertad de expresión es, de hecho, 
con diferencia, el ámbito en el que más 
ha empeorado la valoración de nuestra 
democracia, seguido de la estabilidad en 
el Gobierno, en estos 13 años. Sin duda, 
esto es algo que debería convertirse en 
una prioridad para una agenda refor-
mista democrática. 

De otro lado, las cuestiones en las 
que más ha mejorado la valoración de 
la democracia española tienen un cierto 
aire a “nueva política”, según expresión 
de algunos —o, si se prefiere, a las de-
mandas del 15M, una movilización social 
que recientemente ha cumplido su déci-
mo aniversario—. En orden decreciente, 
estos asuntos son la participación de las 
mujeres, la responsabilidad del poder lo-
cal y autonómico, la representatividad del 
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Parlamento, la libertad de los partidos y 
un acceso más igualitario al poder. Esto 
podría ser una señal de que la democra-
cia, aunque sea lentamente, responde en 
la dirección de las demandas sociales.

En cuanto a la comparación de las di-
mensiones de la democracia entre sí, en 
general, como es común en este tipo de 
evaluaciones, las líneas que se refieren a 
la democracia electoral y al Estado liberal 
son las mejor calificadas, aunque en al-
gún aspecto haya habido algún retroceso, 
mientras que varias cuestiones referidas 
a la relación entre el Gobierno y la socie-
dad se encuentran entre lo peor valorado, 
aunque en algunas de ellas haya habido 
progreso. Las peores calificaciones abso-
lutas, con cierta coherencia, las encontra-
mos en lo que se refiere a la corrupción, 
la interferencia del poder económico en 
la política, la selección no igualitaria de 
las élites políticas y su alejamiento de los 
representados. Ha habido progreso, pero 
aún queda bastante que mejorar.

A corto plazo, con respecto a los úl-
timos dos años, la evaluación que más 
ha mejorado es la de la independencia 
de los jueces; también ha aumentado 
bastante la calificación sobre el cumpli-
miento de la legalidad. En ambos casos, 
la evaluación es positiva, además de serlo 
su tendencia. El papel de los jueces y del 
Poder Judicial ha estado muy presente 
en el debate político en los últimos años, 
y es difícil sustraerse de los desacuerdos 
concretos que cada cual entiende como 
más importantes sobre esta cuestión. La 
ventaja de recurrir a un panel de exper-
tos amplio y diverso, como el que utiliza-
mos, es que facilita superar algunas di-
ficultades de perspectiva. Piénsese que 
en el índice internacional de Estado de 

Derecho (Rule of Law Index), España ha 
subido, en 2020, de 0,71 a 0,73 puntos, 
y de la posición 21 a la 19 en el mundo, 
lo que la sitúa en torno a la mediana del 
grupo de países de características eco-
nómicas y políticas comparables, que 
encabeza Dinamarca y cierra Hungría 
(World Justice Project, 2020). 

¿Cómo se comparan estos resultados 
con el juicio de los principales observato-
rios internacionales? Para el caso de Es-
paña, las valoraciones en otros índices se 
han mantenido en algún caso estables y, 
en otros, solo ligeramente por debajo de 
las del año anterior. Las organizaciones 
que miden de forma comparada el rendi-
miento y calidad de las democracias del 
mundo concuerdan en que no ha sido un 
buen año para la libertad política —algo 
que no es una sorpresa—, pero  precisan 
que lo que se observa en realidad, pese 
al choque de la pandemia, es la conti-
nuación de una tendencia. Si bien las de-
mocracias consolidadas han pasado por 
dificultades y algunas valoraciones son 
peores que en el año precedente, son las 
democracias ya deterioradas las que más 
quebrantos han producido. 

El índice Varieties of Democracy (V-
Dem) de la Universidad de Gotemburgo 
(Suecia) y del Instituto Kellog (EE. UU.) 
es uno de los más parecidos al nuestro, 
además de ser el que más utiliza la in-
vestigación de ciencia política compa-
rada. Su panel de expertos se nutre del 
conocimiento local para cada caso —eva-
lúan 169 países y territorios en todo el 
planeta—, empleando un cuestionario 
amplio y multidimensional. De hecho, 
una característica de los datos del índice 
V-Dem es que este no agrega las califi-
caciones de todas las cuestiones que se 
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evalúan, sino que ofrece cinco indica-
dores separados para distintas dimen-
siones fundamentales de la democracia: 
electoral, liberal, deliberativa, participa-
tiva e igualitaria. La idea que subyace a 
esta metodología es que cada democracia 
podría ser relativamente más fuerte que 
otras en unas u otras dimensiones, pero 
no ser del todo comparable en una valo-
ración absoluta.

En el año 2020, el V-Dem sitúa a Es-
paña en el puesto número 9 en el índice 
de democracia electoral (la evaluación 
absoluta sube ligeramente, de 88 a 89 
puntos sobre cien) y en el puesto número 
13 en el índice de democracia liberal (que 
baja ligeramente, de 81 a 80). En cuanto 
a las dimensiones menos procedimenta-
les, las calificaciones quedan igualmente 
emplazadas en el grupo destacado de las 
democracias más avanzadas: en el pues-
to número 12 en el índice de democracia 
participativa (la puntuación sube de 62 
a 64), en la posición 14 en el indicador 
de democracia deliberativa (pasa de 78 a 
79 puntos), y en el puesto número 6 en 
democracia igualitaria (sube de 80 a 81).

Aunque los cambios son pequeños 
con respecto a 2019, la valoración es cla-
ramente positiva y sube en todas las di-
mensiones, excepto en la de democracia 
liberal. En todo caso, el resultado de este 
indicador (81) es igual a la media de los 
países de Europa occidental, y mayor que 
la media de la Unión Europea (73) o la de 
los países de la OCDE (también 73).

Por otro lado, de acuerdo con los dos 
índices internacionales más veteranos y 
mediáticos, el índice de The Economist y el 
informe de Freedom House, la evaluación 
de la democracia en España se resiente 
un poco más durante el año transcurri-

do, aunque ninguna de las dos entidades 
ha destacado un cambio cualitativo en su 
dictamen. En ambos casos, observan una 
erosión en las libertades civiles, algo que 
tiene un peso mayor en la valoración de 
conjunto para estas organizaciones.

En el Democracy Index que publica 
The Economist, España desciende des-
de una calificación de 8,29 a 8,12 (en 
una escala de 0 a 10) y del puesto 16 al 
puesto 22 en el mundo. Esto equivale 
a quedarse en la puntuación media de 
los últimos diez años, a lo largo de los 
cuales no ha habido grandes variaciones. 
Desde el punto de vista cualitativo, para 
el informe de The Economist lo más des-
tacado es que el país se mantiene dentro 
del grupo de las denominadas “demo-
cracias plenas”, aunque sea, tal y como 
viene sucediendo en los últimos años, 
en la parte más baja del grupo, en este 
caso solo por encima de Corea del Sur. 
La valoración es mejor que las de Francia 
y EE. UU., que son países considerados 
“democracias con problemas” por estos 
evaluadores. Como queda dicho, el des-
censo de 2020 se debe, a juicio de esta 
publicación, a un empeoramiento en las 
libertades civiles.

El valor del índice de Freedom House, 
especializado precisamente en la medi-
ción de las libertades públicas, descien-
de para España de 92 a 90 puntos sobre 
100. Esta organización considera que un 
país es libre a partir de 70 puntos, pero 
ese umbral no es demasiado selectivo. 
En 2020, hay 46 democracias con una 
calificación de 90 o más puntos y hay 
tres países del norte de Europa a los que 
se les otorga un 100. La puntuación de 
España es la misma que la de Francia e 
Italia, que son países evaluados más se-
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veramente que España por los otros ob-
servatorios. La mayor parte de los puntos 
que faltan hasta los 100 posibles se refie-
ren a libertades civiles, donde ha habido 
un suave pero continuado descenso en 
los últimos años a juicio de esta organi-
zación, como por otra parte, también lo 
ha habido en el de los expertos que eva-
lúan la democracia española para este in-
forme, cuyo resultado neto es más posi-
tivo. La diferencia es que el indicador de 
Freedom House se concentra en cuestio-
nes relacionadas a las libertades civiles, a 
las que da un mayor peso relativo.

En conclusión, aunque las evalua-
ciones basadas en los juicios de expertos 
tienden a dar una valoración positiva y 
estable de la democracia en España, hay 
una convergencia en torno a una cierta 
erosión de las libertades civiles que debe 
llamarnos la atención, aunque esto ten-
ga un impacto mayor o menor en los in-
dicadores de conjunto en cada caso: en 
los dos últimos índices mencionados, 
arrastra a la apreciación del conjunto, 
mientras que V-Dem lo registra solo en 
su índice de democracia liberal. Nuestro 
índice precisa aún más: es la libertad de 
expresión la que retrocede.

2. Calidad de la democracia  
y Gobiernos autonómicos

Es posible que en el año 2020 los ciu-
dadanos tuvieran ocasión de percibir 
de forma más aguda de lo habitual el 
impacto en su bienestar de la acción 
de gobierno en el nivel autonómico. La 
importancia objetiva de la gestión au-
tonómica de los recursos sanitarios, la 
continuada atención mediática sobre el 

asunto y la secuencia temporal de recen-
tralización —durante la fase inicial de la 
pandemia— y posterior delegación de 
las capacidades decisoras son factores 
que suponen una mayor atención sobre 
los Gobiernos autonómicos. Aunque los 
resultados, tanto en lo que respecta a la 
gravedad de la crisis sanitaria como a su 
impacto en la economía, han dependido 
de muchas variables fuera del control 
de los Gobiernos, es evidente que cada 
comunidad adoptó una combinación de 
políticas distinta, lo que puede determi-
nar la evaluación de los ciudadanos. 

El Índice de Calidad de Gobierno en 
Europa (EQI, por sus siglas en inglés) 
que publica la Universidad de Gotem-
burgo compara las percepciones sobre 
los Gobiernos regionales en los países 
de la Unión Europea desde el año 2010. 
La última edición de este índice se basa 
en una encuesta realizada en el último 
trimestre de 2020 y las primeras sema-
nas de 2021. Se trata de un indicador que 
aparece cada cuatro años y cuya cuarta 
edición se ha publicado recientemente 
(Charron, Lapuente y Bauhr, 2021). 

El EQI no es el resultado de juicios 
expertos, sino que se basa en una gran 
encuesta a un amplio número ciudada-
nos sobre sus percepciones sobre los 
Gobiernos de las distintas regiones de 
la Unión Europea (en el caso de España, 
600 personas en cada comunidad autó-
noma). La encuesta inquiere a los entre-
vistados por su experiencia en cuestio-
nes como el trato con el sector público, 
sobre si se cree que existe o si se ha expe-
rimentado corrupción, o por sus percep-
ciones sobre la calidad y la equidad en la 
asignación de servicios públicos. No se 
trata de una medida objetiva de calidad 
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del Gobierno, si es que tal cosa es posi-
ble, pues se mide abiertamente a través 
del juicio de los ciudadanos; no obstan-
te, la validez del índice se encuentra bien 
contrastada, pues se ha demostrado, en 
el conjunto de Europa, que sus valores 
están correlacionados con cuestiones 
que son más fáciles de observar, como la 
innovación económica, el comercio con 
otras regiones, la cohesión social y un 
nivel bajo de voto a partidos populistas 
(véase Lapuente, 2021). 

España es el segundo país de la UE 
con mayor dispersión en la calidad de 
los distritos Gobiernos regionales (au-
tonómicos), solo por detrás de Italia. 
Además, en la última encuesta las dife-
rencias entre comunidades han aumen-
tado, así como la distancia entre las va-
loraciones más altas y más bajas. Tanto 
España como Italia destacan por su he-
terogeneidad, con la diferencia de que, 
en el caso de Italia, la media es bastante 
peor que la española.

En términos absolutos, los extremos 
los ocupan el País Vasco y Cataluña, que 
son, respectivamente, la comunidad au-
tónoma con mejor y peor gobierno de Es-
paña, según los ciudadanos de cada una 
de ellas. Las mejores valoraciones se en-
cuentran en el norte: País Vasco, La Rio-
ja, Navarra y Asturias. El siguiente grupo, 
aún con buenas valoraciones, lo forman 
Extremadura, Castilla-La Mancha, Co-
munidad Valenciana, Islas Baleares y 
Cantabria. El resto de los Gobiernos “sus-
pende” de acuerdo con este índice, en al-
gunos casos con bastante rotundidad.

Los cambios más notables con res-
pecto a hace cuatro años se han regis-
trado, por un lado, en la Comunidad 
Valenciana y en las Islas Baleares, que 

son las que más han mejorado (práctica-
mente ambas por igual), y, por otro, en 
Cataluña, cuyo Gobierno es el que más 
ha empeorado, junto con Cantabria, 
pero en este segundo caso dentro de un 
recorrido de valores positivos. En las dos 
primeras el cambio ha sido, además, 
cualitativo: las comunidades valenciana 
y balear han pasado de estar por debajo 
de la media a estar bastante por encima 
de ella. La valoración del Gobierno de 
Cataluña, en cambio, ya se encontraba 
por debajo de la media desde 2013, em-
peoró en 2017 y en 2020 se ha situado, 
con cierta diferencia del resto, como el 
Gobierno con peor valoración entre sus 
ciudadanos, según esta encuesta. 

Entre las comunidades más pobla-
das también hay que destacar el caso 
de la Comunidad de Madrid, que tiene 
valores negativos desde 2017 y ha recibi-
do, en esta última oleada, una valoración 
algo peor que hace cuatro años. Aunque 
la diferencia sea pequeña, ha supuesto 
cierto cambio cualitativo, pues la comu-
nidad ha pasado de estar por encima de 
la media de España a estar por debajo. 

Hay que destacar, no obstante, que 
en España conviven regiones con valora-
ciones que serían excelentes en Francia 
y buenas en Alemania con regiones cuya 
calidad de Gobierno percibida resultaría 
poco más que moderada en la muy cri-
ticada Italia. Resulta intrigante que dos 
de las comunidades con mayor renta 
por habitante y con mayor peso político 
de los partidos nacionalistas autóctonos 
(País Vasco y Cataluña) se encuentren 
en posiciones extremas y opuestas, es-
pecialmente si tenemos en cuenta que, 
desde el 2013, la distancia entre ambas 
no ha hecho más que acrecentarse.
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3. Los focos del informe

Los capítulos del informe de este año es-
tán agrupados en torno a cuatro grandes 
cuestiones. En primer lugar, las bases o 
condicionantes sociales de la respuesta 
a la crisis, como son una información 
veraz y confiable, la disposición de la so-
ciedad a cooperar más allá de los conflic-
tos políticos y la capacidad de la infraes-
tructura institucional para resolver una 
crisis aguda (o los defectos en todo ello). 
En segundo lugar, las implicaciones 
perdurables o de más largo plazo en la 
respuesta, como son los ajustes tanto en 
equidad social como en eficiencia econó-
mica, que pueden hacer posible el bien-
estar social (o, de nuevo, sus defectos). 
En tercer lugar, los debates abiertos en 
torno a al menos dos cuestiones que tie-
nen que ver con la legitimidad del Poder 
Ejecutivo: el tratamiento de los derechos 
fundamentales durante la emergencia 
sanitaria, y la demanda (o posible com-
petencia) de juicios técnicos o expertos 
frente a las decisiones de representantes 
políticos. Por último, la evaluación de la 
gestión y la gobernanza en un contexto 
de poder diseminado: entre gestores sa-
nitarios y políticos, entre niveles territo-
riales de gobierno, y entre partidos polí-
ticos dentro del Gobierno. 

El fundamento de la toma de deci-
siones de los ciudadanos descansa, en 
buena medida, en la información a la que 
tienen acceso. Por ello, el primer bloque 
se abre con el capítulo de Silvia Majó-
Vázquez y Sandra González-Bailón sobre 
la circulación de información durante la 
pandemia. Basándose en una amplia in-
vestigación propia, las autoras analizan 
las dinámicas de consumo de noticias y 

los condicionantes de la confianza en los 
distintos medios de acceso a las mismas 
durante la crisis sanitaria. En el siguien-
te capítulo, Mariano Torcal presenta un 
completo análisis, basado en repetidas 
investigaciones sobre encuestas, de uno 
de los posibles obstructores de la eficacia, 
la confianza y la cooperación: la polariza-
ción política en España, tanto en su di-
mensión ideológica como afectiva. El blo-
que lo cierra la reflexión de Guillem Vidal 
y Borja Barragué sobre el concepto de la 
capacidad del Estado y las debilidades del 
sector público en España, que son el otro 
gran determinante de la resolución de 
problemas anterior a toda decisión políti-
ca concreta con respecto a la crisis.

Los dos capítulos que componen el 
segundo bloque coinciden en señalar 
las diferencias en la respuesta, en polí-
ticas sociales y económicas, durante la 
actual crisis con respecto a la Gran Re-
cesión, tanto en la Unión Europea como 
en España. En el capítulo 5, Margarita 
León explica la importancia de las po-
líticas que comprenden el llamado “es-
cudo social” —fundamentalmente, los 
Expedientes de Regulación Temporal 
de Empleo y el ingreso mínimo vital— 
y analiza su dimensión en perspectiva 
comparada. Por su parte, Antonia Díaz y 
Luis Puch, en su análisis de las políticas 
económicas, destacan el enorme reto de 
planificación y coordinación que tiene 
España por delante cuando aún tiene re-
formas pendientes desde la última rece-
sión. En este contexto, dedican parte de 
su capítulo, como no podía ser de otra 
manera, a las posibilidades del plan de 
recuperación y sus implicaciones para el 
futuro del país: según su análisis, su éxi-
to dependerá, además de la coordinación 
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europea, del refuerzo de la inteligencia 
económica colectiva en las instituciones 
públicas españolas. 

Para el tercer bloque, se han seleccio-
nado dos tipos de preguntas abiertas que 
habremos de tratar de responder tras la 
crisis. Ambas son cuestiones normativas, 
aunque los enfoques disciplinares sean 
muy distintos. En el capítulo 7, Luis Po-
med repasa los dilemas constitucionales 
que han planteado las acciones del Go-
bierno durante la crisis, en una completa 
y estricta revisión crítica. A continuación, 
Pablo Fernández-Vázquez, Luis Ramiro 
y Sebastián Lavezzolo discuten el papel 
de los expertos frente a los políticos en la 
democracia y cuáles son los fundamen-
tos de las actitudes ciudadanas favorables 
a las alternativas más o menos tecnocrá-
ticas a la democracia representativa. Los 
dos capítulos, ocupándose de cuestiones, 
en principio, distintas, coinciden en se-
ñalar un riesgo común. Escribe Pomed 
que “una democracia sin derechos se 
atrofia hasta transformarse en el ideal 
plebiscitario de los populistas”. Mien-
tras, Fernández-Vázquez, Lavezzolo y 
Ramiro afirman que sus datos muestran 
cómo existe “una estrecha relación entre 
el deterioro de las funciones de represen-
tación y la búsqueda de alternativas polí-
ticas, sean estas tecnocráticas, populistas 
o tecnopopulistas”.

Lo más complejo se ha dejado para 
el final: cómo valorar las decisiones to-
madas, cómo se han comportado los 
Ejecutivos, cuáles han sido los errores o 
los éxitos de coordinación, cuánto de ello 
ha sido estructural y cuántos problemas 
podrían haberse evitado, de qué intrin-
cados equilibrios políticos depende la 

gestión y el gobierno, etc. Serafín Pazos-
Vidal, en el capítulo que abre el último 
bloque, analiza los retos, los errores y las 
lecciones aprendidas de la crisis en ma-
teria de cogobernanza territorial, apun-
tando, también, hacia lo que podemos 
esperar para el futuro. En el siguiente 
capítulo, Rosa Urbanos y Ricard Meneu, 
por su parte, revisan, con una perspec-
tiva crítica, cómo se han entrelazado 
los criterios políticos y de salud pública 
en las decisiones en materia sanitaria y 
cómo ha sido la cogobernanza de la cri-
sis de los recursos y personal del Sistema 
Nacional de Salud. Por último, Máriam 
Martínez-Bascuñán cierra el bloque con 
una reflexión que aporta un último ele-
mento de contexto para todo el informe: 
el 2020 ha sido también el primer año 
del primer Gobierno de coalición de la 
historia democrática reciente de España, 
cuyo buen número de situaciones que 
habrían sido insólitas incluso sin haber-
se producido en medio de una crisis sa-
nitaria y económica de tal magnitud ayu-
da a explicar algunas de las cuestiones 
tratadas a lo largo del informe.

El volumen lo cierra, como todos los 
años, la presentación y análisis de los 
datos del Índice de Calidad Democrática 
que se realiza a partir de la encuesta al 
panel de expertos. Modesto Escobar y Pa-
blo Cabrera, además de presentar los da-
tos y conclusiones fundamentales, ofre-
cen amplia información metodológica y 
analizan las características del panel de 
expertos, en un ejercicio de transparen-
cia ya habitual en este informe. Es una 
satisfacción acabar la revisión de un año 
traumático con el mensaje optimista de 
los datos que nos muestra esta encuesta.
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1. Introducción

Pese a que la pandemia aún no ha fina-
lizado cuando escribimos este capítulo, 
el 2020 será ya para siempre “el año de 
la pandemia”. Por tanto, analizar el esta-
do de la comunicación en España en el 
2020 pasa necesariamente por explicar 
cómo los ciudadanos se informaron so-
bre esta. La pregunta clave es cómo la 
información sobre la COVID-19 se dis-
tribuyó en un entorno comunicativo ca-
racterizado por la influencia de las redes 
sociales, webs de contenido audiovisual 
y aplicaciones de mensajería. 

Pero el 2020 no ha sido solamente 
el año de la pandemia. Para algunos ex-
pertos también ha sido el año en el que 
nos hemos enfrentado, tanto en España 
como en otros países, a una “infode-
mia”, es decir, a una proliferación sin 
precedentes de información falsa o en-
gañosa en relación con el virus de la CO-
VID-19 (Gallotti, Valle, Castaldo, Sacco 
y De Domenico, 2020; Tangcharoen-
sathien et al., 2020; Zarocostas, 2020). 
Ya en febrero lo anunciaba el director 
general de la Organización Mundial de 
la Salud (OMS), asegurando que la “in-
formación falsa [sobre el virus] se propa-
ga más fácil y rápidamente que el virus, 
y es igual de peligrosa” (Ghebreyesus, 
2020). Lo denunciaba también más tar-
de el secretario general de las Naciones 
Unidas, subrayando los efectos adversos 
de la exposición a la información falsa 
y poniendo como ejemplos los ataques 
a inmigrantes (Naciones Unidas, 2020). 

Teniendo en cuenta este contexto, 
en este capítulo analizamos, en primer 
lugar, los patrones de consumo de los 
españoles durante el 2020, con especial 

atención al primer periodo del estado de 
alarma en nuestro país. Seguidamente, 
identificamos algunos de los cambios 
más importantes en el comportamiento 
de los ciudadanos con respecto al con-
sumo de información política a lo largo 
del 2020, en comparación con el 2019. 
Finalmente, medimos la magnitud po-
tencial de la infodemia en España. Lo 
hacemos recurriendo a diversas fuentes 
de datos que incluyen, entre otras métri-
cas, las percepciones de los ciudadanos 
frente a la información falsa o poco fia-
ble distribuida durante el 2020. 

El objetivo último de este capítulo 
es entender el consumo de informa-
ción política por parte de los españoles 
durante un año de máxima excepcio-
nalidad en el que, entre otras cosas, el 
primer Gobierno de coalición de la de-
mocracia española empezó su andadu-
ra; se aprobaron dos estados de alarma; 
se confinó a la mayoría de la población 
durante semanas en sus casas; y murie-
ron más de 44 mil personas debido a la 
COVID-19 (ver Gráfico 1). 

2. Principales canales y fuentes 
de información

El 2020 empezó con gran interés in-
formativo a raíz de la investidura, el 7 
de enero, del primer presidente de un 
Gobierno de coalición de la España de-
mocrática, con miembros del PSOE y 
de Unidas Podemos. Ese interés se vio 
reflejado en un incremento de las visitas 
a medios de comunicación y un mayor 
consumo informativo (como detallamos 
más adelante). Pronto esta demanda dio 
paso a un breve periodo informativo con 
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GRÁFICO 1: Cronología de la pandemia en España durante el 2020
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Al finalizar 2020 el

Nota: la cronología muestra los principales acontecimientos noticiosos relacionados con la pandemia del COVID-19 en España 

durante el 2020. 

Fuente: elaboración propia a partir de datos de Our world in data (University of Oxford, 2021). Las cifras incluyen el número de casos 

positivos y el número de personas muertas debido a la COVID-19 registrados ese día. 
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niveles de consumo similares a los de 
2019. La similitud en el comportamiento 
de las audiencias entre 2019 y 2020 duró 
tan solo unos días. El 20 de enero, China 
confirmaba la transmisión del virus de 
la COVID-19 entre humanos, y el 30 de 
enero se identificaba el primer caso en 
España. La cronología de eventos, ilus-
trada en el Gráfico 1, refleja cómo desde 
entonces y hasta finales de año —y toda-
vía en el 2021—, los acontecimientos re-
lacionados con el coronavirus no se han 
dejado de producir. La concatenación 
de emergencias y noticias excepcionales 
desencadenadas por la pandemia, inclu-
so antes de su declaración por la OMS el 
30 de marzo, sumió a la sociedad espa-
ñola en un estado de crisis permanente 
casi desde el inicio del 2020 y durante 
los meses subsiguientes. 

Ante este escenario de crisis, los 
ciudadanos, independientemente de su 

1 Los datos usados aquí fueron recogidos a través de encuestas realizadas a una muestra representativa de 

1009 ciudadanos españoles, entre el 31 de marzo y el 7 de abril de 2020. Ver más detalles en Nielsen, Flet-

cher, Brennen et al. (2020). 

edad, escogieron ampliamente los me-
dios de comunicación como principal 
fuente de información durante la pande-
mia (Gráfico 2)1. El Gobierno, los cientí-
ficos, y los expertos en salud emergieron 
entonces como fuentes de información 
secundarias en este entorno de crisis, 
aunque probablemente los ciudadanos 
también accedieron a estos, principal-
mente, a través de los medios de comu-
nicación, por ejemplo, televisión, radio o 
prensa escrita. 

2.1. Confianza en la información sobre 
la COVID-19

La centralidad de los medios durante el 
2020 choca con la opinión que una parte 
importante de los ciudadanos manifesta-
ba sobre su trabajo. Casi un cuarto de los 
españoles no confiaba en la información 
sobre la COVID-19 publicada por los me-
dios durante el primer estado de alarma 

GRÁFICO 2: Fuentes de información durante la pandemia por edad

18-24 25-34 35-44 45-54 55+

Medios de comunicación  65% 71% 71% 75% 78%

Gobierno 45% 34% 34% 36% 43%

Científicos, médicos y otros expertos en salud 41% 37% 35% 32% 44%

Organizaciones internacionales de la salud
(como la OMS)

37% 38% 33% 26% 35%

Ministerio de Sanidad y red de salud pública 27% 33% 29% 28% 33%

Políticos individuales 21% 18% 16% 17% 20%

Personas que conozco 16% 14% 12% 13% 12%

Otras personas que no conozco personalmente 13% 9% 9% 7% 6%

Pregunta: ¿Cuál de estas fuentes usó la semana pasada para informarse sobre la pandemia de la COVID-19, ya sea a través de 

Internet, usando las redes sociales, los buscadores, las webs de vídeos o aplicaciones de mensajería o en persona? (seleccione todas 

las que apliquen)

Fuente: elaboración propia a partir de datos de Nielsen, Fletcher, Newman, Brennen y Howard (2020). 
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(Gráfico 3). De hecho, un 32% de la po-
blación consideró que los medios exage-
raban la pandemia y un 20% no estaba de 
acuerdo con que los medios le hubieran 
ayudado a entender la pandemia (Niel-
sen, Fletcher, Brennen y Howard, 2020). 
Estos altos porcentajes de escepticismo 
son especialmente reseñables en unas 
circunstancias en las que los medios de-
bían jugar (y jugaron) un rol fundamen-
tal en la toma de decisiones con respecto 
a la protección personal ante el virus, así 
como en la difusión de normas para su 
control (normas que restringían las li-
bertades de los ciudadanos). Si ponemos 
estas cifras en perspectiva con lo que ocu-
rrió en otros países, vemos que los espa-
ñoles no fueron los ciudadanos con me-
nor confianza en la información de los 
medios. Los datos del estudio de Nielsen 
et al. (2020), que incluye una comparati-
va de seis países de distintos continentes 

(Reino Unido, Estados Unidos, Alema-
nia, España, Corea del Sur y Argentina), 
muestran que Argentina (41%) y Estados 
Unidos (38%) tuvieron un mayor núme-
ro de ciudadanos declarando desconfian-
za en la información transmitida por los 
medios sobre el coronavirus. 

A pesar de la desconfianza de un 
sector minoritario de la población, la 
mayoría de los españoles confiaron en la 
información proporcionada por los mé-
dicos, las autoridades sanitarias y las or-
ganizaciones internacionales en el ám-
bito de la salud. No es así en el caso de la 
información procedente del Gobierno, 
que generó un importante escepticismo. 
Más del 35% de los españoles declara-
ba no confiar en la información sobre 
la COVID-19 proporcionada por el Eje-
cutivo e incluso un 13% aseguraba que 
había exagerado la pandemia (Nielsen, 
Fletcher, Brennen et al., 2020). 

GRÁFICO 3: Confi anza de los españoles en la información sobre la COVID-19 según 

las fuentes de información 

No confío Confío

Organizaciones Internacionales de la Salud 
(como la OMS)

Ministerio de Sanidad y red de salud pública

Científicos, médicos otros expertos en salud

Medios de comunicación  

Gobierno

Personas que conozco  

Políticos

Redes sociales

Aplicaciones de mensajería 
(como Facebook o Whats App)

 

Otras personas que no conozco personalmente

0% 25%

50% 75% 100%

84%9%

77%12%

69%23%

51%35%

46%31%

33%45%

31%46%

23%49%

21%52%

16%

Pregunta: ¿En qué grado confía usted en la información sobre el coronavirus (COVID-19) proporcionada por las siguientes fuentes 

de información? Por favor use la siguiente escala, donde 0 es “no confío en absoluto” y 10 “confío totalmente”. Los valores han sido 

agrupados de la siguiente manera: no confío (0-4); confío (6-10).

Fuente: elaboración propia a partir de datos de Nielsen, Fletcher, Newman, Brennen y Howard (2020). 
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Los estudios de comunicación de cri-
sis han mostrado cómo la confianza en la 
información que trasladan las institucio-
nes es clave para entender la percepción 
de riesgo en una situación de emergencia 
(Dryhurst et al., 2020). Y la percepción de 
riesgo es, a su vez, un determinante deci-
sivo para el cumplimento de las normas 
y limitaciones establecidas durante esos 
periodos de emergencia (Schneider et al., 
2021). En este sentido, son importantes 
los resultados del Gráfico 4, donde se pue-
de ver claramente que la proporción de 
ciudadanos que confiaba en la informa-
ción sobre la COVID-19 proporcionada 
por el Gobierno está correlacionada con 
su posición en el eje ideológico. Hay una 
mayoría amplia de ciudadanos posiciona-
dos a la derecha del eje que se muestran 
desconfiados respecto de la información 
del Ejecutivo sobre la pandemia (68%). 
Mientras, la mayoría de los ciudadanos 
a la izquierda (59%) se muestran confia-
dos. Pese a ello, entre los ciudadanos de 
izquierdas, la proporción de escépticos es 
también notable (24%). 

La relación entre la información de 
los medios y la ideología política tam-
bién muestra divisiones significativas. 
La proporción de ciudadanos de de-
rechas (34%) que no confían en la in-
formación de los medios sobre la CO-
VID-19 es mayor que la media (23%). 
Estos datos tienen una clara similitud 
con otros países, como Estados Unidos 
o Reino Unido, donde también existe 
esta división entre la confianza en los 
medios durante la pandemia y las pre-
ferencias políticas de los ciudadanos. En 
estos países, la ciudadanía que se iden-
tifica con opciones políticas conserva-
doras ha sido más reacia a confiar en la 
información de los medios sobre la pan-
demia. En Estados Unidos, por ejemplo, 
solo un 35% de los ciudadanos que votan 
opciones conservadoras confiaban en la 
información sobre la COVID-19 publi-
cada por los medios de su país (Niel-
sen, Fletcher, Brennen, et al., 2020). 
Para contextualizar estos datos, hay que 
mencionar que, como este informe ya 
mostraba el año pasado (Majo-Vázquez 

GRÁFICO 4: Confi anza de los españoles en la información sobre la COVID-19 de los 

medios de comunicación y del Gobierno según su ideología 

No confío Confío

Izquierda Centro Derecha

Medios 20% 24% 34%

56% 54% 42%

Gobierno 24% 37% 68%

59% 48% 18%

Preguntas: 1) ¿En qué grado confía usted en la información sobre el coronavirus (COVID-19) proporcionada por las siguientes fuentes 

de información? Por favor, use la siguiente escala, donde 0 es “no confío en absoluto” y 10 “confío totalmente”. Los valores han 

sido agrupados de la siguiente manera: No confío (0-4); Confío (6-10). 2) Algunas personas hablan sobre izquierda y derecha para 

describir los partidos políticos y los políticos (generalmente los partidos socialistas son considerados de izquierda, mientras que los 

partidos conservadores son considerados de derecha. Teniendo en cuenta esto, ¿podría situarse usted en la siguiente escala? (muy 

a la izquierda; algo a la izquierda; centro izquierda; centro; centro derecha; algo a la derecha; muy a la derecha; no lo sé). Los valores 

han sido agrupados de la siguiente manera: izquierda incluye “muy a la izquierda” y “algo a la izquierda”; centro incluye “centro 

izquierda”, “centro” y “centro derecha”; derecha incluye “algo a la derecha” y “muy a la derecha”. 

Fuente: elaboración propia a partir de datos de Nielsen, Fletcher, Newman, Brennen y Howard (2020).
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y González-Bailón, 2019), los medios 
de comunicación a nivel internacional 
han venido sufriendo un descenso en la 
confianza por parte de los ciudadanos, 
especialmente a partir del 2018. Es en 
este año que empezó a popularizarse el 
término fake news, siguiendo la retórica 
de líderes políticos en países con una 
alta polarización (Wardle y Derakhshan, 
2017) dónde los medios públicos, y tam-
bién privados son frecuentemente obje-
to de debate político. En este sentido, en 
España, ya antes de la pandemia, solo 
el 43% de los ciudadanos confiaban en 
las noticias la mayoría del tiempo (New-
man, Fletcher, Schulz, Andi y Nielsen, 
2020). La nota positiva en medio de este 
escepticismo es que la pandemia, como 
se puede ver en el Gráfico 3, incrementó 
esta proporción hasta el 51%. 

2.2. Evolución y cambios en el consumo 
informativo

Si comparamos los patrones de con-
sumo de noticias de 2019 con los del 
2020, emergen dos cambios importan-
tes. Por un lado, el crecimiento masivo 
de la demanda de información. Por el 

otro, una pérdida relativa, durante el pri-
mer estado de alarma, del protagonismo 
de las redes y de internet en general en 
favor de la televisión, que creció como 
primer canal para acceder a las noticias 
(ver Gráfico 5). 

La revalorización de las marcas infor-
mativas tradicionales y, especialmente, el 
cambio radical en los hábitos de movili-
dad diaria de los ciudadanos, que estaban 
confinados en casa, explica este cambio 
en el patrón de consumo de noticias. La 
televisión recuperó durante la primera 
parte de la pandemia una mayor centra-
lidad en las dietas informativas de los 
españoles, especialmente entre los seg-
mentos de edad a partir de los 45 años 
(Gráfico 6). La radio también vio crecer 
su audiencia en ese grupo demográfico 
durante este periodo. Para los más jóve-
nes, internet y las redes sociales fueron 
el principal medio de comunicación uti-
lizado durante la pandemia. La división 
es menos clara cuando segmentamos a 
la población por nivel educativo (Gráfico 
7). Internet, incluyendo las redes, tuvo 
una importancia parecida independien-
temente del nivel educativo. Respecto a la 

GRÁFICO 5: Principal medio de comunicación antes y durante la pandemia

Durante la pandemia Antes de la pandemia

10% 20% 30% 40% 50%

Redes sociales

Radio

Prensa escrita

      

Televisión

Internet (incluyendo redes sociales) 

0%

Pregunta: ¿Cuál de estas es su principal fuente de información?

Fuente: elaboración propia a partir de datos del Digital News Report (Newman et al., 2020) y de Nielsen, Fletcher, Newman, Brennen 

y Howard (2020). 
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televisión, vemos en el Gráfico 7 que fue 
más central en las dietas informativas de 
los segmentos con menor educación. 

En segundo lugar, el cambio iden-
tificado en torno a la masiva demanda 
de información, responde a un fenóme-
no bien documentado en la literatura: la 
percepción social de acontecimientos de 
gran relevancia, combinada con la alta 
incertidumbre que estos acontecimientos 
generan, se traduce en una alta necesidad 
informativa (Valentino et al., 2009; Valen-
tino et al., 2008). Además, como explican 
Marcus et al. (2000), los acontecimientos 
con un alto componente de novedad obli-
gan a los individuos a hacer evaluaciones 
constantes que requieren de mayor infor-
mación. Estos procesos se materializan, a 

su vez, en una mayor voluntad por parte de 
los ciudadanos de invertir más tiempo del 
habitual en buscar y consumir informa-
ción. Durante las primeras semanas del 
primer estado de alarma, este comporta-
miento y los mecanismos que lo explican 
se activaron claramente en España. Desde 
la detección del primer caso, el 31 de ene-
ro de 2020, y hasta principios de abril, los 
medios de comunicación recibieron vo-
lúmenes excepcionales de audiencias en 
busca de información para entender una 
situación de emergencia sin precedentes 
en la historia reciente del país. 

La ilustración de este consumo en 
el Gráfico 8 muestra que el primer au-
mento de demanda informativa se vivió 
pocos días antes de la declaración de la 

GRÁFICO 6: Principal medio de comunicación durante la pandemia por edad

18-24 25-34 35-44 45-54 55+

Televisión 24% 42% 37% 48% 52%

13% 6% 5% 6% 7%Prensa escrita

Internet (incluyendo 
redes sociales)

 62% 50% 52% 39% 29%

Redes sociales 36% 24% 24% 18% 8%

Radio 1% 1% 5% 7% 12%

Pregunta: ¿Cuál de estas es su principal fuente de información?

Fuente: elaboración propia a partir de datos de Nielsen, Fletcher, Newman, Brennen y Howard (2020).

GRÁFICO 7: Principal medio de comunicación durante la pandemia según nivel 

educativo

Bajo Medio Alto Grado/máster/doctorado

TV 50% 48% 42% 42%

Prensa escrita 8% 6% 6% 7%

37% 44% 44%

17% 17% 16%

Internet (incluyendo 
redes sociales)

 39%

Redes sociales 22%

Radio 3% 9% 8% 7%

Pregunta: ¿Cuál de estas es su principal fuente de información?

Fuente: elaboración propia a partir de datos de Nielsen, Fletcher, Newman, Brennen y Howard (2020).
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pandemia por parte de la OMS, el 11 de 
marzo de 2020, y la posterior declara-
ción del estado de alarma. Otro ascenso 
en la demanda coincidió con el alza en el 
número de contagios a finales de agosto 
y el inicio de la segunda ola. 

Las cifras indican que, durante el mes 
de marzo y abril de 2020, el número to-

2 Datos de Comscore MMX Multi-Platform, Total Internet, enero de 2019 - diciembre de 2020, España. 

tal de visitas únicas a los cinco principa-
les medios de comunicación en internet 
creció entre un 23% y un 39% respecto al 
mismo periodo del año anterior2. Pero lo 
que creció de forma todavía más significa-
tiva fue la duración de las visitas. Una par-
te importante de los ciudadanos, movidos 
por la ansiedad generada por la situación 

GRÁFICO 8: Evolución de la audiencia de los cinco principales medios de 

comunicación españoles en internet 

A)
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evolución de la audiencia se muestra en visitantes (A) y media de minutos por visitantes únicos (B). 
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de emergencia, la necesidad de informa-
ción para tomar decisiones y otras motiva-
ciones identificadas por los estudios de co-
municación de crisis, estaban dispuestos 
a invertir mucho más tiempo en ver y leer 
noticias en internet durante ese periodo. 
En concreto, en marzo y abril, el tiempo 
total de las visitas a los cinco medios de 
comunicación principales (por nivel de 
audiencia en internet) creció entre un 78 
y un 150% respecto al mismo periodo del 
año anterior. Para entender la magnitud 
de este crecimiento cabe destacar que, 
en enero de 2020, cuando se produjo la 
aprobación del primer Gobierno de coali-
ción de la democracia española, las visitas 
únicas a los cinco principales medios cre-
cieron de media en torno al 1%, compara-
do con el mismo mes del 2019. 

La “fatiga informativa” se evidenció 
con el fin del primer estado de alarma, 
como se puede ver en la caída de la au-
diencia de los medios y también en la 
del tiempo de visitas (Gráfico 8). Aun-
que luego se volvieron a recuperar en 
cierta medida los altos niveles de con-
sumo, la tendencia a finales del 2020 
fue de un menor consumo de noticias 
y, especialmente, menor tiempo dedica-
do a las mismas del que se había visto a 
principios de año. La extensa cobertura 
informativa dedicada a la COVID-19 y 
a su impacto pudo haber llevado a una 
importante fracción de los españoles a 
evitar las noticias (Chen y Masullo Chen, 
2020), un efecto que también se vio en 
otros países gravemente afectados por el 
virus en 2020, como Reino Unido (Flet-
cher, Kalogeropoulos y Nielsen, 2020) 
y otros con niveles de afectación mucho 
más bajos, como Dinamarca (Andersen, 
Skovsgaard, Strömbäck y Shehata, 2021). 

Para entender esta fatiga informati-
va, también son relevantes estudios re-
cientes como el de Andersen et al. (2021), 
que identifican el rol predominante de la 
confianza en las noticias para predecir el 
nivel de evasión de su consumo. Sabe-
mos que una menor confianza está aso-
ciada con un mayor grado de evasión con 
respecto a las noticias. Pero los estudios 
en este ámbito también destacan otros 
factores, como el nivel de ansiedad gene-
rado por las malas noticias, en especial 
referentes a las muertes, o el grado de 
acuerdo con las medidas para combatir 
la crisis (Andersen et al., 2021; Palmer, 
Toff y Nielsen, 2020). Los estudios sobre 
conocimiento político reflexionan sobre 
la importancia de la fatiga informativa, 
señalando con preocupación que una 
mayor evasión de las noticias puede lle-
var asociado un menor nivel de conoci-
miento sobre el entorno social y político 
en el que se desenvuelven los ciudada-
nos (Carpini y Keeter, 1997). Sin embar-
go, la evidencia no es concluyente. Una 
línea de investigación, más reciente, en 
este mismo ámbito apunta que la eva-
sión de las noticias, la también llamada 
“resistencia a las noticias”, conduce a un 
proceso más consciente de toma de deci-
siones y a una participación más positiva 
en la vida política (Woodstock, 2014). 

2.3. El rol de las redes sociales  
en la información sobre la pandemia 

Pese a la centralidad de los medios de 
comunicación tradicionales durante la 
pandemia, en España, como en la ma-
yoría de democracias occidentales, las 
redes sociales ocuparon también un lu-
gar muy importante en las dietas infor-
mativas de los ciudadanos (Newman et 
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al., 2020; Nielsen, Fletcher, Newman, 
Brennen y Howard, 2020) (Gráfico 5) . 
Esa centralidad es especialmente clara 
entre los segmentos más jóvenes de la 
población, de 18 a 24 años (Gráfico 6), 
y con menor nivel educativo (Gráfico 7). 
Cifras que contrastan con el hecho de 
que una gran proporción de los ciudada-
nos afirmaba que la información sobre 
la COVID-19 circulando en las redes so-
ciales (46%) y las aplicaciones de men-
sajería (49%) no era fiable (ver Gráfico 
3). Sin embargo, un 16% y un 13% de 
los españoles usaron las redes sociales 
y aplicaciones de mensajería para dis-
cutir información sobre la COVID-19 
con desconocidos (Gráfico 9). De nue-
vo, este comportamiento contrasta con 
el hecho de que la información sobre la 
COVID-19 proporcionada por descono-
cidos es la que generó un mayor número 
de escépticos (52%, ver Gráfico 3). 

En España, la popularidad de las apli-
caciones de mensajería es indudable. Un 

3 Los datos de Facebook y Instagram se han recogido a través de la aplicación Crowdtangle. Se han trazado 

todos los posts que se refieren la COVID-19 publicados por los medios (Facebook N = 130; Instagram N = 89), 

los partidos (Facebook N = 24; Instagram N = 12) y los políticos (Facebook N = 147; Instagram N = 11) en Espa-

ña con páginas públicas y verificadas indexadas en Crowdtangle. En ambas redes se han usado las siguientes 

palabras clave para la búsqueda: coronavirus, covid-19, covid. En Facebook se han identificado 312.829 posts 

que generaron 134.401.178 interacciones. En Instagram se han identificado 10,598 posts (no se incluyen las 

publicaciones en stories que Crowdtangle no proporciona) que generaron en total 20.342.152 interacciones. 

44% de la población usa la aplicación de 
mensajería de Facebook (Messenger) 
para compartir o discutir noticias y un 
34% usa WhatsApp. La penetración de 
esta última aplicación en nuestro país 
para su uso general se sitúa entre las más 
altas del mundo (Newman et al., 2020). 
En concreto un 81% de la población en 
España usa WhatsApp, mientras que 
solo el 26% usa Facebook Messenger. 

Más allá de las aplicaciones de mensa-
jería, usadas principalmente para discutir 
información sobre la COVID-19 entre fa-
miliares, colegas de trabajo y amigos, las 
redes sociales fueron la primera fuente de 
información durante la pandemia para 
un 17% de la población —lo que represen-
ta un 3% menos con respecto al periodo 
anterior a la pandemia—. Para entender 
el comportamiento de los españoles den-
tro de las redes, en el Gráfico 10 ilustra-
mos, con datos procedentes de Facebook3, 
el número total de interacciones de la 
audiencia con las páginas públicas de los 

GRÁFICO 9: Uso de las aplicaciones durante la pandemia

Facebook WhatsApp

Un grupo con miembros 
de mi familia

18% 48%

23% 52%

16% 13%

Un grupo con amigos 
o colegas de trabajo

 

Un grupo con personas 
desconocidas

 

Ninguno de las anteriores 56% 21%

Pregunta: Facebook y WhatsApp le permiten unirse y participar en grupos, donde usted puede debatir sobre noticias y temas con sus 

iguales. ¿Ha participado en alguno de los siguientes grupos en la última semana para discutir sobre el coronavirus (COVID-19)?

Fuente: elaboración propia a partir de datos de Nielsen, Fletcher, Newman, Brennen y Howard (2020).
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principales medios de comunicación, po-
líticos y partidos en España. En concreto, 
hemos trazado todos los posts publicados 
por estos actores entre enero y diciembre 
de 2020 y hemos calculado el número 
total de interacciones de su audiencia. A 
pesar de que solo una proporción de la au-
diencia interactúa con el contenido publi-
cado en redes, y por lo tanto el Gráfico 10 
no mide el total de la audiencia real, sí nos 
sirve aquí como aproximación para enten-
der el grado y la evolución de la atención 
que los contenidos sobre la COVID-19 ge-
neraron en Facebook. 

Como vemos, este comportamiento 
tiene algunas diferencias notables con la 
evolución del consumo de noticias en los 
principales medios de comunicación es-
pañoles (ver Gráfico 8). Como mostramos 

en el gráfico, el aumento de consumo in-
formativo en esta plataforma se produjo 
algo más tarde que en los medios. Ese 
aumento sucede el 27 de marzo, un día 
antes de que el Gobierno español prohi-
biera todas las actividades no esenciales y 
pocos días después de que el ejército loca-
lizara cadáveres en varias residencias de 
ancianos. A partir de ese momento, solo 
se advierte un nuevo aumento en la ac-
tividad de la audiencia coincidiendo con 
el inicio de la desescalada (11 de mayo) y 
el anuncio de la obligatoriedad de llevar 
mascarilla (18 de mayo). La fatiga infor-
mativa en Facebook se puede calificar 
como más temprana observando la caída 
de las interacciones con las páginas de los 
principales proveedores de información 
sobre la COVID-19 en esta red. 

GRÁFICO 10: Evolución del volumen de interacciones de la audiencia española en 

Facebook
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(N = 147) y partidos en España (N = 27). Las interacciones entre usuarios o cuentas privadas no forman parte del cómputo. 
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En Instagram, la tercera red más po-
pular en España, especialmente entre los 
jóvenes —la usa un 47% de la población 
(Newman et al., 2020)—, vemos que el 
máximo de interacciones con las páginas 
de medios y actores políticos se produjo 
el 22 de marzo, justo dos días después de 
que España superará los mil muertos por 
COVID-19 (Gráfico 11), pero también du-
rante la primera fase de la pandemia en 
2020. Como se puede ver, y solamente 
midiendo las interacciones de la audien-
cia, la fatiga informativa de la audiencia 
tanto de Facebook como de Instagram se 
produjo mucho antes que la de la audien-
cia de los medios en internet. Después de 
esos aumentos de atención iniciales, en 

ambas redes se inicia un descenso pro-
gresivo en los niveles de interacción de la 
audiencia hasta finales de año. 

Este comportamiento puede apun-
tar a una necesidad de los ciudadanos 
de evadirse de las noticias sobre la 
COVID-19 durante su navegación en es-
tas plataformas. También puede deber-
se a un relativo descenso de la produc-
ción de información sobre la COVID-19 
durante la segunda mitad de 2020. En 
Facebook, entre enero y junio de 2020, 
los medios, partidos y políticos publica-
ron 180.679 posts, mientras que, desde 
julio hasta finales de año, publicaron 
132.150 post en total. En Instagram, du-
rante la primera mitad del año se publi-

GRÁFICO 11: Evolución del volumen de interacciones de la audiencia española en 

Instagram 
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coronavirus, covid-19, covid entre otras. Las interacciones incluyen el número total de comentarios y “me gusta” recibidos por 

cada post diariamente. Esta métrica, calculada diariamente, incluye sólo los posts publicados por las páginas públicas verifi cadas 

de los principales medios de comunicación (N = 89), líderes políticos (N = 11) y partidos en España (N = 12). Las interacciones entre 

usuarios o cuentas privadas no forman parte del cómputo. 
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caron 6.333 posts, mientras que de julio 
a diciembre se publicaron 4265. Este 
descenso en el contenido informativo 
de ambas redes se produjo a pesar de 
que la severidad de la pandemia no aflo-
jó en la segunda ola iniciada a finales de 
verano. 

Finalmente, otra de las redes impor-
tantes con respecto a la difusión de noti-
cias sobre la pandemia fue Twitter. Esta 
es la cuarta red social más popular en Es-
paña, por detrás de Facebook, YouTube 

4 Las limitaciones impuestas por Facebook y Instagram no permiten recoger datos de los posts publicados 

por usuarios individuales en estas dos plataformas y por lo tanto no se puede hacer una comparación directa 

entre las métricas recogidas en estas plataformas y las de Twitter. 

e Instagram. En 2020, esta red la usaba 
un 35% de los españoles (Newman et al., 
2020). Para entender cómo se comportó 
la audiencia en esta red durante la pande-
mia, el Gráfico 12 ilustra la evolución de 
mensajes sobre la COVID-19 que publica-
ron en España los usuarios de Twitter4. El 
gráfico muestra una mayor similitud en-
tre la atención de la audiencia en Twitter, 
medida por el número de mensajes pu-
blicados, y la de los medios de comunica-
ción, medida por el número de visitas. Las 

GRÁFICO 12: Evolución del volumen de mensajes en Twitter relacionados con la 

COVID-19 
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metadatos del mensaje o la identifi cación de información en el perfi l del usuario). Más detalles del proceso de recopilación de datos 

y lista completa de palabras clave pueden encontrarse en (Gallotti et al., 2020). 
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fases de aumento en niveles de atención 
coinciden con la identificación del primer 
caso en España; la declaración de la pan-
demia mundial por parte de la OMS; y, de 
nuevo, con el aumento de casos durante 
el inicio de la segunda ola. Esta similitud 
se podría explicar, en parte, por el perfil 
sociodemográfico del usuario de Twitter, 
más interesado políticamente, como tam-
bién lo está la audiencia de los principales 
medios de comunicación. 

Finalmente, la importancia de las re-
des durante la pandemia en España solo 
puede entenderse por completo si tam-
bién analizamos su rol en la distribución 

5 Estos datos no capturan la totalidad de mensajes publicados con enlaces a información falsa o poco fiable. 

Durante el 2020, Twitter puso en marcha distintos mecanismos para eliminar parte de esos mensajes poco 

después de ser publicados y priorizar aquellos con información fiable. Por ello, los datos que se presentan 

aquí son potencialmente menores a la cifra total de mensajes publicados en realidad. 

de información falsa sobre la COVID-19. 
Para ello usamos datos de Gallotti et al. 
(2020) y mostramos la evolución de la 
proporción de mensajes en Twitter con 
enlaces a información falsa o fuentes 
poco fiables a lo largo del 2020 (Gráfico 
12). Los aumentos más claros en el volu-
men de mensajes de este tipo se sitúan 
en los días previos a la declaración de 
la pandemia por parte de la OMS; poco 
después de la confirmación del conta-
gio entre humanos por parte de China; 
y durante la segunda ola, especialmente 
alrededor del inicio de la vacunación en 
España a finales de diciembre5. 

GRÁFICO 13: Evolución del volumen de mensajes en Twitter relacionados con la 

COVID-19 con enlaces a fuentes de información falsas o poco fi ables 
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los enlaces publicados en los tuits e identifi cando la fuente de información a la que apuntan. Los enlaces que apuntan a medios 

de comunicación reconocidos y fuentes de información científi ca o gubernamental son clasifi cados como fi ables. Los enlaces 
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información falsa o conspirativa, sátira, clickbait, o medios de comunicación con líneas editoriales en los extremos del eje ideológico. 

Esta clasifi cación usa las etiquetas proporcionadas por Politifacts.com, MediaBiasFactCheck y otros estudios científi cos (consultar 

los detalles en Gallotti et al., 2020). 
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Estudios recientes han confirmado 
una evolución parecida en la proporción 
de este tipo de mensajes en Facebook, con 
un aumento en el volumen de los mis-
mos en torno a marzo del 2020 (ver Yang 
et al., 2021). Pese a esta similitud, Yang 
et al. (2021) confirman que la proporción 
de enlaces a información no fiable en 
Facebook fue menor que en Twitter. Sin 
embargo, la actividad de publicaciones de 
fuentes fiables en Facebook fue mucho 
más elevada que en Twitter, lo que expli-
caría quizás estas diferencias. 

En general, estos resultados con-
firman que, pese a los esfuerzos de las 
empresas tecnológicas por priorizar con-
tenido de calidad durante la pandemia, 
estos no fueron suficientes, aunque ha-
rán falta más estudios en el futuro para 
confirmarlo. Solo con la información 
disponible públicamente ahora, sabe-
mos que en 2020 circularon en Twitter 

117.442 mensajes, publicados desde Es-
paña, sobre la COVID-19 apuntando a 
fuentes de información falsa o poco fia-
bles. Esta realidad, explicaría en parte, la 
percepción de los españoles con respecto 
a la información falsa y las redes sociales. 
Como ilustra el último gráfico de este 
capítulo (Gráfico 14), el 44% de los ciu-
dadanos declaró haber visto información 
falsa en redes sociales como Facebook y 
Twitter. El mismo porcentaje lo afirmó 
sobre las aplicaciones de mensajería. 

Si bien las cifras del Gráfico 14 solo 
miden las percepciones de los ciudada-
nos y no permiten conocer la magnitud 
real de la información falsa que encontra-
ron en las redes y las aplicaciones, son re-
levantes porque apuntan a que en España 
existió un escepticismo amplio entre los 
ciudadanos con respecto a la información 
que encontraron sobre la COVID-19 en 
estas plataformas. 

GRÁFICO 14: Porcentaje de la población que declara haber visto información falsa 

o engañosa durante la pandemia 
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Aunque estas fueron a su vez una 
fuente de información central para los 
segmentos de población más jóvenes y 
menos educados.

Pero estas cifras también evidencian, 
de nuevo, un escepticismo con respecto 
a la veracidad de la información propor-
cionada por los políticos, los medios y el 
Gobierno. En un contexto de crisis, es-
tas percepciones tienen repercusiones 
claras en los procesos de toma de deci-
siones. Sobre sus percepciones, ya sean 
correctas o no, los ciudadanos tomaron 

en última instancia sus decisiones so-
bre, por ejemplo, cómo protegerse ante 
el virus o si dar o no cumplimiento a las 
regulaciones que limitaban sus liberta-
des en el contexto de emergencia. Los 
efectos concretos de estas percepciones 
sobre el comportamiento de los indivi-
duos quedan fuera del alcance de este 
capítulo. Sin embargo, aquí sí identifica-
mos algunas variables clave que pueden 
ayudar, en futuros estudios, a compren-
der cómo los ciudadanos reaccionaron 
ante la pandemia en España. 
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Conclusiones

1 Una mayoría amplia de ciudada-
nos posicionados a la derecha del 

eje ideológico se mostraron desconfia-
dos con respecto a la información del 
Ejecutivo sobre la pandemia (68%). La 
mayoría de los ciudadanos a la izquier-
da (59%) se mostraron confiados, pero 
entre estos, la proporción de escépticos 
alcanzó el 24%. 

2 Casi un cuarto de los españoles no 
confiaba en la información sobre la 

COVID-19 aportada por los medios du-
rante el primer estado de alarma. Hasta 
un 32% de la población consideró que 
los medios exageraban la pandemia y un 
20% no estaba de acuerdo con la afirma-
ción de que los medios le hubieran ayu-
dado a entender la pandemia.

3 La pandemia incrementó la propor-
ción de ciudadanos que confiaba en 

la información de los medios, desde el 
43% registrado antes de la crisis sani-
taria hasta el 51% declarado durante el 
primer estado de alarma. 

4 La mayor demanda de información 
por parte de los españoles en 2020 

se produjo en marzo y abril, cuando el 
tiempo total de las visitas a los cinco 
medios de comunicación principales 
por nivel de audiencia en internet creció 
entre un 78 y un 150% con respecto al 
mismo periodo del año anterior.

5 La televisión recuperó durante la 
primera parte de la pandemia una 

mayor centralidad en las dietas infor-
mativas de los españoles, especialmente 

entre los segmentos de edad a partir de 
los 45 años.

6 Para los más jóvenes, internet y las 
redes sociales fueron el principal 

medio de comunicación durante la pan-
demia. Entre los distintos segmentos 
de la población por nivel educativo, no 
hay diferencias destacables en el uso de 
internet, incluyendo las redes. La televi-
sión, sin embargo, fue más central en 
las dietas informativas de los segmentos 
de la población con un nivel educativo 
más bajo. 

7 La “fatiga informativa” se evidenció 
antes del fin del primer estado de 

alarma, como muestra el análisis de los 
datos de audiencia observada de los cin-
co principales medios de comunicación 
y el tiempo de visitas a esos medios. 

8 Tanto en Facebook como en Ins-
tagram, la fatiga informativa se 

produjo mucho antes de que la sufrie-
ra la audiencia de los medios en inter-
net. En ambas redes, después de las 
primeras semanas del primer estado 
de alarma, se inicia un descenso pro-
gresivo en los niveles de interacción de 
la audiencia que siguió cayendo hasta 
finales de año. 

9 En el 2020, hubo un claro aumento 
en el número de mensajes en Twit-

ter que contenían enlaces a información 
falsa o fuentes poco fiables. Los mayo-
res volúmenes se produjeron en los días 
previos a la declaración de la pandemia 
por parte de la OMS; poco después de 
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la confirmación del contagio entre hu-
manos por parte de China; y durante la 
segunda ola, especialmente alrededor 
del inicio de la vacunación en España a 
finales de diciembre. 

10 En total, en 2020, circularon 
en Twitter aproximadamente 

117.442 mensajes, publicados desde Espa-
ña, sobre la COVID-19 apuntando a fuen-
tes de información falsa o poco fiables. 
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1. Introducción

Aunque no se trate de un fenómeno 
nuevo, la polarización política ha ad-
quirido recientemente una presencia 
importante en los debates públicos en 
España. Durante los dos últimos años, 
expertos, periodistas y creadores de opi-
nión pública han venido afirmando de 
manera reiterada que el clima de polari-
zación ha aumentado de forma notable. 
Aunque hay discrepancias con respecto 
a su intensificación y sus causantes úl-
timos, el debate se ha centrado en torno 
al creciente “tono polarizante-polariza-
dor” de nuestros representantes políti-
cos y su repercusión por el eco gene-
rado por las redes sociales, además de 
en el efecto polarizador propiciado por 
la aparición de partidos más radicales y 
extremistas. 

Sin embargo, y pese a todas estas 
discusiones, apenas se sabe si todo este 
clima se traduce en una creciente pola-
rización en la opinión pública española 
y si realmente han tenido algo que ver 
alguno de estos factores. ¿Estamos real-
mente en un momento de creciente 
polarización entre los ciudadanos espa-
ñoles? ¿Es este proceso especialmente 
importante con respecto al pasado más 
reciente de nuestra democracia? ¿Son 
nuestros niveles de polarización mucho 
más altos de los que se observan en otras 
democracias de Europa y de otras partes 
del mundo? ¿Qué responsabilidad tie-
nen los líderes políticos y, más concre-
tamente, los líderes de las formaciones 
más extremistas? En este sentido, y con 
la excepción de algunas aportaciones 
publicadas en diferentes medios digi-
tales, lo cierto es que apenas existen 

estudios recientes que puedan dar una 
respuesta más o menos informada sobre 
estas cuestiones. Además, con contadas 
excepciones (véanse Méndez, 2020, y 
Medina, 2013) no se ha abordado este 
tema con una perspectiva longitudinal o 
comparada que refleje la dimensión del 
problema en la opinión pública de los 
españoles. 

El presente capítulo trata de abordar, 
por tanto, el nivel y grado de polariza-
ción de la opinión pública de los españo-
les desde una perspectiva longitudinal 
y comparada. Un enfoque riguroso de 
este proceso requiere distinguir prime-
ro entre algunos de los principales tipos 
de polarización política que se pueden 
dar en las sociedades actuales, cómo 
pueden medirse y qué indicadores po-
demos encontrar al respecto. A esto va 
a dedicarse la primera parte de este ca-
pítulo, en la que se discutirá la diferen-
cia entre los conceptos de “extremismo 
ideológico”, “polarización ideológica” y 
“polarización afectiva”, y los indicado-
res que pueden utilizarse para intentar 
medir cada uno de ellos. A continua-
ción, la segunda parte estará dirigida a 
presentar y discutir los datos recopila-
dos al respecto, tanto para España como 
para otras democracias. Finalmente, se 
va a abordar la relación que existe entre 
los distintos indicadores de polarización  
política. 

Esta discusión va a estar basada en 
los datos más completos (hasta donde 
este autor conoce) que se han podido re-
coger sobre estos diferentes tipos de po-
larización. Para ello, combinaremos los 
datos de cinco encuestas distintas: dos 
provenientes de los estudios internacio-
nales Comparative Study of Electoral 
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Systems (CSES)1 y Comparative National 
Election Project (CNEP)2; dos encuestas 
de panel diseñadas para el estudio de la 
polarización en España (CIUPANEL y 
E-DEM3), producto de proyectos de in-
vestigación que he dirigido y que han 
sido financiados por el Plan Nacional 
de I+D+i4; y, cuando ha sido posible, la 
base de datos del CIS. 

2. Tipos de polarización política

Hay dos maneras de medir y entender 
la polarización política entre los ciuda-
danos: la polarización ideológica, sobre 
la que existen muchos más estudios, y la 
polarización afectiva, cuya discusión ha 
aparecido más recientemente y sobre la 
que existe menos literatura, más allá de 
la realizada en los Estados Unidos.

Respecto de la primera, la ideoló-
gica, habría que distinguir asimismo 
entre dos tipos distintos. El primero es 
el “extremismo ideológico”, que refleja 
la medida en la que un ciudadano está 
más alejado ideológicamente de la posi-
ción media del electorado en la escala iz-
quierda-derecha (Dassonneville y Çakır, 
2021; Weldon y Dalton, 2014; Ward y 
Tavits, 2019). Cuanto más alejado se en-

1 Disponibles en: https://cses.org/

2 Disponibles en: https://u.osu.edu/cnep/

3 Esta base de datos está a disposición pública con toda su información en Torcal et al. (2020). 

4 En concreto se tratan de los siguientes proyectos: el proyecto número CSO2016-79772-P (2017-19), “Parti-

cipación y deliberación política online en una democracia en crisis: una aproximación metodológica nueva”, 

y el proyecto CSO2013-47071-R (2014-16), “Crisis y reto en la ciudadanía en España: actitudes y comporta-

miento político de los españoles ante la crisis económica y de representación política”, ambos finaciados por 

el Ministerio de Economía y Competitividad (MINECO). 

5 La fórmula para su cálculo se explica en detalle en el Apéndice de este capítulo. Este Apéndice ha sido ela-

borado junto con el investigador de RECSM, Josep Comellas.

6 Ver Apéndice para la explicación en detalle de su fórmula.

cuentra un individuo hacia la izquierda 
o la derecha de dicha posición media, 
más extremo se considera su posiciona-
miento ideológico5. 

El segundo tipo de polarización ideo-
lógica es la que se determina por cómo 
ubica cada ciudadano a cada uno de los 
principales partidos del sistema político 
en la misma escala izquierda-derecha. 
En concreto, este índice se construye a 
partir de la diferencia en el posiciona-
miento que se otorga al partido preferi-
do y la media de la ubicación otorgada 
al resto de partidos. Además, dicha me-
dida considera el peso relativo de cada 
partido sobre dicha polarización, para 
lo que se ponderan las distancias res-
pecto de cada uno de ellos conforme al 
peso electoral que cada partido tiene en 
el sistema6. En este sentido, la distan-
cia que, por ejemplo, un votante del PP 
puede percibir con respecto al PSOE no 
debería tener la misma importancia que 
la que percibe con respecto a Podemos, 
dado que el primero representa actual-
mente una horquilla electoral en torno 
a un 25-30% del electorado y el segundo 
se mueve ahora mismo en torno a un 
10-14% del voto. Este indicador se mue-
ve en un rango de 0 a 5 y es al que prin-
cipalmente se refieren la mayoría de 
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los autores cuando hablan de “polariza-
ción ideológica” (Hazan, 1995; Álvarez 
y Nagler, 2004; Ezrow, 2007; Wagner, 
2020, pp. 7-8).

Estas dos medidas se intercambian 
con frecuencia cuando se hace refe-
rencia a la polarización ideológica. Sin 
embargo, distinguir estos dos tipos es 
esencial, ya que se trata de dos con-
ceptos distintos que reflejan realidades 
distintas. El primero representa el ex-
tremismo ideológico que existe entre 
los votantes consecuencia de sus pre-
ferencias y creencias y, en este sentido, 
refleja la polarización del lado de la de-
manda. En cambio, el segundo tipo, al 
que predominantemente se denomina 
“polarización ideológica”, refleja la per-
cepción que cada ciudadano tiene de los 
posicionamientos de todos los partidos 
y la distancia que tienen respecto del 
que les gusta más. En este sentido, di-
cho indicador refleja la percepción ideo-
lógica de cada ciudadano respecto de la 
oferta partidista. Está claro que puede 
estar relacionada con el grado de ex-
tremismo ideológico de cada individuo 
(Lupu, 2015; Ward y Tavits, 2019), pero, 
en definitiva, no deja de ser principal-
mente resultado de la acción y discurso 
político de los líderes de los distintos 
partidos políticos.

Por otro lado, al contrario que las 
dos variantes de la polarización ideoló-
gica que acabamos de discutir, la pola-
rización afectiva siempre se refiere a 
sentimientos respecto de determinadas 
identidades o actores políticos del siste-
ma (Hetherington, 2009; Hetherington 
et al., 2016; Iyengar et al., 2019). En con-
creto, este concepto se relaciona con y se 
mide por los sentimientos que nos des-

piertan los partidos políticos, sus líderes 
y sus respectivos votantes. Además, la 
polarización afectiva puede distinguirse 
entre aquella que refleja los sentimien-
tos que a una persona le despiertan los 
partidos, votantes y líderes con los que 
se identifica (en general, positivos) y la 
que se genera como consecuencia de 
aquellos que le propician los líderes y 
formaciones con las que no se identifica 
(en general, negativos). Las líneas divi-
sorias que generan tales sentimientos 
dividen a la esfera pública en dos gru-
pos: “ellos” y “nosotros” (Somer y Mc-
Coy, 2018; McCoy et al., 2018). Dicha 
división produce un contexto adornado 
de prejuicios y percepciones sesgadas 
del adversario político que supera con 
creces los efectos de las divisiones ba-
sadas en diferencias ideológicas o en 
las preferencias sobre ciertas políticas 
públicas (Harteveld, 2019; Lauka et al., 
2018; Iyengar et al., 2012), lo que puede 
tener unas consecuencias más devasta-
doras sobre el devenir del conflicto en 
una democracia.

Más concretamente, estos senti-
mientos se miden con una pregunta de 
encuesta cuya escala va de 0 a 10 (o a 
veces de 0 a 100) en la que se pregunta 
“¿Cuáles son tus sentimientos respecto 
de estos líderes (votantes/partidos)?”, 
donde 0 representa sentimientos muy 
desfavorables, 5 ni desfavorables ni fa-
vorables y 10 muy favorables. La perte-
nencia al grupo se define a partir de la 
identificación partidista (si bien ahora 
se opta por definir el grupo al que el 
entrevistado pertenece a partir de la 
selección del partido o líder por el que 
se tienen los sentimientos más favora-
bles). El índice de polarización afectiva 
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es la media de la diferencia de dichos 
sentimientos por los votantes o el líder 
del partido preferido respecto de los 
sentimientos hacia el resto de los parti-
dos ponderada por el peso relativo que 
cada uno de estos tienen en el sistema 
de partidos. 

Los estudios sobre polarización afec-
tiva, aunque inicialmente centrados en 
los estudios de opinión pública de Esta-
dos Unidos, han ido creciendo de mane-
ra importante en Europa, donde se ha 
tratado de desarrollar fórmulas para cal-
cular el grado de polarización individual 
y agregada utilizando estos indicadores 
de sentimientos hacia líderes, partidos 
o votantes más adaptados a la realidad 
de sistemas de partidos multipartidistas 
(Samuels y Zucco, 2018; Gidron et al., 
2020; Harteveld, 2019; Reiljan, 2020; 
Wagner, 2020). Partiendo de esta litera-
tura, este estudio utiliza la metodología 
de trabajo que he venido desarrollando 
junto con el investigador Josep Come-
llas para desarrollar y mejorar dichas 
fórmulas7.

Finalmente, este índice se puede di-
vidir a partir de los sentimientos hacia 
los partidos propios (o mejor valorados), 
sus líderes y sus votantes, a lo que se 
denomina “polarización afectiva intra-
grupo”, y los expresados hacia el resto 
de los partidos, líderes y votantes, lo que 
se denomina “polarización afectiva in-
tergrupo” (Gidron et al., 2020). El rango 
de todos esos indicadores va de 0 a 10 y 
las fórmulas de cada uno de estos índi-
ces aparecen de nuevo en el Apéndice de 
este capítulo. 

7 Para un documento detallado de las fórmulas y su aplicación, véase: https://www.upf.edu/web/tri-pol/

documentation-and-data-archive 

3. La polarización en España  
en perspectiva comparada

Una vez clarificados estos conceptos, 
podemos pasar a discutir el grado de 
polarización que realmente existe en-
tre los españoles desde una perspectiva 
comparada. Esta discusión es importan-
te por dos razones. La primera es que 
existe una sensación generalizada entre 
los comentaristas de que la polarización 
entre los españoles es exageradamen-
te elevada como consecuencia del tono 
ciertamente polarizador que, de manera 
creciente, se da entre los líderes de los 
distintos partidos políticos. La segunda 
razón es que algunos estudios compara-
dos han situado a España precisamente 
en ese lugar de dudoso honor con res-
pecto al grado de polarización (Gidron et 
al., 2020).

En la Tabla 1 se observa una evi-
dencia más completa al respecto. Has-
ta donde conozco, esta tabla contiene 
la serie de datos comparados más im-
portantes sobre polarización política. 
En ella se han utilizado todas las bases 
de datos comparadas que contienen la 
información suficiente para permitir 
el cálculo de los indicadores de polari-
zación política discutidos. Para ello, y 
aplicando las fórmulas contenidas en 
el Apéndice, se han calculado de nuevo 
todos los indicadores de polarización, 
según los indicadores de sentimientos 
hacia líderes políticos de los distintos 
partidos de la base de datos del CNEP. 
Estos se han complementado con los 
datos del CSES para los países del sur 
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de Europa, donde se ha argumentado 
que se ha producido un incremento 
de la polarización en los últimos años. 
En esta tabla hemos reproducido los 
índices de polarización afectiva intra-
grupos e intergrupos y polarización 
ideológica. Además, se ha calculado el 
índice de polarización afectiva general 
del sistema según la fórmula de Reil-
jan (2020). Los países se han ordena-
do, primero, por el nivel general de 
polarización afectiva según esta última 
fórmula y, segundo, por los niveles de 
polarización ideológica, para de este 
modo poder visualizar si existen dife-
rencias apreciables según estos indi-
cadores. Para facilitar la lectura de la 
tabla, se ha optado por omitir los datos 
de extremismo ideológico.

Como podemos apreciar, los nive-
les comparados de polarización política 
(afectiva e ideológica) en España no son 
tan elevados, al contrario de lo que fre-
cuentemente se argumenta. Ahora bien, 
sí es cierto que parecen haber aumen-
tado en esta última década, como pue-
de verse en los datos recogidos para las 
elecciones de 2015, que se sitúan, para 
la polarización afectiva, en un 5,05 (en 
una escala de 0-10) y en un 2,96 para 
la polarización ideológica (en una escala 
de 0-5), muy por encima de las eleccio-
nes anteriores (algo que se discutirá en 
mayor detalle en el apartado siguiente) 
y desde luego bastante por encima de la 
media de la tabla e incluso por encima 
de los valores medios de dichas escalas. 
Este dato sobre el incremento de la po-
larización para las elecciones de 2015 ya 
ha sido señalado en un estudio reciente 
(Méndez, 2020, pp. 343-344), aunque 
solo se había señalado para el indica-

dor de polarización ideológica. Este in-
cremento corresponde con el llamado 
“segundo terremoto electoral” de 2015, 
caracterizado por una enorme fragmen-
tación electoral y realineamiento político 
(Montero y Santana, 2020).

En cualquier caso, y pese a ese no-
table incremento —lo que la sitúa ya en 
un valor elevado—, España se encuentra 
todavía alejada de otros países con una 
polarización mayor, como Estados Uni-
dos, en donde destacan las elecciones 
de 2016, en las que fue elegido Donald 
Trump, y especialmente la última de 
2020, en la que se observa además una 
enorme polarización intergrupo. España 
también está muy alejada de la polariza-
ción observada en Turquía, caraterizada 
por una confrontación religiosa/ideoló-
gica que ha marcado la política de ese 
país durante los Gobiernos de Erdoğan 
y las estrategias de su partido, el AKP 
(Somer, 2018). Incluso es menor a la ob-
servada en elecciones recientes en paí-
ses más próximos a nosotros, como las 
de Francia en 2017, Portugal en 2015, 
Grecia en 2015 e incluso Reino Unido 
en 2017.

Estas pautas de polarización afectiva 
se mantienen muy parecidas si atende-
mos a la polarización ideológica, que se 
observa en las columnas siguientes, en 
donde apenas cambia el orden de los 
países, mostrando la relación entre am-
bas al menos a nivel agregado, algo que 
abordaré en mayor detalle más adelante. 
En definitiva, la polarización política pa-
rece ser un fenómeno en crecimiento en 
los últimos años incluso en las democra-
cias más emblemáticas. En este sentido, 
España no constituye una excepción, 
sino más bien la regla.
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TABLA 1: Niveles comparados de polarización política en 56 países y elecciones en 

el mundo

País (año)
(ordenados por 
índice agregado 
de polarización 

afectiva)

Índice 
agregado de 
polarización 

afectiva 
(fórmula de 

Reiljan)

Polarización 
afectiva 

intragrupo
(media del 

país)

Polarización 
afectiva 

intergrupo
(media del 

país)

País (año)
(ordenados por 

polarización 
ideológica)

Polarización 
ideológica
(media del 

país)

Indonesia (2014) 2,52 7,98 4,68 Argentina (2007) 1,48

Rusia (2016) 2,84 7,31 5,69 Rusia (2016) 1,89

Argentina (2007) 3,27 7,11 6,16 Hong Kong (1998) 1,95

Indonesia (2009) 3,54 8,74 5,15 España (2000) 1,99*

Hong Kong (1998) 3,55 6,73 6,72 Taiwán (2016) 2,00

Grecia (2009) 3,66* 7,99* 5,67* Sudáfrica (2014) 2,05

Taiwán (2004) 3,68 7,42 6,33 Grecia (2009) 2,16*

España (2000) 3,75* 6,85* 6,89* Portugal (2002) 2,19*

Taiwán (2016) 3,76 6,99 6,86 Sudáfrica (2009) 2,20

México (2012) 3,78 8,4 5,31 Grecia (2004) 2,23

España (2004) 3,82 7,16 6,75 Colombia (2018) 2,26

Chile (1993) 3,85 8,87 5,07 Italia (2018) 2,44*

España (2011) 3,89 7,25 6,6 Alemania (2017) 2,28

Alemania (2017) 4,19 7,8 6,41 Colombia (2014) 2,28

Italia (1996) 4,19 8,14 5,93 Portugal (2005) 2,30

Italia (2013) 4,25 6,56 7,59 Sudáfrica (2004) 2,31

Colombia (2014) 4,27 6,75 7,58 España (1996) 2,36*

Portugal (2002) 4,35* 7,68* 6,67* España (2011) 2,39

Estados Unidos 
(1992)

4,39 8,1 6,31 Grecia (2015
c
) 2,40*

Grecia (2015
c
) 4,45* 6,56* 7,88* Portugal (2009) 2,41*

Italia (2006) 4,5 8,18 6,2 España (2008) 2,48*

Colombia (2018) 4,52 8,04 6,62 Reino Unido (2017) 2,50

México (2018) 4,55 8,81 5,98 España (2004) 2,51

España (1996) 4,65* 7,42* 7,23* Uruguay (1994) 2,55

Portugal (2005) 4,69 7,96 6,65
Estados Unidos 
(2016)

2,59

España (1993) 4,72 7,63 7,09 Hungría (1998) 2,60

España (2008) 4,73 7,05 7,68* Chile (1993) 2,61

Portugal (2009) 4,74* 7,74* 7,00* España (1993) 2,65

Italia (2018) 4,77 7,73* 7,04* Grecia (1996) 2,67

Hungría (1998) 4,77 8,45 6,41
Estados Unidos 
(2020)

2,70

Grecia (2012) 4,99* 7,18* 7,81* Grecia (2012) 2,80*

España (2015) 5,05 7,95 7,12 Grecia (2015
b
) 2,81

informe_democracia_2021.indb   55 2/7/21   12:12



56

País (año)
(ordenados por 
índice agregado 
de polarización 

afectiva)

Índice 
agregado de 
polarización 

afectiva 
(fórmula de 

Reiljan)

Polarización 
afectiva 

intragrupo
(media del 

país)

Polarización 
afectiva 

intergrupo
(media del 

país)

País (año)
(ordenados por 

polarización 
ideológica)

Polarización 
ideológica
(media del 

país)

Chile (2017) 5,06 6,57 8,41 Portugal (2015) 2,84

Sudáfrica (2014) 5,1 7,88 7,3 Italia (2013) 2,86

Grecia (1996) 5,14 8,07 6,99
Rep. Dominicana 
(2010)

2,88

Uruguay (2004) 5,18 8,74 6,67 México (2012) 2,96

México (2006) 5,19 8,48 6,71 España (2015) 2,96

Grecia (2015
b
) 5,19 7,63 7,93 México (2018) 2,97

Sudáfrica  (2004) 5,2 8,44 6,74
Estados Unidos 
(2004)

2,98

Bulgaria (1996) 5,22 8,76 6,52 Francia (2017) 2,98

Kenia (2013) 5,28 8,74 6,54 Chile (2017) 2,98

Grecia (2004) 5,29 9,98 6,28 Turquía (2014) 2,98

Rep. Dominicana 
(2010)

5,33 8,7 6,74 Turquía (2011) 3,09*

Reino Unido (2017) 5,36 7,56 7,81 Italia (2006) 3,11

Portugal (2015) 5,38 8,26 7,08
Estados Unidos 
(2012)

3,12

Turquía (2014) 5,45 7,38 8,4 México (2006) 3,15

Francia (2017) 5,64 8,18 7,52 Turquía (2018) 3,26*

Hungría (2006) 5,69 8,76 6,98 Uruguay (2004) 3,32

Sudáfrica (2009) 5,78 8,71 6,86 Turquía (2015) 3,40*

Turquía (2018) 5,89* 7,78* 8,10* Italia (1996) 3,55

Estados Unidos 
(2004)

6,3 7,94 8,34 Bulgaria (1996) 3,56

Estados Unidos 
(2012)

6,41 7,94 8,5
Mozambique 
(2004)

3,57

Mozambique 
(2004)

6,45 9,44 7,6 Hungría (2006) 3,59

Turquía (2011) 6,71* 8,61* 8,10* Kenia (2013) 4,09

Turquía (2015) 6,78* 8,26* 5,52*

Estados Unidos 
(2016)

6,91* 7,79 8,8

Estados Unidos 
(2020)

6,91* 7,79 9,31

Total 4,80 7,91 6,88 2,69

Rango 0-10 0-10 0-10 0-5

a
 
Los índices de polarización afectiva están construidos a partir de sentimientos hacia líderes.

b
 
Para las elecciones generales de Grecia de enero.

c
 
Para las elecciones generales de Grecia de septiembre.  

Fuentes: Bases de datos de CNEP y CSES (aquellas con *). Elaboración propia en colaboración con Josep Comellas (RECSM).
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4. España en una perspectiva 
temporal

Ahora veamos en mayor detalle la evo-
lución de la polarización política en Es-
paña en los últimos años. Para empezar, 
el Gráfico 1 muestra la evolución de la 
polarización ideológica y el extremismo 
ideológico desde 2013 utilizando los da-
tos del CIS, complementándolos con da-
tos de las encuestas de panel menciona-
das. Existen series que retroceden más 
en el tiempo con algunos de estos indi-
cadores (Méndez, 2020; Medina, 2013), 
pero en este caso se quiere poner una 
mayor atención en las tendencias de la 
polarización ideológica durante los me-
ses de mayor cambio político y electoral 
en España de la última década y media, 
los transcurridos entre los inicios de 
2014 y la convocatoria electoral de fina-

les de 2015 y aquellos que transitan entre 
diciembre de 2018 y 2019. El primero 
supuso un momento de cambio electo-
ral importante con la irrupción de Pode-
mos, un partido populista de izquierdas, 
en diversas arenas electorales (Cordero 
y Montero, 2015; Rodon y Hierro, 2016). 
El segundo coincide con la aparición 
electoral en las elecciones autonómicas 
andaluzas y su posterior llegada a la 
arena nacional de Vox, un partido popu-
lista radical de extrema derecha con un 
marcado contenido antisistema y claras 
reminiscencias con el pasado franquista 
(Rama et al., 2021). 

Como puede apreciarse en el Gráfi-
co 1, la polarización ideológica —es de-
cir, la percepción de la distancia ideoló-
gica de la oferta partidista que perciben 
los ciudadanos— coincidió con la apari-
ción de Podemos y, posteriormente, de 
Vox. Sin embargo, estas oscilaciones no 

GRÁFICO 1: Polarización ideológica y extremismo ideológico en España (2013-2020)
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se reflejan en el extremismo ideológico, 
algo de lo que se va a hablar con más de-
talle más adelante. Por tanto, cuando ha-
blamos de polarización ideológica, debe 
señalarse que esta se refleja principal-
mente en la percepción de la distancia 
ideológica existente entre los partidos 
(es decir, en la percepción de la oferta 
partidista), pero no en el aumento del 
extremismo ideológico de los españoles. 
Además, estos aumentos parecen coin-
cidir con la aparición de partidos con 
posiciones más extremas en el espectro 
ideológico partidista.

¿Pero qué pasa con la polarización 
afectiva? El Gráfico 2 muestra la serie 
completa del índice total de polarización 
afectiva en España entre 1993 y 2019. 
Para ello se han aplicado las fórmu-
las discutidas con los datos de CNEP, 
CSES y CIS (cuando así ha sido posible) 

y las dos encuestas de panel menciona-
das, CIUPANEL y E-DEM. Este gráfico 
muestra el índice de polarización cons-
truido a partir de los sentimientos hacia 
el líder del partido preferido (polariza-
ción intragrupo) y el calculado a partir 
de los sentimientos hacia el resto de 
los líderes ponderado por el peso elec-
toral de cada uno de ellos (polarización 
intergrupo). Por último, este muestra 
además el índice de polarización total 
(siempre por sentimientos hacia líderes, 
dado que hacia los votantes la serie es 
mucho más incompleta). 

Este gráfico nos invita a reflexionar 
sobre algunos aspectos importantes. 
Primero, que la polarización afectiva en 
general se ha caracterizado en España 
por una nada despreciable oscilación en 
el tiempo que responde principalmente 
al contexto electoral de cada momento, 

GRÁFICO 2: Polarización afectiva total, intragrupo e intergrupo en España (1993-2019)
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si bien ha mostrado una pauta general 
de crecimiento. Segundo, que los pe-
riodos de menor polarización se han 
iniciado con las mayorías absolutas del 
Partido Popular en 2000 y 2011, en las 
que el Partido Socialista se encontraba 
en la oposición. Tercero, que la polari-
zación afectiva se instala en el sistema 
español desde 2008, durante el periodo 
en el que se inicia lo que Field (2009) 
ha denominado como “la segunda tran-
sición”. Este proceso se interrumpe con 
las elecciones de 2011, en las que el Par-
tido Popular obtuvo una gran mayoría, 
como consecuencia de la crisis económi-
ca y financiera en España. Pero tras ese 
lapsus, se aprecia que, con la excepción 
de estas últimas elecciones, la polariza-
ción ya estaba instalada desde 2008 en 
España, cuando alcanzó los niveles más 
elevados de toda la serie; niveles que vol-
vieron a reproducirse, aunque algo más 
atenuados, en las elecciones de 2015. 
Finalmente, aunque la polarización en 
2019 es muy elevada, supone un peque-
ño descenso respecto de 2015, si bien se-
ría interesante conocer si la llegada de la 
pandemia en 2020 ha supuesto un im-
portante rebrote de dicha polarización, 
algo que de momento no podemos com-
probar con los datos existentes. 

Además, en este mismo gráfico pue-
de apreciarse, como se ha dicho, la evo-
lución de los dos componentes de la po-
larización afectiva de forma desagregada 
(intragrupo e intergrupo). Como puede 
observarse, en las tres primeras eleccio-
nes de la serie ninguna de las dos líneas 
de sentimiento domina con claridad. Sin 
embargo, a partir del 2004 vemos una 
tendencia creciente en los sentimien-
tos positivos hacia el líder propio que 

se consolida en las últimas elecciones. 
Esto es interesante, ya que la polariza-
ción afectiva actual en España parece te-
ner más que ver con el amor al líder del 
partido propio que con el odio hacia el 
resto de los líderes, lo contrario a lo que 
se ha venido observando en la polariza-
ción norteamericana, que fundamen-
talmente se debe a la hostilidad hacia 
el contrario (Lelkes, 2016; Druckman y 
Levendusky, 2019). La única elección en 
la que se produjo un incremento impor-
tante de los sentimientos negativos ha-
cia los otros grupos fue, de nuevo, en la 
de 2008, que, de acuerdo con nuestros 
datos, supone el único caso en donde 
este tipo de polarización negativa hacia 
los otros grupos supera a la polarización 
generada como aumento de los senti-
mientos positivos hacia el grupo propio. 
Este dato, sin despreciar en absoluto 
el alto índice de polarización generada 
por los sentimientos negativos hacia 
los “otros” que ciertamente existe, viene 
a contrarrestar la idea extendida en los 
medios de comunicación y comentaris-
tas políticos de que los españoles princi-
palmente nos estamos polarizando por 
el desprecio hacia el adversario político. 

Finalmente, resulta interesante la re-
lación temporal que puede existir entre 
ciertos factores contextuales y la evolu-
ción de la polarización afectiva en Es-
paña. El Gráfico 3 muestra el indicador 
general de polarización afectiva que ya 
hemos visto anteriormente, pero acom-
pañado de datos de desempleo, des-
igualdad y de fragmentación del sistema 
de partidos para esos mismos años (to-
dos ellos estandarizados en escalas com-
parables para permitir su comparación 
visual). Como puede apreciarse, la evo-
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lución de la polarización y su tendencia 
general al crecimiento coincide con un 
ligero aumento de la desigualdad (me-
dido aquí con el Gini de mercado)8 y un 
aumento considerable de la fragmenta-
ción del sistema de partidos. Estos son, 
junto al desempleo, las tres variables 
que, según Gidron et al. (2020), expli-
can las diferencias en la polarización 
afectiva entre una veintena de países. 
En España, además, han aumentado en 
la última década la polarización ideoló-
gica, la fragmentación del sistema y el 
conflicto territorial (Garmendia y León, 
2020; Simón, 2020), así como la pola-
rización existente en torno a políticas 
concretas, como la fiscal o migratoria9. 

8 Véase https://fsolt.org/swiid/

9 Véase, al respecto, el artículo de Luis Miller en https://dobetter.esade.edu/es/polarizacion-espana?_wrapper_

format=ht 

Es difícil aventurar, con estos datos, cuál 
de estas variables tiene un mayor peso 
tras este proceso de incremento, si bien, 
como vamos a argumentar más adelan-
te, los líderes de los partidos políticos 
pueden jugar un papel esencial (Rodrí-
guez-Teruel, 2021). 

5. El cambio individual entre  
los españoles

Hasta este momento, solamente se 
han discutido las tendencias agregadas 
(medias) respecto de la polarización en 
el tiempo. Sin embargo, contar con da-
tos de encuestas de panel con la misma 

GRÁFICO 3: polarización total, desempleo, desigualdad y fragmentación del 

sistema de partidos en España (1993-2019)

1993 1996 2000 2004 2008 2011 2015 2019
Años

Polarización afectiva 

Desigualdad

Desempleo 

Número de partidos

Fuente: Miller y Torcal, en https://theconversation.com/por-que-debe-importarnos-la-polarizacion-afectiva-149339

informe_democracia_2021.indb   60 2/7/21   12:12



61

pregunta de polarización repetida en el 
tiempo permite observar la media de 
evolución en cada individuo. En concre-
to, vamos a fijarnos en el cambio indi-
vidual medio en niveles de polarización 
política durante dos periodos recientes, 
2014-2015 y 2018-2019, caracterizados, 
como ya se ha dicho, por un nivel de con-
flicto político elevado, unido a una cre-
ciente fragmentación, volatilidad y apari-
ción de nuevos partidos en los extremos 
del espectro ideológico. Para ello voy a 
utilizar los datos de los dos estudios de 
encuestas panel realizados durante esos 
periodos: CIUPANEL y E-DEM. 

10 En este panel caso sólo de disponían de datos de sentimientos hacia líderes y, por tanto, no hay polariza-

ción afectiva a partir de datos hacia los votantes.

La Tabla 2 recoge, primero, en las 
dos primeras filas, la media de cada 
periodo de los cambios individuales 
medios de cada índice de polarización. 
Como puede observarse, el cambio 
medio entre 2014 y 2015 fue pequeño 
y no siempre en la dirección de creci-
miento. Además, también puede apre-
ciarse un descenso, aunque pequeño, 
de la polarización total. Ahora bien, 
mientras que la polarización afectiva 
intragrupo disminuyó en una medida 
destacable, lo que aumentó fue la pola-
rización afectiva hacia los otros grupos 
(o intergrupo)10, mostrando que este sí 

TABLA 2: Cambio individual medio en la polarización en España (2015-2019)

Polariza-
ción afec-
tiva total 
(votantes)

Polariza-
ción afec-
tiva total 
(líderes)

Polari-
zación 

afectiva 
intragrupo 
(votantes)

Polari-
zación 

afectiva 
intragrupo 
(líderes)

Polari-
zación 

afectiva 
intergrupo 
(votantes)

Polari-
zación 

afectiva 
intergrupo 
(líderes)

Polari-
zación 

ideológica

Extrem-
ismo 

ideológico

Cambio medio 
total (2014-2015)

-0,629 - -0,601 - 0,027 - 0,028 -0,010

Cambio medio 
total (2018-2019)

0,104 0,067 0,128 0,177 -0,053 -0,133 0,057 0,073

Cambio medio total (2018-2019) por partidos

PP -0,062 -0,073 0,007 0.032 -0.048 -0.113 0.157 0.272

PSOE 0,320 0,230 0,220 0.290 0.050 -0.083 0.106 0,083

Ciudadanos 0,037 0,100 0,128 0.128 -0,162 -0,201 -0.021 0,084

Unidas Podemos 0,028 -0,008 0,145 0,208 -0,115 -0,103 0.083 0,161

VOX 0,621 0,389 0,747 0,644 -0,108 -0,298 0,122 0,488

Entre olas

Octubre 
2018-febrero 2019

0,103 0,040 -0,065 0,059 0,109 -0,023 0,067 0,026

Febrero 2019- 
abril 2019

0,210 0,196 0,526 0,453 -0,347 -0,332 0,045 0,127

Abril 2019-mayo 
2019

-0,012 -0,038 -0,052 0,029 0,053 -0,061 n.i. n.i.

Fuentes: bases de datos CIUPANEL (2014-2015, olas 3 y 5) y E-DEM (2018-2019, olas 1, 2 y 3). Elaboración propia en colaboración con Josep Comellas (RECSM).
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fue un periodo en donde la polarización 
se alimentaba de los sentimientos cre-
cientemente negativos hacia “los otros”. 
Finalmente, algo parecido ocurre con la 
polarización ideológica y el extremismo 
ideológico, con movimientos escasos 
y en direcciones opuestas. Esto podría 
deberse en gran parte a que para esas 
fechas de 2014-15, como ya se ha seña-
lado, la polarización ya estaba instalada 
entre los españoles. 

Los cambios individuales medios 
para el periodo 2018-2019, que se reflejan 
en la segunda fila, también son pequeños. 
Puede decirse, sin embargo, que la pola-
rización total aumentó de un modo nada 
despreciable, pese a ser ya alta, especial-
mente la generada por los sentimientos 
hacia los votantes. Ahora bien, este creci-
miento —y contrariamente a lo observa-
do para el periodo 2014-2015— se debe 
únicamente a la polarización afectiva in-
tragrupo, es decir, al reforzamiento de los 
sentimientos hacia el grupo propio, mien-
tras decrece en la intergrupo (o los sen-
timientos para otros grupos). En cambio, 
la polarización ideológica y el extremismo 
crecieron en línea con el crecimiento ge-
neral de la polarización, mostrando su po-
sible relación. En cualquier caso, se está 
hablando de oscilaciones pequeñas que 
reflejan, una vez más, que la polarización 
se instala entre los españoles con anterio-
ridad a estos periodos y a la propia irrup-
ción de Vox. Tal vez fue esa polarización 
la que facilitó su llegada, si bien la misma 
puede haber contribuido a ello. Esto quie-
re decir que la polarización es el caldo de 
cultivo del que se alimenta el voto y creci-
miento a estos partidos. 

Por partidos, y para el periodo 2018-
2019, cuyos datos pueden observarse en 

las siguientes filas de esta misma tabla, se 
aprecian algunas diferencias significati-
vas. Lo más destacable de este periodo es 
el enorme crecimiento de la polarización 
entre los identificados con Vox, si bien 
este se debe principalmente al efecto de 
la polarización intragrupo. También son 
los identificados con este partido los que 
evidencian un incremento sustantivo del 
extremismo ideológico. Estos datos son 
especialmente llamativos, pero al mismo 
tiempo contrastan con un descenso poco 
despreciable de los indicadores de pola-
rización intergrupo de los identificados 
con este partido. Tras ellos aparece el 
grupo de votantes del PSOE, si bien en 
este caso, como ocurre con los identifica-
dos con Unidas Podemos, el incremento 
se debe a la polarización intragrupo y no 
tanto a los sentimientos hacia otros vo-
tantes y partidos. 

Por tanto, parece correcta la afirma-
ción de que la entrada en el escenario 
electoral de los partidos más radicales 
propicie un crecimiento de la polari-
zación (Bischof y Wagner, 2019), pero 
esto muestra que muchas veces la pola-
rización se genera no entre aquellos que 
apoyan a los partidos más extremos, sino 
también entre aquellos votantes que re-
accionan ante tal amenaza, reafirmando 
sus propias identidades (Helbling y Jun-
gkunz, 2020), como ha discutido recien-
temente Rodríguez-Teruel (2021) para 
el caso español con la llegada de Vox al 
escenario político. 

Hay otro dato más que refuerza esta 
impresión. Los ciudadanos identificados 
con el PP son los únicos que disminu-
yen los niveles generales de polariza-
ción en el periodo desde la aparición de 
Vox, dado que son los más próximos en 
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el espectro ideológico y, por tanto, los 
que se sienten menos amenazados por 
su irrupción. Al mismo tiempo, estos 
ciudadanos son los segundos que más 
se extreman ideológicamente y los que 
más perciben que la oferta partidista se 
ha polarizado (polarización ideológica). 
Ello demuestra que la polarización es un 
proceso complejo, en donde la retroali-
mentación juega un papel esencial junto 
con el papel de la oferta partidista y el 
discurso de sus líderes. 

Finalmente, si tratamos de obser-
var el cambio entre las distintas olas 
del panel (solo visible para el periodo 
2018-2019, ya que en 2014-2015 solo se 
hicieron dos), podemos apreciar que el 
mayor crecimiento de la polarización se 
da entre febrero de 2019 y abril de ese 
mismo año, justamente el periodo en 
donde se consolida la aparición en esce-
na de Vox en el panorama electoral espa-
ñol. En cambio, esto no va acompañado 
de un incremento en la percepción de 
la polarización partidista (polarización 
ideológica) ni tampoco en un incremen-
to de la polarización afectiva a otros gru-
pos (intergrupos). Solo el extremismo 
ideológico parece acompañar al incre-
mento de la polarización intragrupos en 
este periodo.

6. Polarización ideológica, 
polarización por temas  
y polarización afectiva

Pero ¿cuál es la relación que existe entre 
la polarización afectiva, por un lado, y el 
extremismo ideológico y la polarización 
ideológica, por otro? Esta cuestión no es 
menor, ya que nos ayudará a entender 

mejor algunas de las razones que ex-
plican el crecimiento de la polarización 
afectiva entre los españoles que se ha ve-
nido observando. 

En este sentido, pueden presentarse 
tres tipos de argumentos para explicar 
las variaciones en los niveles individua-
les de polarización afectiva. El primero, 
muy extendido, es que esta responde 
fundamentalmente a la polarización 
entre líderes/partidos, es decir, la que 
se genera entre los componentes de la 
oferta partidista. Existen indicadores 
agregados para medir dicha polariza-
ción, pero de utilizarlos no podríamos 
saber en qué medida esto afecta a cada 
uno de los ciudadanos, ya que puede es-
tar condicionado por el seguimiento que 
cada uno de ellos hace de la política, su 
grado de información, sus preferencias 
y los medios que sigue para obtener in-
formación como consecuencia de ello. 
En este sentido, es mejor contar con un 
indicador que mida el grado en el que 
los ciudadanos perciben la polarización 
de la oferta, es decir, el indicador de po-
larización ideológica ya discutido.

Un segundo argumento es que este 
crecimiento de la polarización afectiva 
pueda deberse al creciente extremismo 
ideológico de los ciudadanos, que se si-
tuarían cada vez más alejados de las po-
siciones medias. Esto respondería más 
al descontento general que cada uno ten-
ga a partir de sus preferencias ideológi-
cas y normativas.

Finalmente, puede ser simplemente 
el reflejo del creciente distanciamiento 
de los españoles en cuanto a sus posi-
cionamientos respecto de los principales 
problemas a los que nos enfrentamos y 
las políticas que estos requieren. 
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Para tratar de obtener una respues-
ta inicial a cuál de estas posibilidades 
es más plausible a la hora de explicar la 
evolución de la polarización afectiva, voy 
a hacer uso una vez más de la riqueza de 
los datos de la encuesta panel E-DEM, 
que se llevó a cabo entre diciembre de 
2018 y mayo de 2019 y que permitió 
entrevistar a los mismos individuos con 
una serie repetida de preguntas. Estos 
datos nos permiten estimar un modelo 
longitudinal de efectos fijos. Este tipo de 
modelos y sus parámetros no eliminan 
del todo el problema de la endogeneidad 
(relaciones causales recíprocas entre 
estas variables), pero al menos permi-
ten, bajo unos determinados supues-
tos, poder estimar el efecto medio de 
la variación temporal de la polarización 
ideológica y el extremismo político en 
la evolución temporal de la polarización 
afectiva a nivel individual.

Por tanto, vamos a estimar tres mo-
delos, teniendo como variable depen-
diente el grado de variación individual 
de la polarización afectiva (a partir de los 
indicadores de sentimientos hacia votan-
tes). Las variables independientes son, 
en primer lugar, la polarización ideoló-
gica (para medir el efecto de la percep-
ción de la oferta partidista) y el extremis-
mo ideológico. En un segundo modelo 
se incluyen, además, indicadores de po-
larización respecto de posicionamientos 
individuales en torno a cuatro áreas o 
temas de conflicto: socioeconómicos, so-
cioculturales, inmigración y descentrali-
zación del Estado11. En ambos modelos 
se introducen las siguientes variables de 

11 Para ver como se han construido estos indicadores, véase: https://www.upf.edu/web/tri-pol/documenta-

tion-and-data-archive 

control: cambios en el posicionamiento 
en la escala izquierda-derecha (lo que 
permitirá observar si la polarización 
afectiva se genera más en alguno de am-
bos lados del espectro ideológico), evo-
lución de la satisfacción con la situación 
económica, evolución de la condición 
socioeconómica personal, evolución de 
la valoración de la corrupción en el país 
y evolución de la situación de bienestar 
personal. 

Los resultados de estos modelos apa-
recen en las dos primeras columnas de 
la Tabla 3 y evidencian de forma mani-
fiesta que la percepción de la polariza-
ción en la oferta partidista es el principal 
causante de la evolución temporal de la 
polarización afectiva a nivel individual. 
Tras ella, a una considerable distancia, 
aparece el creciente extremismo ideoló-
gico individual. Ninguna de las demás 
variables parece tener efecto alguno, 
incluyendo el cambio en las condicio-
nes económicas individuales o la escala 
ideológica (lo que muestra que la polari-
zación crece en ambos lados del espec-
tro ideológico y no solo en la derecha), lo 
que coincide con el reciente argumento 
esgrimido por Rodríguez-Teruel (2021). 

Estos resultados también evidencian 
que la polarización en torno a los gran-
des temas de debate en la esfera pública 
no es capaz de explicar la evolución indi-
vidual media en el grado de polarización 
afectiva de cada uno de los españoles. 
Ni siquiera parece que la polarización 
en torno a la descentralización tenga 
incidencia directa significativa en la po-
larización afectiva (aunque podría ser 
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TABLA 3: Predictores de polarización afectiva en España (2018-2019) (regresión de 

dobles efectos fijos)

Polarización total
(votantes)

Modelo 1 Modelo 2 Modelo 3

Polarización ideológica (oferta) 0,214*** 0,215*** n.i.

(0,062) (0,062)

Extremismo ideológico 0,172*** 0,170*** n.i.

(0,042) (0,043)

Escala Izquierda-derecha -0,039 -0,041 -0,023

(0,031) (0,031) (0,033)

Evaluación de la situación económica -0,015 -0,014 -0,014

(0,022) (0,022) (0,022)

Evaluación respecto de la corrupción en el país -0,022 -0,021 -0,020

(0,023) (0,023) (0,025)

Índice incertidumbre económica personal 0,040 0,032 0,038

(0,076) (0,076) (0,076)

Percepción de bienestar subjetivo 0,048 0,049 0,018

(0,076) (0,077) (0,077)

Polarización respecto de los conflictos 
socioeconómicos 

n.i. 0,012 0,038

  (0,040) (0,042)

Polarización respecto de conflictos socioculturales n.i. 0,005 -0,031

  (0,063) (0,062)

Polarización respecto de inmigración n.i. -0,000 0,016

  (0,035) (0,034)

Polarización respecto de la descentralización n.i. 0,031 0,037

(0,028) (0,028)

Febrero 2019 0,064 0,065 0,112*

(0,059) (0,059) (0,059)

Abril 2019 0,284*** 0,290*** 0,362***

(0,071) (0,071) (0,071)

Constante 3,071*** 2,963*** 3,858***

(0,313) (0,340) (0,283)

R2 Total 0,027 0,028 0,013

Sigma u 2,25 2,42 2,36

Sigma e 1,61 1,61 1,63

Rho 0,66 0,66 0,68

Número de grupos 3 3 3

N 4965 4956 5043

Errores robustos estándares en paréntesis 
* p <0,10, ** p <0,05, *** p <0,01.

Fuente: base de datos E-DEM, olas 1, 2 y 3.
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indirecta a través del efecto de la oferta 
partidista). Podría pensarse, por tanto, 
que el conflicto no se exacerba como 
consecuencia de la discrepancia con res-
pecto a los grandes temas que han esta-
do en la agenda de la disputa política en 
España en los últimos años.

Podría argumentarse que los dos 
indicadores de polarización ideológica 
anulan los efectos de dichos conflictos 
en torno a esos grandes temas. Sin em-
bargo, como podemos ver en el modelo 
3 de la última columna de esta misma 
Tabla 3, ese no parece ser el caso, ya que, 
aun quitando las variables de polariza-
ción ideológica del modelo, las variables 
que miden la polarización en el posi-
cionamiento individual respecto de los 
grandes temas de conflicto continúan 
sin tener impacto alguno en la evolución 
de la polarización afectiva.

Es cierto que estos resultados po-
drían estar condicionados por el grado 

de polarización existente durante el 
tiempo en el que se recogieron los da-
tos, caracterizado por un alto grado de 
polarización ya instalado en la sociedad 
española. Aun así, no dejan de eviden-
ciar que a lo que estamos asistiendo en 
estos últimos años en España es funda-
mentalmente a un conflicto basado en 
las “filias y fobias” generados en torno 
a identidades partidistas que nos aleja 
de discusiones serenas sobre los temas 
de fondo que deberían articular la com-
petencia partidista. Todo este proceso 
está siendo alimentado y fomentado 
por la creciente crispación del debate 
entre los líderes de los partidos que, 
guiados por una lógica cortoplacista, 
irresponsable y ciega (ya que esa pola-
rización cierra cada vez más las puertas 
a los cambios de opinión y, por tanto, al 
cambio electoral de los votantes), están 
fomentando una confrontación entre 
españoles. 
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Conclusiones

1 La polarización política (ideológica y 
afectiva) ha aumentado en España.

2 Pese a ese crecimiento, el nivel de 
polarización en España, aunque 

alto, se sitúa alejado de otros países de 
Europa y de los Estados Unidos.

3 No ha habido una pauta clara de 
evolución de la polarización, pero 

sus incrementos más significados desde 
inicios de este siglo se han producido en 
2008 y 2015.

4 La llegada de partidos más extre-
mos (Podemos en 2014 y Vox en 

2019) ha propiciado el aumento de la 
polarización, pero esta ya era alta antes 
de su llegada, lo que posiblemente ha 
favorecido la propia llegada de esos par-
tidos polarizadores.

5 La polarización generada por la 
llegada de estos partidos no se en-

cuentra solo entre sus simpatizantes, 
sino también entre los de los otros parti-
dos, que reafirman sus propias identida-
des como consecuencia.

6 Mientras que el pequeño aumen-
to de la polarización en el periodo 

2014-15 se caracterizó por el creciente 
sentimiento negativo hacia “los otros”, 
el periodo más reciente, que se inicia a 
finales de 2018, responde más a un au-
mento del sentimiento positivo hacia 
“nosotros”.

7 El efecto de la percepción de la po-
larización de la oferta partidista es 

el principal causante de la polarización 
afectiva, seguido de un crecimiento del 
extremismo ideológico. Este resultado 
muestra que es este, por tanto, el prin-
cipal camino por el que la polarización 
afectiva crece: la disputa constante en-
tre los políticos y sus discursos llenos de 
descalificaciones y “demonizaciones” 
del oponente, que propicia la percep-
ción de un enfrentamiento irreconcilia-
ble entre ellos.

8 La polarización generada en torno 
a los grandes temas en la esfera pú-

blica del país y las disputas generadas en 
torno a las políticas aplicables para con-
frontarlas no es responsable de la polari-
zación afectiva.

9 La polarización es resultado más 
bien de un proceso complejo de 

retroalimentación que se genera entre 
aquellos votantes que apoyan nuevos ac-
tores más extremistas y la reacción que 
esto genera entre los votantes de los par-
tidos ya existentes en el sistema.

10 Sería por tanto recomendable 
que los representantes políti-

cos y los medios de comunicación se 
centraran en fomentar la discusión in-
formada sobre temas y propuestas polí-
ticas concretas para que, de este modo, 
disminuyera la polarización afectiva 
entre los ciudadanos y se facilitara la 
creación de un ambiente constructivo 
que propiciara acuerdos para buscar 
soluciones a los graves problemas en 
los que nos encontramos inmersos. 
Incurrir, fomentar y hacerse eco de los 
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discursos simplistas e identitarios solo 
favorece a aquellos cuyo objetivo final 
es destruir el marco democrático y pací-
fico que los españoles nos dimos y que 

ha propiciado, pese a todos sus defectos 
y limitaciones, el periodo más próspe-
ro, modernizador y pacífico de la histo-
ria de este país.
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Apéndice. Fórmulas y cálculo  
de los diferentes índices de 
polarización política

Josep María Comellas  
y Mariano Torcal

1. Introducción

Proponemos un conjunto de indicado-
res individuales de polarización afectiva 
e ideológica partiendo del trabajo inicial 
de Wagner (2020). Los índices de pola-
rización afectiva se basan en los senti-
mientos hacia los grupos de votantes y 
los líderes de los partidos (se pueden 
utilizar ambos indicadores), mientras 
que los indicadores de polarización 
ideológica, que miden las percepciones 
individuales de la polarización entre par-
tidos políticos y el nivel de extremismo 
ideológico de los individuos, se basan 
en la ubicación individual respectiva de 
cada uno de los encuestados en la escala 
izquierda-derecha.

Todos estos indicadores están pon-
derados por el tamaño del partido, dado 
que la relevancia de un partido político 
(para el sistema de partidos y la forma-
ción de gobierno) está fuertemente rela-
cionada con su tamaño. De este modo, 
se tiene más en cuenta, a la hora de cal-
cularlo, si a un individuo le desagradan 
mucho los líderes/votantes de partidos 
grandes que los líderes/votantes de par-
tidos pequeños. Del mismo modo, per-
mite distinguir si un individuo percibe 

fuertes diferencias ideológicas entre par-
tidos grandes en lugar de entre partidos 
pequeños.

2. Índices de polarización 
ideológica

2.1. Distancia ideológica percibida 
(weighted perceived ideological 
polarization)

Este índice representa la distancia ideo-
lógica percibida entre partidos pondera-
da por el apoyo electoral que cada uno de 
ellos recibe. La fórmula es la siguiente:

WPIP
i
 = 

= ∑p

p = 1
 v

p
 * (IdPosition

ip
 – IdPosition

i
)2,

donde p representa a cada partido; i re-
presenta a cada individuo; IdPosition

ip
 es 

la posición asignada en la escala izquier-
da-derecha a cada partido p por cada en-
trevistado i; IdPosition

i
 es la posición 

media de cada entrevistado de todos los 
partidos, y v

p
 es el tamaño de cada parti-

do medido por la proporción normaliza-
da de los votos de cada uno de ellos. 

La posición media de todos los parti-
dos es asimismo ponderada por el tama-
ño de cada uno de ellos:

IdPosition
i
 = ∑p

p = 1
 v

p
 * (IdPosition

ip
).
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El índice incluye la posición ideoló-
gica de los principales partidos en Espa-
ña. Las escalas que miden las posiciones 
ideológicas de cada partido (según las 
opiniones de los encuestados) van de 0 
(más a la izquierda) a 10 (más a la dere-
cha). Finalmente, este índice se calcula 
para todos los encuestados que atribu-
yen una posición ideológica a al menos 
dos partidos.

2.2. Extremismo ideológico

Medimos el extremismo ideológico sim-
plemente tomando la diferencia absolu-
ta entre la posición ideológica propia de 
los encuestados y su ideología promedio 
por cada ola de panel. La fórmula del ín-
dice es la siguiente:

IE
i 
= (Ideol

i
 – Ideol)

2

,

donde i representa a cada entrevistado; 
es la autoubicación de cada entrevistado 
i en la escala izquierda-derecha t i, e Ideol 
es la posición media de todos los entre-
vistados en esta misma escala. La escala 
ideológica va de 0 (más a la izquierda) a 
10 (más a la derecha). 

3. Índices de polarización afectiva

3.1. Distancia media ponderada respecto 
del líder/grupo de votantes más 
apreciados (weighted mean distance 
from most-liked leader/voters) 

Partiendo del trabajo de Wagner (2020), 
también hemos medido la polarización 
afectiva como la distancia media pon-
derada del líder del partido o grupo de 
votantes más apreciado. Esta medida 
requiere una identificación positiva con 

un líder político específico y captura el 
promedio de cuánto le disgustan a un 
individuo otros líderes o sus votantes en 
comparación con su líder o grupo de vo-
tantes favoritos. La fórmula para líderes 
es la siguiente:

WAPDL
i
 = ∑ l

l = 1
 v

l
 * (Like

il
 – Like

max,i
)2

,

donde l es el líder del partido ajeno; i 
es cada individuo; Like

max,i
 es el grado 

de agrado o desagrado asignado al líder 
favorito (in-leader); Like

il
 es el grado de 

agrado o desagrado asignado a cada lí-
der ajeno (out-leader) por cada individuo 
i, y v

l
 es el tamaño de cada uno de esos 

líderes medido por la proporción nor-
malizada de los votos que ha obtenido 
el partido de cada uno de ellos (esta pro-
porción se calcula sobre el total de vo-
tos de todos los partidos/líderes inclui-
dos en la fórmula menos los votos del 
partido más valorado). Esta fórmula del 
índice de WAPD va de 0 a 10 y se cal-
cula para todos los entrevistados que al 
menos declaran sentimientos hacia dos 
partidos. La misma fórmula es aplicable 
para grupos de votantes a los diferentes 
partidos (WAPDV).

Hay algunos encuestados que asig-
nan su puntuación más alta a más de 
un líder o grupo de votantes. Para es-
tos casos, y dado que el índice requiere 
que cada encuestado esté más cerca de 
un líder específico, debemos identificar 
con cuál de estos líderes/votantes los en-
cuestados se sienten más cercanos. Para 
hacerlo, hemos asignado el líder/grupo 
de votantes preferido a estos encuesta-
dos según, en primer lugar, la identifi-
cación del partido. Luego, para aquellos 
que no están identificados con ningún 
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partido al que pertenezcan los líderes 
con el puntaje más alto, hemos utilizado 
la opción de voto informado en las elec-
ciones nacionales anteriores. Todos los 
encuestados a los que, a pesar de todos 
estos esfuerzos, no hemos podido atri-
buir un líder/grupo de votantes preferi-
do específico, han sido descartados del 
cálculo del índice WAPD.

3.2. Polarización afectiva intragrupo 
(in-leader/voters liking) y polarización 
afectiva intergrupo (out-leader/ voters 
dislike)

Partiendo del índice anterior WAPDL, 
se han construido otros dos indicadores 
a partir de los sentimientos hacia los lí-
deres de los distintos partidos:
•• Polarización afectiva intragrupo (in-

leader liking): este índice es simple-
mente la puntuación obtenida en el 
termómetro de sentimientos por el 
líder/votantes más apreciados y va 
de 0 (“sentimientos muy desfavora-
bles”) a 10 (“sentimientos muy favo-
rables”).

•• Polarización afectiva intergrupo 
(out-leader dislike): este índice repre-
senta la media ponderada de los sen-
timientos (negativos) hacia el resto 
de los líderes o sus votantes (out-
leaders). La fórmula para líderes es la 
siguiente:

OutDislikeL
i
 = ∑ l

l = 1
 (v

l
 * Dislike

il
),

donde l es el líder ajeno (out-leader); 
i  es cada individuo; Dislike

il
 es la 

puntuación otorgada a cada líder 
ajeno pero invertidos sus valores por 
cada individuo i, y v

l
 es el tamaño 

de cada uno de esos líderes medido 
por la proporción normalizada de los 

votos que ha obtenido el partido de 
cada líder correspondiente, que se 
calcula sobre el total de los votos re-
cibidos por todos los out-leaders que 
entran en el cálculo. Como se ha di-
cho, todo este índice se calcula por 
los valores invertidos de la escala ori-
ginal y, por tanto, su rango sería de 0 
(“sentimientos muy favorables”) a 10 
(“sentimientos muy desfavorables”). 
Estas mismas formulas se pueden 
aplicar para los sentimientos hacia 
los votantes de los distintos partidos 
(OutDislikeV).
Existe un segundo índice, que tam-

bién se basa en Wagner (2020), que, 
aunque aquí no utilizamos, merece la 
pena ser comentado. Se trata de aquel 
que mide la polarización afectiva como 
la distribución ponderada de las pun-
tuaciones de agrado y desagrado hacia 
votantes o líderes. Este índice captura 
la medida en que el efecto se extiende 
entre los distintos grupos de votantes y 
líderes en un sistema de partidos deter-
minado y se denomina WAPS.

Este índice se mide, respectivamen-
te, para los principales grupos de vo-
tantes y líderes de partidos de los dife-
rentes países. Al igual que en el índice 
anterior, los sentimientos de agrado o 
desagrado hacia los votantes y líderes 
se operacionalizan utilizando escalas de 
termómetro de sentimiento, que van de 
0 (“sentimientos desfavorables”) a 100 
(“sentimientos favorables”). Finalmen-
te, este índice se calcula para todos los 
encuestados que declaran un nivel de 
afecto para al menos dos grupos de vo-
tantes o líderes.

En contraste con el primero discu-
tido, WAPD, el índice WAPS para la 
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polarización afectiva reconoce que las 
personas pueden tener a más de un par-
tido con sentimientos muy positivos y, 
por lo tanto, tiene en cuenta a todos los 
encuestados que expresan sentimientos 
de agrado o desagrado hacia los votantes 
y líderes. Además, esta medida de pro-
pagación también es más adecuada para 
capturar la oposición entre bloques de 
partidarios o líderes de partidos que en-
tre grupos o líderes de votantes únicos, 
algo relevante en entornos multiparti-
distas (Wagner, 2020). Por el contrario, 
la principal desventaja de esta medida es 
que no nos permite distinguir la polari-
zación afectiva entre sus componentes 
dentro (intragrupo) y fuera del grupo 
(intergrupo).

4. Ponderaciones

Cuando las olas del panel se realizan 
unos días antes o después de una elec-
ción nacional, simplemente usamos los 
resultados de esa elección como las pon-
deraciones a aplicar en la fórmula del lí-
der de partido y grupo de votantes.

Cuando los paneles se llevan a cabo 
a gran distancia de cualquier proceso 
electoral, la ponderación que se aplica 
en la fórmula de polarización se realiza 
con la media ponderada de la intención 
de voto estimada de cada partido. Con-
cretamente, procedemos de la siguiente 
manera por cada ola:
a.	 Usamos la lista de encuestas electo-

rales para las próximas elecciones 
nacionales que recoge Wikipedia.

12 Se trata de una adaptación libre de las reglas generales descritas en El País: https://elpais.com/especia-

les/2019/elecciones-generales/encuestas- electorales /

b.	 Consideramos todas las encuestas 
electorales realizadas 90 días antes 
del primer día del trabajo de campo 
de la ola.

c.	 Calculamos la intención de voto es-
timada media de cada partido rele-
vante, ponderada por tres factores 
diferentes12:
i.	 Pesos por fecha: asignamos más 

peso a las encuestas más recien-
tes aplicando la siguiente fórmu-
la exponencial:

Peso de la fecha = 1.01228161 ^ t,

donde t es el número de días del 
periodo considerado, por lo que 
varía de 0 (que corresponde a la 
encuesta realizada 90 días antes 
del primer día de trabajo de cam-
po de la ola) a 90 (que corres-
ponde a la encuesta realizada el 
primer día del trabajo de campo 
de la ola). Según la fórmula, la 
intención de voto en una en-
cuesta realizada en t = 0 se mul-
tiplica por 1, mientras que la in-
tención de voto en una encuesta 
realizada en t = 90 se multiplica  
por 3.

ii.	 Pesos por sondeos repetidos: 
ponemos menos peso a las en-
cuestas repetidas de la misma 
empresa encuestadora. Concre-
tamente, la encuesta más recien-
te de cada firma se multiplica 
por 1, mientras que el resto de 
las encuestas de la misma firma 
se multiplica por 0,6.
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iii.	 Pesos por tamaño de muestra: la 
idea es que las encuestas con 
mayor tamaño de muestra reci-
ban más peso, aunque siguiendo 
una tendencia decreciente. Esta-
blecemos dos umbrales, basados ​​
en la siguiente fórmula (López-
Roldán y Fachelli, 2015, p. 22):

n = (z ^ 2 x P x Q) / (e ^ 2),

donde n es el tamaño de la mues-
tra; z es el número de unidades 
de desviación que implica el ni-
vel de confianza adoptado; P es 
la proporción de individuos que 
tienen una característica dada; 
Q es la proporción de individuos 
que no tienen esta característica, 
y e es el error de muestreo.

Suponiendo un nivel de con-
fianza del 95% (z = 1,96) y una 
situación de máxima indetermi-
nación (P = Q = 50%), calcula-
mos n si e = 3% y e = 2%:

n = (1,96 ^ 2 x 50 x 50) / (3 ^ 2) =  
= 1067,11,

n = (1,96 ^ 2 x 50 x 50) / (2 ^ 2) = 
= 2401.

Dado que todas las encuestas 
que tienen 1067 encuestados o 
menos se multiplican por 0,6, 
las encuestas que tienen entre 
1068 y 2400 encuestados se 
multiplican por 1 y los que tienen 
2401 encuestados o más se mul-
tiplican por 1,2. Las encuestas 

que tienen un tamaño de mues-
tra desconocido se multiplican 
por 0,6.

d.	 Finalmente, se calculan las pondera-
ciones totales: ponderaciones totales 
= ponderaciones por fecha x pondera-
ciones por encuestas repetidas x pon-
deraciones por tamaño de muestra.

5. Indicadores de polarización 
sobre temas actuales

•• Opinión sobre descentralización del 
Estado: escala que va de 0 (el Go-
bierno español debería recuperar 
sus competencias) a 10 (las comu-
nidades autónomas deberían poder 
legislar sobre los grandes temas de 
la vida diaria de los ciudadanos).

•• Opinión sobre inmigración: escala 
compuesta por dos ítems: opinión 
sobre el número deseable de inmi-
grantes en España, que va desde 0 
(la inmigración debe mantenerse al 
mínimo) a 10 (se debe permitir la 
llegada del mayor número de inmi-
grantes), y opinión sobre asimila-
ción cultural de los inmigrantes, que 
va de 0 (tienen que adaptarse a las 
costumbres de España) a 10 (deben 
poder mantener sus costumbres). Se 
sumaron los ítems y la escala resul-
tante se dividió por dos.

•• Opinión sobre asuntos socioeconó-
micos: una escala que consta de tres 
ítems: opinión sobre el nivel de equi-
dad de la distribución actual de la 
renta y la riqueza en España, que va 
de 0 (la riqueza se distribuye de ma-
nera justa) a 10 (la riqueza debe dis-
tribuirse de manera más justa); opi-
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nión sobre la prestación de servicios 
públicos, que va desde 0 (deben ser 
realizados por empresas privadas) a 
10 (deben ser realizados por institu-
ciones públicas), y opinión sobre la 
intervención estatal en la economía, 
que va de 0 (la iniciativa privada es 
la mejor forma) a 10 (la intervención 
estatal es la mejor forma). Se han su-
mado los elementos y la escala resul-
tante se ha dividido por tres.

•• Opinión sobre temas sociocultura-
les: una escala que comprende tres 
ítems: opinión sobre el derecho al 
aborto de las mujeres, que va de 0 
(las mujeres no deben tener derecho 
al aborto) a 10 (las mujeres deben 
tener derecho al aborto); opinión so-
bre las mujeres que trabajan, que va 
de 0 (debería estar dispuesta a dejar 
su trabajo por el bien de su familia) 
a 10 (debería poder trabajar), y opi-

nión sobre los matrimonios entre 
personas del mismo sexo, que va de 
0 (deberían estar prohibidos por ley) 
a 10 (deberían estar permitidos por 
ley). Se han sumado los elementos 
y la escala resultante se ha dividido 
por tres. 
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1. Introducción

La pandemia de la COVID-19 ha pues-
to bajo presión a todas las estructuras 
de gobierno, tanto nacionales como in-
ternacionales, regionales y locales. Una 
emergencia sanitaria mundial como la 
que estalló en marzo de 2020 y que ha 
transformado radicalmente la cotidiani-
dad supone la toma y ejecución de de-
cisiones complejas en un tiempo muy 
escaso, poniendo a prueba los mecanis-
mos de coordinación y resolución de es-
tas estructuras de gobierno.

Gestionar un mercado laboral que 
se detiene en seco, unos servicios sanita-
rios al borde del colapso o la vacunación 
de la población son algunos ejemplos de 
situaciones con las que han tenido que 
lidiar muchos en este último año. La 
efectividad y la capacidad con las que es-
tos han afrontado este proceso es el tema 
que nos ocupa en este artículo. Dicho de 
otro modo, nos preguntamos, centrán-
donos en el caso de España, qué factores 
determinan la capacidad de los Estados 
para movilizar eficazmente sus recursos 
públicos, por qué razones y cuáles son 
las posibles vías de mejora.

Si bien la respuesta a esta pregunta 
es de una complejidad inabarcable para 
el espacio del que disponemos, nos pro-
ponemos ahondar en algunos aspectos 
específicos de la gestión del Estado espa-
ñol durante la pandemia con el objetivo 
de arrojar luz sobre algunas razones sis-
témicas que han delimitado el marco de 
gestión más allá de motivos puramente 
coyunturales. Más concretamente, nos 
centramos en la capacidad del sector pú-
blico —y, específicamente, en su capa-
cidad de proveer políticas públicas en el 

ámbito sociosanitario— para identificar 
debilidades en los mecanismos de go-
bernanza y problemas de índole institu-
cional, basándonos en la experiencia de 
la gestión de la COVID-19 en España.

Este ejercicio permite identificar los 
elementos que determinan hasta qué 
punto el Estado español tiene capacidad 
para gestionar e implementar eficazmen-
te políticas públicas. Identificamos seis 
debilidades clave en el ámbito sociosanita-
rio, tanto analíticas como operativas, que 
merman la capacidad del sector público 
en este sentido: la infradotación estructu-
ral de recursos, fallos de funcionamiento 
en los órganos de coordinación, proble-
mas de seguridad jurídica, mecanismos 
de coordinación intergubernamentales e 
intersectoriales, transparencia y coordi-
nación de datos entre CC. AA., y regula-
ción de los comités de asesoramiento.

Abordar estas debilidades, que la 
pandemia ha hecho evidentes, consti-
tuye un reto primordial para mejorar la 
calidad de la democracia en España. Sin 
mecanismos de gobernanza eficaces u 
organizaciones públicas dotadas de sufi-
cientes recursos y capacidad analítica no 
es posible atender de forma eficaz a las 
necesidades de la ciudadanía.

2. La capacidad del Estado  
y el sector público

El concepto de capacidad de Estado es 
a menudo criticado en la literatura aca-
démica por su falta de rigor conceptual. 
Así como existen definiciones y concep-
ciones distintas de lo que es un Estado 
—que van desde el concepto weberia-
no del monopolio de la violencia hasta 
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concepciones que abarcan un espectro 
mucho más amplio—, también existen 
un sinfín de dimensiones desde las que 
evaluar lo que hace que un Estado sea 
fuerte, a menudo dependiendo del enfo-
que de cada disciplina (Berwick y Chris-
tia, 2018; Cingolani, 2013).

Un renovado interés por el concepto 
en la década de 1980 avanzó distintas de-
finiciones que ilustran estas diferencias. 
Evans et al. (1985), por ejemplo, definen 
la capacidad del Estado como la habili-
dad de los Gobiernos de implementar 
sus objetivos y de administrar su terri-
torio de forma efectiva. Mann (1986) y, 
más tarde, Soifer (2008), por otro lado, 
comparten una visión de la capacidad 
del Estado entendida como el poder de 
su infraestructura, que definen como la 
habilidad de un Estado de ejercer auto-
ridad de forma efectiva e implementar 
políticas a través del territorio nacional.

Se tome una definición u otra, la 
esencia del concepto siempre gira en 
torno a la supervivencia y la funciona-
lidad del Estado, sobre las cuales pode-
mos distinguir al menos tres dimensio-
nes1: coerción, extracción y provisión 
(Hanson y Sigman, 2013; Lindvall y Teo-
rell, 2016; Berwick y Christia, 2018). La 
primera, la coerción, se asocia a estudios 
de seguridad y gira en torno a la capa-
cidad de las instituciones públicas para 
mantener un orden social (por ejemplo, 
Tilly, 1990). Por extracción se entiende 
la capacidad del Estado de extraer ren-

1 Algunos estudios mencionan una cuarta dimensión relacionada con la legitimidad del Estado en línea con 

Habermas (1975).

2 Por motivos de espacio no discutimos la dimensión política, que se vincula a motivos de confianza entre 

instituciones, así como el nivel individual, que hace referencia a las capacidades de las personas que ocupan 

las Administraciones. Nótese que los niveles “organizacional y sistémico” corresponden a lo que aquí nos 

referimos como ámbitos “institucionales y de gobernanza”, respectivamente.

tas de sus ciudadanos (impuestos) para 
financiar su funcionamiento (por ejem-
plo, Levi, 1989). La provisión, a veces re-
ferida como una dimensión asociada a 
la coordinación, administración o buro-
cracia, se refiere a la capacidad del Esta-
do para implementar políticas públicas, 
o, más genéricamente, organizarse para 
la acción colectiva (por ejemplo, Evans, 
1989). Esta última es la dimensión des-
de la que se afrontará este capítulo.

En los últimos años se ha ido cons-
truyendo toda una rama de la literatura 
sobre la capacidad que tiene un Estado 
para implantar eficazmente las políticas 
públicas (policy capacity), entendida como 
una serie de herramientas, competencias 
y recursos de los Gobiernos para diseñar 
y alcanzar objetivos de políticas públicas 
(Wu et al., 2015; Gleeson et al., 2011). Esta 
floreciente literatura distingue distintas 
dimensiones (analítica, operacional y po-
lítica) y niveles (individual, organizacio-
nal y sistémico) sobre los que podemos 
observar una ejecución más o menos efi-
caz2 (Mukherjee et al., 2021).

Otra forma similar —a nuestro jui-
cio, más comprensible— para ordenar 
estas competencias es la distinción en-
tre las capacidades analíticas y operati-
vas en los ámbitos institucionales y de 
gobernanza. Por capacidad analítica 
entendemos los recursos de las Admi-
nistraciones para garantizar que el pro-
ceso de diseño e implementación de las 
políticas públicas se base en decisiones 
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técnicamente sólidas, con el máximo ri-
gor científico posible, utilizando bases 
de datos y personal capacitado para este 
propósito. En el ámbito institucional, 
esto se traduce en la capacidad de las 
Administraciones públicas para alma-
cenar y difundir información, disponer 
de personal técnicamente capacitado o 
tener acceso a bases de datos; mientras 
que, en el ámbito de la gobernanza, se 
traduce en disponer de sistemas efec-
tivos de asesoramiento, tales como los 
comités de expertos o a la capacidad de 
coordinación y transparencia de datos 
entre distintas Administraciones.

La capacidad operativa, por otro lado, 
permite adaptar los recursos a la imple-
mentación práctica de las políticas. La 
financiación o capitalización de las dis-
tintas Administraciones, así como su 
coordinación inter e intraorganizacional, 
son factores que afectan a esta capacidad 
en el ámbito institucional. En el campo 
de la gobernanza, la capacidad operati-
va se refiere a disponer de mecanismos 
eficaces para la coordinación intraesta-

3 Real Decreto 463/2020, art. 4 D.

tal (tanto intersectoriales como intergu-
bernamentales) y disponer de un marco 
regulatorio bien definido que delimite 
las competencias de cada organización. 
La Tabla 1 resume este marco analítico, 
que en la siguiente sección aplicaremos 
al caso de la gestión sociosanitaria en Es-
paña durante la pandemia de COVID-19.  

3. El sistema sociosanitario 
durante la pandemia

Tras declarar la Organización Mundial 
de la Salud (OMS) una “pandemia inter-
nacional” el 11 de marzo de 2020 —la si-
tuación de emergencia de salud pública 
provocada por la COVID-19—, se apro-
bó en España el Real Decreto 463/2020, 
de 14 de marzo, por el que se declaró el 
estado de alarma y se encargó a cuatro 
Ministerios —Defensa; Interior; Trans-
portes, Movilidad y Agenda Urbana; y 
Sanidad— la dirección de la crisis sani-
taria3. En la práctica, sin embargo, fue el 

TABLA 1: Tipos de capacidad y ámbito de competencia de las políticas públicas

Ámbito de 
competencia

Capacidad

Operativa Analítica

Institucional
Financiación, coordinación inter e 
intraorganizacional, dotación de personal

Almacenar y difundir información, acceso 
a bases de datos, personal cualificado

Gobernanza
Mecanismos de coordinación intraestatal 
(verticales y horizontales) y delimitación 
de competencias

Sistemas de asesoramiento, transparencia, 
mecanismos y herramientas para la 
coordinación de datos

Fuente: Adaptación de Mukherjee et al. (2021).
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Ministerio de Sanidad el que adquirió 
un mayor protagonismo4.

La aprobación de este decreto supu-
so una modificación drástica del reparto 
competencial, pues vació en términos 
de competencias (y responsabilidad) al 
nivel autonómico y concentró en el Go-
bierno central la gestión de la pandemia. 
Esto originó una situación novedosa, 
por inédita, en la que el mando y la ca-
pacidad normativa estaba situada en el 
Gobierno central, pero la gestión y apli-
cación de las medidas sociosanitarias 
correspondía a las CC. AA. La pandemia 
(y su gestión) afloraron una serie de pro-
blemas en el ámbito institucional y de 
la gobernanza de los sistemas sanitario 
y de servicios sociales que, siguiendo el 
marco analítico descrito en la sección 

4 De acuerdo con la división competencial establecida por la Constitución Española, mientras que el Estado 

tiene competencia exclusiva sobre las “bases y coordinación general de la sanidad” (art. 149.1.16), las CC. AA. 

podrán asumir competencias en Servicios Sociales (148.1.20) y Sanidad (148.1.21). El desarrollo posterior del 

Estado autonómico ha terminado perfilando una división por la cual las competencias de gestión en materia de 

sanidad y política social pertenecen casi exclusivamente a las CC. AA. y corresponde al Estado la coordinación de 

las consejerías autonómicas, que ejerce mediante sendos Consejos territoriales: del Sistema Nacional de Salud 

(sanidad) y de Servicios Sociales y del Sistema para la Autonomía y Atención a la Dependencia (políticas sociales).

anterior, se resumen en la Tabla 2 y se 
desarrollan en lo que resta del apartado.

3.1. Ámbito institucional

El primer aspecto que hay que abordar 
para determinar la capacidad institu-
cional es la infradotación estructural de 
recursos en la que se encontraban las 
Administraciones sociosanitarias an-
tes de la pandemia. Esta ha puesto de 
manifiesto las dificultades de enfrentar 
una emergencia de este calibre desde 
un ministerio, el de Sanidad, descapita-
lizado. Dado que el reparto competen-
cial asignó la ejecución de las políticas 
sociosanitarias al nivel autonómico, el 
ministerio fue dimensionado en su ori-
gen para la tarea que le encomienda en 
exclusiva la Constitución —y solo para 

TABLA 2: Debilidades de capacidad de políticas públicas en el sistema sociosanitario 

en España

Ámbito de 
competencia

Capacidad

Operativa Analítica

Institucional

Infradotación estructural de medios y 
personal del ministerio y del SNS
Fallos en el funcionamiento del órgano de 
coordinación del SNS
Problemas de seguridad jurídica

Problemas en la recogida, procesamiento y 
presentación de datos
Escasa capacidad para atraer personal 
cualificado

Gobernanza
Incertidumbre en la delimitación de 
competencias tanto intersectoriales como 
intergubernamentales

Fallos en el funcionamiento y regulación 
de los comités de expertos
Poca transparencia y coordinación de 
datos

Fuente: elaboración propia.
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la tarea que le encomienda la Consti-
tución—: la coordinación. Esta insufi-
ciencia estructural se ha visto agravada 
posteriormente por dos circunstancias: 
las enormes restricciones presupues-
tarias5, derivadas de las medidas para 
garantizar la estabilidad presupuesta-
ria tras la crisis de 2008, y la reciente 
división del ministerio, tras la pues-
ta en marcha del primer Gobierno de 
coalición de la historia de España. Los 
medios y el personal con los que cuen-
tan los ministerios de Sanidad y de 
Derechos Sociales y Agenda 2030 son 
escasos para ejercer la función de coor-
dinación en tiempos normales, pero 
absolutamente insuficientes para ejer-
cerla en tiempos de pandemia.

A esto se le añade la baja financiación 
del Sistema Nacional de Salud (SNS). A la 
hora de juzgar la gestión de la pandemia, 
ha sido habitual comparar el desempeño 
de España con países del entorno euro-
peo como Alemania, Francia, Suecia, Bél-
gica o Países Bajos. Sin embargo, en esos 
juicios es necesario incluir la inversión 
que esos países realizan en la sanidad 
pública. Mientras que Alemania destina 
casi 10 puntos de su PIB a la sanidad (un 
9,9% concretamente), Francia un 9,4% 
y Países Bajos un 8,4%, España tan solo 
dedica un 6,4% de su PIB a financiar el 
SNS (OCDE, 2020). La razón por la que 
España puntúa muy alto en algunos ran-
kings que miden la eficiencia del gasto en 
sanidad es porque sus profesionales son 

5 Introducidas por el RDL 20/2012.

6 Véase, por ejemplo, el Bloomberg Health-Efficiency Index, que mide anualmente la eficiencia de los siste-

mas sanitarios de todos los países desde 2013.

7 “La Unión Europea presiona a España para bajar la temporalidad en la Administración”. El País, 4 de 

marzo, 2020. Disponible en: https://elpais.com/economia/2021-03-03/la-union-europea-presiona-a-espana-

para-bajar-la-temporalidad-en-la-administracion.html

capaces de hacer mucho con poco, no 
porque el Estado invierta mucho6.

En parte, ese menor gasto público 
se relaciona con la elevadísima tem-
poralidad del sector público en Espa-
ña, que, en lo que más nos concierne 
en este capítulo, afecta de pleno a los 
trabajadores de enfermería y de las 
residencias. El pasado mes de marzo 
de 2021, la Comisión Europea instó a 
España a que redujera la temporalidad 
en el sector público7. A cambio de los 
fondos europeos para la recuperación, 
la Comisión ha exigido a España cam-
bios en la Administración con el objeti-
vo de reducir la elevada temporalidad, 
muy focalizada sectorialmente en los 
ámbitos de la educación y el sistema 
sociosanitario. De hecho, las evalua-
ciones realizadas hasta el momento 
sobre el impacto de la COVID-19 en 
las residencias han venido destacan-
do las precarias condiciones laborales 
que caracterizan al sector del cuidado 
residencial a los mayores, en el que las 
mujeres son amplia mayoría (Ordovás 
et al., 2020). Esta elevada temporalidad 
merma la capacidad analítica para un 
desarrollo con conocimiento de los sis-
temas de información, ya que eleva las 
curvas de aprendizaje y desincentiva la 
innovación en estos sistemas. Ello se 
ha manifestado en la falta de un siste-
ma de recogida, procesamiento y pre-
sentación de datos efectivo respecto a 
la evolución de la pandemia.
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La falta de recursos se suma a fallos 
de funcionamiento de los órganos de 
coordinación. La declaración del primer 
estado de alarma, con la consiguiente 
concentración de la gestión de la pande-
mia en el Gobierno central y, singular-
mente, en el Ministerio de Sanidad, puso 
en un primer plano de atención, incluso 
mediática, al Consejo Interterritorial del 
Sistema Nacional de Salud (CISNS). Fue 
en el seno de este Consejo donde el mi-
nistro de Sanidad, Salvador Illa, adoptó, 
el 30 de septiembre de 2020, el acuerdo 
que decretaba el confinamiento perime-
tral de la ciudad de Madrid y de otros 
nueve municipios de esta comunidad 
para hacer frente a la segunda ola. Dicha 
resolución fue adoptada por mayoría, 
pero con una tercera parte de las autono-
mías en contra, cuando el art. 14.1 del Re-
glamento de funcionamiento del CISNS 
establece que “[l]os acuerdos del Consejo 
[…] se plasmarán a través de recomen-
daciones, que se aprobarán, en su caso, 
por consenso”8. Madrid decidió acatar la 
resolución e incorporar las restricciones 
a una orden autonómica que, posterior-
mente, fue anulada por el Tribunal Su-
perior de Justicia de la Comunidad de 
Madrid por carecer de “una habilitación 
legal para el establecimiento de medidas 
limitativas de derechos fundamentales”9.

El motivo del recurso de la Comuni-
dad de Madrid se encuentra en el Regla-

8 El Consejo está compuesto por el ministro/a de Sanidad y los consejeros de Sanidad de las CC. AA. (art. 2.1 del 

Reglamento). La literalidad del art. 14.1 del Reglamento establece que “[l]os acuerdos del Consejo en relación con 

las materias que expresamente se determinan en la Ley 16/2003, de 28 de mayo, de cohesión y calidad del Siste-

ma Nacional de Salud se plasmarán a través de recomendaciones, que se aprobarán, en su caso, por consenso”.

9 Aunque de manera oblicua, el auto sostiene que la apelación a la Ley (ordinaria) de Cohesión y Calidad del 

Sistema Nacional de Salud es insuficiente para la aprobación de medidas restrictivas de derechos fundamen-

tales, por lo que la Orden debería haber invocado, se intuye de la argumentación del auto, la Ley de Medidas 

Especiales en Materia de Salud Pública de 1986, para poder obtener la ratificación judicial. 

mento de Funcionamiento del Consejo 
Interterritorial del Sistema Nacional de 
Salud. Concretamente, en su artículo 
14.1, que establece que “[l]os acuerdos 
del Consejo […] se plasmarán a través de 
recomendaciones, que se aprobarán, en 
su caso, por consenso”. La Comunidad 
de Madrid se avino a acatar la resolución 
adoptada, pero al mismo tiempo la re-
currió, al considerar que el acuerdo era 
inválido, ya que no había sido adoptado 
por el “consenso” —entendido como 
unanimidad— que requiere el art. 14.1 
del reglamento. Como se ha explicado, el 
Tribunal Superior de Justicia de Madrid 
anuló la orden autonómica por carecer 
de “habilitación legal” suficiente, no por 
vulnerar lo dispuesto en el art. 14.1 del 
reglamento de funcionamiento del Con-
sejo Interterritorial del SNS. Pero este 
episodio pone de manifiesto la inseguri-
dad jurídica que provoca la falta de una 
regulación adecuada para la adopción de 
políticas públicas eficaces.

Además, existen debilidades institu-
cionales relacionadas con la regulación 
de los estados excepcionales que produ-
jeron otros problemas de seguridad jurí-
dica. Como se ha mencionado ya, el RD 
463/2020 de estado de alarma de 14 de 
marzo introdujo una serie de medidas 
restrictivas de derechos fundamentales, 
como la libre circulación de los ciuda-
danos o las restricciones de reuniones 
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familiares o sociales. Con posterioridad, 
el Gobierno aprobó otros dos Reales De-
cretos de estado de alarma10 y uno de 
prórroga11 que contenían medidas dirigi-
das a contener la propagación del virus, 
tales como los toques de queda noctur-
nos, los confinamientos perimetrales y 
las restricciones al número de personas 
en espacios públicos y privados y lugares 
de culto. La prórroga del tercer estado de 
alarma concluyó el sábado 9 de mayo de 
2021. El domingo 10 de mayo se abrió 
un escenario jurídico desconocido, deri-
vado de la incertidumbre sobre qué me-
didas pueden adoptar (y cuáles no) las 
consejerías autonómicas de Salud Públi-
ca sin el abrigo del estado de alarma12.

La pregunta que se abre al decaer el 
estado de alarma, por tanto, es si las CC. 
AA. pueden seguir adoptando medidas 

10 RD 900/2020, de 9 de octubre y RD 926/2020, de 25 de octubre.

11 RD 956/2020, de 3 de noviembre, por el que se prorrogó el de 25 de octubre.

12 Unos pocos días antes el Gobierno había aprobado el Real Decreto-Ley 8/2021, de 4 de mayo, de reforma 

de la Ley 29/1998, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-administrativa (LJCA), con “el objetivo de po-

sibilitar que la Sala de lo Contencioso-administrativo del Tribunal Supremo pueda entrar a conocer sobre los 

autos adoptados por las referidas Salas de los Tribunales Superiores de Justicia y de la Audiencia Nacional en 

esta materia y pueda, además, fijar doctrina legal […] sobre el alcance de la legislación sanitaria en relación 

con las limitaciones o restricciones de derechos fundamentales de los ciudadanos impuestas por las autorida-

des sanitarias”. Real Decreto-ley 8/2021, de 4 de mayo, por el que se adoptan medidas urgentes en el orden 

sanitario, social y jurisdiccional, a aplicar tras la finalización de la vigencia del estado de alarma declarado 

por el Real Decreto 926/2020, de 25 de octubre, por el que se declara el estado de alarma para contener la 

propagación de infecciones causadas por el SARS-CoV-2.

13 Por razones obvias de espacio no podemos entrar al detalle de esta discusión, que además excede amplia-

mente el objeto de nuestro análisis. Baste decir que el artículo 81 de la Constitución contiene una reserva de 

ley orgánica para los derechos fundamentales de la sección primera del capítulo segundo de la Constitución, 

que, en ausencia de previsión legal al respecto, no puede ser obviada mediante el recurso a la autorización 

judicial (como se pretende con el Real Decreto-Ley 8/2021, de 4 de mayo).

14 La LO 4/1981 no contempla ninguna interrupción del normal funcionamiento de las Cámaras y, además, el Re-

glamento del Congreso de los Diputados establece funciones específicas del Congreso durante el estado de alarma.

15 Por ejemplo, se podía haber reformado la Ley Orgánica de Medidas Especiales en Materia de Salud Pública 

de 1986, o la Ley Orgánica 4/1981 de estados de alarma, excepción y sitio, o la Ley 14/1986 General de Sani-

dad, o la Ley 16/2003 de Cohesión y Calidad del Sistema Nacional de Salud, etc.

que afecten a los derechos fundamenta-
les recogidos en la sección primera del 
capítulo segundo de la Constitución, tal 
y como lo venían haciendo hasta ahora. 
A pesar de que existen buenos argumen-
tos para sostener que no13, lo que quere-
mos destacar aquí es que, en los meses 
que van desde la aprobación del primer 
estado de alarma hasta el decaimiento 
del tercero, se perdió la ocasión de refor-
mar la legislación para dar mayor segu-
ridad jurídica. Se podrían haber acome-
tido reformas —el Congreso y el Senado 
han permanecido en funcionamiento 
durante los estados de alarma14— para 
dotar de una mayor capacidad normati-
va a los actores nacionales y autonómi-
cos a la hora de enfrentar eventos im-
previstos y potencialmente catastróficos, 
como una pandemia15. Sin embargo, se 
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desaprovechó la ocasión de reforzar la 
capacidad del Estado para la adopción 
de políticas públicas en condiciones de 
certidumbre jurídica16.

3.2. Ámbito de gobernanza

En el plano de la gobernanza, la pande-
mia ha puesto en evidencia debilidades 
desde una doble perspectiva: la coordi-
nación intergubernamental, entendida 
como la gestión de materias y decisiones 
pertenecientes a distintos niveles de la 
Administración; y la coordinación inter-
sectorial, entendida como la gobernanza 
de materias y decisiones relativas a di-
ferentes ámbitos de políticas públicas. 
Comenzando por la coordinación inter-
gubernamental, la gestión de la crisis 
de la COVID-19 ha aflorado debilidades 
tanto estructurales como coyunturales. 
En lo estructural, la pandemia ha puesto 
de manifiesto que España es un Estado 
federal (en muchas cosas) que sin em-
bargo no ha desarrollado una “cultura 
federal”. Por dos razones.

La primera es la falta de costumbre. 
De acuerdo con el artículo 1 del Regla-
mento Interno de la Conferencia de 
Presidentes, esta constituye “el máximo 
órgano de cooperación política entre el 
Gobierno de España y los Gobiernos de 
las comunidades autónomas y las ciuda-
des de Ceuta y Melilla”. Creada en 2004 
por el Gobierno de José Luis Rodríguez 
Zapatero, desde su propia creación se ha 
reunido muy poco y, durante los cinco 

16 En su Sentencia núm. 788/2021, que anula el toque de queda nocturno y las restricciones a las reuniones 

sociales, la Sala de lo Contencioso del Tribunal Supremo afirma, en su fundamento de derecho séptimo, que 

“las dificultades jurídicas serían mucho menores, tanto para la Administración sanitaria como para las Salas 

de lo Contencioso-Administrativo, si existiera una regulación suficientemente articulada y límites en que 

cabe restringir o limitar derechos fundamentales en emergencias y catástrofes como la actual. Pero el hecho 

es que tal regulación articulada no existe […]”.

primeros años, sin que existiera además 
ningún calendario. En la V Conferencia 
de Presidentes de 2009 se aprobó un 
reglamento que establece que “[l]a Con-
ferencia de Presidentes se reunirá una 
vez al año previa convocatoria del pre-
sidente del Gobierno”. Sin embargo, el 
propio Zapatero incumplió ese artículo, 
pues solo convocó la conferencia una 
vez durante su segunda legislatura, y 
su sucesor en el cargo, Mariano Rajoy, 
continuó con la costumbre de reunirse 
únicamente una vez cada cuatro años.

Tras la pandemia, el presidente Sán-
chez ha convocado la conferencia en 17 
ocasiones, la mayoría de ellas por video-
conferencia, para tratar cuestiones rela-
tivas a la crisis del coronavirus. Ello se 
ha hecho, sin embargo, sin que se haya 
reformado el reglamento de funciona-
miento, lo que ahonda la percepción de 
que la conferencia, que es el órgano de 
máximo nivel de cooperación entre el 
Gobierno central y las CC. AA., se reú-
ne cuando así lo quiere el presidente del 
Gobierno, y que el rol de las CC. AA. se 
limita a asistir cuando son convocadas.

La segunda razón es la falta de re-
gulación adecuada. Los ámbitos de sa-
nidad y de servicios sociales son, en su 
mayor parte, competencia autonómica. 
Sin embargo, la declaración del estado 
de alarma concentró las competencias 
en el Gobierno central. Esto provocó 
una situación en la que quienes tenían 
el conocimiento de primera mano de-
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rivado de años de gestión —es decir, 
las CC. AA.— quedaron excluidas del 
proceso de elaboración de la regula-
ción —básicamente, mediante el re-
curso al Real Decreto—, mientras que 
quien tenía el acceso al BOE carecía de 
ese conocimiento. De ahí que el tercer 
Real Decreto de estado de alarma vinie-
ra a reconocer y enmendar esa disfun-
ción en su artículo segundo17. Durante 
ambas crisis, la epidemiológica prime-
ro y la de gobernanza territorial deriva-
da de la pandemia después, el Senado 
siguió como siempre: esto es, como 
un órgano perfectamente infecundo y  
prescindible.

A estas dos razones estructurales 
que han generado fallos de gobernanza 
se le suma una de carácter coyuntural, 
que los anglosajones resumen como 
blame game o estrategia de arrojar las 
culpas a terceros actores. A medida que 
el número de muertos y las críticas a la 
gestión aumentaban, las diferentes Ad-
ministraciones comenzaron a arrojarse 
la responsabilidad por la gestión de la 
pandemia las unas a las otras —esto fue 
particularmente visible en el caso de la 
relación entre algunas CC. AA. y el Go-
bierno central, que como hemos visto 
llegó a judicializarse—, a medida que se 
iban conociendo datos como que la ges-
tión de la pandemia dañaba la valoración 
de los Ejecutivos18 o que para el 63% de 
los ciudadanos el Gobierno central es 
quien debería hacerse cargo de ella (Gar-
mendia y León, 2020).

17 RD 926/2020, de 25 de octubre, por el que se declara el estado de alarma para contener la propagación de 

infecciones causadas por el SARS-CoV-2.

18 “La opinión sobre el Gobierno ha empeorado para el 59,9% de los españoles por la crisis del coronavirus”. 

El País, 11 de noviembre, 2020. Disponible en: https://elpais.com/sociedad/2020-11-11/la-opinion-sobre-el-

gobierno-ha-empeorado-para-el-599-de-los-espanoles-por-la-crisis-del-coronavirus.html

Durante la vigencia del primer es-
tado de alarma, algunas CC. AA. culpa-
ron al Gobierno central de arrogarse la 
gestión de la pandemia sin delegar ni 
consultar a las autonomías, que hasta 
entonces ostentaban la competencia 
material en el ámbito sociosanitario. No 
obstante, cuando se aprobó el tercer RD 
de estado de alarma, que incluía el men-
cionado art. 2, algunas de esas mismas 
CC. AA. pasaron a acusar al Gobierno 
central de hacer dejación de funciones 
y delegar toda la gestión de la pandemia 
en las autonomías —al entender que la 
crisis del coronavirus se había converti-
do en un elemento que erosiona electo-
ralmente al “propietario” de su gestión 
(Del Pino et al., 2020)—. Aunque en-
tendible desde el punto de vista político-
electoral, estas prácticas de arrojarse las 
culpabilidades no hacen sino enturbiar 
la necesaria confianza entre los distin-
tos niveles de gobierno en un país des-
centralizado.

Entrando ahora en problemas de 
coordinación intersectorial, la necesidad 
de implementar mecanismos de coor-
dinación entre la sanidad y los servicios 
sociales es un tema recurrente de la po-
lítica española desde hace más de tres 
décadas. El RD 63/1995, que regulaba 
las prestaciones del SNS, incluía ya un 
apartado relativo a la coordinación so-
ciosanitaria, que nunca se llegó a cum-
plir. Pero donde mejor se expresa esta 
necesaria coordinación es en el artículo 
11 de la Ley de Promoción de la Autono-
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mía Personal y Atención a las personas 
en situación de dependencia, que, en su 
apartado c), señala la necesidad de fijar 
“procedimientos de coordinación socio-
sanitaria, creando, en su caso, los órga-
nos de coordinación que procedan para 
garantizar una efectiva atención”.

En este contexto de reconocimien-
to de la necesidad de mecanismos de 
coordinación, por un lado, pero escasa 
capacidad de adoptar medidas que los 
implementen, por el otro, la pandemia 
ha puesto de manifiesto la brecha que 
separa a las instituciones sociales y sa-
nitarias. Un ejemplo notorio de ello ha 
sido la falta de coordinación y anticipa-
ción en la aplicación de los protocolos en 
las residencias de mayores, sobre todo 
en los primeros meses de la pandemia 
—un problema motivado, en varias CC. 
AA., por la ausencia de cualquier tipo de 
protocolo—.

Además, la respuesta ha sido muy 
diferente en función de la comunidad 
autónoma, lo que sugiere cierta falta de 
coordinación intergubernamental. En 
un documento publicado el 7 de sep-
tiembre de 2020 por la Secretaría de 
Estado de Derechos Sociales, se reco-
gen los mecanismos concretos adopta-
dos por las autoridades de las CC. AA. 
en interés de garantizar la coordinación 
de los centros residenciales con los re-
cursos del sistema de salud de la comu-
nidad autónoma. Mientras que algunas 
CC. AA. celebran “reuniones de coor-
dinación entre departamentos”, han 
puesto en marcha “un equipo de coor-
dinación de derivaciones integrado por 
personal de servicios sociales y salud 
pública”, o han creado un “equipo di-
rectivo de coordinación sociosanitaria” 

formado por las Consejerías de Salud 
y Asuntos Sociales, otras no refieren 
ninguna medida de refuerzo de la coor-
dinación (alegan simplemente que las 
residencias tienen suficiente stock de 
EPIS, que la atención sanitaria de los 
mayores está garantizada por el servicio 
autonómico de salud, o que existe un 
“plan de nueva normalidad en residen-
cias de personas mayores y personas 
con discapacidad”).

En una sociedad con grados eleva-
dos de población mayor institucionali-
zada y envejecimiento, es importante 
que se creen mecanismos de interlocu-
ción entre los ámbitos sanitario y social; 
mecanismos que sean estables y forma-
lizados y cuya utilidad no se restrinja a 
la duración de la pandemia, porque la 
necesidad de mejorar la forma en que 
proveemos de cuidado y atención a las 
personas mayores en sociedades enveje-
cidas como las nuestras no es coyuntu-
ral, sino permanente. 

Por otro lado, uno de los aspectos de 
la gestión de la pandemia que más críti-
ca ha merecido está relacionado con otro 
tipo de fallo en la gobernanza: la falta de 
transparencia y de datos homogéneos 
entre CC. AA. Disponer de unos datos 
fiables, transparentes y de fácil accesibi-
lidad es fundamental para informar po-
líticas dirigidas a contener la pandemia, 
ya que contar con datos homogéneos y 
estandarizados es un prerrequisito para 
la elaboración de planes de contingencia 
y protocolos a aplicar en aquellos luga-
res más golpeados, como han sido las 
residencias. Sin embargo, España no 
disponía de un sistema de recogida, pro-
cesamiento y presentación de datos efec-
tivo respecto a la evolución de la pande-
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mia, una carencia que fue señalada por 
medios internacionales19. Algunas de 
estas carencias quedan recogidas en los 
siguientes cinco puntos:
1.	 El Sistema de la Vigilancia en Es-

paña (SIViES) actualizaba tarde los 
datos de hospitalización y muertes, 
que además no encajaban con los da-
tos que proveían las CC. AA.

2.	 Los datos carecían de un repositorio 
y formatos accesibles y reutilizables 
(se presentaban en PDF).

3.	 Se presentaba solo una foto fija de 
muchas variables (por ejemplo, hospi-
talizados y número de personas en la 
UCI) que deberían haberse presenta-
do con series por fecha y consolidadas.

4.	 No se presentaron datos desagrega-
dos por municipio o barrio como hi-
cieron muchos otros países.

5.	 Se omitieron algunas variables im-
portantes en los datos (de rastreo, 
test, ocupación de hospitales, etc.).
Antes de concluir, es importante des-

tacar que la pandemia ha puesto sobre 
la mesa la necesidad de repensar el rol 
de los comités de expertos. Estos comi-
tés son muy relevantes en las decisiones 
que se toman en eventos que pueden 
tener efectos potencialmente catastrófi-
cos y que demandan decisiones rápidas. 
Por eso, además de los nombrados por 
el Gobierno central, la mayoría de CC. 
AA. ha designado a sus propios comités 
de expertos. Existen tres grandes áreas 
donde debe mejorarse el funcionamien-
to de estos comités:

19 “Flawed data casts could over Spain’s lockdown strategy”. Financial Times, 4 de junio, 2020. Disponible 

en: https://www.ft.com/content/77eb7a13-cd26-41dd-9642-616708b43673

20 El art. 3.f de la Ley 33/2011 General de Salud Pública establece que “[l]as actuaciones de salud pública 

deberán ser transparentes. La información sobre las mismas deberá ser clara, sencilla y comprensible para el 

conjunto de los ciudadanos”.

1.	 Transparencia: no solo en cuanto al 
número de comités existentes —la 
prensa y la mayoría de la ciudadanía 
terminó confundiendo los comités 
científicos, para la desescalada y 
para los pases de fase— y las per-
sonas que los componen, sino tam-
bién en lo referente a los informes e, 
incluso, a las actas de las reuniones 
que estos celebran. Las decisiones 
que toman los Gobiernos basadas 
en las recomendaciones de estos co-
mités son de una enorme importan-
cia, lo que aconseja su publicación 
desde la doble perspectiva política y 
jurídica20.

2.	 Interdisciplinariedad: debido a la na-
turaleza de la pandemia, los comités 
nombrados incluyeron mayoritaria-
mente a epidemiólogos y expertos 
en el campo de la salud pública. Sin 
embargo, dado que el impacto que 
ha tenido y va a tener la pandemia 
afecta a numerosos ámbitos, los 
Gobiernos deberían incluir en es-
tos comités a más economistas, so-
ciólogos, psicólogos y juristas, para 
evitar, por ejemplo, que algunas de 
las medidas que se proponen resul-
ten irrealizables por ser contrarias al 
ordenamiento jurídico vigente.

3.	 Anticipación: para evitar la sensación 
de improvisación y algunos errores 
cometidos en este ámbito, es necesa-
rio regular mejor el nombramiento, 
la composición y las obligaciones de 
transparencia de estos comités. 
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Conclusiones

1 En los últimos años, y sobre todo a 
raíz de la pandemia, el concepto de 

capacidad de Estado parece haber reco-
brado un nuevo interés académico. No 
es casual: la COVID-19 ha puesto de ma-
nifiesto la importancia de una infraes-
tructura y gobernanza eficaces a la hora 
de salvar vidas. Este renovado interés lle-
ga de la mano de una incipiente pero ex-
tendida discusión sobre el rol que debe 
adoptar el propio Estado, fundamental-
mente en cuanto a su carácter innovador 
(Mazzucato, 2011).

2 Esta visión supone una ruptura con 
la “Nueva Gestión Pública” (New 

Public Management), un modelo que 
abogaba por incentivar la gestión pri-
vada en los servicios públicos, y cuyos 
ajustes en la Administración a finales 
de la década de los noventa supusieron 
una mayor dependencia en servicios ex-
ternos y privatización de los servicios, 
como es el caso de las residencias en 
España. La literatura académica asienta 
un patrón de declive generalizado de la 
capacidad del sector público en las últi-
mas décadas que conlleva una gestión 
pública menos eficaz en múltiples paí-
ses (Painter y Pierre, 2005; O’Connor et 
al., 2007; Tiernan, 2011).

3 Estos procesos de privatización y 
externalización de servicios no son 

ajenos a una de las principales debilida-
des que identificamos en este capítulo: 
la descapitalización y falta de recursos 
de las Administraciones y la falta de per-
sonal cualificado que afectan a la capaci-
dad —tanto operativa como analítica— 

de implementación de políticas públicas 
(Craft y Daku, 2017; Mukherjee et al., 
2021). La falta de recursos, identificados 
en el capítulo tanto en el Ministerio de 
Sanidad como en el SNS, ha impedido 
una mejor gestión de la pandemia. Asi-
mismo, parece evidente que una mayor 
dotación de personal hubiese permitido 
una mejora en la capacidad analítica de 
estos órganos.

4 Sin embargo, las debilidades en la 
eficacia del sector público no se li-

mitan a una cuestión de recursos; tam-
bién se ven afectadas por un marco regu-
latorio que produce inseguridades en las 
delimitaciones de competencias y que 
afectan a la coordinación tanto intergu-
bernamental como intersectorial, como 
hemos podido evidenciar en el caso del 
funcionamiento del sistema sociosanita-
rio durante la COVID-19. Además, como 
hemos visto a lo largo del capítulo, es-
tas deficiencias han mermado también 
la capacidad analítica que permite, por 
un lado, generar información fidedigna 
para identificar las propias carencias del 
sistema y, por otro lado, implementar 
políticas públicas más focalizadas y efi-
caces.

5 Una mejora de la calidad democrá-
tica pasa necesariamente tanto por 

un refuerzo de los mecanismos de coor-
dinación y delimitaciones competen-
ciales como por un cambio de modelo 
enfocado hacia la innovación en la provi-
sión de políticas públicas que refuercen  
los recursos operativos y analíticos de la 
Administración pública.
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1. Introducción1

“El virus no distingue entre colores po-
líticos, ideologías o territorios.  El virus 
nos golpea a todos”. Así anunciaba en 
marzo del 2020 el presidente del Go-
bierno,  Pedro Sánchez, el despliegue 
de un ambicioso  “escudo social”  para 
paliar el impacto de la crisis provocada 
por la pandemia de la COVID-19. Las 
medidas fueron rápidas y contundentes. 
Se aprobaron fondos extraordinarios; 
se impusieron moratorias en hipotecas 
y deudas; se aprobaron retrasos en pa-
gos de impuestos; y se tramitaron ace-
leradamente expedientes de regulación 
temporal de empleo. En un espacio muy 
breve de tiempo, vimos mucho Estado y, 
sobre todo, vimos Estado de bienestar. 
Mientras todo entraba en un insólito 
stand-by, los sistemas nacionales de sa-
lud, educación, protección social y ser-
vicios sociales mantenían y ampliaban, 
a marchas forzadas, su actividad esen-
cial. Las respuestas fueron similares en 
toda Europa. Sin embargo, a pesar de la 
dimensión global de este shock externo, 
los Gobiernos actuaron desde el cierre 
de las fronteras nacionales y con escasa 
coordinación supraestatal. Ni siquiera 
el Centro Europeo para la Prevención 
y Control de las Enfermedades (ECDC) 
tuvo mucho que ofrecer a los Estados 
miembros en la caótica gestión inicial, 
cuando la OMS declaró finalmente el ca-
rácter pandémico del coronavirus. 

Hay una enorme cantidad de pre-
guntas sobre la gestión de la pandemia 
que ocuparán años de investigación en 
muy diversos ámbitos de especializa-

1 La autora reconoce el apoyo de la Fundación Icrea a través del programa Icrea Acadèmia.

ción académica. Para la literatura com-
parada sobre Estados de bienestar, el in-
terés se concentra en tres grandes ejes. 
En primer lugar, necesitamos entender 
el alcance de la crisis sanitaria y econó-
mica en la población y en la estructura 
productiva y las diferencias, en función 
de la solidez o fragilidad, de todos los 
indicadores macroeconómicos de cohe-
sión social en los modelos productivos 
de cada país. 

En segundo lugar, interesa averi-
guar cuáles fueron las lógicas detrás de 
las respuestas nacionales. ¿Fueron los 
escudos sociales mayores o menores en 
función del color político del Gobierno? 
¿Dependieron las actuaciones de los dis-
tintos legados institucionales? ¿Cuál fue 
el grado de centralismo en la gobernan-
za política? Algunos atrevidos incluso 
se arriesgarán a vincular los índices de 
mortalidad acumulada en función de la 
eficacia de las respuestas. 

En tercer lugar, con la mirada puesta 
en el medio o largo plazo, interesa ave-
riguar qué permanecerá de todo este es-
fuerzo. ¿En qué medida las medidas co-
yunturales puestas en funcionamiento 
para resolver una crisis también coyun-
tural pueden provocar un cambio para-
digmático que impulse una nueva ma-
nera de entender y organizar los Estados 
de bienestar contemporáneos? Aunque 
este último tiene un carácter más espe-
culativo que los dos ejes anteriores (to-
davía no se puede saber), la relevancia 
teórica es indudable. Prueba de ello es 
el hecho de que las principales teorías 
sobre las transformaciones de los Esta-
dos de bienestar lleven desde principios 
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de los años 90 volcadas principalmente 
en explicar las resistencias al cambio de 
unas instituciones creadas en el contex-
to de posguerra y que hoy muestran se-
rias dificultades para responder al desa-
fío de la creciente desigualdad social que 
genera el capitalismo global.

Centrándome en la experiencia espa-
ñola, en este capítulo abordaré algunas 
preguntas relevantes para cada una de 
estas tres grandes cuestiones. El capítulo 
está estructurado de la siguiente forma. 
En primer lugar, abordaré brevemente 
las discusiones más teóricas sobre las 
oportunidades que ofrecen las crisis para 
mejorar y reforzar los sistemas de pro-
tección social. A continuación, analizaré 
el “escudo social” puesto en marcha en 
España como respuesta a la pandemia y 
su impacto en términos de desempleo y 
coberturas de prestaciones sociales, par-
tiendo de los índices de pobreza y exclu-
sión anteriores a la crisis de la COVID. 
El último apartado analizará la evolución 
del escudo social en el marco del fondo 
europeo de recuperación. 

2. Las crisis como palanca  
de cambio2

Los Estados de bienestar se moldean con 
los azotes de crisis de distinta naturale-
za: las guerras, las catástrofes naturales, 
los desplomes de la economía, y ahora 
la pandemia, actúan como catalizadores 
para el desarrollo de políticas sociales. 
La literatura comparada sobre Estados 
de bienestar otorga a la reconstrucción 
que sucedió a la Segunda Guerra Mun-

2 Una versión más extensa de esta sección puede encontrarse en León (2021).

dial un protagonismo casi absoluto en 
los orígenes de los sistemas de protec-
ción social en Europa. 

La nueva tecnología militar y los re-
clutamientos masivos conllevaron una 
mortalidad sin precedentes (Obinger y 
Schmitt, 2020). El gran número de in-
válidos de guerra, supervivientes o ni-
ños huérfanos en ciudades devastadas 
exigían una respuesta para la que los 
Estados no estaban preparados. Como 
resultado, el gasto social no militar au-
mentó de manera sostenida durante casi 
tres décadas. Esto se explica, además de 
por el aumento de la demanda, por la in-
troducción, durante la guerra, de unos 
sistemas impositivos a las rentas de ca-
pital y las propiedades que permitieron 
financiar los elevados costes del con-
flicto armado y que, una vez firmado el 
armisticio, se mantuvieron. Algunos au-
tores señalan que los años de guerra ha-
bían acostumbrado a los Gobiernos y a 
la ciudadanía a una intervención estatal 
que facilitó el salto hacia un Estado so-
cial dispuesto a gobernar aspectos cen-
trales de la vida cotidiana de las perso-
nas. Además, las guerras, y en especial 
la Segunda Guerra Mundial, favorecie-
ron la expansión de la burocracia estatal, 
que, junto a la mayor capacidad fiscal, 
proporcionaron los medios para respon-
der a las nuevas demandas sociales cau-
sadas por el conflicto armado (Obinguer 
y Schmitt, 2020, p. 264). Desde la pers-
pectiva de los derechos de la ciudadanía, 
los episodios bélicos habían dejado al 
descubierto la necesidad de integrar en 
los ideales de soberanía nacional la uni-
versalidad de los derechos sociales. No 
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solo la muerte, también el desempleo, la 
pobreza y, en general, una extendida vul-
nerabilidad social, elevaban la demanda 
de un Estado benefactor que velara por 
el bienestar de la ciudadanía. En Europa, 
las guerras fueron también un aprendi-
zaje para las élites políticas, todavía con 
importantes déficits en cultura política 
democrática. Ninguno de los grandes 
avances en derechos sociales habría sido 
posible sin acuerdos entre actores socia-
les y políticos capaces de superar divisio-
nes partisanas. 

No parece existir nada de una mag-
nitud similar al proceso de cambio que 
tuvo lugar durante las aproximadamen-
te tres décadas de expansión de los Esta-
dos de bienestar tras la Segunda Guerra 
Mundial; de ahí que las preguntas teó-
ricas y empíricas desde entonces hayan 
tenido que ver más con la explicación de 
la ausencia de cambio —o de resistencia 
al cambio— que de cambio en sí. La li-
teratura académica comparada buscaba 
entonces un marco teórico que explicara 
la increíble resistencia de estas estructu-
ras del Estado a pesar de embistes direc-
tos, particularmente desde la llegada del 
nuevo paradigma neoliberal a partir de 
la crisis de 1973. 

El politólogo estadounidense Peter 
Hall escribió un influyente artículo en 
1993 en el que proporcionaba precisa-
mente las claves de esta resistencia al 
cambio. El autor distinguía tres tipos 
de cambio. Los cambios de primer ni-
vel suponen simples ajustes en instru-
mentos ya existentes. El segundo orden 
implica una modificación de los propios 
instrumentos, pero sin que se modifi-
que la lógica que subyace a la política. 
El tercer orden va más allá, al significar 

un cambio paradigmático en la propia 
lógica que subyace a programas y políti-
cas. Los escudos sociales que Gobiernos 
del mundo entero han puesto en mar-
cha para paliar los efectos de la pande-
mia guardan relación con cambios de 
primer y segundo orden. Una pregunta 
interesante y relevante es averiguar si sa-
bremos aprovechar el impulso para pro-
vocar transformaciones que impliquen 
cambios de tercer nivel capaces de ade-
cuar las políticas sociales a los grandes 
retos sociales, tecnológicos y medioam-
bientales. 

Todas las sociedades modernas han 
desarrollado respuestas institucionales y 
protocolos de actuación para emergen-
cias de diversa naturaleza. Existen uni-
dades especiales en el ejército y en los 
cuerpos de seguridad del Estado diseña-
das para intervenir en caso de catástrofe. 
Como tuvimos ocasión de comprobar 
en aquella primera ola de la pandemia, 
los Estados dispusieron de manera in-
mediata de fondos extraordinarios de 
rescate, de infraestructura y de recursos 
humanos para una actuación de emer-
gencia bajo un mando único. Pero una 
cosa son los ámbitos institucionales de 
emergencia y otra el funcionamiento 
rudimentario del Estado de bienestar, y 
aunque por las características propias de 
esta crisis el segundo ha entrado a for-
mar parte del primero, nos queda por 
averiguar cuánto de esto permanecerá 
una vez hayamos finalmente ganado 
la batalla al virus. ¿Puede este “cisne 
negro” convertirse en una ventana de 
oportunidad para reforzar nuestro Esta-
do de bienestar más allá de la crisis? La 
dureza y extensión de la pandemia de la 
COVID-19 nos deja muy valiosas leccio-
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nes para retomar y reformular compro-
misos democráticos que conduzcan a su 
expansión y sostenibilidad a largo plazo. 

3. Pandemia y escudo social 

Las medidas fiscales en España para 
responder a la pandemia ascendían a fi-
nales de noviembre de 2020 al 17% del 
PIB3. La mayor parte de este esfuerzo 
fiscal se concentró, además de en mo-
vilizar recursos médicos y sostener el 
sistema nacional de salud, en medidas 
de liquidez para las empresas y perso-
nas que tuvieron que paralizar su acti-
vidad o perdieron el empleo. De un total 
de 53,8 mil millones de euros, 17,8 mil 
millones fueron destinados a financiar 
los Expedientes de Regulación Tempo-
ral de Empleo (ERTE)4 y los costes de 
seguridad social asociados a los mismos 
(9,1 mil millones)5. Para acceder al sub-
sidio de desempleo —de una cantidad 
equivalente al 70% de la base de cotiza-
ción, con unos límites mínimos y máxi-
mos fijados por ley (502 y 1402 euros 
respectivamente)6—, los trabajadores 
afectados por un ERTE no necesitaban 
acreditar un periodo de contribución 
mínima.

El ingreso mínimo vital (IMV) ha 
sido la otra gran medida social introdu-
cida destinada a proteger la pérdida de 
ingresos de los grupos más vulnerables. 
El IMV, aprobado el 29 de mayo del 
2020, reconoce por vez primera el de-
recho subjetivo a una prestación mone-

3 Según datos del think tank europeo Bruegel. Ver: www.bruegel.org/publications/datasets/covid-national-dataset/ 

4 Ver https://ec.europa.eu/info/sites/info/files/2020-european-semester-stability-programme-spain_en.pdf 

5 Ver https://portal.mineco.gob.es/RecursosArticulo/mineco/economia/ficheros/Plan_Presupuestario_2021.pdf 

6 Real Decreto-ley 8, 2020; Real Decreto-ley 9, 2020.

taria que garantice un nivel mínimo de 
renta para todas aquellas personas en si-
tuación de vulnerabilidad económica. Se 
trata de una prestación no contributiva 
integrada en el conjunto de prestaciones 
de la Seguridad Social. Responde así a 
la necesidad de establecer una solución 
homogénea y coherente para el conjun-
to del territorio español, superando las 
limitaciones de las rentas mínimas de 
inserción (Monereo, 2020). El IMV es 
garantista en cuanto a los requisitos de 
acceso, es compatible con las rentas mí-
nimas de inserción, y su cuantía varía en 
función de las circunstancias y miem-
bros de una unidad familiar. Además, 
el IMV tiene un componente de condi-
cionalidad al vincular su percepción a la 
búsqueda activa de empleo o la partici-
pación en actividades formativas. 

Desde el punto de vista político, la 
aprobación unánime del IMV en el Con-
greso de los Diputados significa un éxito 
rotundo en un ámbito, el del Estado de 
bienestar, en el que los consensos han 
sido mínimos, por no decir inexistentes. 
Tanto algunas organizaciones de la so-
ciedad civil como los principales sindica-
tos llevaban años intentando introducir 
las rentas mínimas en el debate político. 
UGT y CC. OO., en particular, presenta-
ron una iniciativa legislativa popular al 
respecto en el 2015 que no se materiali-
zó por falta de apoyo político (Hendrick-
son y Arriba, 2019). 

En diciembre de 2020, el Instituto 
Nacional de Seguridad Social (INSS) 
confirmaba que la prestación del in-
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greso mínimo vital había alcanzado a 
160.000 hogares y 460.000 personas, 
de las cuales el 47% eran menores. Cá-
diz, Sevilla, Málaga, Madrid, Barcelona, 
Valencia y Alicante eran las provincias 
con más personas beneficiarias. En ese 
momento, el INSS había invertido 518 
millones de euros. En marzo de 2021, 
el INSS abonó de forma aproximada 
203.838 prestaciones, lo que ascendía la 
cifra a 565.195 personas (Gráfico 1). La 
inversión alcanzó entonces un total de 
920 millones en nueve meses. El 70% 
de los titulares de esta prestación son 
mujeres y casi uno de cada tres hogares 
receptores son monoparentales, mayori-
tariamente con menores a cargo. 

Además de estas medidas extraor-
dinarias de compensación por pérdida 
de ingresos, el Gobierno español imple-
mentó algunas iniciativas destinadas a 
ayudar a las familias con responsabilida-
des de cuidado infantil durante los lar-
gos meses de confinamiento y escuelas 

cerradas. El Real Decreto-Ley del 17 de 
marzo 2020 permitía a las y los traba-
jadores con obligaciones de cuidados 
solicitar flexibilidad en la organización 
de la jornada laboral o una reducción de 
la jornada de trabajo, esta última con la 
correspondiente reducción salarial. Des-
de una perspectiva comparada, sin em-
bargo, las medidas extraordinarias para 
compensar las dificultades en la conci-
liación entre el trabajo y las responsa-
bilidades familiares fueron, en el caso 
español, de las más tímidas de Europa, 
incluyendo aquí la falta de previsión de 
las consecuencias del cierre escolar para 
niñas y niños cuyos padres trabajaban 
en actividades esenciales (Daly et al., 
2021).

En su conjunto, el esfuerzo fiscal 
agregado en España ha estado en parte 
limitado por los altos niveles de deuda 
pública, una tendencia común en los 
países del sur de Europa. En perspecti-
va comparada, España (con un 114% de 

GRÁFICO 1: Número total de hogares y personas beneficiarias del IMV
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deuda bruta del PIB a finales de 2020) 
se sitúa junto al resto de países del sur 
de Europa que cuentan con una deuda 
relevante (Grecia, 205%; Italia, 154%; 
Portugal, 130%), en contraste con otros 
países europeos (Países Bajos, 54%; 
Suecia, 40%; Alemania, 70%), que ya 
contaban con niveles más bajos antes de 
la crisis. En este contexto, las economías 
nacionales con un margen de maniobra 
fiscal limitado, como la española, han 
necesitado y necesitan apoyo o garantías 
adicionales para evitar aumentos pro-
nunciados en su deuda pública (Moreira 
et al., 2020). 

4. Impacto del escudo social

La crisis de la COVID-19 llegó en un 
momento en el que la economía y la 
estructura social estaba iniciando una 
cierta, aunque lenta, recuperación. In-
dudablemente, la capacidad de resisten-
cia del tejido social a shocks externos de 
esta naturaleza está enormemente con-
dicionada por las debilidades estructura-
les que facilitan o dificultan coyunturas 
concretas. La recuperación de la activi-
dad económica y del empleo tras la Gran 
Recesión se ha realizado a expensas de 
fuertes dosis de precariedad laboral en 
un mercado de trabajo altamente seg-
mentado y con todavía un importante 
peso de la economía informal. 

Al contrario de lo que sucedió en la 
anterior crisis económica, la flexibilidad 
interna introducida por los ERTE y la 
limitación de los despidos mientras du-
rase el Estado de alarma contuvo enor-
memente el aumento del desempleo 
(Gráfico 2). Esta medida, que Bremer 

y McDaniel (2020) llaman “keynesia-
nismo de emergencia”, ha permitido 
contener la caída de ingresos en los ho-
gares y, en consecuencia, los niveles de 
desigualdad. En contraste, la crisis del 
2008 se saldó con un fuerte y repentino 
ascenso en los niveles de desempleo, lo 
cual aumentó de forma importante los 
índices de desigualdad, fundamental-
mente por la pérdida de ingresos de los 
hogares situados en la parte inferior de 
la distribución de la renta, un rasgo co-
mún al resto de los países del sur de Eu-
ropa. Entre los años 2008 y 2013, la pér-
dida de ingresos de la decila más baja 
fue del 51% en Grecia, 34% en España, 
28% en Italia y 24% en Portugal (Pérez 
y Matsaganis, 2017).

No obstante, si bien es cierto que los 
ERTE (y otros programas similares de 
compensación salarial de muchos otros 
países) han permitido a muchos traba-
jadores mantener seguridad en el em-
pleo y evitar las consecuencias sociales 
y económicas de un aumento repentino 
de la desocupación, el elevado coste que 
estos suponen solo quedará compensa-
do si se mantiene acotado en el tiempo. 
Las sucesivas olas de COVID-19 y el año 
largo durante el que se han mantenido 
paradas algunas actividades económicas 
—fundamentalmente las que no sobre-
viven a las exigencias de distanciamien-
to social y el confinamiento— pueden 
hacer que varios sectores productivos, 
al menos en parte, sean inviables en 
un futuro próximo. A la larga, los ERTE 
pueden retrasar una transición de mo-
delo productivo que terminará siendo 
inevitable y, si es así, el equilibrio entre 
el coste y la oportunidad no decantará 
necesariamente la balanza a favor.
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En cuanto al ingreso mínimo vital, 
hasta su aprobación en mayo del 2020, 
no existía en España una red de ingresos 
mínimos a escala estatal. Las CC. AA. 
fueron creando estos programas desde 
principios de los 90, pero en ausencia 
de un marco regulatorio claro y de una 
coordinación interterritorial adecuada, 
la heterogeneidad en cuanto a cobertura 
y generosidad ha sido muy elevada. Las 
grandes disparidades territoriales han 
terminado por reproducir importantes 
desigualdades de carácter estructural en-
tre las distintas CC. AA. (AIReF, 2019). 
Cuando irrumpió la crisis del 2008, los 
programas de rentas mínimas fueron el 
principal instrumento en manos de los 
Gobiernos autonómicos para combatir 
el espectacular aumento de la demanda 
social. Entre el 2007 y el 2011, el núme-
ro de beneficiarios aumentó a más del 
doble, alcanzando los 260.000 en el 
2013 y más de 300.000 en 2017 (AIReF, 
2019). El aumento fue mayor en las re-

giones más pobres, como Extremadura y 
Murcia. Este mayor esfuerzo presupues-
tario —y también en extensión— debe, 
no obstante, interpretarse con cautela, 
ya que, en términos agregados, los nive-
les de personas en riesgo de pobreza y 
exclusión no dejaron de aumentar. 

Los principales interrogantes res-
pecto al impacto del IMV tienen preci-
samente que ver con esa frágil estruc-
tura institucional. La excesivamente 
compleja interacción entre el Estado, 
las CC. AA. y los municipios ha sido un 
obstáculo para una coordinación eficaz. 
Según Monereo (2020), la complejidad 
del procedimiento burocrático para el 
reconocimiento del derecho puede ha-
ber resultado en un desincentivo para 
la incorporación efectiva de las perso-
nas más necesitadas. La compatibilidad 
entre el IMV y las rentas mínimas y el 
tipo de complementariedad depende de 
la decisión de las CC. AA., por lo que las 
disparidades territoriales, a pesar de ha-

GRÁFICO 2: Tasa de desempleo por trimestres (2008-2021)
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ber implementado un ingreso mínimo 
nacional, es probable que sigan siendo 
notables. Según los datos del MISSM, 
sin embargo, no existen disparidades 
territoriales muy marcadas en cuanto 
al ratio de beneficiarios por prestación, 
con la excepción del País Vasco, Ceuta y 
Melilla (Gráfico 3).

La otra cuestión, más de fondo, so-
bre el impacto del IMV gira en torno al 
criterio de condicionalidad al empleo. El 
apoyo financiero que ofrece el IMV está 
supeditado a la condición de figurar for-
malmente como demandante de empleo 
(Artículo 33, RD-ley 20-2020). Además, 
la persona beneficiaria tiene la obliga-
ción de “cooperar con las estrategias de 
inclusión promovidas por el Ministerio 
de Inclusión, Seguridad Social y Mi-
graciones”. El incumplimiento de esta 
obligación figura como infracción grave, 
pudiendo incurrir sanciones e interrup-
ciones de la ayuda. De esta manera, el 
IMV contiene, de forma explícita, un 
carácter condicional vinculado a la bús-

queda activa de empleo, distanciándose 
de la idea de una renta básica universal 
y acercándose más a un subsidio de des-
empleo asistencial. Sin embargo, la nor-
ma no especifica si las personas benefi-
ciarias del IMV están obligadas a aceptar 
ofertas de empleo o si esta condiciona-
lidad está relacionada con una calidad 
mínima del trabajo o la proximidad del 
trabajo al lugar de residencia. 

Esta condicionalidad en el acceso a 
y permanencia del IMV puede formar 
parte del conocido como “paradigma de 
la inversión social” (social investment), 
que aboga por una reconfiguración del 
Estado de bienestar hacia la inversión 
en capital humano, políticas activas y 
redes mínimas de protección (Hemeri-
jck, 2013). El paradigma de la inversión 
social reconoce la cada vez más limitada 
acción protectora de las políticas clásicas 
de protección social —es decir, políticas 
reparadoras ex post— y aboga por políti-
cas que pongan el énfasis en la prepara-
ción ex ante. No quiere decir esto que las 

GRÁFICO 3: Ratio de beneficiarios del IMV por CC. AA.
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Fuente: elaboración propia a partir de los datos disponibles del Ministerio de Inclusión, Seguridad Social y Migraciones (mayo de 2021).
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políticas sociales clásicas de protección 
social desaparezcan del foco, sino que 
serían reconfiguradas adquiriendo una 
dimensión que las haga favorables al 
crecimiento del empleo y de la produc-
tividad. En este marco, tanto las rentas 
mínimas como los subsidios clásicos de 
protección al desempleo adquieren un 
elemento de “activación” cuyo objetivo 
último es lograr que las personas pue-
dan volver a trabajar y no queden atra-
padas en un círculo vicioso de pobreza 
y exclusión. Esto se traduce en caracte-
rísticas específicas, como las condicio-
nes de acceso, los niveles de beneficio, 
la duración de las ayudas y los servicios 
e incentivos a la activación (Hemerijck, 
2017, p. 21).

Sin embargo, pese a que ir más allá 
de las prestaciones contributivas puede 
aumentar la universalidad de la cobertu-
ra de las políticas sociales, la condiciona-
lidad puede tener consecuencias negati-
vas en mercados laborales precarizados 
y con una elevada dualidad en el empleo 
(Emmenegger et al., 2012). Pese a que 
guarden buenas intenciones, introducir 
perspectivas productivistas en las polí-
ticas sociales puede causar que estas se 
conviertan en regresivas y no redistri-
butivas, particularmente si interactúa, 
como es el caso, con mercados laborales 
fragmentados y sociedades altamente 
desiguales, generando Estados de bien-
estar más excluyentes (Cantillon, 2011). 
Varios autores han destacado el efecto 
regresivo de muchas de estas medidas 
(Pavolini y van Lancker, 2018; Bonoli 
et al., 2017). En definitiva, confiar en que 

7 Ver el Informe anual 2020: Vol. 1 Informe de gestión del Defensor del Pueblo. Disponible en: https://www.

defensordelpueblo.es/wp-content/uploads/2021/05/Informe_anual_2020-1.pdf 

las personas pueden lograr el bienestar a 
través del empleo es difícil ante un pa-
norama de precarización, abundantes 
contratos temporales y parciales de baja 
calidad o situaciones de falsos autóno-
mos. Una excesiva condicionalidad en 
los programas de rentas mínimas pue-
de, por lo tanto, excluir a muchas perso-
nas en situación de vulnerabilidad7.

El debate no es otro que el del em-
pleo como vía de acceso a la protección. 
En las sociedades postindustriales —en 
unas más que en otras—, el empleo ya 
no es garantía de recursos suficientes 
para llevar una vida digna. En España 
esta realidad se ha hecho especialmente 
visible tras la Gran Recesión. En 2019, 
el empleo todavía no se había recupe-
rado por completo —en comparación 
con el 2008—, y aunque la creación de 
empleo ayudó a contener los índices de 
pobreza y exclusión social, el impacto de 
los bajos salarios en el sector servicios 
repercutió en el aumento de situaciones 
de necesidad entre personas activas en 
el mercado laboral. España e Italia han 
estado especialmente afectados por esta 
particular interacción entre empleo y po-
breza. Ambos países presentan un con-
tinuo crecimiento de las formas atípicas 
de empleo (fuertemente vinculadas a la 
precariedad) y del riesgo de pobreza y ex-
clusión (por encima de la media EU-27), 
como se puede observar en la Tabla 1.

En términos generales, la estrategia 
de activación ha conseguido incremen-
tar la empleabilidad de personas en ries-
go de pobreza o exclusión, pero en socie-
dades muy desiguales y con mercados 
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de trabajo cada vez más flexibilizados y 
precarizados, la estrategia de activación 
termina ahondando en una mayor po-
breza vinculada al empleo. Como pode-
mos observar en las Tablas 1, 2 y 3, las 
políticas implementadas en la última 
década en la Unión Europea no han sido 
realmente efectivas para disminuir los 
índices de pobreza. Es más, pese a haber 
conseguido recuperar niveles de empleo 
similares a los presentes antes de la cri-
sis, esto se ha traducido a menudo en un 
mayor volumen de trabajadores que no 
consiguen superar el umbral de la po-
breza. 

Además, en España los indicadores 
de pobreza están muy estratificados por 
edad y categoría laboral. Como pode-
mos observar en la Tabla 2, los jóvenes 
y las mujeres sufren mayores índices 
de pobreza y exclusión. Por otra parte, 
el porcentaje de personas trabajadoras 
en riesgo de pobreza varía mucho entre 
distintas categorías laborales. Mientras 
que para trabajadores en contratos per-
manentes era de un 7,4%, la cifra subía 

Tabla 1. Indicador de personas en riesgo de pobreza o exclusión social (AROPE) para 

menores de 65 en varios países de la UE (2005-2019) 

2005 2010 2015 2019

Alemania 19,3 21,0 20,7 17,1

Dinamarca 17,1 18,3 19,6 17,9

España 23,2 26,7 31,9 27,5

Estonia 25,3 22,3 21,3 19,4

Francia 18,9 20,7 19,6 19,6

Hungría 33,5 32,3 30,4 19,9

Italia 25,7 26,2 31,1 27,3

Noruega 15,8 15,3 16,1 17,7

Reino Unido 24,5 23,3 24,7 :

Unión Europea 25,9 24,5 25,3 22,0

Fuente: elaboración propia a partir de Eurostat.

Tabla 2. Indicador AROPE por edades  

y género en España (2019) 

Edad Hombres Mujeres Total

Menos de 18 28,6 32,1 30,3

18-24 31,3 34,7 32,9

25-49 24,6 27,2 25,9

50-64 25,8 26,4 26,1

Más de 65 15,7 15,8 15,7

Fuente: Eurostat.

Tabla 3. Trabajadores en riesgo de 

pobreza entre 18 y 64 años en varios 

países de la UE (2005-2019)

 2005 2010 2015 2019

Alemania 4,8 7,1 9,6 7,9

Dinamarca 4,8 6,3 5,1 6,3

España 10,6 10,8 13,2 12,8

Estonia 7,5 6,7 10,3 10,3

Francia 6,1 6,5 7,5 7,4

Hungría 8,8 5,4 9,3 8,5

Italia 8,8 9,7 11,6 11,8

Noruega 4,5 5,2 5,7 6,4

Reino Unido 8,1 6,7 8,2 -

Unión Europea 8,1 8,3 9,5 9,2

Fuente: Eurostat.
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hasta un 22% en el caso de los tempora-
les (Eurostat, 2019). Por otro lado, hasta 
un 22,1% de trabajadores en contratos 
parciales se encontraban en riesgo de 
pobreza, mientras que la cifra bajaba 
a un 10,7% para trabajadores a tiempo 
completo.

5. El impacto del plan  
de recuperación europeo  
en el escudo social 

En julio de 2020, el Consejo Europeo 
anunció el paquete de medidas Next 
Generation EU para financiar la recu-
peración económica tras la pandemia. 
Tras unas complejas negociaciones, el 
Consejo aprobó la disponibilidad de li-
quidez para hacer frente a la crisis y 
aceptó la mutualización de la deuda. 
Además, se consensuó una forma de 
condicionalidad fuertemente alineada 
con el crecimiento. Es decir, con inver-
siones dirigidas hacia la nueva estrate-
gia de crecimiento, que gira en torno a 
la agenda verde, la digitalización y, en 
menor medida, hacia la inversión so-
cial. Considerados en su conjunto, el 
Programa de Compras de Emergencia 
por la Pandemia (PEPP, en sus siglas en 
inglés) puesto en marcha por el BCE, la 
disponibilidad de Fondos Estructurales 
aprobada por la Comisión Europea y el 
plan de recuperación Next Generation 
EU dibujan un escenario radicalmen-
te distinto al que se produjo durante la 
crisis precedente. Entonces, la ayuda fi-
nanciera europea estuvo sujeta a la eje-
cución rápida de reformas estructurales 
y recortes para disminuir los niveles de 
déficit fiscal bajo una férrea supervisión 

supraestatal. Incluso los mecanismos de 
supervisión del Semestre Europeo, que 
tanto condicionaron la acción de los Go-
biernos que habían reclamado un resca-
te financiero de la UE durante la Gran 
Recesión, quedaron suspendidos de ma-
nera casi inmediata en esta ocasión para 
aliviar los efectos de la pandemia y con-
ceder un respiro financiero a los Estados 
miembros. 

Así, mientras las dos grandes medi-
das introducidas por el Gobierno espa-
ñol como respuesta a la crisis económi-
ca originada por la pandemia han sido 
principalmente políticas amortiguado-
ras, la estrategia contenida en el plan Es-
paña Puede, que prioriza los ámbitos de 
intervención para los fondos de rescate 
europeo, está claramente orientada ha-
cia una reorientación no solo del modelo 
productivo sino también de las principa-
les políticas públicas que configuran el 
Estado de bienestar. Alrededor del 10% 
del gasto total previsto es para educa-
ción, desde el aumento de plazas en la 
educación de 0-3 años hasta la mayor 
dotación de las etapas educativas obli-
gatorias, con especial énfasis en la for-
mación profesional. En segundo lugar, 
una parte significativa de los recursos 
van destinados a sanidad, con un amplio 
abanico de actuaciones que cubren des-
de la modernización tecnológica hasta el 
refuerzo de la Atención Primaria y do-
miciliaria. En tercer lugar, las políticas 
activas de empleo van dirigidas princi-
palmente a jóvenes y mujeres, junto con 
otras políticas de atención social enfoca-
das hacia los grupos más vulnerables. 

Existen por supuesto grandes inte-
rrogantes respecto a la ejecución de los 
fondos europeos, sobre todo en cuanto 
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a la capacidad administrativa de gestio-
nar un volumen elevado de recursos que 
tienen plazos estrechos de ejecución, y 
a los mecanismos de gobernanza entre 
los distintos niveles de gobierno. Pero 
esta estrategia europea abre la puerta 
a reformas de más largo recorrido que 
difícilmente habrían sido posibles sin 
el elemento de condicionalidad europea 
(Guillén et al., manuscrito no publica-
do). La relajación momentánea de los 
límites permitidos de deuda y déficit y el 
flujo de fondos y créditos darán a los paí-
ses más azotados por ambas crisis la po-

sibilidad de responder a las necesidades 
sociales generadas por la crisis sanitaria, 
manteniendo al mismo tiempo una es-
trategia de más largo alcance que con-
siga atender a la necesidad de recalibrar 
el Estado de bienestar hacia una mayor 
activación y capacitación social. El éxito 
de esta última travesía dependerá, sin 
embargo, tanto de la capacidad de acuer-
dos políticos que permitan gestionar los 
recursos, como de la eficacia de las Ad-
ministraciones y de la propia evolución 
de los datos macroeconómicos. 
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Conclusiones

Los escudos sociales introducidos por to-
dos los Gobiernos europeos han cumpli-
do una importante función a la hora de 
amortiguar las consecuencias económi-
cas y sociales provocadas por la crisis del 
coronavirus. En el caso español, las dos 
medidas estrella fueron los ERTE y el in-
greso mínimo vital. En este capítulo, he 
destacado la importancia de ambas me-
didas, aunque, en perspectiva compara-
da, el esfuerzo fiscal ha sido menor que 
en otros países avanzados. Así, podemos 
extraer una serie de “ideas fuerza” de lo 
expuesto hasta ahora.

1 Los escudos sociales desplegados 
por los Gobiernos europeos han 

sido muy relevantes a la hora de amorti-
guar el impacto económico y social de la 
crisis del coronavirus, cumpliendo una 
función esencial del Estado de bienestar.

2 Esta perspectiva supone a su vez 
un cambio de paradigma frente a la 

solución neoliberal a la crisis financiera 
del 2008, la cual privó a los Estados de 
bienestar de esta función, especialmente 
en los países rescatados financieramen-
te por agentes supranacionales. 

3 En España, las medidas más impor-
tantes fueron el IMV y los ERTE. Su 

papel es clave en un país con elevadas 

tasas en el indicador AROPE y de des-
ocupación. Juntas suponen un elevado 
esfuerzo fiscal, pero menor al de otros 
países europeos. 

4 En España, al igual que en otros 
países del sur de Europa, unos ele-

vados niveles de deuda y de déficit fiscal 
han condicionado el tamaño de este es-
cudo social y, por lo tanto, la acción pro-
tectora del Estado de bienestar ante esta 
emergencia.

5 Los ERTE y los bloqueos al despi-
do consiguieron frenar una elevada 

expansión de la desocupación y de falta 
de ingresos en muchos hogares, como 
sucedió en la anterior crisis. 

6 El ingreso mínimo vital constituye 
una red de seguridad esencial para 

las personas en situación de vulnerabi-
lidad. Sin embargo, la complejidad del 
procedimiento burocrático y la condicio-
nalidad al empleo ha limitado su carác-
ter inclusivo. 

7 Los fondos europeos de reconstruc-
ción ofrecen una oportunidad para 

salir de la crisis y acometer las grandes 
reformas pendientes, recuperando ni-
veles aceptables de cohesión social que 
perdimos en la crisis anterior.
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1. Introducción: la COVID-19, 
prueba de fuego para las 
instituciones de política 
económica1

El papel de las instituciones y de las po-
líticas públicas ha estado en el centro del 
debate durante toda la pandemia por la 
propia naturaleza de esta. La COVID-19 
es un ejemplo nítido de lo que en econo-
mía se llama externalidad negativa; como 
lo es, por ejemplo, la contaminación 
medioambiental. En ambos casos la 
coordinación pública de la actividad in-
dividual es esencial; pero, mientras que 
en el caso de la contaminación podemos 
aprovechar los mecanismos de mercado 
para impulsar esa coordinación (y qui-
zá posponer medidas: la contaminación 
no es desde luego tan urgente como las 
muertes por enfermedad), en el caso de 
la COVID-19 es algo más complicado y 
acuciante: sabemos poner precio a los 
derechos de emisión de CO

2
, pero no sa-

bemos poner precio a la salud y a la vida. 
Esto hace que la gestión de la COVID-19 
caiga completamente en manos públi-
cas. Nuestras instituciones se enfrentan 
a un serio examen en la gestión de esta 
crisis. También las instituciones encar-
gadas de diseñar, ejecutar y evaluar la 
política económica de nuestro país. En 
este capítulo queremos reflexionar sobre 
los cambios institucionales en materia 
de política económica producidos, y has-
ta cierto punto forzados, como respuesta 
a la COVID-19.

1 Agradecemos los comentarios de nuestros colaboradores y lectores en el blog Nada es Gratis y, en particular, 

los de Manu García y Eduardo L. Giménez, así como la invitación de la Fundación Alternativas y, especial-

mente, de los directores del informe, Alberto Penadés y Amuitz Garmendia.

Para poder entender la situación en 
la que estamos, tenemos que repasar el 
pasado reciente. Al hacerlo, hay que te-
ner en cuenta los efectos inmediatos de 
la pandemia sobre nuestra economía. 
Y es que conviene recordar el durísimo 
impacto de la Gran Recesión en Espa-
ña y en el resto de la Unión Europea y 
la subsiguiente crisis del euro. Es ese 
paisaje “después de la batalla” el que 
explica, en gran medida, el gran avance 
institucional que supone el Fondo Next 
Generation EU (NGEU) y la emisión 
conjunta de deuda pública en la Unión 
Europea. 

Pero no queremos ser complacien-
tes. Es necesario describir los múltiples 
retos de implementación política que el 
fondo NGEU tiene. Algunos de esos re-
tos se derivan del hecho de que la Unión 
Europea es una federación de Estados 
en proceso de construcción. Este deve-
nir institucional hace que la Unión Eu-
ropea no pueda responder con rapidez 
a crisis violentas e inesperadas como la 
generada por la COVID-19. Otros retos 
se deben a las especificidades de las ins-
tituciones españolas. Si tenemos que 
resumir en uno solo los grandes retos 
de la política económica en España, nos 
atrevemos a decir que este es, sin duda, 
reformar el defectuoso sistema de con-
troles y contrapesos en las instituciones 
que están a cargo de nuestra política eco-
nómica. 

El Plan de Recuperación presentado 
por el Gobierno es un ambicioso plan de 
política económica que puede tener un 
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impacto más que notable sobre nuestra 
economía y nuestra sociedad. Dirigir un 
plan tan ambicioso, que afecta a tantos 
sectores y que implica canalizar un vo-
lumen de fondos mayor que todos los 
manejados hasta ahora, presenta gran-
des retos de diseño y evaluación de la 
política económica. Por ello, al final de 
este capítulo, describimos las medidas 
que, a nuestro juicio, podrían mejorar 
la calidad de nuestras instituciones de 
política económica y ayudarían a la re-
cuperación.

2. Una crisis sin precedentes 
cercanos

Cuando irrumpe la COVID-19, España 
seguía sufriendo las consecuencias del 
cambio de escenario económico que su-
puso la Gran Recesión. Nuestro país aún 
estaba asimilando la reforma laboral de 
2012 y la reforma de las pensiones de 
2013. Estas fueron concebidas en un en-
torno de intensa consolidación fiscal y de 
reequilibrio de la balanza por cuenta co-
rriente, así como de saneamiento de los 
balances de las instituciones financieras 
tras los excesos del boom inmobiliario2. 
La moderada expansión que comenzó 
en 2014 —y que se trunca con la llegada 
de la pandemia— no había servido para 
profundizar las reformas iniciadas ni 
para abrir el debate sobre las pendientes: 
fiscal, de la Administración, del modelo 

2 La ratio de déficit público sobre PIB de la economía española había alcanzado algo más del 11% a finales de 

2009. Esta es la misma cifra con la que se terminó el año 2020. En aquel momento, no fue hasta el año 2017 

cuando este indicador pudo situarse en el entorno del 3% que recomienda el pacto de estabilidad de la UE. 

Por otro lado, el déficit exterior sobre PIB se situó cerca del 10% en 2007, y no se recuperó un saldo comercial 

positivo hasta el año 2013.

territorial y su financiación y de un mo-
delo educativo para el s. XXI. 

Pero antes de elaborar nuestro diag-
nóstico sobre el marco institucional de 
la política económica en España tras el 
impacto de la pandemia, conviene va-
lorar lo que dicen los datos. El Gráfico 
1 muestra la evolución del PIB real tri-
mestral (índice de volumen encadena-
do) en España con respecto a Alemania, 
Francia e Italia, con el índice normali-
zado al segundo trimestre (2T) del año 
2019. El gráfico ilustra que los cuatro 
países pudieron estar cerca del pico de la 
última expansión previa a la pandemia 
alrededor del verano de 2019. Solo Fran-
cia creció aún un poco más, en términos 
reales, hasta el final de ese año. 

La segunda observación es que Italia 
y España se han comportado de forma 
muy similar durante el primer impacto 
de la pandemia en la actividad económi-
ca y en la primera recuperación, mien-
tras que Francia cayó un poco más, aun-
que también se ha recuperado un poco 
menos respecto al valor de referencia. 
En Alemania, sin embargo, la caída fue 
menos pronunciada que en el resto de 
países, aunque su recuperación no ha 
sido mucho más vigorosa. Por tanto, 
podemos decir que el impacto del shock 
COVID en la economía ha sido bastante 
simétrico entre estos cuatro países. Tras 
un durísimo 2020, el avance de la vacu-
nación y la desescalada de las restriccio-
nes de pandemia nos enfrentarán con 
una inmensa tarea de política económi-
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ca pendiente, imprescindible para la re-
cuperación en el marco promovido por 
la Unión Europea. ¿Cómo nos estamos 
enfrentando a esta crisis? Para respon-
der, como habíamos dicho, debemos te-
ner en cuenta de dónde venimos.

3. España y la Unión Europea tras 
la gran recesión

Para analizar el punto de partida de 
la política económica en la crisis de 
la COVID-19 es imprescindible tener 
presentes las consecuencias de la Gran 
Recesión (en particular, la creciente 
concentración de la riqueza y de poder 
de mercado debida a las nuevas tecnolo-
gías) y de las tendencias globales (funda-
mentalmente asociadas al envejecimien-
to y a la automatización) que la rodean. 

En todo caso, conviene comenzar 
destacando que la moneda única ha sido 
el instrumento estrella para avanzar en 
la integración económica en Europa. Los 
Estados miembro renunciaron a su polí-
tica monetaria para impulsar el merca-
do único. La moneda única facilitó, a su 
vez, una expansión económica enorme 
en algunos países. Esa expansión propi-
ció en España un aumento vertiginoso 
de la deuda externa, pero, lamentable-
mente, no trajo el aumento de producti-
vidad necesario para hacerle frente. Los 
bajos tipos de interés que proporcionaba 
la política monetaria común en tiempos 
de bonanza resultaron ser una trampa 
de la que, antes de la COVID-19, la eco-
nomía española no había terminado de 
salir. 

Cuando las circunstancias y los erro-
res propios llevaron a la gran crisis del 

GRÁFICO 1: PIB real de España, Alemania, Francia e Italia en datos trimestrales 

(segundo trimestre de 2019 = 100)
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2007, la Unión Monetaria se convirtió 
en un freno para la recuperación: la im-
posibilidad de devaluar la moneda im-
pidió que la demanda externa pudiera 
mantener la renta y el empleo domésti-
co, y el ajuste lo tuvieron que soportar 
empresas y trabajadores en los sectores 
con mayores desequilibrios, además de 
los empleados públicos, los pensionis-
tas y muchos colectivos vulnerables. Las 
finanzas públicas se deterioraron enor-
memente, con lo que la crisis financiera 
derivó en crisis de deuda soberana. Na-
die quería mantener en cartera los bo-
nos del Tesoro español, aunque estuvie-
ran denominados en euros. Esto situó a 
nuestro país al borde del precipicio de 
la salida del euro en 2011 y, en última 
instancia, derivó en casi toda una década 
perdida hasta finales de 2016. 

La cuestión que entonces se plantea-
ba es si esa Gran Recesión se debía a la 
irresponsabilidad fiscal de algunos paí-
ses o si existía algún problema institu-
cional en el diseño de la Unión Moneta-
ria. Antes del estallido de la COVID-19, 
el consenso entre académicos y políticos 
era que, efectivamente, la unión mone-
taria estaba incompleta. El fallo inicial 
de los constructores de esta fue crear 
una moneda única y una autoridad mo-
netaria independiente sin dotar a esa 
moneda de respaldo fiscal común, en la 
creencia de que era innecesario. 

Para entonces ya sabíamos que la 
integración económica trae la especiali-
zación sectorial y regional. La especiali-
zación resulta en asimetrías entre regio-
nes y países que pueden amplificarse a 
lo largo del ciclo económico. Solo con 
unos buenos mecanismos de mutuali-
zación de riesgos, los países son capaces 

de aprovechar al máximo los beneficios 
de la integración económica sin verse 
lastrados por los costes que dicha inte-
gración puede suponer cuando las cosas 
van mal. Ese mecanismo de mutualiza-
ción de riesgos entre países solo puede 
ser una fiscalidad común que respalde 
la moneda común. 

La crisis financiera demostró que es 
precisamente ese respaldo fiscal lo que 
convierte a la moneda única en un activo 
líquido sin riesgo con el que profundizar 
los mercados financieros europeos (cf. 
Díaz, 2020b). Sin un bono del Tesoro 
europeo, el euro es poco más que una 
unidad de cuenta, que no se usa en las 
transacciones internacionales y, por tan-
to, no puede usarse como el gran muro 
que aísle la economía europea de los ava-
tares del mundo, como sí lo hace el dólar 
en la economía de Estados Unidos. Y no 
se creó el respaldo fiscal porque, para 
hacerlo, hay que plantearse el diseño 
de la fiscalidad europea, como veremos 
más adelante. Esta lección es importante 
y explica que la Unión Europea no haya 
cometido ahora los mismos errores que 
cometió durante la Gran Recesión, res-
ponsables, en gran medida, de la gran 
crisis del euro en 2011.

4. La gestión de la crisis  
de la COVID en España

En marzo de 2020, todos los Gobiernos 
del mundo se vieron obligados a tomar 
medidas ante una pandemia que obliga-
ba, en el corto plazo, al confinamiento 
estricto de la población para atajar los 
contagios y sostener el sistema sanita-
rio, lo que suponía, esencialmente, te-
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ner que detener la economía para salvar 
vidas. Ese parón de la actividad que, en 
mayor o menor medida, ha seguido vi-
gente hasta ahora, ponía en peligro mi-
les de empresas y puestos de trabajos. 
La forma de evitar el colapso económico 
era procurar sostener financieramente a 
las empresas y a las familias más perju-
dicadas. La Tabla 1 resume la respuesta 
fiscal de los principales países de la UE, 
Reino Unido y Estados Unidos. 

El esfuerzo fiscal para evitar el colap-
so económico ha sido enorme y de mag-
nitudes similares entre países. El acen-
to diferente en cada tipo de medida ha 
respondido a las especificidades de cada 
región. Como vemos en la tabla, España 
ha sido uno de los países con una me-
nor respuesta fiscal a la crisis. Esto se ha 
debido, fundamentalmente, a la precaria 
situación fiscal en la que nos encontrá-
bamos tras la Gran Recesión, pero tam-
bién a la respuesta, en lo peor de la crisis, 
de los estabilizadores automáticos de los 
que disponemos y que están ausentes en 
otras economías. Dos instrumentos han 
dominado la acción del Gobierno a cor-
to plazo: los Expedientes de Regulación 
Temporal de Empleo (ERTE) y los avales 
del Instituto de Crédito Oficial (ICO).

Los ERTE han constituido el instru-
mento de “flexiseguridad” de referencia 
a lo largo del primer año de la pandemia. 
En la primera ola de la crisis, el número 
de trabajadores que mantuvieron su em-
pleo bajo el paraguas de esta política lle-
gó a los cuatro millones, como muestra 
el Gráfico 2. Así, el número de cotizan-
tes cayó “solo” en un millón de trabaja-
dores durante lo peor de la pandemia y 
los cuatro millones de trabajadores aco-
gidos a ERTE permanecieron afiliados a 
la Seguridad Social. A partir de ahí, con 
cada nueva ola de la pandemia, los ERTE 
se han venido reactivando, a la vez que 
se ha destruido empleo temporal, con 
un marcado patrón de calendario, como 
han analizado Conde-Ruiz et al. (2019). 
En definitiva, han demostrado ser un 
instrumento eficaz, pero muy desigual, 
que ha tenido fuerte implantación en 
aquellos sectores con más presencia de 
empleo indefinido. En el futuro, sería 
deseable que este instrumento se con-
solidara entre las empresas españolas a 
costes moderados y así poder mitigar las 
enormes cifras de paro que cada nueva 
crisis nos trae. Su éxito, ahora mismo, 
ha dependido fundamentalmente de la 
capacidad de la Administración públi-

TABLA 1: Medidas adoptadas en respuesta a la COVID-19 como porcentaje del PIB 

de 2019 

Impulso fiscal 
inmediato

Aplazamientos 
impositivos

Garantías 
públicas

Última 
actualización

Alemania 8,3% 7,3% 24,3% 04/08/2020

España 4,3% 0,4% 12,2% 18/11/2020

Francia 5,1% 8,7% 14,2% 05/11/2020

Italia 3,4% 13,2% 32,1% 22/06/2020

Estados Unidos 9,1% 2,6% 2,6% 27/04/2020

Reino Unido 8,3% 2,0% 15,4% 18/11/2020

Fuente: Anderson et al. (2020).
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ca para tramitar un número enorme de 
ERTE en un espacio tan corto de tiempo.

La otra respuesta temprana a la cri-
sis fue la creación de las líneas de avales 
del ICO. Esta política se justifica por el 
hecho de que los mercados financieros 
no pueden hacer frente a contingencias 
extremas de muy baja probabilidad, ni 
siquiera durante la pandemia, por dos 
razones: primero, por la gran incerti-
dumbre sobre la evolución de la enfer-
medad de la COVID-19 y la transmisión 
de los contagios; y, segundo, porque la 
pandemia no ha afectado por igual a to-
dos los sectores económicos. Esto hace 
que, en situaciones como la actual, el 
mercado financiero no cumpla su fun-
ción con aquellos que más lo necesitan. 

Por eso, los Gobiernos han interveni-
do implementando transferencias entre 
agentes para imitar de la mejor manera 
posible a un mecanismo para compartir 
el riesgo. Estos lo están haciendo prin-

cipalmente de dos maneras: garantías 
financieras y aplazamiento de impues-
tos. En ambos casos, sin embargo, los 
Gobiernos estarían comprometiendo 
su capacidad fiscal si las empresas ter-
minan por declararse insolventes. La ca-
pacidad fiscal es clave para implementar 
las transferencias necesarias cuando los 
mecanismos privados de riesgo compar-
tido no pueden operar. Dado nuestro es-
trecho margen fiscal, por tanto, es lógico 
que España usara más los avales ICO.

El volumen de avales ICO emitidos, 
según aparece en la página web del ICO, 
llegó al 10% del PIB anual en abril de 
2021. Más del 90% de los avales han 
servido para financiar operaciones credi-
ticias de pymes. Pero aun siendo la he-
rramienta idónea para promover la mu-
tualización de riesgos que los sectores 
privados necesitan, su eficacia depende 
de la política de gestión de riesgos de las 
instituciones financieras que operan en 

GRÁFICO 2: Evolución del número de Expedientes de Regulación Temporal de 

Empleo (ERTE) en datos diarios desde el inicio de la pandemia
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esta línea de avales. A estos efectos, la 
celeridad supervisora del Banco de Espa-
ña es esencial. El efecto que los avales 
ICO pueda tener sobre el tejido produc-
tivo aún está por cuantificar. 

Finalmente, aunque el Fondo NGEU 
es una excelente noticia, su ejecución aún 
se va a demorar un tiempo, por lo que, 
hasta la fecha, las medidas ejecutadas 
son, todavía, a nivel de país, no coordina-
das dentro de la Unión, a excepción de la 
actuación del BCE. Aunque sabemos que 
es producto de la lentitud en el proceso 
de toma de decisiones de la Unión Euro-
pea, no deja de ser cierto que la falta de 
coordinación puede aumentar las dispa-
ridades en niveles de renta dentro de la 
Unión.

5. Los cambios de política 
económica en la UE y los que 
están por llegar

Como argumentábamos arriba, el cam-
bio más significativo que la COVID-19 
ha traído en la Unión Europea es el reco-
nocimiento de que no se pueden repetir 
los errores de política económica come-
tidos durante la Gran Recesión. La res-
puesta del Banco Central Europeo, con 
el programa PEPP (programa del BCE 
de adquisición de activos financieros), 
permitió afrontar los primeros meses de 
la pandemia sin que aumentara la prima 
de riesgo de aquellos países que, como 
España, tienen un margen fiscal muy 
pequeño. Pero la respuesta del BCE, 
aun siendo necesaria, no es suficiente. 
Y no lo es porque la descoordinación de 
la política económica de los Gobiernos 
amenaza los elementos esenciales de la 

Unión Europea: el Mercado Único y el 
level playing field. 

Como hemos dicho, la coordinación 
es clave para combatir las externalidades. 
Como sostienen Motta y Peitz (2020), 
las garantías financieras (avales ICO) y 
el aplazamiento de impuestos son una 
especie de política industrial. Por lo tan-
to, las diferencias en la capacidad fiscal 
entre países distorsionan el terreno de 
juego nivelado en el que operan las em-
presas europeas. En ausencia de una res-
puesta conjunta de la Unión, las diferen-
cias en capacidad fiscal entre países se 
traducen en que, por ejemplo, una em-
presa alemana tiene más probabilidades 
de sortear esta crisis, no porque sea más 
productiva, sino por ser alemana. No 
solo eso, sino que, en ausencia de acción 
conjunta de la Unión Europea, la crisis 
de la COVID-19 puede dar lugar a una 
reedición de la crisis del euro de 2011.

La creación del Fondo NGEU —que 
prácticamente multiplica por dos el pre-
supuesto europeo anual hasta 2026— 
y la emisión de deuda pública europea 
es la mayor innovación en política eco-
nómica desde la firma del Tratado de 
Maastricht. La financiación de la deu-
da pública europea traerá, más pronto 
que tarde, el debate sobre la fiscalidad 
europea, para el que sería deseable es-
tar preparados. El proyecto “Tributación 
justa de la economía digital” (Comisión 
Europea, 2018) incluye dos propuestas: 
una reforma de las normas del impues-
to de sociedades para que se graven los 
beneficios de las empresas donde se de-
vengan y un impuesto provisional que 
cubra las actividades digitales que ac-
tualmente escapan de impuestos en la 
UE. Lo importante de esta iniciativa es 
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que apunta a ingresos que actualmente 
no están gravados. Es decir, tiene como 
objetivo resolver un problema de justicia 
horizontal y de eficiencia, ya que nada 
distorsiona más la competencia que 
gravar a unas empresas y no a otras. La 
Comisión Europea estima que un im-
puesto del 3% sobre los servicios digi-
tales generaría 5000 millones de euros. 
Para poner esta cantidad en perspectiva, 
pensemos que, si la Comisión obtiene 
500.000 millones de euros emitiendo 
bonos con una rentabilidad real del 1%, 
el servicio anual sería exactamente de 
esos 5000 millones de euros.

La propia Comisión Europea, en la 
presentación del Fondo NGEU, apunta 
a la imposición común como fuentes de 
financiación de la deuda europea con el 
impuesto digital y el régimen de comer-
cio de los derechos de emisión. Un paso 
mucho más audaz, que la propia Comi-
sión está estudiando, es la base impo-
nible consolidada común del impuesto 
sobre sociedades. Los estudios de la pro-
pia Comisión Europea (2016) apuntan 
a que las empresas reducirían de forma 
significativa sus costes si se enfrentaran 
a un único código fiscal. Pero como su-
giere Díaz (2020b), una medida mucho 
más beneficiosa para el mercado único 
sería crear la “ventanilla única” en Bru-
selas; es decir, delegar en la Comisión 
Europea la gestión del impuesto sobre 
sociedades. Este cambio institucional 
dotaría a la Unión Europea de un ins-
trumento fiscal que es clave para man-
tener el terreno de juego nivelado, y per-
mitiría ir eliminando gradualmente las 
contribuciones directas de los países al 
presupuesto de la UE (que están sujetas 
a mucha negociación) y reemplazarlas 

gradualmente con ingresos del impues-
to de sociedades común. Nuestro país 
debe prepararse para los posibles cam-
bios que se avecinen y tratar de influir 
sobre ellos.

6. El plan de recuperación 
“España puede” y las rémoras de 
la gestión de política económica

Tras ciertas vacilaciones iniciales, la 
Unión Europea finalmente ha puesto en 
pie un plan de actuación conjunta que 
ha cristalizado en el Marco Financiero 
Plurianual 2021-2027 (MFP) y el Fon-
do NGEU. El MFP está dotado con un 
billón de euros, mientras que el NGEU 
suma otros 750.000 millones de euros 
para ejecutar en el trienio 2021-2023. 
De esta ingente cantidad de fondos, 
cerca de 135.000 millones pueden aca-
bar llegando a España. Esta cifra es el 
resultado de sumar las inyecciones di-
rectas del Recovery and Resilience Plan 
(70.000 millones) y del fondo React EU 
(13.000 millones), los fondos no agrí-
colas y no estructurales disponibles del 
MFP (35.000 millones), el fondo para 
la transición justa (1000 millones) y el 
remanente de los programas de cohe-
sión anteriores (15.000 millones). Estas 
cifras, en su conjunto, representan una 
cantidad a asignar en los próximos cinco 
años tres veces superior a los fondos de 
la UE de los que habíamos dispuesto en 
España hasta ahora. La cuestión clave, 
por tanto, es el detalle de cómo se van a 
asignar los fondos y, más decisivamen-
te, la necesidad de una evaluación técni-
ca al máximo nivel, previa a la ejecución 
de cualquiera de las grandes reformas 
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que se le están exigiendo a la economía 
española por asociación a los fondos. 

La Unión Europea acordó el pasado 
otoño el procedimiento de acceso a los 
fondos de respuesta a la crisis de la CO-
VID-19, que exigía a los Estados miem-
bro la elaboración de un plan. En el caso 
español, el Plan de Recuperación, Re-
siliencia y Transformación (RRT) que 
se ha enviado a la Comisión es una ex-
tensión, capa sobre capa, del informe 
“Cumpliendo” que el presidente del Go-
bierno presentó el pasado diciembre, y 
que ya se organizaba en los cuatro apar-
tados —España verde, digital, sin brecha 
de género y cohesionada e inclusiva— 
que aparecen en el Plan RRT. Hay que 
decir, sin embargo, que las líneas de 
trabajo que la UE había propuesto eran 
más abiertas e incluían además las áreas 
de competitividad, resiliencia institucio-
nal y juventud e infancia. Es decir, de las 
seis líneas abiertas por la CE en el mar-
co de los planes nacionales, España de-
cidió organizar su propuesta alrededor 
de solo tres: verde, digital y cohesión, 
porque nos atrevemos a decir que esta 
última incluye cohesión e inclusión y 
brecha de género. 

El Plan RRT español se ha venido 
presentando en varias etapas y en dis-
tintas versiones en los últimos meses. 
Todos los analistas coinciden en que el 
plan deja claro qué se debe hacer, pero 
no tanto el cómo. La claridad del plan 
acerca de los problemas acuciantes de 
nuestro país es bienvenida. La mayor 
parte de esos problemas están diagnos-
ticados desde hace años y se conoce bien 
el tipo de acciones de política económica 
que podrían mitigarlos. Además, la tute-
la de la Comisión Europea sobre la ela-

boración de los planes nacionales ha sido 
clara desde el principio y ha habido un 
contacto permanente con los funciona-
rios de los Estados miembro encargados 
de la redacción. La dificultad en cuanto 
al cómo en el caso español se explica en 
parte por nuestros problemas de gober-
nanza e institucionales. Tales problemas 
se han puesto de manifiesto tradicional-
mente a través de una moderada eficien-
cia en la asignación de fondos europeos. 
Esta circunstancia puede encender las 
alarmas respecto a la dificultad para asig-
nar en esta ocasión unos fondos de una 
magnitud tan extraordinaria. 

En lo que sigue, queremos reflexio-
nar sobre aquellas características de las 
instituciones españolas que pueden difi-
cultar la puesta en práctica del plan y cuya 
reforma podría redundar en mejores po-
líticas económicas y más transparentes.

6.1. Ejecución y evaluación del plan

Como hemos adelantado, las priorida-
des generales están bien definidas en 
el Plan RRT, pero la información so-
bre medidas concretas y proyectos es 
todavía imprecisa y los mecanismos de 
rendición de cuentas no están del todo 
bien definidos. Se echa de menos, por 
ejemplo, una descripción de las acciones 
detalladas en el tiempo junto a la de los 
resultados intermedios esperados, así 
como de los protocolos precisos para 
el seguimiento de dichos resultados. 
Según este criterio, el apartado de bre-
cha de género es técnicamente el más 
detallado, mientras que el de impactos 
macroeconómicos lo es menos. Las siete 
páginas con abundantes referencias a la 
literatura relevante sobre impactos del 
plan en la brecha de género contrastan 
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con solo dos páginas de impactos ma-
croeconómicos, que hacen referencia 
a números importantes, pero con esca-
sa descripción de la metodología usada 
para estimar tales impactos. Nos refe-
rimos, por ejemplo, a la referencia im-
precisa a modelos macroeconómicos de 
equilibrio general. 

Por otro lado, disponer de un meca-
nismo de rendición de cuentas adecua-
do implica que sabemos qué oficinas 
son las responsables de la ejecución y 
de la supervisión en cada caso, al nivel 
de detalle de fondos que corresponda. 
Hay bastantes referencias al control pre-
supuestario (ARACHNE, OLAF y, sobre 
todo, IGAE), pero no tantas al control de 
la efectividad de los fondos que han de 
sostener las distintas políticas, como sí 
lo sería especificar las comisiones en-
cargadas de evaluar la ejecución de cada 
subprograma.

Un asunto muy controvertido fue 
a quién correspondía decidir en qué 
y cómo usar los fondos. Más allá de la 
confrontación partidista, o de si debía 
tratarse de alguna oficina de política 
económica o una comisión de expertos, 
nos parece que el problema que subyace 
al debate es que no existe el entramado 
institucional reconocido (aunque nomi-
nalmente puede que sí), con la capaci-
dad de evaluar ex ante las políticas que 
emanen del Parlamento a propuesta del 
Ejecutivo. Tampoco está claro qué insti-
tuciones tutelan la ejecución de dichas 
propuestas y las evalúan ex post. Pode-
mos citar dos ejemplos. 

El primero corresponde a la Oficina 
Presupuestaria de las Cortes Generales, 
creada el año 2010. Esta institución po-
dría estar inspirada en la Oficina Presu-

puestaria del Congreso de los EE. UU. 
Sin embargo, en el caso de la oficina 
española, no hemos encontrado la infor-
mación relevante, lo que nos hace pen-
sar que puede ser una oficina con poco 
contenido. En claro contraste, la oficina 
estadounidense, de larga tradición, ofre-
ce informes y estadísticas en su web de 
manera transparente. Nuestra impre-
sión es que dicha oficina debería tener 
una sección que verificara en qué se han 
cumplido los objetivos, al menos para 
los grandes proyectos, y quizá otra que 
diera soporte a los partidos políticos de 
la oposición en el Congreso. Además, y 
en la medida que debería ser una ofici-
na técnica, necesitaría asesoría científica 
que pudiera adjuntarse a los informes 
de evaluación.

El segundo ejemplo se refiere a la 
Oficina Económica del presidente del 
Gobierno, creada en 2004, a semejanza, 
de nuevo, del Consejo de Asesores Eco-
nómicos en la Oficina Ejecutiva del pre-
sidente de los EE. UU. Por su naturale-
za, la oficina debería ser una institución 
que asesora al Ejecutivo y que coordina 
las correspondientes oficinas de los mi-
nisterios. Si en su inicio se creó como 
organismo de gestión de las propuestas 
de política económica a medio plazo, 
tras la llegada de la crisis financiera, des-
de 2008, se convirtió en órgano gestor 
de lo urgente, dejando de lado lo impor-
tante. Nuestra impresión es que, con el 
Gobierno de Mariano Rajoy, en 2013, la 
oficina pasó a un plano más discreto que 
durante el Gobierno de José Luis Rodrí-
guez Zapatero. Ahora, la información 
de la que se dispone es que casi todas 
las actuaciones del Plan RRT van a pasar 
en mayor o menor medida por esta ofici-
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na, relanzada por el presidente Sánchez 
desde el pasado otoño, pero que aún está 
en proceso de diseño y formalización 
pública3. 

Pensamos que sería deseable que 
oficinas como las que hemos descrito 
tuvieran canales abiertos con los centros 
especializados de análisis de la políti-
ca económica en las distintas áreas, de 
manera que, en particular, las univer-
sidades y los centros de investigación 
pudieran cumplir recurrentemente su 
labor de transferencia. Pensamos que 
la labor de soporte y de establecimiento 
de los criterios científicos para la evalua-
ción de políticas, tanto ex ante como ex 
post, debería recaer, fundamentalmen-
te, sobre las universidades y centros de 
investigación públicos. El Plan RRT nos 
parece una oportunidad extraordinaria 
para sentar las bases de colaboración 
institucional para la evaluación de la po-
lítica económica y seguramente de otras 
políticas.

6.2. Buenas prácticas

Podríamos revisar una larga lista de 
buenas prácticas internacionales en el 
diseño, seguimiento y evaluación de la 
política económica. Es notorio cómo el 
Parlamento británico solicita informes 
técnicos independientes para casi cual-
quier modificación legislativa que pueda 
tener impactos económicos. Un ejemplo 
paradigmático fue el de los impactos del 
brexit. Por otro lado, el presidente francés 
Emmanuel Macron creó muy al inicio de 
la crisis de la COVID-19 una comisión 
de 26 reconocidos expertos económi-

3 Por comparación con el caso estadounidense, se pueden revisar nombres y responsabilidades en: https://

www.whitehouse.gov/administration/executive-office-of-the-president/ 

cos (incluyendo a Jean Tirole y a Olivier 
Blanchard) para tener una visión global 
en materia de demografía, desigualdad 
y clima, es decir, algunos de los grandes 
retos en la agenda global. Su misión es 
proponer un marco de análisis desde la 
ciencia económica y recomendar las po-
líticas económicas más eficaces. Esta es 
una aproximación que nos parece algo 
distinta y quizás más ambiciosa que la 
de las comisiones en materias demasia-
do específicas a las que les puede faltar 
perspectiva. El informe España 2050, que 
recopila la estrategia de crecimiento de 
largo plazo propuesta por el Gobierno, 
tiene el espíritu de prospectiva que pro-
pone la comisión de expertos francesa. 
Sin embargo, nuestra impresión es que 
este tipo de informes siguen involucran-
do demasiado a personas a título indivi-
dual (y al Gobierno) y no tanto a insti-
tuciones independientes con experiencia 
en el análisis y la evaluación de la políti-
ca económica —sin mencionar que sería 
deseable que tales estrategias de largo 
plazo contaran con cierto consenso en 
todo el espectro político—.

El pobre desempeño de las herra-
mientas de política económica de las 
que pueden disponer el Poder Ejecutivo 
y el Legislativo tiene, seguramente, múl-
tiples causas. Quizá haya habido falta 
de interés desde las altas instancias del 
Poder Ejecutivo y un alejamiento de las 
instituciones académicas de reconocido 
prestigio, por carecer de incentivos ade-
cuados. También hay que destacar que 
las formas de selección y promoción de 
los altos funcionarios para los ministe-
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rios y las CC. AA. es anticuada y buro-
crática, sin que se establezcan los incen-
tivos adecuados para el conocimiento de 
las herramientas modernas de evalua-
ción de la política económica. El resul-
tado de este distanciamiento podría ser 
que a la hora de desarrollar el Plan RRT 
no se utilicen los métodos, las técnicas y 
la exposición de motivos que se espera-
ría de técnicos de alto nivel con acceso a 
una asesoría científica suficiente.

Un efecto colateral de la ausencia de 
buenas oficinas de evaluación de la po-
lítica económica en contacto con los po-
deres Ejecutivo y Legislativo es que las 
instituciones independientes, como la 
AIReF, la CNMC o el Banco de España, 
tienden a ocupar el vacío que aquellas 

dejan. Esto crea un ruido adicional en el 
debate público. En el caso de la AIReF 
y la CNMC, sus acciones pueden con-
fundir porque su papel es el de árbitro 
en las áreas fiscales y de defensa de la 
competencia. El caso del Banco de Espa-
ña confunde aún más dado que su papel 
es la vigilancia del buen funcionamiento 
del sistema financiero. La ausencia de 
los organismos que serían competentes 
y la extralimitación de los otros suponen 
un mal funcionamiento del Estado de 
derecho en el ámbito que aquí hemos 
discutido, el de la política económica, 
y que nos parece que se ha puesto de 
manifiesto durante la crisis de la CO-
VID-19. Veremos cómo evolucionan los 
acontecimientos. 
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Conclusiones

1 La crisis de la COVID-19, por su 
propia naturaleza, requiere de un 

esfuerzo coordinado de las institucio-
nes públicas. La economía española se 
enfrenta en la salida de esta crisis a una 
tarea de política económica titánica, y lo 
hace sin haber desarrollado suficiente-
mente las reformas pendientes tras la 
Gran Recesión (2008-2013).

2 Nunca como en esta crisis ha sido 
tan decisivo el buen diseño de las 

medidas de la política económica para 
la recuperación. El éxito de las medidas 
solo es posible si ocurre de la mano de 
la consolidación de la construcción eu-
ropea. El impacto del shock COVID en 
la economía ha sido bastante simétrico 
entre los cuatro grandes países de la UE, 
un factor que favorece la respuesta coor-
dinada frente a la crisis.

3 La Unión Europea ha aprendido 
de los errores de la Gran Recesión 

y la crisis del euro y está poniendo los 
pilares para una acción coordinada y, 
en especial, para sentar las bases de una 
fiscalidad común, lo que redundará en 

una mejora institucional para España y 
todos los países de la unión. El Fondo 
NGEU es la expresión de esa voluntad 
de reforzar instituciones y coordinar po-
líticas europeas.

4 El plan de recuperación presentado 
por España es un programa ambicio-

so de reformas cuyo éxito depende de la 
calidad de las instituciones que velen por 
su buena implementación y evaluación 
de resultados. En este capítulo, propone-
mos que se deberían potenciar tanto la 
Oficina Presupuestaria de las Cortes Ge-
nerales como la Oficina Económica del 
presidente del Gobierno como una for-
ma de establecer controles y contrapesos 
en los órganos encargados de diseñar, 
ejecutar y evaluar la política económica 
de España. Además, la participación en 
estos procesos de aquellas instituciones 
independientes que tienen experiencia 
en el análisis y la evaluación de la políti-
ca económica debería producirse de ma-
nera recurrente. La interacción entre es-
tos dos ámbitos institucionales añadiría, 
además, transparencia a la gestión de la 
política económica de nuestro país.
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1. Introducción

“La Organización Mundial de la Salud 
elevó el pasado 11 de marzo de 2020 
la situación de emergencia de salud 
pública ocasionada por la COVID-19 a 
pandemia internacional”. Con esta ora-
ción, compuesta de apenas veintiocho 
palabras, pero cuya sola lectura corta el 
aliento, se inicia la parte expositiva de 
los tres reales decretos de declaración 
del estado de alarma que se han sucedi-
do en tiempos de pandemia: el Real De-
creto 463/2020, de 14 de marzo, por el 
que se declara el estado de alarma para 
la gestión de la crisis sanitaria ocasio-
nada por la COVID-19 (en adelante, RD 
alarma-1); el Real Decreto 900/2020, 
de 9 de octubre, por el que se declara 
el estado de alarma para responder ante 
situaciones de especial riesgo por trans-
misión no controlada de infecciones 
causada por el SARS-CoV-2 (en ade-
lante, RD alarma-2); y el Real Decreto 
926/2020, de 25 de octubre, por el que 
se declara el estado de alarma para con-
tener la propagación de infecciones cau-
sadas por el SARS-CoV-2 (en adelante, 
RD alarma-3). Han sido catorce meses, a 
lo largo de los cuales únicamente el lap-
so que medió entre los días 21 de junio 
—finalización del estado de alarma ini-
cialmente declarado por RD alarma-1— 
y 10 de octubre de 2020 —entrada en 
vigor de RD alarma-2 en la Comunidad 
de Madrid— transcurrieron sin que es-
tuviera vigente, en todo o parte del terri-
torio nacional, esta modalidad del Dere-
cho constitucional de excepción1. 

1 Algunas de las ideas aquí expuestas fueron previamente desarrolladas en el trabajo “Algunas notas sobre los 

estados de alarma declarados en 2020”, publicado en Tudela Aranda (2021, pp. 177 y ss.).

Esa tregua veraniega no supuso la 
vuelta a la normalidad, sino la entrada 
en lo que se vino en llamar, con expre-
sión poco halagüeña, “nueva norma-
lidad”. Esta locución se popularizó en 
la prensa económica para describir las 
menguantes expectativas de crecimien-
to a las que había de enfrentarse el sec-
tor financiero tras la crisis crediticia de 
2008. Ahora, su uso se ha impuesto en-
tre nosotros para referirse al escenario 
de control abierto tras la conclusión del 
proceso de desescalada diseñado en el 
“Plan para la transición hacia una nueva 
normalidad”, aprobado por acuerdo del 
Consejo de Ministros de 28 de abril de 
2020. Sorprende, por cierto, que este 
plan, de destinatario general e indeter-
minado y que había de “proporcionar 
una hoja de ruta a las Administracio-
nes, a la ciudadanía y el empresariado, 
cuya colaboración en la nueva fase sigue 
siendo esencial, ante un contexto inédito 
que ha llevado a la adopción de medidas 
hasta ahora desconocidas y que exige la 
toma de decisiones en un marco de alta 
incertidumbre tanto en el ámbito cien-
tífico como en el económico”, no mere-
ciera ningún espacio en las páginas del 
Boletín Oficial del Estado, diario oficial 
cuya prodigalidad en tiempos de pande-
mia llegó al extremo de publicar hasta 
veinticuatro números extraordinarios. 
La conversión de lo excepcional en habi-
tual no alcanzó, como se ve, a la difusión 
de un instrumento de desmantelamien-
to progresivo y asimétrico de las medi-
das excepcionales y el retorno a una cier-
ta normalidad ciudadana. 
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2. ¿Qué sabíamos sobre  
el estado de alarma en la mañana 
del 14 de marzo de 2020?

Conviene recordar que la primera medi-
da extraordinaria adoptada para tratar de 
contener la expansión del virus consistió 
en el confinamiento de un millar de tu-
ristas en un hotel situado en la localidad 
tinerfeña de Adeje2. Aquella medida sin-
gular, adoptada por el consejero de sa-
nidad del Gobierno autonómico y cuya 
ejecución contó con la correspondiente 
autorización judicial, se reveló insufi-
ciente ante la magnitud de la pandemia, 
por lo que fue preciso declarar el estado 
de alarma en todo el territorio nacional. 

Al momento de aprobar el RD alar-
ma-1, la experiencia con este instrumen-
to del Derecho de excepción era escasa, 
por decir lo menos, pues únicamente 
se había hecho uso de esta posibilidad 
durante la crisis de los controladores aé-
reos de diciembre de 2010 (Real Decre-
to 1673/2010, de 4 de diciembre, por el 
que se declara el estado de alarma para la 
normalización del servicio público esen-
cial del transporte aéreo, cuya vigencia 
se prorrogó una sola vez, por el Real De-
creto 1717/2010, de 17 de diciembre). Si, 
de un lado, las dimensiones de la crisis 
sanitaria y la toma de conciencia de la 
necesidad de dar una repuesta casi siste-
mática militaron en pro del abandono de 
las soluciones singulares para los casos 
concretos, de otro, el recuerdo del uso 
abusivo que del estado de excepción se 
había hecho en los años finales del fran-

2 Ver “Confinados un millar turistas que compartían hotel con el italiano con coronavirus”, La Vanguardia, 

25 de febrero de 2020. Disponible en: www.lavanguardia.com/vida/20200225/473774161891/tenerife—co-

ronavirus—hotel—cuarentena—turistas—italiano.html

quismo desaconsejaron optar por acu-
dir a esta vía y limitarse a la declaración 
del estado de alarma. Bien es cierto que 
la combinación de elementos acabaría 
convirtiendo el RD alarma-1 en un híbri-
do con supuesto de hecho propio de la 
alarma: una crisis sanitaria [art. 4 b) de 
Ley Orgánica reguladora de los estados 
de alama, excepción y sitio (LOEAES)] 
y unas consecuencias jurídicas que se 
aproximaron mucho a la suspensión de 
algún derecho fundamental, en particu-
lar la libertad deambulatoria o de circu-
lación, decisión propia —en cuanto re-
servada a este— del estado de excepción 
(art. 55.1 CE). 

Al momento de abordarse la regu-
lación de los estados de emergencia, se 
puso de relieve la falta de tradición res-
pecto del novedoso estado de alarma. 
Así, en la memoria que acompañaba al 
proyecto de ley de la que acabaría sien-
do la Ley Orgánica reguladora de los 
estados de alama, excepción y sitio, se 
advertía que, si bien la figura era coinci-
dente, en su denominación, con uno de 
los estados regulados por la Ley de orden 
público de 28 de julio de 1933, “respon-
de ahora a una realidad distinta”, toda 
vez que “el estado de alarma de la ley 
republicana es homólogo propiamente 
del estado de excepción, según la con-
cepción de la Ley [de orden público] de 
1959, y según el proyecto [que entonces 
se presentaba y que ahora es la Ley Or-
gánica 4/1981, de 1 de junio]”. 

En esta misma memoria guberna-
mental, se hacía hincapié en que los su-
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puestos determinantes de la declaración 
del estado de alarma (actualmente en el 
art. 4 LOEAES) tenían el denominador 
común de que “en ellos peligra la segu-
ridad o la salud de las personas, o se en-
cuentra en riesgo grave el mantenimien-
to de las condiciones físicas necesarias 
para el desenvolvimiento de la vida de la 
colectividad”. El proyecto trataba así de 
dotar de entidad propia a una figura, el 
estado de alarma, enunciada en la Cons-
titución y apenas definida en la norma 
fundamental, más por referencia a aque-
llo que no es (un estado de emergencia 
cuya declaración no permite suspender 
derechos fundamentales ex artículo 
55.1 CE a contrario) que por su conteni-
do efectivo (respecto del cual el artículo 
116.1 CE apenas afirma la competen-
cia gubernamental para la declaración 
inicial, con vigencia limitada a quince 
días, y la supeditación de la prórroga al 
otorgamiento previo de la autorización 
por el Congreso de los Diputados). De 
hecho, fueron varias las enmiendas pre-
sentadas al entonces artículo 94 del An-
teproyecto de Constitución que postula-
ron la eliminación del estado de alarma, 
figura sin contenido, que, en palabras 
del entonces diputado Simón Sánchez 
Montero, “no tiene razón de ser, ya que 
el Gobierno tiene facultades suficientes 
para enfrentarse a situaciones de anor-
malidad no graves, sin limitar las liber-
tades públicas, y en el caso de que lo 
sean está el estado de excepción”. 

La relativa indefinición de que ado-
lecía la figura del estado de alarma en 
nuestro ordenamiento jurídico se redu-
jo por efecto de la doctrina constitucio-
nal sentada en el ATC 7/2012, de 13 de 
enero, y la STC 83/2016, de 28 de abril, 

resoluciones ambas en las que el Tribu-
nal Constitucional hubo de enfrentarse 
con alguno de los problemas suscitados 
por el Real Decreto 1673/2010, de 4 de 
diciembre, dictado para hacer frente a 
la crisis de los controladores aéreos. De 
esa doctrina interesa recordar ahora los 
siguientes extremos:
a.	 El estado de alarma es una de las 

figuras del Derecho constitucional 
de excepción introducidas por el 
constituyente para “hacer frente a 
posibles situaciones de anormali-
dad constitucional” (STC 83/2016, 
FJ 7). Esta reconducción de la figura 
al Derecho constitucional de excep-
ción permite afirmar que participa, 
junto con los estados de excepción y 
sitio —aunque en menor medida—, 
de las características definidoras de 
esa misma excepcionalidad, de suer-
te que posibilita la modificación del 
régimen de ejercicio ordinario de 
competencias y permite el estable-
cimiento de un régimen de restric-
ciones de los derechos individuales, 
efectos ambos que tienen como sus-
trato común la fuerza activa de ley 
del acto de declaración. 

b.	 En cuanto a lo primero, la declara-
ción del estado de alarma supone 
la concentración de atribuciones 
en el Gobierno de la Nación (STC 
83/2016, FJ 8). 

c.	 Respecto de lo segundo, y “a diferen-
cia [de lo que sucede en] los estados 
de excepción y de sitio, la declara-
ción del estado de alarma no permi-
te la suspensión de ningún derecho 
fundamental (art. 55.1 CE contrario 
sensu), aunque sí la adopción de me-
didas que pueden suponer limita-
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ciones o restricciones a su ejercicio” 
(STC 83/2016, FJ 8). 

d.	 El acto de declaración del estado de 
emergencia, y la autorización par-
lamentaria de su prórroga, tienen 
fuerza activa de ley y consecuen-
temente alteran el sistema ordina-
rio de fuentes del ordenamiento. 
De acuerdo con lo afirmado en el 
ATC 7/2012, FFJJ 3 y 4, y en la STC 
83/2016, FJ 9, todos los estados de 
emergencia “y también, por tanto, el 
de menor intensidad de entre ellos, 
esto es, el de alarma, suponen, como 
es evidente y así resulta de su regu-
lación en la Ley Orgánica 4/1981, de 
4 de junio, de los estados de alarma, 
excepción y sitio, excepciones o mo-
dificaciones pro tempore en la aplica-
bilidad de determinadas normas del 
ordenamiento vigente, incluidas, en 
lo que ahora importa, determinadas 
disposiciones legales, que sin ser de-
rogadas o modificadas sí pueden ver 
alterada su aplicabilidad ordinaria 
[…], pues el fundamento de la decla-
ración de cualquiera de estos estados 
es siempre la imposibilidad en que 
se encuentran las autoridades com-
petentes para mantener mediante 
‘los poderes ordinarios’ la normali-
dad ante la emergencia de determi-
nadas circunstancias extraordinarias 
(art. 1.1 de la Ley Orgánica 4/1981, de 
4 de junio, de los estados de alarma, 
excepción y sitio)”. 

De donde se concluye que el acto 
de declaración, con valor de ley, tie-
ne la apuntada fuerza activa de ley 
puesto que “la decisión guberna-
mental por la que se declara el estado 
de alarma no se limita a constatar el 

presupuesto de hecho habilitante de 
la declaración de dicho estado, esto 
es, la concurrencia de alguna o algu-
nas de las situaciones o ‘alteraciones 
graves de la normalidad’ previstas en 
la Ley Orgánica 4/1981 (art. 4) que 
pueden dar lugar a la proclamación 
del estado de emergencia, ni se li-
mita tampoco a la mera declaración 
de este. La decisión gubernamental 
tiene además un carácter normati-
vo, en cuanto establece el concreto 
estatuto jurídico del estado que se 
declara. En otras palabras, dispone 
la legalidad aplicable durante su vi-
gencia, constituyendo también fuen-
te de habilitación de disposiciones 
y actos administrativos. La decisión 
gubernamental viene así a integrar, 
en cada caso, sumándose a la Cons-
titución y a la Ley Orgánica 4/1981, 
el sistema de fuentes del derecho de 
excepción, al complementar el dere-
cho de excepción de aplicación en 
el concreto estado declarado. Y esta 
legalidad excepcional que contiene 
la declaración gubernamental des-
plaza durante el estado de alarma 
la legalidad ordinaria en vigor, en la 
medida en que viene a excepcionar, 
modificar o condicionar durante ese 
periodo la aplicabilidad de determi-
nadas normas, entre las que pueden 
resultar afectadas leyes, normas o 
disposiciones con rango de ley, cuya 
aplicación puede suspender o des-
plazar” (STC 83/2016, FJ 10). 
De modo que no era poco —sin ser 

tampoco mucho— lo que sabíamos a 
ciencia cierta sobre el estado de alarma 
el 13 de marzo de 2020, esto es, un día 
antes de que volviera a recurrirse a esta 
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figura del Derecho de emergencia: su 
declaración tiene lugar por un acto con 
fuerza activa de ley que produce una al-
teración pro tempore en la aplicabilidad 
de algunas normas jurídicas; supone 
una concentración de atribuciones en 
el Gobierno de la Nación, la denomina-
da “unidad de mando”; y puede limitar, 
que no suspender, el ejercicio de la liber-
tad deambulatoria ex art. 10 a) LOEAES. 
Cabe preguntarse si después de un año 
viviendo habitualmente en estado de 
alarma sabemos más acerca de esta, 
siendo dudoso que las certezas de anta-
ño sigan siendo tales.

3. La restricción de la libertad de 
circulación en el confinamiento 
domiciliario

En el último año se han sucedido hasta 
tres declaraciones de estados de alarma, 
si bien únicamente en la Comunidad de 
Madrid han estado vigentes todos ellos. 
La sucesión de declaraciones lo ha sido 
igualmente de subespecies de esta mo-
dalidad de estado de emergencia.

El preámbulo del RD alarma-1 justi-
ficaba el recurso al Derecho de emergen-
cia en la inevitabilidad de la declaración 
del estado de alarma (“Para hacer frente 
a esta situación, grave y excepcional, es 
indispensable proceder a la declaración 
del estado de alarma”). La aseveración 
de la necesidad de la declaración venía 
acompañada de una defensa de la pro-
porcionalidad lato sensu de las medidas 
adoptadas: “Las medidas que se contie-
nen en el presente real decreto son las 
imprescindibles para hacer frente a la 
situación, resultan proporcionadas a la 

extrema gravedad de la misma y no su-
ponen la suspensión de ningún derecho 
fundamental, tal y como prevé el artícu-
lo 55 de la Constitución”.

Toda vez que el objetivo perseguido 
con la declaración del estado de alarma 
era la contención de la expansión del 
virus, y comoquiera que no se vislum-
braba otro modo de lograr ese propósito 
que no fuera la de reducir a su menor 
e imprescindible expresión la movilidad 
de la población, la principal de esas “me-
didas imprescindibles” consistió, como 
bien sabemos, en el confinamiento do-
miciliario de los ciudadanos; una medi-
da que se concretaba en el artículo 7 del 
RD alarma-1.

Advertía el apartado primero de ese 
artículo 7 del RD alarma-1 —verdadera 
piedra basilar del régimen de emergen-
cia— que “durante la vigencia del estado 
de alarma las personas únicamente po-
drán circular por las vías de uso público 
para la realización de las […] actividades” 
que seguidamente se enumeraban con 
vocación de exhaustividad (adquisición 
de alimentos, productos farmacéuti-
cos y de primera necesidad; asistencia 
a centros, servicios y establecimientos 
sanitarios; desplazamientos de carácter 
laboral; retorno al lugar de residencia ha-
bitual; asistencia a personas de colectivos 
vulnerables; desplazamientos a entida-
des crediticias y de seguros, o por causa 
de fuerza mayor o situación de necesi-
dad), hasta el punto de que el precepto 
se completaba con una cláusula de cierre 
que en efecto lo era: “Cualquier otra acti-
vidad de análoga naturaleza[,] que habrá 
de hacerse individualmente, salvo que se 
acompañe a personas con discapacidad o 
por otra causa justificada”. 
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Que el arma principal en la lucha 
contra el COVID-19 era la reducción 
de la movilidad ciudadana se pone de 
relieve cuando reparamos en que lo 
previsto en el artículo 7 cobraba pleno 
sentido en el marco de las distintas sus-
pensiones de actividad acordadas en el 
RD alarma-1, que recibían el nombre de 
“medidas de contención”, pues tal era el 
objetivo propiamente perseguido. Así, 
se suspendió toda la actividad docente 
presencial en los diferentes niveles de 
enseñanza (art. 9), cultural, comercial, 
recreativa, de hostelería y restauración 
(art. 10 y anexo) y se redujo la frecuencia 
de las distintas modalidades de trans-
porte público de viajeros (art. 14). 

Es el confinamiento domiciliario uni-
versal de la población, decisión nuclear 
del RD alarma-1, la medida cuya adecua-
ción al marco constitucional regulador del 
estado de alarma suscita mayores reparos. 

Al respecto debe recordarse, una vez 
más, que ex artículo 55.1 CE a contrario 
sensu, la declaración del estado de alar-
ma no puede conllevar la suspensión 
del ejercicio de ningún derecho fun-
damental; ni tan siquiera de la libertad 
de circulación del artículo 19 CE, cuya 
suspensión sí que es posible en la de-
claración de las otras dos categorías de 
estados de emergencia. Respetuosa con 
ese límite constitucional infranqueable, 
la LOEAES permite en su artículo 11 que 
el decreto de declaración del estado de 
alarma acuerde, entre otras, las siguien-
tes medidas: “a) Limitar la circulación 
o permanencia de vehículos en horas y 
lugares determinados, o condicionarlas al 
cumplimiento de ciertos requisitos”.

Parece difícil imaginar que haya po-
dido otorgarse la calificación de simple 

“limitación” de la libertad de circulación 
al confinamiento de cuarenta y siete mi-
llones de residentes en sus domicilios. Y, 
sin embargo, así ha sido. Han abundado 
los defensores de esta interpretación, 
acaso conscientes de las insuficiencias y 
carencias de un Derecho constitucional 
de excepción que, al menos por lo que 
se refiere a la lucha contra el COVID-19, 
se ha movido entre el supuesto de hecho 
habilitante de la declaración del estado 
de alarma (una de las “crisis sanitarias, 
tales como epidemias” mencionadas 
en el artículo 4 b) LOEAES) y la medi-
da principal adoptada para hacer frente 
a la situación de emergencia, que solo 
puede ser calificada como una auténtica 
suspensión de la libertad deambulatoria 
proclamada por el artículo 19 de la Cons-
titución. Estamos, por tanto, ante un es-
tado de alarma por la alteración grave de 
la normalidad, a la que no puede hacer-
se frente con los medios ordinarios del 
Estado, y de excepción por el régimen 
jurídico adoptado. Con la particularidad 
de que, en el estado de excepción, la in-
tervención parlamentaria no solo es pre-
via a la declaración (art. 116.3 CE) sino 
más intensa, pues en la solicitud de au-
torización el Gobierno debe incluir una 
“mención expresa” de aquellos derechos 
fundamentales cuya suspensión preten-
de llevar a efecto [art. 13.2 a) LOEAES]. 
Convendría no minusvalorar las garan-
tías que preceden y acompañan al esta-
do de excepción, cuya vigencia tiene —a 
diferencia de lo que sucede con el esta-
do de alarma— un límite absoluto (art. 
116.3 in fine CE).

Si los derechos fundamentales son la 
máxima expresión de la vinculación ne-
gativa de los ciudadanos a la ley, de modo 
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que aquellos pueden hacer todo aquello 
que esta no prohíba, podemos añadir 
que el artículo 7 del RD alarma-1 volteó 
esta situación y sometió a los ciudada-
nos a un régimen de vinculación positi-
va, de suerte que solo podían abandonar 
sus domicilios cuando podían invocar 
lícitamente uno de los motivos tasados 
que figuraban en el primer apartado de 
ese precepto. No se trataba, recuérdese, 
de “limitar la circulación o permanen-
cia de personas o vehículos en horas y 
lugares determinados” como preveía el 
artículo 11 a) LOEAES, sino de imponer 
la permanencia de todas las personas en un 
lugar determinado y durante todo el tiem-
po que rigiera el confinamiento domicilia-
rio. Se negaba con ello la posibilidad de 
ejercer la libertad de circulación, cuyo 
contenido esencial no es otro que el de 
poder desplazarse libremente —esto es, 
sin necesidad de argüir motivo alguno— 
por las vías públicas. La circulación dejó 
de ser un derecho de libertad susceptible 
de limitación justificada para convertir-
se en una facultad deambulatoria que 
solo se podía ejercer cuando concurriera 
un motivo justificado y así lo apreciara 
eventualmente la autoridad competente. 

Cierto es que el RD alarma-1 limitaba 
el ejercicio de un derecho fundamental, 
pero no era la libertad de circulación sino 
de culto. En efecto, su artículo 11 condi-
cionó la asistencia a los lugares de culto 
y a las ceremonias civiles y religiosas “a 
la adopción de medidas organizativas 

3 A los autores expresamente citados por Juan Alfonso Santamaría Pastor (2020) —Presno Linera (2020), 

Alegre Ávila y Sánchez Lamelas (2020) y Díaz Revorio (2020)— es preciso añadir el nombre de Manuel 

Aragón Reyes (2020). En sentido contrario, por todos y en ese mismo libro colectivo, Francisco Velasco Caba-

llero (2020). Sumamente prudente se mostró Pedro Cruz Villalón (2020); este autor contrapuso la indudable 

utilidad del estado de emergencia declarado por el RD alarma-1 para hacer frente a la crisis sanitaria con los 

riesgos que el mantenimiento de la excepcionalidad entrañaba para la calidad de nuestra democracia.

consistentes en evitar aglomeraciones 
de personas, en función de las dimen-
siones y características de los lugares, de 
tal manera que se garantice a los asisten-
tes la posibilidad de respetar la distancia 
entre ellos de, al menos, un metro”. De 
modo que podían seguir celebrándose 
esos actos de culto y las ceremonias a las 
que se aludía en el precepto, pese a que 
pudiera limitarse la asistencia de fieles o 
interesados. 

No faltaron voces que alertaron acer-
ca del difícil encaje constitucional de la 
medida3. Pero, quizás, fueron los más 
quienes trataron de lograr esa cuadratu-
ra del círculo. De tal cabe hablar si pen-
samos en que las categorías del Derecho 
constitucional de emergencia no cubren 
supuestos como el que debió enfrentar 
el RD alarma-1, pues existe una cesura, 
diríase que insalvable, entre el estado 
de alarma, que permite limitar, pero no 
suspender, derechos fundamentales, y el 
estado de excepción, figura que habilita 
el uso de facultades extraordinarias y en 
particular la suspensión de algunos de-
rechos fundamentales. Cuando la crisis 
sanitaria es de tal magnitud que el confi-
namiento domiciliario se presenta como 
una medida absolutamente necesaria, 
resulta comprensible que el Gobierno 
de turno se mueva con inseguridad en-
tre el Caribdis del estado de alarma y la 
Escila del estado de excepción.

Para sortear esos dos peligros cabe 
hacer una interpretación del supuesto 
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habilitante del estado de excepción que 
ponga el acento en la grave alteración 
de la normal prestación del servicio 
público esencial de la sanidad (art. 13.1 
LOEAES), o hacer uso intensivo de las 
facultades extraordinarias a que alude la 
legislación sanitaria. 

Cierto es que la primera posibilidad 
habría permitido articular un estado de 
excepción de duración limitada a un 
máximo de dos meses (el estado de alar-
ma se prolongó hasta las 00:00 horas 
del 21 de junio de 2020, sumando tres 
meses y siete días de vigencia desde el 14 
de marzo de ese mismo año), con even-
tuales desescaladas mediante el recurso 
al estado de alarma, pues el levantamien-
to del confinamiento domiciliario habría 
salvado cualquier duda de constituciona-
lidad. Pero no es menos cierto que sigue 
pesando en el inconsciente colectivo una 
resistencia más que justificable a hacer 
uso del estado de excepción. Ni nuestra 
historia constitucional ni el momento 
por el que atraviesan nuestras institucio-
nes políticas y la convivencia social eran 
las adecuadas para apostar, en marzo de 
2020, por una declaración del estado de 
excepción y acudir con la petición corres-
pondiente a un Congreso de los Diputa-
dos cuya composición no invitaba preci-
samente a vislumbrar con optimismo el 
resultado final de la tramitación parla-
mentaria de la solicitud gubernamental.

La utilización de la legislación sani-
taria habría situado acaso el problema en 

4 En palabras de José María Baño León (2020), la crisis epidemiológica es un supuesto de policía sanitaria, 

no de anormalidad constitucional. Por su parte, Santiago Muñoz Machado (2020) hace igualmente hincapié 

en la confusión habida y recomienda “estudiar mejor el derecho de las crisis y epidemias sanitarias porque el 

estado de nuestra legislación y sus aplicaciones han conducido a una situación inaceptable de confusión, que 

afecta no solo a los ciudadanos sino más principalmente a las Administraciones públicas que están actuando 

con una desorientación manifiesta” (p. 126).

sus justos términos: el de una crisis de 
salud pública y de subsistencia de la sa-
nidad4. Pero hubiera tenido en su contra 
la imprecisión de las habilitaciones a las 
autoridades sanitarias habitual en esa le-
gislación, hasta el extremo de que, en el 
caso concreto de la eventual obligatorie-
dad de las vacunas contra la COVID-19, 
es más adecuado buscar su fundamento 
en la base 4.6 de la Ley de bases de la 
Sanidad Nacional de 25 de noviembre 
de 1944 —obviamente, en la redacción 
dada por la Ley 22/1980, de 24 de abril— 
que hacerlo en la Ley Orgánica 3/1986, 
de 14 de abril, de medidas especiales de 
salud pública, cuyo artículo 3 constituye 
una habilitación en blanco a las autori-
dades sanitarias, que para controlar las 
enfermedades transmisibles, “además 
de realizar las acciones preventivas ge-
nerales, podrá adoptar las medidas opor-
tunas para el control de los enfermos, de 
las personas que estén o hayan estado 
en contacto con los mismos y del medio 
ambiente inmediato, así como las que 
se consideren necesarias en caso de riesgo 
de carácter transmisible”. No parece que 
los términos empleados en el precepto 
faciliten precisamente la fiscalización 
del adecuado ejercicio de la habilitación 
que contiene. Sin olvidar, de otro lado, 
que la activación de los estados de emer-
gencia precisa de la intervención previa 
o subsiguiente del Parlamento, algo que 
no sucede cuando del ejercicio de los po-
deres de la legislación sanitaria se trata. 
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4. El cogobierno judicial

De manera mucho más modesta, el Par-
lamento optó por una especie de “Go-
bierno con los jueces”, pues en lugar 
de establecer por sí mismo las medidas 
y prever la autorización judicial para su 
ejecución, incorporó esa intervención 
judicial en el momento de definición 
de las medidas. Así, la Ley 3/2020, de 
18 de septiembre, de medidas procesa-
les y organizativas para hacer frente a la 
COVID-19 en el ámbito de la Adminis-
tración de Justicia, modificó la Ley de la 
jurisdicción contencioso-administrativa 
para atribuir a los juzgados de ese or-
den jurisdiccional la autorización o ra-
tificación de “medidas adoptadas con 
arreglo a la legislación sanitaria que […] 
impliquen limitación o restricción de 
derechos fundamentales” cuando “estén 
plasmadas en actos administrativos sin-
gulares que afecten únicamente a uno 
o varios particulares concretos e identi-
ficados de manera individualizada” (art. 
8.6 LJCA) y a las salas de los tribunales 
superiores de justicia la autorización o 
ratificación de esas medidas “cuando 
sus destinatarios no estén identificados 
individualmente” (art. 10.8 LJCA). 

Al hablarse de “medidas”, la previ-
sión del nuevo artículo 10.8 de la ley ju-
risdiccional abría un horizonte confuso 
y conflictivo. La autorización o ratifica-
ción podía serlo de normas reglamenta-
rias, al menos de reglamentos autoapli-
cativos (la alusión a medidas “urgentes y 
necesarias” invita a pensar que la inter-
vención judicial no alcanza a los regla-
mentos que no tengan esta naturaleza). 
Se ha dado así entrada a la participación 
de los jueces en el ejercicio de la potes-

tad reglamentaria, configurándose su 
intervención como un mecanismo de 
protección universal de los derechos 
fundamentales, cuando cabe dudar de 
que esto sea así y de que no provoque 
desajustes en el ejercicio de otros dere-
chos fundamentales. 

En primer lugar, habrá que reparar 
en que no es lo mismo establecer un 
cauce procesal para hacer efectiva la 
garantía jurisdiccional de algunos de-
rechos fundamentales (arts. 17 y 18 CE, 
en particular) que extender esa misma 
garantía a todos los supuestos de afecta-
ción a derechos fundamentales. Porque 
no es igual la incidencia en el derecho 
fundamental mediante una actuación 
material —entrada en domicilio—, que, 
a través de una norma jurídica con vo-
cación de generalidad, innovación y 
permanencia, al menos mientras duren 
las circunstancias que puedan invocar-
se para su aprobación. En el primero de 
los casos, la autorización judicial lo es 
de la ejecución estricta de la resolución 
administrativa, contrastándola con el 
derecho fundamental en conflicto me-
diante un examen estricto —ahí sí— de 
la necesidad, adecuación y proporcio-
nalidad en sentido estricto de la forma 
de ejecución. Por el contrario, en el se-
gundo se invita al juez a hacer un juicio 
sobre la idoneidad de los instrumentos 
para alcanzar los fines perseguidos con 
las medidas. 

Se ha apuntado que detrás de esta 
habilitación legislativa a la intervención 
judicial en el gobierno de la crisis sanita-
ria se ocultaría un cierto miedo a gober-
nar; por mejor decir, a asumir las con-
secuencias electorales de la acción de 
gobierno. Sin embargo, no parece que 
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la compartición de potestades guberna-
tivas con los órganos judiciales evite las 
consecuencias electorales negativas y es 
seguro que no impide tener que echar 
mano de las facultades extraordinarias 
de gobierno. Esto último fue lo que su-
cedió con la Orden de la Consejería de 
Sanidad de la Comunidad de Madrid 
1273/2020, de 1 de octubre, por la que se 
establecen medidas preventivas en de-
terminados municipios de la Comuni-
dad de Madrid en ejecución de la Orden 
del Ministro de Sanidad, de 30 de sep-
tiembre de 2020, por la que se aprue-
ban actuaciones coordinadas en salud 
pública. La Sección Octava de la Sala de 
lo Contencioso-Administrativo del Tri-
bunal Superior de Justicia de la Comu-
nidad de Madrid, en su auto 128/2020, 
de 8 de octubre, denegó la ratificación 
de dichas medidas “en cuanto afecten a 
derechos y libertades fundamentales”, 
según reza textualmente la parte dispo-
sitiva del auto. Ante la situación creada, 
y de manera inmediata, se dictó el RD 
alarma-2 al día siguiente de que se pro-
nunciara el auto. 

El RD alarma-2 estableció una li-
mitación de la libertad de circulación 
mediante el confinamiento perimetral 
de la población residente en los nueve 
municipios de la Comunidad de Madrid 
mencionados en su artículo 2, salvo que 
concurriera alguna de las causas de jus-
tificación recogidas en el artículo 5, que 
reproducía el artículo 7 del RD alarma-1. 
En este caso, la libertad de circulación se 
limitaba a lugares concretos, sin negar-
se absolutamente, salvo que mediara un 
motivo justificado, como se hiciera en 
el RD alarma-1. El estado de emergen-
cia declarado por el RD alarma-2 no fue 

prorrogado y quedó como manifestación 
de un modo de resolver los problemas 
suscitados por la falta de ratificación 
judicial de las medidas que se preten-
dían adoptar mediante una orden ad-
ministrativa, y de saltar por encima de 
los desencuentros entre Gobiernos de 
distinto signo. Como ya se ha indicado, 
su incidencia sobre la libertad de circu-
lación no puede rebasar el marco de una 
limitación acorde con la previsión del ar-
tículo 11 LOEAES.

Curiosamente, con el RD alarma-3 
se abandonó una lógica del estado de 
emergencia que daba por supuesta la 
“unidad de mando” para pasar a otra de 
cogobierno de los distintos poderes te-
rritoriales. Aunque la articulación con-
creta suscitara no pocas dudas, podre-
mos convenir en que esta lógica es más 
coherente con la esencia de un Estado 
descentralizado y aprovecha mejor la 
experiencia en la gestión atesorada por 
las Administraciones autonómicas y 
locales. La Administración General del 
Estado es cada vez menos una adminis-
tración gestora, al haberse convertido, 
por la lógica federal del sistema, en una 
administración de dirección y coordina-
ción de políticas públicas; ni tan siquie-
ra en circunstancias excepcionales es 
fácil revertir esa transformación paula-
tina. Así ha quedado sobradamente de-
mostrado en el marco de la lucha contra 
la COVID-19.

Lo sorprendente es que ese cogo-
bierno se haya desplazado desde la esfe-
ra ejecutiva a la jurisdiccional, de modo 
que parece que la “unidad de mando” se 
ha recuperado residenciando la decisión 
última en la Sala de lo Contencioso-Ad-
ministrativo del Tribunal Supremo. En 
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efecto, el Real Decreto-ley5 8/2021, de 4 
de mayo, introduce un peculiar recurso 
de casación frente a los autos de auto-
rización o ratificación (en rigor, de de-
negación de una u otra) dictados por los 
tribunales superiores de justicia. Un re-
curso de casación sin trámite de prepa-
ración, aparentemente sin fase de admi-
sión; para el que se atribuye legitimación 
activa a quien no fue parte en el proceso 
a quo (la Administración General del 
Estado); en el que se contempla la inter-
vención del Ministerio Fiscal como si de 
un procedimiento especial para la pro-
tección de derechos fundamentales se 
tratara y en el que las eventuales causas 
de inadmisión solo podrán apreciarse en 
la resolución definitiva. Habida cuenta 
de que el canon de enjuiciamiento pare-
ce ser el principio de proporcionalidad, 
cabe preguntarse, en fin, si no estamos 
en presencia de un supuesto de lo que 
el artículo 123.1 de la Constitución deno-
mina “garantías constitucionales”, que 
pudiera abrir la puerta a la interposición 
de un posterior recurso de amparo. 

Al margen de las dudas que la lectu-
ra de la regulación del novedoso recurso 
de casación suscita, lo cierto es que pa-
rece que el legislador de urgencia vuelve 
a apostar por una fórmula de gobierno 
con los jueces que ya se demostró in-
eficaz cuando fue preciso dictar el RD 
alarma-2. La novedad formal reside en 
la atribución de la última palabra al Tri-
bunal Supremo; la novedad real hay que 
buscarla en el avance del proceso de va-
cunación de la población, que permitirá, 

5 Sorprendente utilización de una norma de urgencia para articular la solución de salida a un estado de alar-

ma que se había prorrogado de una sola vez por seis meses, durante los cuales parece que las Cortes Genera-

les no tuvieron tiempo de alumbrar una solución idónea.

6 Analiza con rigor los dos primeros episodios Presno Linera (2021).

ahora sí, una desescalada efectiva de las 
medidas restrictivas del disfrute de dere-
chos individuales.

5. El reto de manifestarse  
en pandemia

La decisión de acudir al estado de alar-
ma como medida extraordinaria para 
luchar contra la pandemia se adoptó en 
el contexto de una fuerte —y no siem-
pre demasiado razonada ni razonable— 
contestación a la decisión de celebrar 
el día internacional de la mujer el 8 de 
marzo de 2020. Ayuna de base científica 
alguna, esa contestación se tradujo en la 
estigmatización de unas concentracio-
nes en las que quiso verse el desencade-
nante de la pandemia. Con todo, es pre-
ciso reconocer que esa contestación no 
halló respuesta alguna del Gobierno ni 
de las organizaciones convocantes de las 
marchas, siquiera fuera admitiendo una 
cierta falta de diligencia en la valoración 
de los riesgos que para la salud pública 
entrañaban las convocatorias del 8M.

Desde aquella fecha se han sucedido 
al menos cuatro episodios en los que se 
hallaba en juego el ejercicio efectivo del 
derecho de manifestación en situación 
de crisis sanitaria; episodios que se han 
saldado con un resultado muy diferente 
y hasta cierto punto sorprendente, pues 
la jurisdicción ordinaria se ha mostrado 
más proclive que la constitucional a fa-
cilitar ese ejercicio6. Esta diferencia no 
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se explica adecuadamente por el hecho 
de que el Tribunal Constitucional deba 
preservar el contenido mínimo del de-
recho, sino por la diferente metodología 
empleada.

El primero de estos episodios tuvo 
lugar en la emblemática fecha del pri-
mero de mayo, en esta ocasión de 2020, 
que vivimos bajo el estado de alarma de-
clarado por el RD alarma-1 y entonces en 
su tercera prórroga, acordada por el Real 
Decreto 492/2020, de 24 de abril. Debe 
hacerse notar que este último real decre-
to modificaba ligeramente el régimen 
restrictivo del régimen de circulación 
establecido en el art. 7 del RD alarma-1, 
pero que no lo hacía para favorecer de 
algún modo la conmemoración de esta 
jornada trascendental para las organiza-
ciones sindicales, sino para facilitar la 
movilidad de menores y personas con 
discapacidad. De este modo, las eventua-
les restricciones al ejercicio del derecho 
de reunión y manifestación no resulta-
ban de una disposición expresamente 
dedicada al mismo en el RD alarma-1, 
sino que traía causa de la regulación de 
la libertad de circulación en los términos 
ya expuestos.

Planteada la cuestión en estos tér-
minos, y en tanto estuviera vigente ese 
artículo 7 del RD alarma-1, la resolución 
del problema parecía que había de pasar 
por la ponderación entre el derecho de 
manifestación y las exigencias de protec-
ción de la salud pública en un contexto 
de crisis sanitaria. Así lo hicieron tanto 
el Tribunal Constitucional como diver-
sos tribunales superiores de justicia al 
examinar las resoluciones administrati-
vas que prohibían la celebración de dis-
tintas manifestaciones conmemorativas 

del primero de mayo; con resultados 
bien diferentes, como es sabido.

Por un lado, la Sala Primera del 
Tribunal Constitucional, en su auto 
40/2020, de 30 de abril, inadmitió a 
trámite el recurso de amparo que había 
promovido la Central Unitaria de Tra-
balladores/as en relación con las reso-
luciones administrativa y judicial que 
prohibieron la celebración de la tradicio-
nal manifestación del primero de mayo 
en la ciudad de Vigo. La inadmisión se 
fundó en esta ocasión en la realización 
de un juicio ponderativo sobre la pro-
porcionalidad de la prohibición que se 
saldó con un resultado favorable a la 
decisión de la Subdelegación del Go-
bierno en Pontevedra. Curiosamente, 
la inadmisión fue acordada gracias al 
voto dirimente del presidente de la Sala 
Primera, que también lo es del Tribunal 
Constitucional, y prescindiendo de toda 
aplicación del denominado principio de 
concordancia práctica, en virtud del cual 
el bien o valor que cede en la pondera-
ción solo lo hace en la medida estricta-
mente necesaria para la realización de 
aquel que predomina. En el caso, esta 
aplicación hubiera permitido la celebra-
ción de la manifestación en las mismas 
condiciones que sí contemplaron los tri-
bunales superiores de justicia de Nava-
rra (sentencia 69/2020, de 30 de abril) 
o Aragón (sentencia 151/2020, de 30 de 
abril): participación de un número limi-
tado de manifestantes, que debían ha-
cerlo en una caravana de vehículos con 
ocupación individual.

El segundo episodio tuvo lugar el 23 
de mayo de 2020, día en el que el partido 
político Vox había convocado una serie 
de marchas automovilísticas en deman-
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da del cese del estado de alarma (RD alar-
ma-1, entonces en su quinta prórroga, 
plasmada en el Real Decreto 537/2020, 
de 22 de mayo). En esta ocasión, la res-
puesta administrativa fue dispar —se 
autorizaron las marchas en algunas 
ciudades y se prohibieron en otras— y 
la judicial uniforme, pues los tribunales 
contencioso-administrativos estimaron 
todos los recursos interpuestos por los 
organizadores de las marchas. Como 
fácilmente puede advertirse, la justicia 
ordinaria siguió en esta ocasión la senda 
abierta por las sentencias navarra y ara-
gonesa, lo que permitió el ejercicio del 
derecho en las mismas condiciones que 
ya lo habían hecho posible el 1 de mayo. 

Durante la vigencia del RD alarma-3, 
que no contemplaba confinamiento do-
miciliario alguno y solo restricciones de 
la libertad de circulación que bien po-
dían encajar en la lógica de la limitación 
(constricción del tiempo, modo o lugar 
de ejercicio del derecho) sin invadir el 
ámbito de la suspensión (inexistencia 
temporal del derecho), había de volver 
a celebrarse el día internacional de la 
mujer y el primero de mayo. Inopina-
damente, las tornas cambiaron radical-
mente, al menos en la villa de Madrid. 

A diferencia de lo que ocurriera un 
año antes, la Delegación del Gobierno 
en Madrid prohibió la concentración 
que, en conmemoración del día interna-
cional de la mujer, pretendía celebrarse 
en la plaza de Cibeles entre las 11:00 y 
las 14:30 horas. Pese a que las organi-
zaciones convocantes preveían un aforo 
limitado a 250 personas en un espacio 
urbano cuyas dimensiones permite, con 
holgura, la preservación de la separación 
interpersonal, la administración comu-

nicó su negativa “por razones de salud 
pública”. La prohibición, luego ratifica-
da por el Tribunal Superior de Justicia 
de Madrid, llegó ante el Tribunal Cons-
titucional, que admitió a trámite, ese 
mismo día 8 de marzo de 2021, sendos 
recursos de amparo. La admisión no es-
tuvo acompañada, en esta ocasión, de 
la adopción de medida cautelar alguna 
que permitiera la celebración de la con-
centración; eso sí, en sendos autos del 
20 de abril de 2021, el Tribunal denegó 
la tutela cautelar, acaso con efectos re-
troactivos, para una manifestación que 
pretendía realizarse cuarenta días antes. 

Llama la atención el hecho de que 
la Administración esgrimiera como ar-
gumento el que las organizadoras no 
pudieran garantizar la limitación efecti-
va de participantes en la concentración. 
Este motivo no solamente constituye una 
expresión de un formalismo enervante 
cuando del ejercicio de un derecho fun-
damental de participación se trata, sino 
que ignora la carga que sobre la Admi-
nistración pesa de facilitar los medios 
para que ese ejercicio pueda llevarse a 
cabo de manera pacífica. La presencia 
policial no tiene como finalidad principal 
controlar un ejercicio desviado del dere-
cho fundamental sino, ante todo, asegu-
rar que quien pretende disfrutar de ma-
nera real y efectiva de los derechos que la 
Constitución le reconoce, pueda hacerlo. 
En este caso, la presencia policial habría 
de servir para asegurar la limitación del 
aforo, extremo del que, en una situación 
de crisis sanitaria no podía desentender-
se la Delegación del Gobierno en Ma-
drid. Quede constancia, en fin, de que, si 
bien no pudo celebrarse el acto previsto 
para el mediodía del 8 de marzo de 2021 
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en la plaza de Cibeles, horas después y 
a un kilómetro de distancia tuvo lugar, 
sin incidente alguno, una concentración 
feminista en la Puerta del Sol. 

Por el contrario, no hubo ningún 
problema para la celebración de las ma-
nifestaciones del 1 de mayo de 2021 en 
las diferentes ciudades españolas. Sin 
que el régimen jurídico del estado de 
alarma —confinamiento perimetral, to-
que de queda y restricciones de aforo— 
hubiera cambiado desde el 8M, pues 
seguía vigente el RD alarma-3, las dele-
gaciones del Gobierno no pusieron im-
pedimento alguno a la celebración de las 
tradicionales manifestaciones sindica-
les. Tampoco encontraron dificultades 
para celebrar, en esta ocasión de mane-
ra espontánea, su contundente victoria 
electoral los simpatizantes del Partido 
Popular el día de 4 de mayo en los alre-
dedores de la sede la calle Génova. 

6. Suspensión de elecciones 
autonómicas y efectividad  
del derecho de sufragio

El día 10 de febrero de 2020 se adop-
taron sendos decretos de disolución y 
convocatoria de nuevas elecciones al 
Parlamento Vasco (Decreto del Lehen-
dakari 2/2020) y al Parlamento de Ga-
licia (Decreto del presidente de la Xun-
ta 12/2020), a celebrar el siguiente día 
5 de abril. Dicho de otro modo, ambas 
elecciones autonómicas estaban convo-
cadas al momento de entrada en vigor 
del estado de emergencia declarado por 
el RD alarma-1 y las respectivas campa-
ñas electorales habían de prolongarse 
desde las 00:00 horas del 20 de marzo 

hasta las 24 horas del 3 de abril de 2020, 
de modo que su desarrollo había de te-
ner lugar mayoritariamente durante el 
tiempo ordinario de vigencia del estado 
de alarma declarado por el RD alarma-1.

La vigencia de la restricción de la li-
bertad de circulación resultante del art. 
7 del RD alarma-1 y de otras medidas 
llamadas “de contención” en este mis-
mo real decreto hacían inimaginable 
el desarrollo de una campaña electoral 
que pudiera calificarse de tal y arroja-
ban serias dudas sobre la posibilidad de 
celebración misma de la jornada electo-
ral si el estado de alarma se prorrogaba 
en el tiempo, como así sucedió por vir-
tud del Real Decreto 476/2020, de 27 
de marzo. Precisamente por eso, tanto 
el lehendakari como el presidente de la 
Xunta de Galicia dictaron sendos decre-
tos, dejando en suspenso la celebración 
de las elecciones parlamentarias del 5 de 
abril (decretos 7/2020, de 17 de marzo, 
y 45/2020, de 18 de marzo). 

El problema estriba en que estos de-
cretos carecían de cobertura legal, pues 
ninguna norma con este rango contem-
pla la posibilidad de suspender unas 
elecciones ya convocadas. En primer 
lugar, el art. 116.5 CE, en su segundo 
párrafo, prevé que “si se produjere al-
guna de las situaciones” que dan lugar 
a la declaración de los estados de emer-
gencia hallándose “disuelto el Congreso 
o expirado su mandato”, sus competen-
cias “serán asumidas por su Diputación 
Permanente”. Obviamente, este precep-
to hace referencia a las competencias es-
pecíficamente atribuidas al Congreso de 
los Diputados respecto de la prórroga o 
declaración de los estados de emergen-
cia y no puede entenderse aplicable a 
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unas cámaras legislativas autonómicas 
que carecen de competencia alguna en 
la materia. En segundo lugar, ni la Ley 
Orgánica 5/1985, de 19 de junio, del ré-
gimen electoral general, ni la LOEAES 
contienen ninguna referencia a la sus-
pensión de la convocatoria de eleccio-
nes, limitándose la primera a regular la 
suspensión del acto de votación. A ma-
yor abundamiento, el artículo 4.1 de la 
Ley Orgánica 2/1980, de 18 de enero, 
de las distintas modalidades de referén-
dum, que sí prevé la suspensión de este 
tipo de consultas, atribuye este efecto 
suspensivo de carácter autonómico solo 
a la declaración de los estados de excep-
ción y sitio (“No podrá celebrarse refe-
réndum en ninguna de sus modalidades 
durante la vigencia de los estados de ex-
cepción y sitio en alguno de los ámbitos 
territoriales en los que se realiza la con-
sulta o en los noventa días posteriores 
a su levantamiento. Si en la fecha de la 
declaración de dichos estados estuviere 
convocado un referéndum, quedará sus-
pendida su celebración, que deberá ser 
objeto de nueva convocatoria”).

Ambos decretos autonómicos cuen-
tan con unos extensos preámbulos, en 
los que se apunta la necesidad de colmar 
un supuesto silencio legal al respecto. 
Mal puede hablarse de silencio cuan-
do la norma expresa no es de obligada 
adopción en cumplimiento de ningún 
mandato constitucional o estatutario. 
En el caso, la necesidad creó Derecho y 
habilitó unos poderes exorbitantes, y el 
concierto con los distintos partidos po-
líticos con representación parlamentaria 
hizo el resto, evitando el surgimiento de 
controversia alguna que hiciera necesa-
ria la intervención judicial.

Distinta suerte había de correr el 
Decreto 1/2021, de 15 de enero, por el 
que se deja sin efecto la celebración de 
las elecciones al Parlamento de Catalu-
ña del 14 de febrero de 2021 debido a 
la crisis sanitaria derivada de la pande-
mia causada por la COVID-19. La pro-
pia denominación del decreto ilustra 
sobre el juego de sobreentendidos en 
el que parece estar asentada la vida po-
lítica catalana desde los comienzos del 
procés. Y es que esas elecciones, cuya 
celebración se afirma que se dejan “sin 
efecto”, habían sido convocadas por el 
Decreto 147/2020, de 21 de diciem-
bre, de disolución automática del Par-
lamento de Cataluña y de convocatoria 
de elecciones, que a su vez traía causa 
de la imposibilidad de encontrar un 
candidato con respaldo parlamentario 
suficiente para sustituir a Joaquim To-
rra en la presidencia de la Generalitat, 
una presidencia en la que había cesado 
al ser inhabilitado como parlamentario 
(requisito imprescindible para acceder 
al cargo de presidente ex art. 67.2 del 
Estatuto de Autonomía de Cataluña, en 
cumplimiento de lo dispuesto en el art. 
152.1 CE).

El preámbulo del Decreto 1/2021 
es pródigo en las referencias al dicta-
men de la Comisión Jurídica Asesora 
214/2020, de 17 de septiembre, del que 
hace una lectura un tanto sesgada, pues 
no atiende al criterio de gradualidad que 
informa el parecer del órgano consulti-
vo y ve en el dictamen un respaldo a la 
decisión de suspender la convocatoria 
electoral que dista de ser inconcuso. En 
todo caso, las circunstancias en las que 
se dictó el decreto no eran las mismas 
que las existentes cuando se suspendie-
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ron las elecciones a los parlamentos vas-
co y gallego, ni en lo que hace a la evo-
lución de la pandemia (tanto porque ya 
no podía aducirse la imprevisibilidad de 
la situación, una fuerza mayor a la que 
se alude en la sentencia del Tribunal Su-
perior de Justicia de Cataluña que anuló 
el decreto), ni en lo que se refiere a la 
existencia de un cierto consenso político 
sobre la conveniencia de posponer la lla-
mada a las urnas. El oasis catalán había 
dejado de serlo mucho tiempo atrás y no 
podía confiarse en un consenso que per-
mitiera la adopción de medidas de muy 
discutible cobertura legal, por más que 
pudieran responder a situaciones de ne-
cesidad.

En estas circunstancias, no puede 
sorprender que la Sala de lo Contencio-
so-Administrativo del Tribunal Superior 
de Justicia de Cataluña, por sentencia de 
1 de febrero de 2021, declarara la nulidad 
del decreto de suspensión de la convoca-
toria electoral por representar una vul-
neración del derecho al sufragio carente 
de habilitación legal suficiente, tanto en 
cuanto al órgano como al fondo de la de-
cisión misma. La sentencia, que cuenta 
con un voto particular discrepante, puso 
coto al exceso de creatividad que la pan-
demia parece haber introducido en un 
Derecho desnortado por demás y permi-
tió la celebración de elecciones sin inci-
dencia notable desde la óptica sanitaria. 
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Conclusiones

1 Ante el desencadenamiento de la 
crisis sanitaria causada por la pan-

demia de COVID-19, la utilización del 
Derecho constitucional de excepción 
se presentó, en marzo de 2020, como 
la única alternativa viable. Y así era, en 
gran medida, porque para hacer frente 
a la situación era preciso restringir dere-
chos fundamentales de los ciudadanos, 
en particular su libertad de circulación. 
En la alternativa legislación de emergen-
cia/legislación sanitaria, aquella presen-
ta la ventaja de una intensa intervención 
parlamentaria, que no está presente en 
la legislación sanitaria. La garantía par-
lamentaria se da tanto en las prórrogas 
del estado de alarma como en la auto-
rización previa a la declaración del esta-
do de excepción, pero es ajena a las in-
tervenciones que habilita la legislación 
sanitaria, sencillamente porque inciden 
siempre sobre sujetos determinados o 
fácilmente determinables.

2 Era discutible, en todo caso, que 
bastara la declaración del estado 

de alarma para una restricción de la li-
bertad de circulación como la que cono-
cimos durante la vigencia del RD alar-
ma-1. Mal puede hablarse de limitación 
del derecho cuando la circulación por 
vías públicas estaba prohibida con carác-
ter universal salvo que el ciudadano pu-
diera aducir una causa de justificación 
que la Administración considerara su-
ficiente. El confinamiento domiciliario 
se asemejó mucho más a la inexistencia 
temporal de la libertad que al recorte de 
algunas de las facultades que integran 
este derecho fundamental.

3 Si no se declaró el estado de ex-
cepción no fue para facilitar una 

subrepticia reducción de las libertades 
de los ciudadanos, sino por falta de ex-
periencia en la gestión democrática de 
grandes crisis y por la influencia que en 
el subconsciente colectivo sigue ejercien-
do el abuso que del estado de excepción 
se hiciera en otros contextos políticos. Es 
cierto, sin embargo, que la opción em-
pleada ha mermado la calidad de nuestra 
democracia al menos en dos vertientes:

a.	 Se ha asistido a una cierta degrada-
ción de la cultura de los derechos fun-
damentales, hasta el punto de que ha 
sido habitual asistir a una carrera en 
la defensa de técnicas restrictivas de 
derechos, cuando lo pertinente hu-
biera sido tratar de hacer compatible 
el máximo disfrute de esos derechos 
con la lucha contra la pandemia. Una 
democracia sin derechos se atrofia 
hasta transformarse en el ideal ple-
biscitario de los populistas.

b.	 El Parlamento (entre nosotros, los 
parlamentos) han sido los grandes 
ausentes en la crisis sanitaria. Como 
también lo fueron en la crisis finan-
ciera de 2008, o en tantas y tantas 
ocasiones recientes. Un parlamento 
orillado es la peor alternativa posible 
para una democracia deliberativa de 
calidad como la que propugna la Na-
ción española en el preámbulo de la 
Constitución de 1978.

4 La experiencia atesorada durante 
la vigencia prorrogada del RD alar-

ma-1 puso de relieve las insuficiencias 
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de nuestro Derecho constitucional de 
excepción, cuyo diseño se cerró antes de 
que se abriera el proceso de asentamien-
to del Estado de las autonomías. La re-
centralización de competencias ejecuti-
vas no dio los resultados taumatúrgicos 
que algunos ansiaban, lo que debiera 
servir de enseñanza para futuros arbi-
trismos recentralizadores. Cuando se 
aprovechó la experiencia gestora ateso-
rada por las Administraciones territoria-
les se ganó en eficiencia y el manejo de 
la crisis permitió comenzar a otear un 
horizonte más despejado. Por desgracia, 
la inanidad del Parlamento impidió dar 
carta de naturaleza normativa a este es-
tado de cosas y actualizar nuestro Dere-
cho constitucional de excepción.

5 Lejos de procederse a esa labor le-
gislativa, se optó por un empleo a 

fondo de las potestades normativas de 
las Administraciones públicas en una 
especie de “gobierno con los jueces”. 
Tras decaer los estados de emergencia 
declarados por el RD alarma-1 y el RD 
alarma-3, se ha acudido a la misma so-
lución: que las comunidades autóno-
mas hagan uso de sus facultades ordi-
narias, complementando su eficacia con 
la autorización o ratificación judicial de 
las medidas (y no solo de su ejecución 
cuando suponga afección a algún dere-
cho fundamental en el que la garantía 
de intervención judicial esté normativa-
mente predeterminada como parte de 
su contenido esencial). Se hace así a los 
jueces copartícipes en el ejercicio de la 
potestad reglamentaria. Si después del 
RD alarma-1 la suerte del sistema se fia-
ba a la actuación de los tribunales supe-
riores de justicia, tras la caducidad del 
RD alarma-3 se ha apostado por cerrar 
el sistema a través de la intervención 

del Tribunal Supremo. De este modo, 
la “unidad de mando” se garantiza me-
diante los autos que dicte la Sala de lo 
Contencioso-Administrativo de ese mis-
mo Tribunal.

6 Las experiencias habidas con oca-
sión de los distintos intentos de 

ejercer el derecho de reunión y manifes-
tación en pandemia ejemplifican bien 
la inconsistencia de una cierta política 
de los derechos ciudadanos. Por una 
parte, una Administración dirigida por 
un Gobierno progresista ha sido celosa 
guardiana del orden público sanitario 
en demérito del ejercicio del derecho de 
manifestación incluso para la conme-
moración de hitos clave en la historia del 
movimiento sindical (1 de mayo) y femi-
nista (8 de marzo). En este último caso, 
cabe preguntarse si la actitud adoptada 
frente a las concentraciones frustradas 
el 8 de marzo de 2021 no respondieron 
más a la mala conciencia de la laxitud 
mostrada un año antes que a una valora-
ción adecuada de los riesgos reales que 
entrañaban para la salud pública. Por 
otra parte, es digna de constatar la espe-
cial sensibilidad que para con el derecho 
fundamental mostraron los tribunales 
de la justicia ordinaria y que contrasta 
con el rigorismo formalista de nuestro 
Tribunal Constitucional.

7 Los casos de las elecciones a los 
parlamentos gallego, vasco y cata-

lán son especialmente ilustrativos de las 
carencias que han aquejado a la gestión 
de la crisis. Cuando se declaró el primer 
estado de alarma, ya estaban convoca-
das las elecciones a los dos primeros 
parlamentos y, sin embargo, nada se 
hizo para posibilitar la suspensión de 
las convocatorias. Por mejor decir, nada 
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se hizo a través de la ley, que es el ins-
trumento propio de ordenación del De-
recho público (pues no se modificó la 
Ley Orgánica del régimen electoral ge-
neral en línea parcialmente coincidente 
con lo establecido en la Ley Orgánica 
de las distintas modalidades de referén-
dum). La solución vino de la mano de 
una asunción de poderes de emergen-
cia por quienes no los tenían conferidos 
por el ordenamiento jurídico (en la peor 
tradición, la necesidad hizo el Derecho), 

7 Ver “Aún hay jueces en Berlín… y en Catalunya”, La Vanguardia, 22 de enero de 2021, disponible en: 

https://www.lavanguardia.com/politica/20210122/6189573/aun—hay—jueces—berlin—catalunya.html 

acompañada de un acuerdo con los dis-
tintos actores políticos: la información 
informal a los partidos políticos permi-
tió ganar su conformidad con la medida 
alegal de suspensión de la convocatoria 
que finalmente se adoptó. Lo sucedido 
en el caso catalán pone claramente de 
relieve los límites infranqueables con lo 
que se topa el rodeo al Derecho cuando, 
como bien recordara Joaquim Tornos 
Más7, “hay jueces en Berlín… y en Ca-
talunya”.
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1. Introducción

Al comienzo de su libro Technocracy, 
Jean Meynaud (1969, p. 12) señalaba 
que “tecnocracia” y “tecnócratas” eran 
conceptos que se usaban de manera muy 
frecuente en el debate político francés, 
aunque no tanto en el de otros países, 
y que ambos carecían de una definición 
generalmente aceptada. Technocracy, 
uno de los libros considerados ahora 
como obras clásicas en el análisis de la 
participación de expertos en el proceso 
de toma de decisiones políticas, fue tra-
ducido al inglés en 1969 pero publicado 
originalmente en francés cinco años an-
tes. Pero el debate público sobre la tec-
nocracia y el análisis de la participación 
de los expertos en la toma de decisiones 
políticas han cambiado notablemente 
desde entonces. Más de cincuenta años 
después, la implicación de los expertos 
en las decisiones políticas aparece hoy 
recurrentemente en el debate público de 
numerosos países y, afortunadamente, 
hemos avanzado mucho en su defini-
ción y descripción (gracias al esfuerzo, 
entre otros, del propio Meynaud).

La pandemia de COVID-19 que vi-
vimos desde comienzos de 2020 ha 
supuesto una revitalización del debate 
sobre el papel de los expertos, técnicos y 
científicos en el proceso de toma de de-
cisiones políticas. Los meses más duros 
de la pandemia hicieron que el papel de 
los expertos fuera objeto de cierta con-
troversia también en el debate público 
en España. Ciertamente, tanto ese de-
bate como el análisis del papel de los 
expertos han permitido también iden-
tificar las diferentes dimensiones de la 
implicación de los expertos en el proce-

so de toma de decisiones políticas, sus 
ramificaciones ideológicas y los dilemas 
democráticos que esta conlleva. En este 
capítulo vamos a abordar estas cuestio-
nes, centrándonos especialmente en las 
actitudes y opiniones de los españoles 
en lo que respecta a la tecnocracia y, en 
general, al papel de los expertos en el 
proceso de toma de decisiones políticas.

2. Tecnocracia, expertos y políticos

Siguiendo las prevenciones de Meynaud, 
conviene primero aclarar qué entende-
mos por tecnocracia, por tecnócratas y, 
en definitiva, de qué hablamos cuando 
discutimos sobre la implicación de los ex-
pertos en la toma de decisiones políticas. 
Tras el término tecnocracia se encuentra 
una forma —aunque más bien extrema, 
como veremos más adelante— de la im-
plicación de los expertos y del uso del 
conocimiento experto en el proceso de 
toma de decisiones políticas (Caramani, 
2017). Los partidarios del reforzamiento 
de esa implicación y de ese papel del co-
nocimiento experto han dado lugar a una 
doctrina tecnocrática con características 
muy identificables. Esa doctrina tecno-
crática reivindica el papel de los expertos 
en la definición de objetivos políticos y 
en los procedimientos para alcanzarlos; 
demanda la primacía del conocimiento 
experto, del saber científico y técnico —a 
los que confiere rasgos de imparcialidad 
y objetividad—, en la elaboración de de-
cisiones políticas; y adjudica a los exper-
tos y a su análisis racional —basado en la 
evidencia, siguiendo el método científi-
co— una capacidad superior para lograr 
políticas y decisiones eficientes.
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Pero si los técnicos, los expertos, 
su conocimiento y el saber científico 
son preferibles como protagonistas del 
proceso de toma de decisiones políticas 
¿ante qué son superiores? Los partida-
rios de la doctrina tecnocrática contes-
tarán con pocas dudas: son preferibles 
y superiores a los políticos de partido. 
Desde luego, además de su dimensión 
propositiva, la doctrina tecnocrática se 
caracteriza por su visión muy negativa 
de la política convencional, cuyos efec-
tos perniciosos serían evitados precisa-
mente por el reforzamiento del papel de 
los expertos y del conocimiento experto 
en el proceso político. Desde el punto 
de vista tecnocrático, se entiende que 
la política de partidos —y los políticos 
partidistas— se encuentran frecuente-
mente sometidos a presiones e influen-
cias indeseables que favorecen que se 
adopten decisiones políticas ineficien-
tes. Muy particularmente, se señala que 
los políticos de partido tienden a tomar 
decisiones cortoplacistas debido a los 
imperativos electorales inmediatos y a 
favorecer a clientelas electorales, sosla-
yando la búsqueda del interés general 
y de soluciones eficientes basadas en el 
conocimiento experto y especializado. 
De este modo, se sugiere que los polí-
ticos partidistas actuarían de manera 
irresponsable, capturados por intereses 
sectoriales o por la búsqueda de benefi-
cios electorales; se apunta incluso a que 
los políticos de partido podrían no tomar 
decisiones “objetivamente” necesarias 
ante el temor de desagradar a sus votan-
tes y perder elecciones. 

Así, la doctrina tecnocrática incluye 
una fuerte desconfianza hacia actores 
políticos tradicionales, como los parti-

dos y los políticos partidistas, que tienen 
un papel central en las democracias re-
presentativas tal y como las conocemos. 
Este antipartidismo puede no manifes-
tarse explícitamente como apoliticismo 
o antipolítica pero, en la medida en que 
cree en la existencia de un saber supues-
tamente objetivo y neutral que debiera 
guiar la gestión política por encima de 
preferencias e intereses y que, en caso 
de seguirse e implementar sus propues-
tas, respondería mejor al interés gene-
ral, la doctrina tecnocrática se adhiere a 
una visión apolítica o incluso antipolíti-
ca (Bickerton e Invernizzi Accetti, 2017; 
Caramani, 2017). En definitiva, los de-
fensores de soluciones tecnocráticas 
proponen formas alternativas de repre-
sentación, de legitimación y de decisión 
política a las de las democracias repre-
sentativas contemporáneas.

Los debates alrededor del papel de 
los expertos en la toma de decisiones y 
sobre las soluciones tecnocráticas son 
recurrentes, pero ¿por qué alcanzan aho-
ra una mayor intensidad? Mair (2009, 
2013) y Caramani (2017) sugieren con-
vincentemente que la defensa de so-
luciones tecnocráticas (así como la de 
propuestas populistas) es el resultado de 
la crisis de representación política que 
aqueja a las democracias contemporá-
neas. La insatisfacción ciudadana con 
el funcionamiento de las democracias 
contemporáneas, las dificultades de los 
Gobiernos nacionales para afrontar pro-
blemas políticos crecientemente sofisti-
cados que parecen superar su capacidad 
para solucionarlos, y los límites y com-
plejidades que enfrentan esos Gobiernos 
en el contexto de la globalización con-
temporánea, favorecen alternativas como 
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el populismo y la tecnocracia. Esta últi-
ma, además, ha sido promovida en oca-
siones por diversos políticos, Gobiernos 
e instituciones que han erosionado su 
propio papel, defendiendo la necesidad 
de “despolitizar la política”, concediendo 
crecientes capacidades, competencias y 
valor a expertos, ya sea a través de políti-
cas públicas “basadas en la evidencia” o 
mediante reguladores “independientes” 
de alineamientos partidistas. 

Los Gobiernos de nuestros sistemas 
políticos democráticos contemporáneos, 
Gobiernos de partidos, ven cómo, en el 
contexto de la compleja gobernanza glo-
bal, limitados por instituciones y com-
promisos internacionales y suprana-
cionales y por los decrecientes vínculos 
partidos-sociedad, se produce una ten-
sión de difícil manejo entre dos funcio-
nes cruciales que ejercían clásicamente 
los partidos: la de representar y expresar 
las preferencias de los ciudadanos en 
los procesos de toma de decisiones po-
líticas (o responsiveness, en su término 
inglés), por un lado, y la de gobernar de 
manera efectiva y eficiente respetando 
procedimientos, prácticas y compromi-
sos legales nacionales e internacionales 
(responsibility, en inglés), por otro (Mair, 
2009). En este marco, los partidarios de 
soluciones tecnocráticas priman la nece-
sidad de gobernar “responsablemente” y 
defienden la capacidad de expertos y téc-
nicos (y de su saber experto) para identi-
ficar los objetivos políticos y las solucio-
nes más eficientes a los problemas. Esos 
expertos, dotados de cualificaciones 
educativas y trayectorias profesionales, 
independientes de los partidos políticos, 
sin adscripción a ninguno de ellos, se-
rían lo que se conoce como tecnócratas.

En definitiva, las alternativas y pro-
puestas tecnocráticas suponen así un 
desafío a los sistemas políticos plura-
listas, de gobierno representativo. Estos 
sistemas asumen la existencia de un 
control de las decisiones políticas por 
los ciudadanos, por sus representantes 
y por los partidos a los que estos perte-
necen que, en las soluciones tecnocrá-
ticas, quedaría relegado a un papel me-
nor. Las soluciones tecnocráticas, que 
confían en su capacidad para favorecer 
la responsabilidad en la adopción de 
decisiones políticas —y que, explícita o 
implícitamente, defienden aislar las de-
cisiones políticas de influencias partidis-
tas y electorales—, pueden suponer así 
un debilitamiento adicional del modelo 
de gobierno democrático, representativo 
y pluralista de cuya crisis nos advertía 
Mair (2009).

En cierta manera, el ideal pluralista 
sobre el que se basan las democracias 
contemporáneas ya sufre del contraste 
con una realidad en la que algunos ac-
tores políticos y sectores de la población 
son capaces de ejercer mayor influencia 
que otros sobre qué problemas políticos 
se abordan y qué decisiones políticas se 
adoptan. Un mayor peso de expertos y 
tecnócratas y de políticas e instituciones 
tecnocráticas sería un paso más en ese 
debilitamiento del modelo democrático 
en la medida en que, muy pronuncia-
damente en ciertos tipos de implicación 
política de los expertos, se asume un 
grado de autonomía e independencia de 
los expertos que debilita el control políti-
co de sus decisiones.

A esto se une otra cuestión que igual-
mente puede ser problemática desde el 
punto de vista democrático. Dejando a 
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un lado ahora que la supuesta infalibi-
lidad del conocimiento experto siempre 
debe estar sometida a la provisionalidad 
de todo conocimiento científico y que la 
propia especificación de quién es ver-
daderamente “experto” es discutible, la 
supuesta independencia, neutralidad y 
objetividad de los expertos, tanto en la 
elección de los objetivos políticos como 
de las políticas públicas destinadas a al-
canzarlos, también resulta problemática. 
En este sentido, instituciones y actores 
tecnocráticos han estado vinculados con 
frecuencia a decisiones que han favoreci-
do políticas neoliberales, hasta el punto 
de generar un tipo ideal de práctica tec-
nocrática neoliberal (Sánchez-Cuenca, 
2020). De este modo, paradójicamente, 
la despolitización tecnocrática ha sido 
abandonada en algunas de las prácticas 
de tecnócratas que se han alineado ideo-
lógicamente de modo muy claro.

Las diferentes dimensiones de la 
tecnocracia y de la implicación de los 
expertos en la toma de decisiones polí-
ticas nos conducen al siguiente aspecto 
que abordaremos en este capítulo. La 
búsqueda de la racionalización y de la 
eficiencia, del incremento de la infor-
mación, de las ventajas de la especiali-
zación y del uso del conocimiento cien-
tífico no son cuestiones necesariamente 
negativas ni suponen en sí un desafío 
a los procedimientos de Gobiernos de-
mocráticos. Ninguna de esas prácticas o 
fines supone inherentemente una pérdi-
da del control democrático ni tiene, por 
tanto, por qué incrementar la crisis de 
representación política, el desinterés o la 
apatía políticas entre los ciudadanos. La 
implicación de los expertos en la toma 
de decisiones políticas se produce de 

modos muy diversos entre los que la tec-
nocracia, la identificación de objetivos 
políticos y la decisión política autónoma 
por parte de expertos independientes y 
apartidistas, con credenciales educativas 
y trayectorias profesionales especializa-
das, es solo un modo extremo. La dele-
gación de la autoridad política en tecnó-
cratas sin control político, la sustitución 
de políticos o partidos por expertos o la 
relegación de los políticos a meros im-
plementadores de las decisiones de los 
expertos son solo modalidades extremas 
dentro de la gama de posibilidades de 
implicación de los expertos en la toma 
de decisiones políticas.

3. Formas de implicación de los 
expertos en la toma de decisiones

En las democracias representativas, la 
responsabilidad de la toma de decisio-
nes está en último término en manos 
de personal político, a menudo cargos 
electos. Como decíamos, eso no es óbi-
ce, sin embargo, para que, en ocasiones, 
los cargos públicos decidan delegar as-
pectos de la toma de decisiones en ex-
pertos. Este tipo de delegación es, de 
hecho, cada vez más frecuente. Así, con 
el estallido de la pandemia surgió un 
debate intenso sobre si los gobernantes 
políticos debían ceder la toma de deci-
siones clave a personas especialmente 
formadas en medicina y salud pública. 
La delegación en expertos, no obstante, 
presenta dilemas, ventajas y costes. En 
esta sección discutimos cómo se presen-
tan estos dilemas en función del tipo de 
participación de los expertos, enumera-
mos algunos ejemplos concretos de par-
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ticipación de expertos para cada uno de 
estos tipos y ponemos de relieve si los 
ciudadanos tienen preferencias sobre 
qué tipo de papel deben jugar los exper-
tos en las democracias representativas.

La manera en que los expertos se im-
plican en política puede adquirir formas 
muy distintas. En un trabajo reciente, 
Bertsou (2021) distingue tres tipos de 
participación de expertos en la toma de 
decisiones: 
•• Participación en el diseño de la política.
•• Participación en la toma de decisiones.
•• Participación en la implementación y 

evaluación de las decisiones.
Se trata, pues, de una tipología ba-

sada en un criterio cronológico: en qué 
momento del proceso de puesta en 
marcha de una política pública entran 
en juego los expertos independientes. 
Estos tres tipos de participación de los 
expertos se dan en la mayoría de países, 
aunque en distintos grados. En el caso 
español, podemos ver ejemplos de cada 
uno de ellos.

La participación de los expertos en el 
diseño de la política es seguramente la 
más frecuente en el caso español. Sirvan 
de ejemplo el Comité de Bioética de Es-
paña1, formado por profesionales de ese 
campo, que asesora al Gobierno actual 
en la política de vacunación; el recien-
temente creado grupo de expertos que 
asesora al Ministerio de Política Terri-
torial y Función Pública en la reforma 
de las oposiciones al funcionariado en 

1 Ver http://www.comitedebioetica.es/ 

2 Ver “Función Pública crea un comité de expertos para modernizar la Administración”. Diario de León, 28 

de abril de 2021. Disponible en: https://www.diariodeleon.es/articulo/espana/funcion-publica-crea-comite-

expertos-modernizar-administracion/202104281523212108388.html 

3 Ver “Zapatero elige un ‘comité de sabios’ para diseñar el modelo de televisión pública”. El País, 4 de febrero 

de 2004. Disponible en: https://elpais.com/diario/2004/02/04/espana/1075849212_850215.html 

España2; o el “comité de sabios” para la 
reforma de RTVE3, formado en 2004 
por el Gobierno de José Luís Rodríguez 
Zapatero.

Por otro lado, el ejemplo más claro 
de implicación directa de los expertos en 
la toma de decisiones a nivel compara-
do son los Gobiernos tecnocráticos, que 
han sido particularmente frecuentes en 
el caso italiano (gabinetes de Monti o 
Ciampi). En el caso español, en cambio, 
este tipo de participación la encontramos 
en el nombramiento de expertos inde-
pendientes al frente de ministerios: en 
el gabinete actual, podemos destacar a 
la ministra de Economía, Nadia Calviño, 
o al ministro de Ciencia, Pedro Duque. 
En ambos casos, se trata de profesiona-
les de alta formación y experiencia en su 
área de especialización y con un perfil 
independiente de los partidos políticos. 
También el Banco Central Europeo, que 
define la política monetaria en España (y 
en el conjunto de la eurozona), está for-
mado por personal con una formación 
alta y especializada.

Por último, podemos encontrar al-
gunos ejemplos de implicación en la 
implementación y control ex-post de 
las políticas. En buena medida, la im-
plementación de políticas públicas en 
España está en manos de funcionarios 
de carrera, con formación especializa-
da e independientes de los políticos (al 
menos formalmente). En términos de 
control y evaluación, el Banco de España 
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realiza habitualmente este tipo de labo-
res y está formado por personal de alta 
cualificación. Más recientemente, la Au-
toridad Independiente de Responsabili-
dad Fiscal (AIReF) realiza funciones de 
evaluación de políticas públicas desde el 
prisma de su impacto en la salud fiscal 
de las administraciones españolas. 

La participación activa de profesio-
nales y especialistas en las decisiones 
políticas plantea importantes dilemas. 
La delegación ofrece beneficios potencia-
les de gran relevancia. En primer lugar, 
por definición, los expertos poseen una 
formación y un conocimiento singular 
y difícil de encontrar, más especializa-
do que el de los políticos que tienen en 
su mano delegar la toma de decisiones. 
Esta formación abre la posibilidad de 
que los expertos tengan una mayor ca-
pacidad que la del ciudadano común y 
el político a la hora de diagnosticar pro-
blemas sociales importantes. Por esa 
misma razón, es esperable que el con-
curso de los expertos haga más probable 
y rápido encontrar soluciones eficaces y 
eficientes a los problemas sociales. En 
el caso de la COVID-19, por ejemplo, se 
ha argumentado que investigadores en 
medicina y expertos en salud pública po-
dían sacar partido de su especialización 
para proponer las mejores medidas para 
contener el virus. Otra posible ventaja de 
que los expertos se involucren en políti-
ca es que su horizonte temporal puede 
ser más largo que el de los políticos. De 
hecho, como señalamos más arriba, una 
de las críticas de la doctrina tecnocrática 
a la democracia de partidos es que los 
políticos toman medidas cortoplacistas 
porque su horizonte temporal viene de-
finido por las convocatorias electorales. 

Eso hace menos probable que los polí-
ticos apuesten por tomar medidas que 
solo dan réditos en el largo plazo, como 
frenar el cambio climático. La promesa 
de la participación de los expertos es, 
pues, que aumente la responsibility de las 
decisiones públicas y que se vean mejor 
representados los intereses a largo plazo 
de los ciudadanos.

No obstante, esta misma delegación, 
como cualquier relación de principal-
agente, entraña unos costes. Precisa-
mente por el hecho de tener una mayor 
formación, más especializada y escasa, 
los expertos constituyen una minoría 
social. Por ello, sus preferencias políti-
cas pueden divergir de la de los políti-
cos que les han delegado poder y de los 
ciudadanos a los que representan. Los 
expertos suelen tener un origen social 
más acomodado que la media —lo cual 
les ha ayudado a alcanzar su estatus de 
especialistas— y eso puede tener con-
secuencias sobre sus preferencias. Esta 
posible divergencia puede tomar distin-
tas formas. Los expertos pueden tener 
los mismos objetivos para cada una de 
las cuestiones políticas (issues) pero te-
ner un distinto orden de prioridades. 
Por poner un ejemplo hipotético, los 
expertos podrían estar más preocupados 
por el cambio climático que los políticos 
y los ciudadanos y estos a su vez estar 
más preocupados por cuestiones de con-
flicto étnico que los expertos. Otro ejem-
plo sería el de expertos movilizados para 
combatir la COVID-19: su punto de vis-
ta puede estar centrado exclusivamente 
en minimizar contagios, sin quizá tener 
suficiente anchura de miras para tener 
en cuenta los trade-off con otros temas, 
como la actividad económica, y hacer un 

informe_democracia_2021.indb   157 2/7/21   12:12



158

análisis coste-beneficio completo. Peor 
aún, incluso para una misma cuestión, 
los expertos pueden tener preferencias 
distintas de las de los políticos y votan-
tes. Los expertos, por ejemplo, podrían 
preferir un mercado de trabajo libre con 
despido gratuito y los políticos o votan-
tes no. De esta manera, la participación 
de los expertos puede reducir la respon-
siveness (coherencia) de las decisiones 
políticas a las preferencias ciudadanas. 

No todos los tipos de implicación de 
los expertos en las decisiones de políti-
ca pública plantean los mismos dilemas 
de representación. Se podría pensar que 
los riesgos asociados a la presencia de 
expertos se dan exclusivamente cuando 
estos participan directamente en la toma 
de decisiones. Pero esto no es así.

3.1. Dilemas de la delegación a expertos 
para el asesoramiento y diseño de 
políticas

La participación de expertos en el aseso-
ramiento y en el diseño de políticas ya 
plantea algunos dilemas propios. Para 
ilustrarlos, pongamos el ejemplo de for-
mar un comité de expertos para diseñar 
el uso de los fondos europeos de recupe-
ración. Esta opción de delegar la formu-
lación de propuestas políticas a expertos 
plantea ciertas ventajas. En primer lugar, 
es posible seleccionar participantes que 
sean especialistas en áreas claves. La de-
legación, además, permite la especializa-
ción: que los miembros del comité ten-
gan dedicación absoluta. Como expertos, 
además, tienen una alta capacidad de 
diagnosticar los problemas de la socie-
dad y de identificar soluciones efectivas. 

No obstante, esta delegación también 
entraña riesgos. En primera instancia, le 
otorga al comité un poder muy impor-

tante a la hora de marcar la agenda. Al 
tener poder para plantear las propuestas 
iniciales, ese comité puede hacer que 
prevalezcan sus prioridades por encima 
de los objetivos de los ciudadanos o de 
los políticos electos. Siguiendo sus pre-
ferencias, el comité puede aumentar la 
relevancia de ciertos temas frente a otros 
e incluso ocultar posibles soluciones por-
que no son del agrado del propio comi-
té. Asimismo, como cualquier decisión 
con efectos distributivos, los expertos 
pueden dar más importancia a las prefe-
rencias de ciertos grupos sociales que a 
las de otros y proponer medidas acordes 
con ello. No obstante, los posibles pro-
blemas de representación asociados a la 
participación de expertos en el diseño de 
políticas están contenidos por el hecho 
de que los políticos a cargo de la toma 
de decisiones siempre pueden vetar las 
propuestas que surjan del comité.

3.2. Dilemas de la delegación a expertos 
para la toma directa de decisiones

Es en el nivel de la toma directa de de-
cisiones donde las disyuntivas asociadas 
a la participación de expertos se hacen 
más evidentes. Que sean expertos los 
que toman las decisiones pone plena-
mente en valor su conocimiento y for-
mación. Al no estar subordinados a 
políticos con intereses propios, tienen 
mayor libertad para poner en práctica su 
profesionalidad y sabiduría. Las venta-
jas potenciales son claras: poder tomar 
decisiones de largo plazo sin injerencias 
cortoplacistas, con la mayor neutralidad 
y objetividad posibles, sirviendo así los 
intereses ciudadanos con responsibility. 
Ahora bien, cuanto mayor es el margen 
de maniobra de los expertos (y menores 
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sus ataduras a otro tipo de agentes), ma-
yor es el riesgo de que manifiesten la di-
vergencia de sus preferencias con las de 
los ciudadanos comunes. 

3.3. Dilemas de la delegación de la 
implementación y de la evaluación  
a los expertos

Este tipo de implicación de personas con 
formación específica plantea claras ven-
tajas. Una vez aprobada la medida políti-
ca, una implementación exitosa requiere 
de conocimientos específicos, tanto jurí-
dicos como los propios del área al que 
se refiere. Para ello, los expertos tienen 
una ventaja comparativa. Asimismo, la 
evaluación de políticas públicas requiere 
de formación metodológica y de familia-
ridad con el área que un experto puede 
tener en mayor medida que el personal 
de confianza política. La neutralidad y 
objetividad atribuida a los expertos, ade-
más, es clave para que la evaluación se 
haga correctamente. 

Aun así, ni siquiera podemos de-
cir que la implicación de los expertos a 
este nivel esté exenta de conflictos. Las 
decisiones políticas, aun después de to-
madas, dejan margen para la implemen-
tación y ahí puede entrar en juego la di-
vergencia de opiniones entre expertos y 
ciudadanos. Cuando los expertos están 
en desacuerdo con una medida pero es-
tán a cargo de implementarla pueden 
decidir ralentizar la implementación o 
que esta sea solo parcial. Asimismo, la 
evaluación también admite discreciona-
lidad. Los expertos que no vean las deci-
siones con buenos ojos pueden decidir 
evaluar con mayor atención aquellos as-
pectos más débiles de la política públi-
ca o solo desde el punto de vista de los 
objetivos que para ellos son prioritarios, 

pero ello no tiene por qué coincidir con 
la opinión pública.

¿Qué postura tienen los ciudadanos 
ante estos dilemas? ¿Qué tipo de partici-
pación de los expertos desean? Un estudio 
reciente de Bertsou (2021) nos da algu-
nas pistas al respecto. En un trabajo que 
incluye a varios países europeos, Bertsou 
encuentra que la mayoría de la ciudadanía 
prefiere que sean expertos independientes 
los que estén a cargo de las fases de for-
mulación e implementación de las políticas 
públicas. Este apetito por la implicación de 
expertos, no obstante, es menor en cuanto 
a la toma de decisiones. En ese caso, hay 
prácticamente indiferencia entre que sean 
políticos o expertos los que tengan la res-
ponsabilidad de tomar la decisión última. 
Este patrón de preferencias, curiosamente, 
es bastante homogéneo entre países, en la 
medida en que la diferencia de resultados 
entre unos y otros es bastante exigua.

El estudio de la profesora Bertsou 
(2021) no incluye el caso español y, de 
momento, no tenemos datos para Espa-
ña en donde se detallen las preferencias 
por expertos en diferentes momentos 
del proceso de toma de decisiones (ver, 
no obstante, Ganuza y Font, 2020). No 
obstante, en la siguiente sección presen-
tamos datos empíricos acerca de las acti-
tudes hacia los expertos en nuestro país 
en términos generales.

4. Actitudes ciudadanas ante  
la implicación de los expertos  
en las decisiones políticas

En España gustan los expertos. Esta pre-
ferencia favorable por la participación en 
la toma de decisiones políticas de per-
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sonas con un saber específico y técnico 
sobre una competencia determinada es 
una constante en cualquier encuesta en 
la que se pregunte sobre este asunto. 
Para la población española, conocemos 
dicha inclinación con algo más de de-
talle gracias a los estudios de Joan Font 
et al. (2012, 2015, 2016, 2018, 2020) y, 
recientemente, por algunos trabajos 
propios (Lavezzolo y Ramiro, 2018; La-
vezzolo, Ramiro y Fernández-Vázquez, 
2020; Fernández-Vázquez, Lavezzolo y 
Ramiro, 2021). Los datos de apoyo hacia 
los expertos pueden variar según cómo y 
qué se pregunte. Por ejemplo, en 2015, 
para una muestra representativa en Es-
paña, el porcentaje de encuestados que 
se mostraba de acuerdo con la afirma-
ción “La política funcionaría mejor si las 
decisiones políticas se dejaran en manos 
de expertos en lugar de políticos o ciu-
dadanos” era del 72%, una fracción muy 
alta, sobre todo en comparación con otras 
democracias como Reino Unido, Países 
Bajos o Finlandia (nunca por encima del 
35%) en encuestas en torno a ese mismo 
año y con preguntas similares.

No obstante, ampliando el foco de la 
comparación, y con datos de la European 
Values Survey de 2017, observamos que 
la posición de España respecto a las ac-
titudes proexpertos no es tan atípica. El 
Gráfico 1 muestra, para 24 países eu-
ropeos, los distintos niveles de apoyo a 
un sistema político en donde “sean los 
expertos, y no el Gobierno, quienes to-
men las decisiones de acuerdo con lo 
que creen sea mejor para el país”. Espa-
ña acumula un 56% de encuestados que 
señalan que dicha fórmula es “muy bue-
na” o “bastante buena”, una posición por 
detrás de países como Croacia (85%), 

Eslovenia (78%), Rumania (78%), Eslo-
vaquia (73%), Hungría (71%), Bulgaria 
(71%) y Polonia (59%), pero superior 
a países como Austria (51%), Francia 
(47%), Portugal (44%), Alemania (38%), 
Italia (37%) o Suecia (32%), entre otros.

Recientemente, ya adentrados en la 
crisis del coronavirus (junio de 2020), 
en una encuesta realizada en España 
por los autores de este capítulo, encon-
tramos que el respaldo que reciben los 
expertos continúa siendo significativa-
mente alto. En una escala sobre el ni-
vel de acuerdo, de 0 a 10, la frase “los 
problemas que enfrenta el país requie-
ren de expertos/as para resolverlos” re-
gistraba un 8,5 de media y el enunciado 
“las mejores decisiones políticas son las 
tomadas por expertos/as que no son po-
líticos”, un 7,3. Ambos valores son solo 
ligeramente superiores a los registrados 
en un contexto pre-COVID-19 (marzo de 
2019), con 8,2 y 7 puntos de media para 
ambas frases respectivamente.

En la misma encuesta, y en línea 
con investigaciones de vanguardia sobre 
la materia (Bertsou y Caramani, 2020), 
hemos recolectado datos empleando 
una batería de 10 ítems sobre algunos as-
pectos claves de una concepción tecno-
crática de la política (por ejemplo, sobre 
si las decisiones políticas deben estar 
guiadas por la evidencia científica; sobre 
el nivel educativo que deberían tener los 
políticos para poder gobernar; sobre si 
los políticos ayudan o perjudican al in-
terés común o, por supuesto, sobre el 
nivel de implicación que deberían tener 
los expertos en la política), en los que se 
le pide a los encuestados que indiquen 
su grado de conformidad con dichas 
afirmaciones en una escala de 0 a 10.
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Con estas preguntas hemos genera-
do un índice sobre actitudes tecnocráti-
cas que recoge el promedio de puntua-
ciones de cada ítem. La media del índice 
para toda la muestra se sitúa en el 7, un 
valor indiscutiblemente alto tratándose 
de un promedio. No obstante, sabemos, 
gracias a los estudios sobre la “demo-
cracia sigilosa” (stealth democracy) —es 
decir, sobre las preferencias por una for-
ma de gobierno eficiente y objetiva, que 
reduzca el conflicto y sin una participa-
ción intensa por parte de los ciudadanos 
(Hibbing y Theiss-Morse, 2002)—, que 
existe cierto sesgo ideológico en las acti-
tudes hacia los expertos en política que 
debe explorarse con más detalle.

4 Para este ejercicio y los que aparecen a continuación, hemos agrupado bajo el rótulo “UP+” a los votantes 

de Unidas Podemos, En Comú Podem, Compromís, En Común (Galicia) y Más País.

El Gráfico 2 confirma dicha varia-
ción con nuestros datos si miramos la 
desviación de la media en función de 
la intención directa de voto declarada 
por los encuestados. Así, vemos que 
los votantes que apoyan a partidos de 
derechas en el espectro político espa-
ñol —PP, Ciudadanos y Vox— registran 
valores superiores a la media: 0,5, 0,4 y 
0,5 puntos adicionales respectivamente, 
mientras que los votantes de partidos 
de izquierdas —PSOE y UP4—, tienen 
actitudes tecnocráticas por debajo de la 
media, en concreto, 0,25 y 0,42 puntos 
menos respectivamente.

Como señalábamos anteriormente, 
la literatura especializada en la oferta 

GRÁFICO 1: Actitudes tecnocráticas en términos comparados 
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Fuente: European Value Survey (2017).
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de discursos partidistas de corte tecno-
crático y la demanda de una mayor in-
tervención de expertos en la política ha 
puesto el foco, entre otras cosas, en el 
carácter reactivo de la tecnocracia ante la 
crisis de la democracia representativa. El 
discurso favorable a la participación de 
expertos en el diseño de políticas públi-
cas, así como en la toma de decisiones 
políticas, ha tomado fuerza tras la crisis 
de los partidos tradicionales, entre otros 
motivos, debido a la crisis económica 
iniciada en 2008. No obstante, a pesar 
de haber transcurrido más de una déca-
da, los datos demuestran cómo el des-
gaste en la relación entre representantes 
y representados, es decir, la pérdida de 
confianza en los partidos políticos por 
parte de la ciudadanía, continúa asocia-
do a manifestaciones favorables a arre-
glos tecnocráticos.

En un análisis de regresión (Gráfi-
co  3), en donde intentamos explicar la 

variación del índice de actitudes tecno-
cráticas en función de un conjunto de 
variables, observamos que los factores 
más relevantes, en cuanto a su nivel de 
asociación con las actitudes tecnocráti-
cas, son el grado de confianza que los 
ciudadanos tienen en los partidos políti-
cos, su ideología, su situación económi-
ca personal y sus preferencias sobre la 
organización territorial del Estado.

El coeficiente de regresión para la va-
riable de confianza en los partidos cumple 
con los niveles convencionales de signi-
ficatividad estadística y nos indica que 
un aumento de cinco puntos en la escala 
de confianza —por ejemplo, un cam-
bio de un nivel bajo (3) a un nivel alto 
(8)— estaría asociado aproximadamente 
a una disminución de un punto en la es-
cala de actitudes tecnocráticas. A mayor 
confianza en los partidos, menos apoyo a 
argumentos tecnocráticos. Con la ideolo-
gía sucede la relación inversa. A medida 

GRÁFICO 2: Actitudes tecnocráticas, por intención de voto, con respecto a la 
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Fuente: elaboración con datos propios (encuesta de junio de 2020). 
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que nos movemos hacia la derecha en 
la escala ideológica, aumentan las opi-
niones favorables hacia la tecnocracia. 
El coeficiente para esta variable también 
es significativo en términos estadísticos, 
aunque la magnitud del efecto es más 
modesta: un aumento de 6 puntos en 
la escala de ideología —por ejemplo, del 
3, donde se sitúa el 14% de la muestra, 
al 9— implicaría un aumento de medio 
punto en la escala de actitudes tecnocrá-
ticas. No obstante, vale la pena leer estas 
magnitudes teniendo en cuenta cómo 
los valores del índice se distribuyen en la 
encuesta, puesto que la mitad de los en-
cuestados se encuentran concentrados 
entre valores de 7,2 y 9,5, por lo que pe-
queños cambios pueden ser sustantiva-
mente relevantes en términos relativos.

Además de existir un efecto inde-
pendiente de estas dos variables sobre 
las actitudes tecnocráticas, encontramos 
un efecto condicional tras especificar un 

modelo con una interacción entre am-
bas variables. De acuerdo con la discu-
sión teórica esbozada más arriba, es es-
perable que el grado de confianza en los 
partidos tenga un efecto diferencial en 
función de la ideología de los encuesta-
dos. Esas diferencias son las que dibuja 
el Gráfico 4, en donde vemos cómo el 
efecto marginal de la confianza en los 
partidos sobre las actitudes tecnocráticas 
se hace menos negativo a medida que la 
ideología del encuestado se mueve hacia 
la derecha. En otras palabras, entre el 
electorado de derechas, un aumento de 
la confianza de los partidos no disminu-
ye el apoyo a los postulados favorables a 
la participación de expertos en política. 
En este sentido, la reacción tecnocrática 
como consecuencia de una desconexión 
con los partidos podría ser más pronun-
ciada en este grupo de votantes.

En resumidas cuentas, estos datos 
apuntan a que, efectivamente, la crisis 

GRÁFICO 3: Factores explicativos de la variación en las actitudes tecnocráticas
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de los partidos está relacionada con las 
actitudes tecnocráticas. Asimismo, como 
condición estructural de dichas actitu-
des, contemplamos que las posiciones 
ideológicas de los votantes explican tam-
bién la proclividad a aceptar o no los pos-
tulados tecnocráticos, siendo la derecha 
la más abierta a abrazarlos. 

En lo que respecta a las otras dos 
variables con efectos estadísticamente 
significativos, destacamos, por un lado, 
que a medida que la situación econó-
mica personal mejora, las actitudes 
tecnocráticas son menores. Además, se 

observa la existencia de una asociación 
negativa entre el apoyo a la tecnocracia 
y las preferencias pro-descentralización. 
Finalmente, en el apartado de ausencia 
de hallazgos esperados, creemos rele-
vante señalar que el coeficiente del nivel 
educativo de los encuestados, a pesar de 
tener el signo esperado, de acuerdo con 
la literatura especializada en tecnocra-
cia, no tiene fuerza estadística. Indepen-
dientemente de cómo se especifique, 
una vez entra en competición con otras 
variables en el modelo, no es estadística-
mente significativo.

GRÁFICO 4: Efecto de la confi anza en los partidos sobre las actitudes 

tecnocráticas en función de la ideología
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Conclusiones 

1 El debate político en las democra-
cias contemporáneas ha incluido, 

desde hace décadas, la discusión sobre 
la conveniencia o no de que los exper-
tos desempeñen un papel de mayor re-
levancia que los políticos partidistas en 
los procesos de toma de decisiones po-
líticas. Esa discusión se ha intensificado 
recientemente a partir de evidencias que 
señalan la existencia de una crisis de re-
presentación de las democracias y del 
gobierno de partidos.

2 En España, la pandemia —y los de-
bates sobre cómo combatirla y cómo 

recuperar la economía tras la crisis sani-
taria y económica— ha incluido notoria-
mente una discusión sobre el papel de la 
implicación de expertos en los procesos 
de toma de decisiones políticas. Esa im-
plicación puede entenderse de distintos 
modos; puede implicar mayor o menor 
autonomía de los expertos, alcanzando 
su extremo en propuestas tecnocráti-
cas en las que los expertos apartidistas 
gozan de autonomía en la definición y 
decisión sobre decisiones políticas; o 
puede suponer la participación de los ex-
pertos en diversos momentos del proce-
so de diseño, decisión, implementación 
y evaluación de las políticas públicas.

3 Si bien en las posiciones más extre-
mas de la doctrina tecnocrática los 

desafíos que esta supone para el gobier-
no representativo son muy evidentes, 
tampoco las formas más matizadas de 

participación de los expertos en el proce-
so político son ajenas a algunos proble-
mas potenciales. La delegación desde el 
poder representativo hacia los expertos 
siempre entraña algún tipo de riesgo, 
en tanto que existe un margen para que 
los técnicos lleven al diseño, la planifi-
cación, la implementación o la evalua-
ción de las políticas públicas sus pro-
pios sesgos, nunca ausentes de posibles 
consecuencias distributivas. Se trata de 
una cuestión relevante para el funciona-
miento de nuestras democracias.

4 Las opiniones favorables hacia los 
expertos están muy extendidas en 

España. Incluso, en términos compa-
rados, podemos decir que, en el último 
lustro, España siempre ha registrado 
un nivel de apoyo alto respecto a otras 
democracias europeas. No obstante, en 
línea con otras investigaciones, obser-
vamos que las preferencias por arreglos 
tecnocráticos varían en función de las 
preferencias políticas y la ideología de 
los votantes. Tanto es así que esta última 
modera el efecto de uno de los factores 
explicativos más importantes discutidos 
en este capítulo en relación con las ac-
titudes tecnocráticas, esto es, la descon-
fianza en los partidos políticos. Nuestros 
análisis, pues, se suman al conjunto de 
evidencia que indica una estrecha rela-
ción entre el deterioro de las funciones 
de representación y la búsqueda de al-
ternativas políticas, sean estas tecnocrá-
ticas, populistas o tecnopopulistas.
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1. Introducción

Entre las dificultades a las que se ha en-
frentado España a la hora de gestionar la 
crisis del coronavirus durante 2020, ha 
habido especificidades socioeconómicas 
y factores estructurales en el diseño y la 
prestación de servicios públicos. Sin em-
bargo, un factor fundamental ha sido la 
calidad de la cooperación interguberna-
mental y la politización partidista de di-
cha cooperación. Todo un test de estrés 
a la estructura territorial del Estado.

En el apogeo de la primera ola de la 
pandemia (marzo-abril de 2020), Espa-
ña experimentó un exceso de mortalidad 
semanal de 24,1 muertes por 100.000 
habitantes, al nivel de Italia y solo su-
perado por Gran Bretaña y Bélgica (The 
Economist, 2020). La segunda ola, en el 
otoño de 2020, supuso para España el 
peor aumento (un 25%) en la mortali-
dad en comparación con el promedio de 
2015-2019, doblando los datos de la ma-
yoría de los países de Europa occidental 
(Andrino et al., 2020a). 

Existieron factores estructurales, 
como una década de subinversión en la 
atención sanitaria universal —ejemplifi-
cada por una ratio de 5,9 enfermeras por 
cada 1000 habitantes—, la debilidad de 
los sistemas de vigilancia, la baja capaci-
dad para realizar test, la falta de equipos, 
un personal sanitario precarizado, una 
atención residencial excesivamente pri-
vatizada (y poco inspeccionada) y, en ge-
neral, un sistema que, al ser de los más 
eficientes (Lamata, 2020, p.  143), no 
tiene la redundancia intrínseca y la ca-
pacidad estratégica que se puede encon-
trar en otros países (The Lancet Public  
Health, 2020). 

Parte de la lentitud de la respuesta se 
puede atribuir también al fuerte capital 
simbólico de la eficacia del sistema sani-
tario universal y público español (Saban-
do, 2020), que se traduce en cierto grado 
de complacencia. Pero la dimensión te-
rritorial es también fundamental, habida 
cuenta de que España, como Italia, es un 
Estado fuertemente descentralizado, en el 
que el Gobierno central establece el mar-
co y asigna parte de la financiación de la 
atención sanitaria regionalizada (Costa-
Font y Turati, 2017), lo que también se 
conoce genéricamente como “federalis-
mo sanitario”. Esto crea tensiones entre 
las decisiones a nivel estatal —así como 
la demanda de parte de la opinión pública 
de políticas uniformes (Lago Peñas, 2021; 
p. 30)— y la existencia de políticas y resul-
tados divergentes a nivel territorial, sobre 
todo cuando existe una gran crispación 
política, como es el caso en España. 

España se encuentra entre los países 
de Europa con los niveles más bajos de 
confianza en las instituciones públicas (o 
“eficacia política”) y, en concreto, en el 
Gobierno central: esta alcanza un mero 
29%, en comparación con el 45% de la 
media de la OCDE (Gallup World Poll, 
2018, citado en OCDE, 2019). Charron et 
al. (2020) llegan a afirmar que la polari-
zación política y la confianza en las insti-
tuciones ha sido un factor diferencial en 
la eficacia de la respuesta a la COVID-19 
entre unas regiones europeas y otras, in-
cluidas las autonomías españolas.

Este capítulo pretende examinar so-
meramente las dinámicas de negocia-
ción, gestión y colaboración multinivel 
entre el Gobierno central y el resto de 
los niveles de gobierno durante las pri-
meras dos oleadas de la COVID-19, exa-
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minando su cronología y sus dinámicas 
intergubernamentales, así como otros 
aspectos claves, como la politización de 
las decisiones, las capacidades en la ges-
tión multinivel de la pandemia o el exce-
sivo nivel de burocracia del sistema. Se 
proponen al final una serie de recomen-
daciones atendiendo a lo aprendido del 
test de estrés que ha supuesto esta crisis. 

2. Cronología de la pandemia

El 13 de marzo de 2020, el presidente del 
Gobierno anunció la inminente declara-
ción de estado de alarma previsto en el 
artículo 116.2 de la Constitución. El Go-
bierno, y en particular el ministro de Sa-
nidad, junto con los de Defensa, Trans-
portes e Interior, asumieron el “mando 
único” (OCDE, 2020, p. 4). Así se lo co-
municó a la Conferencia de Presidentes, 
reunida por la primera vez en tres años, 
pero solo al día siguiente de que el Con-
sejo de Ministros emitiera el Real Decre-
to declarando el estado de alarma1. Esta 
primera fase implicó un cierre parcial, 
pero que incluyó un cierre total temporal 
(28 de marzo a 12 de abril). Se restringió 
la libertad de movimientos entre provin-
cias y, localmente, entre municipios. La 
compra internacional de equipos sanita-
rios y la atención de la salud debían ser 
nuevamente responsabilidad del minis-
terio, por primera vez en veinte años. 

Surgió la confusión sobre si los Go-
biernos autonómicos habían sido rele-
vados de sus funciones en la gestión de 
competencias clave, como sanidad y pro-

1 Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo.

2 Real Decreto-Ley 21/2020, de 9 de junio.

tección civil. Sin embargo, la falta de ca-
pacidad a nivel central para gestionar la 
respuesta sanitaria hizo que el Gobierno 
aclarase que ejercería su mando único 
supervisando la gestión de las autono-
mías, permitiéndoles las adquisiciones 
internacionales de material sanitario (lo 
cual ocurrió a veces de forma cooperati-
va, a veces en competencia). 

El estado de alarma se prorrogó seis 
veces en este periodo, pero su convali-
dación por el Congreso reflejó la relativa 
precariedad del Gobierno de coalición 
en minoría, así como la importancia de 
la dimensión territorial. Cada quince 
días, el Gobierno tuvo que gestionar una 
alambicada geometría variable de apo-
yos decrecientes, incluidos los partidos 
nacionalistas que apoyaron la moción 
de censura de 2018 y la investidura del 
Gobierno de coalición en 2020, lo que 
inevitablemente condicionó las decisio-
nes de carácter territorial.

La segunda fase (ver Gráfico 1), la 
de la desescalada, que comenzó el 4 de 
mayo, fue declarada sobre la base de un 
informe de expertos principalmente ex-
ternos (Gobierno de España, 2020a). 
Estableció un sistema relativamente so-
fisticado de etapas, bajo un menú de in-
dicadores, para eliminar las restricciones 
de movilidad y contacto social en tres fa-
ses. El ministro de Sanidad decidía cuál 
de las 50 provincias (y, tras negociación 
con varias autonomías, sus zonas sanita-
rias) pasarían a cada fase. 

La tercera fase, iniciada el 21 de junio, 
fue llamada “nueva normalidad”2. En ella 
se abrieron las puertas a la libre circula-
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ción (viajes internacionales a partir del 
1 de julio) con distanciamiento social y 
devolviendo todas las competencias a las 
autonomías (con la posibilidad de recu-
perarlas si fuese necesario). Tres sema-
nas después, el 12 de julio, se celebraron 
las elecciones autonómicas vascas y galle-
gas, que se habían pospuesto desde el 5 
de abril —un hecho excepcional que indi-
ca la gravedad de la crisis, al no estar esta 
posibilidad explícitamente prevista una 
vez que ya habían sido convocadas—. 

Sin embargo, en medio del aumento 
de casos que ya durante el verano pre-
sagiaba una segunda ola aún mayor, las 
autonomías se vieron obligadas a co-
menzar a imponer restricciones locales. 
Sin la cobertura del estado de alarma, 
algunas de estas fueron impugnadas y 

rechazadas por los tribunales, a veces de 
forma contradictoria. 

La judicialización de las decisiones 
ha sido una constante de esta crisis en 
el caso español. La tensión política entre 
autonomías y Gobierno y entre partidos 
políticos se intensificó nuevamente. Al 
igual que en la primera fase, se impuso 
un clima de polarización entre el Gobier-
no de coalición y, en particular, la región 
de Madrid —uno de los focos de infec-
ción europeos en ambas olas, bastión de 
décadas de antigüedad y laboratorio de 
políticas del Partido Popular—. Signifi-
cativa fue la cumbre, con cierta esceno-
grafía paradiplomática, entre el presi-
dente del Gobierno y la de la Comunidad 
de Madrid el 22 de septiembre, que, no 
obstante, no supuso mejora alguna de 

GRÁFICO 1: Fases de gestión de la COVID-19 en España y casos diarios
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Fuente: Gobierno de España (casos diarios confirmados y sospechosos de COVID-19 en España a 29/12/20) y elaboración propia.
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las malas relaciones entre los dos Eje-
cutivos, como evidenció la declaración 
unilateral y solo para Madrid de un nue-
vo estado de alarma el 8 de octubre. Un 
dato sintomático de la crispación política 
y del comportamiento territorial no coo-
perativo —y del impacto de estos en la 
reputación internacional del país— es 
que en esos momentos la prensa inter-
nacional llegase a la exageración de espe-
cular si España se estaba convirtiendo en 
un “Estado fallido” (Rössler, 2020).

Inevitablemente, la gravedad de la 
segunda ola (de cuatro totales en el pri-
mer año y medio de crisis) llevó a la de-
claración de un segundo estado de alar-
ma en toda España3, con la diferencia 
crucial de que esta vez la gestión ordi-
naria de la crisis y los poderes del estado 
de alarma habían sido delegados a las 
comunidades autónomas. El Gobierno 
volvió entonces a su rol tradicional de 
planificación estratégica y concertación 
intergubernamental vía las varias con-
ferencias sectoriales, en particular el 
Consejo Interterritorial del Sistema Na-
cional de Salud, bajo la presidencia del 
ministro de Sanidad, así como sus orga-
nismos técnicos dependientes. 

Por tanto, tras la incertidumbre de la 
primera ola y la tensión entre el mando 
único y la gestión territorial, se produ-
jo una mayor evolución —cara a la ne-
gociación entre Gobierno y comunida-
des— de las medidas de carácter general 
a adoptar, como también ocurrió con las 
llamadas actuaciones de respuesta coor-
dinada para el control de la transmisión 

3 Real Decreto 926/2020, de 25 de octubre.

4 Aprobado por el Consejo Interterritorial del Sistema Nacional de Salud el 22 de octubre de 2020.

5 Acordado en el Consejo Interterritorial del Sistema Nacional de Salud el 16 de julio de 2020.

de la COVID-194 y, previamente, con el 
Plan de Respuesta Temprana para con-
trolar la pandemia5.

Vistas las dificultades para prorrogar 
el primer estado de alarma, el segundo 
tuvo la duración excepcional de seis me-
ses, finalizando el 9 de mayo de 2021. A 
finales de 2020, comenzaron a inocular-
se las primeras vacunas, fijándose como 
objetivo alcanzar la inmunidad de grupo 
para finales del verano de 2021. Si bien 
se han producido nuevas disensiones 
sobre la gestión territorial de la vacuna-
ción y las pautas a seguir, en general la 
dinámica ha sido más constructiva que 
en la primera ola, hasta el punto de que 
varias comunidades inicialmente opues-
tas al mando único hayan solicitado la 
extensión del segundo estado de alarma 
(El País, 2021).

3. La cooperación 
intergubernamental durante  
la primera ola

Solo durante la primera ola de la pande-
mia, se acordaron, en palabras del propio 
Gobierno, “un total de 22 reales decretos, 
98 resoluciones y 130 órdenes ministe-
riales, la mayoría de ellas orientadas a 
la gestión sanitaria, buscando impulsar, 
en todo momento, el necesario diálogo 
multilateral con los diferentes Gobier-
nos regionales y ciudades autónomas, 
celebrando 15 Conferencias de Presiden-
tes (14 por videoconferencia y una en el 
lugar en San Millán de la Cogolla) y 41 
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reuniones de coordinación del Consejo 
Interterritorial del Sistema Nacional de 
Salud y 14 Directores de Salud Pública” 
(Gobierno de España, 2020b). Este nivel 
de interacción no tiene precedentes, par-
ticularmente a nivel de la Conferencia de 
Presidentes (entre 2004 y 2017 solo se 
celebraron seis reuniones). Sin embar-
go, la dinámica de encuentros formales 
al más alto nivel oscurece las dinámicas 
intergubernamentales reales.

En las conferencias sectoriales en-
tre los ministros y consejeros de cada 
materia prima la alineación partidista 
sobre la representación territorial (Coli-
no y Parrado, 2009). Es lo que Colomer 
(2008, p.  174-207) define como “régi-
men de liderazgo de partido”. El minis-
tro ejerce un rol preponderante en las 
reuniones (Mondragón Ruiz de Lezama 
et al., 2015). A nivel técnico, los órganos 
de coordinación que desarrollan las de-
cisiones de las conferencias sectoriales 
tienen un carácter más consensual, re-
sultado del desarrollo de comunidades 
epistémicas por la frecuente interacción 
entre expertos (Kölling, 2020). Signifi-
cativamente, el Consejo Territorial de 
Servicios Sociales y del Sistema para la 
Autonomía y Atención a la Dependencia 
se reunió solo dos veces durante la pri-
mera ola, pero la Comisión Delegada, de 
carácter técnico, se reunió regularmen-
te, desarrollando protocolos comunes 
para dichos servicios y la recopilación de 
datos (Del Pino et al., 2020, p. 42). 

Aun así, se tratan de formas de coo-
peración débil que permiten la fragmen-
tación. Las autonomías, siempre que 
pueden, priorizan los vínculos bilatera-
les con el Gobierno central (Mathieu, 
2008), que prevalecen sobre la colabo-

ración interterritorial. De hecho, los me-
canismos nacionales de coordinación 
fueron insuficientes durante esta crisis. 
España destaca entre la Organización 
para la Cooperación y el Desarrollo Eco-
nómicos (OCDE) como un país donde 
la mayoría de la coordinación sigue ocu-
rriendo al más alto nivel, principalmente 
dentro del propio Consejo de Ministros 
(OCDE, 2019, p. 95). El Centro Europeo 
de Prevención y Control de Enfermeda-
des (ECDC, 2015, p. 21-22) advirtió de la 
poca preparación en España contra los 
virus respiratorios como el SARS-CoV-2, 
no existiendo canales de comunicación 
adecuados y contactos designados entre 
las diferentes Administraciones. 

Además, si bien el centro neurálgico 
de la respuesta del Gobierno y gran par-
te de su rostro público fue el Ministerio 
de Sanidad —y, en concreto, su Centro 
de Coordinación de Emergencias Sani-
tarias y Alertas, con el apoyo científico 
proporcionado por el Instituto de Salud 
Carlos III—, la crisis demostró la ex-
cesiva descapitalización del Ministerio 
tras la transferencia de competencias 
a las autonomías. Además de tener es-
tructuras relativamente pequeñas, estas 
demostraron ser insuficientes, de ahí la 
decisión de crear una nueva Secretaría 
de Estado de Sanidad y la Secretaría Ge-
neral de Salud Digital, Información e In-
novación del SNS en julio de 2020.

4. Politización de las decisiones 

Este es el aspecto fundamental de la res-
puesta española a la COVID-19. Cada 
decisión regional o nacional no solo fue 
acaloradamente discutida, sino que, en 

informe_democracia_2021.indb   176 2/7/21   12:12



177

ocasiones, se intentaron impugnar ante 
los tribunales, llegando en algunos casos 
a su incumplimiento. Un ejemplo noto-
rio fue la controversia por la declaración 
del estado de alarma solo cuatro días des-
pués del 8-M (Llapart y Monrosi, 2020). 
La decisión del Gobierno sobre la deses-
calada fue cuestionada sobre la base de 
no conocerse entonces la identidad del 
grupo de expertos externo que ideó los 
criterios. La aplicación de los propios cri-
terios de desescalada —particularmente, 
en lo referente a qué provincias pasaban 
de fase—, al ser en última instancia una 
decisión política del ministro de Sani-
dad, estuvo sujeta a las presiones, a me-
nudo públicas, del Gobierno autonómico 
correspondiente, sobre todo si lo deten-
taba la oposición (Roig, 2020).

Si bien los Ejecutivos de muchos paí-
ses han intentado capitalizar el enorme 
interés público en esta crisis (conferen-
cias de prensa diarias de los ministros 
del Gobierno, largos discursos semana-
les de los presidentes), en España esta 
sobreexposición mediática6 fue particu-
larmente llamativa durante el comienzo 
de la pandemia y avivó las reticencias de 
los territorios. Se esperaba que las au-
tonomías ejecutaran las sucesivas deci-
siones semanales del Consejo de Minis-
tros, siendo formalmente informadas 
(ya eran de dominio público) cada do-
mingo en una Conferencia de Presiden-
tes virtual. Caso sintomático fue cuando 
conocieron las medidas para el parón to-
tal de la economía de varias semanas al 
publicarse en el BOE minutos antes de 
su entrada en vigor. Las comunidades, 
sobre todo las no alineadas con el go-

6 Vid. Gutiérrez-Rubí y Pont Sorribes (2020). 

bierno, exigían un procedimiento más 
formalizado, primero de coordinación y 
luego de comunicación y no al revés (La-
sagabaster, 2020; Linde et al., 2020). 

Las autonomías también adopta-
ron, eso sí, estrategias mediáticas y de 
posicionamiento similares a las del Go-
bierno. En la víspera de la declaración 
del Estado de Alarma, la Xunta de Ga-
licia declaró la emergencia sanitaria con 
medidas parecidas a las ya previstas por 
el ejecutivo central. Otras autonomías, 
como las gobernadas por partidos na-
cionalistas (Cataluña, el País Vasco) o la 
conservadora Murcia, realizaron simila-
res amagos. El presidente de Cataluña 
pidió que su comunidad fuese cerrada 
perimetralmente y otros que lo fuese 
Madrid, como principal foco de la pan-
demia. La débil coordinación también 
favoreció el filibusterismo interguberna-
mental, más cuando las competencias 
y por tanto la rendición de cuentas es a 
nivel autonómico (León y Jurado, 2019). 
Por ejemplo, el Gobierno de Murcia 
emitió una petición al Gobierno central 
para cerrar perimetralmente la región 
apenas unas horas después de poder 
haberlo hecho en la Conferencia de Pre-
sidentes. Como dice Velasco Caballero 
(2020), el estado de alarma no enmien-
da la división territorial del poder consa-
grada en la Constitución y los estatutos; 
la ausencia de nuevos mecanismos in-
tergubernamentales en el Real Decreto 
del primer estado de alarma estimuló 
aún más ese tipo de comportamientos 
insolidarios (Jiménez Asensio, 2020a). 

Esto ha resultado en no pocas incohe-
rencias. Por ejemplo, si bien el Gobierno 
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de España ha sido tradicionalmente celoso 
de la llamada “acción exterior” de las co-
munidades autónomas fuera de España 
(Pazos-Vidal, 2019) —como se volvió a 
evidenciar en la descoordinación inicial en 
la compra de equipos sanitarios—, se per-
mitió, sorprendentemente, que la Xunta 
exigiese a los viajeros procedentes del ex-
tranjero un certificado COVID, a mayores 
del que exige el propio Gobierno7. 

En el otro extremo se encuentran 
aquellos que han utilizado esta crisis 
como evidencia de la necesidad del re-
torno a soluciones unitarias (Garmendia 
y León, 2020). Si bien la eliminación del 
Estado de las autonomías es una opción 
aún minoritaria entre la opinión públi-
ca, esta ha experimentado un significa-
tivo crecimiento debido a la percepción 
de desigualdades territoriales, duplica-
ciones de competencias y, sobre todo, 
los conflictos en torno a las identidades 
nacionales en los territorios bilingües 
(Martínez Díaz, 2020), como revela 
el hecho de que, en un par de años, la 
extrema derecha haya pasado de ser ex-
traparlamentaria a ser la tercera fuerza 
española, con 52 diputados. 

Y si bien los Estados regionalizados 
de nuestro entorno no son inmunes a 
tensiones, no se ha dado (con la excep-
ción parcial de Italia) el nivel de crispa-
ción partidaria y territorial español en 
la gestión de la COVID-19 (Mattei y del 
Pino, 2021; Casula y Pazos-Vidal, 2021). 
En buena parte, esto se debe a la exis-
tencia de mecanismos de cooperación 
intergubernamental más rodados que en 
el caso español —por ejemplo, la Confe-

7 Consellería de Sanidade, Formulario de Registro. Disponible en: www.sergas.es/Saude-publica/benvida-viaxeirxs? 

idioma=es

renza Stato-Regioni italiana o la Landes-
hauptleutekonferenz austriaca (Bußjäger, 
2020)—, pero también por la existencia 
de estructuras de cooperación perma-
nente entre los propios territorios —el 
Verbindungsbüro der Bundeslander en el 
caso austriaco y la Conferenza delle Regio-
ni en Italia— o por la dinámica consen-
sual del sistema de partidos en Estados 
federales, como el alemán o el belga (Pa-
zos-Vidal, 2020). 

En Bélgica y Suiza, se recurrió a una 
cierta centralización que se asienta en 
el carácter inclusivo de sus coaliciones 
de gobierno a nivel federal (De Biase y 
Dougherty, 2021, p. 27-31). 

Con todo, la principal diferencia 
con el caso español es de tono y forma 
de dicha colaboración. Por ejemplo, en 
Alemania ha habido, según avanzaba la 
pandemia, hasta cuatro fases, alternan-
do más y menos gestión descentraliza-
da, pero sin el grado de acritud parti-
daria e intergubernamental de España 
(Kuhlmann y Franzke, 2021). Incluso 
en un Estado también con fuertes ten-
siones territoriales y partidarias, además 
de muy débiles mecanismos de coope-
ración intergubernamental, como es el 
Reino Unido, la gestión de la crisis por 
el Gobierno británico (para Inglaterra) y 
las tres autonomías se legisló y efectuó 
separadamente pero de forma semejan-
te (si bien no siempre coherente) y con 
reducida concertación interterritorial; 
aunque, en todo caso, sin el habitual 
grado de conflictividad política creciente 
post-brexit entre Londres y Edimburgo 
(Kenny y McEwen, 2021).
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5. Capacidades en la gestión 
multinivel 

Esta crisis ha hecho patente la insuficien-
te coordinación intergubernamental, así 
como importantes déficits de planifica-
ción estratégica, gestión y transmisión 
de información (a pesar de la existencia 
de la Ley General de Salud Pública)8. 
Hicieron falta tres semanas para que el 
Gobierno solicitase a las autonomías9 
un inventario de las infraestructuras 
disponibles para combatir la pandemia. 
La única base de datos completa (con 
información sobre escuelas, hospitales 
y servicios públicos básicos) y fácilmen-
te disponible había sido compilada, con 
gran dificultad, por El País (Andrino et 
al., 2019). 

Hicieron falta otras dos semanas 
para que las comunidades pudiesen 
proporcionar una información sobre 
incidencia y víctimas suficientemente 
estandarizada. Durante 2020, persistie-
ron grandes inconsistencias, de hasta 
un 32% de discrepancia, entre los datos 
de muertes proporcionados por las co-
munidades y los del Ministerio, a pesar 
de que desde mayo se implementó un 
nuevo sistema de información común 
(SiViES), aunque sin desglose de los 
datos por municipalidades (Andrino et 
al., 2020b). Asimismo, continuaron los 
inexplicables cambios en las metodolo-
gías estadísticas, que dificultan la com-
paración entre series históricas (Trías-
Llimós et al., 2020). También se produjo 
una enorme diversidad entre autono-
mías en la transparencia y uso abierto 

8 Ley 33/2011, de 4 de octubre.

9 Orden SND/322/2020, de 3 de abril.

de datos, sin que se pueda justificar por 
razones de tamaño, desarrollo económi-
co o partido político, con Castilla y León 
como mejor ejemplo, en el polo opuesto 
de Galicia o Extremadura (García et al., 
2020). 

Los datos (de infecciones, muertes, 
pruebas realizadas, etc.), su calidad y su 
disponibilidad (o falta de ella) se convir-
tieron en materia de disputa político-
partidista, especialmente si afectaban 
a la apertura de negocios en un territo-
rio. Esta situación se ejemplificó parti-
cularmente por el lento desarrollo y la 
implementación de la aplicación de ras-
treo (Radar COVID), que solo se puso 
en funcionamiento en julio, cuando los 
países vecinos ya lo habían hecho. Las 
autonomías la integraron en sus propios 
sistemas muy lentamente, sin que Ma-
drid y Cataluña lo hubieran hecho aún 
a mediados de octubre. Algunos terri-
torios (por ejemplo, Galicia) intentaron 
desarrollar su propia aplicación, inclu-
so después de que el Gobierno español 
hubiese anunciado la suya. A pesar de 
los 3,7 millones de descargas de Radar 
COVID, un análisis independiente del 
uso de datos mostró que apenas el 1% 
de los casos positivos la utilizaba para 
comunicar la infección a sus contactos 
(Martínez, 2020).

España tiene uno de los sistemas sa-
nitarios más eficientes de Europa (Asan-
dului et al., 2014), pero esto en sí mismo 
no es una buena situación desde la que 
afrontar una gran crisis inesperada, ya 
que, al tener menos recursos en reser-
va o duplicados, el sistema pasa a ser 

informe_democracia_2021.indb   179 2/7/21   12:12



180

menos resistente (en contraste con, por 
ejemplo, Alemania). La excesiva rigidez 
—cuando no la imposibilidad— para re-
asignar personal no sanitario en la res-
puesta a la COVID-19 se evidenció en la 
dificultad para movilizar al personal de 
tecnologías de la información para que 
trabajase en y con todos los departamen-
tos en la gestión de los datos de la crisis 
(Pérez Colomé, 2020). Diferentes comu-
nidades utilizaban diferentes platafor-
mas para recopilar los datos de la pande-
mia, lo que ha tenido un efecto evidente 
en la calidad, consistencia y periodicidad 
de los datos a nivel estatal, sin que se 
haya conseguido un sistema de infor-
mación compartido entre niveles de go-
bierno. De hecho, dichas duplicidades se 
reproducían dentro de cada comunidad; 
en algunos casos la misma entidad debía 
enviar su información a varios departa-
mentos u otros organismos en formatos 
distintos (Del Pino et al., 2020). 

En las residencias de ancianos se 
produjo una proporción muy signifi-
cativa de muertos certificados por CO-
VID-19 (20.900 víctimas en 5457 resi-
dencias); en la mayoría de las regiones, 
entre la mitad y más de las tres cuartas 
partes del total (RTVE, 2020). Un análi-
sis de Del Pino et al. (2020) de la gestión 
autonómica de dichos centros durante 
la primera ola de la COVID-19 eviden-
ció la existencia de silos entre el servicio 
de salud y de asistencia social, así como 
entre las consejerías respectivas. En casi 
todos los casos, el mando único lo ejerció 
la Consejería de Salud, a la cual le costó 
conseguir una coordinación eficaz con la 
de Servicios Sociales y las propias resi-
dencias. En la mayoría de las autonomías 
no había planes de preparación contra 

pandemias y se tuvieron que improvisar 
—Asturias ha destacado por su sistema 
integrado de alerta temprana—. En algu-
nos casos, el departamento de Sanidad 
centralizaba todas las decisiones (por 
ejemplo, en Asturias) y, en otros, la rela-
ción con las residencias se hacía por los 
propios hospitales (Madrid o Valencia) 
o por los servicios de Atención Primaria 
(Cataluña o, de nuevo, Asturias).

6. Burocracia y políticas basadas 
en evidencias

Más allá de factores coyunturales y de 
coordinación, la crisis del coronavirus 
no ha hecho más que evidenciar el alto 
grado de politización de las decisiones 
de los Gobiernos central y autonómi-
cos. A esto ayuda el estrecho entrelaza-
miento entre las carreras política y fun-
cionarial, algo que no muestra signos 
de disminuir (Dahlström y Lapuente, 
2017, p. 87). De hecho, España se desta-
ca como el único país grande y avanzado 
de la OCDE que carece de un mecanis-
mo integrado de evaluación de políticas 
públicas (OCDE, 2019, p. 102). 

El sector público apenas se ha movi-
do de los clásicos enfoques burocráticos-
weberianos en su reclutamiento y ethos, 
resistiéndose a la introducción de enfo-
ques gerenciales que limiten la discre-
cionalidad del decisor político (Jiménez 
Asensio, 2020b; Longo et al., 2020) lo 
que afecta tanto al nivel central como al 
territorial y condiciona la relación entre 
ellos. Incluso la dinámica más coopera-
tiva desde la segunda ola (el Gobierno 
transfiriendo la gestión del estado de 
alarma a las autonomías, estas tomando 

informe_democracia_2021.indb   180 2/7/21   12:12



181

decisiones impopulares conjuntamen-
te, etc.) se puede entender en términos 
del cambiante cálculo de maximización 
de la utilidad política versus limitación 
de costes por parte de cada nivel de go-
bierno. Al fin y al cabo, el concepto de 
gobernanza multinivel, que anticipa en 
décadas al neologismo de “cogobernan-
za” creado al calor de esta crisis, se basa 
en la acomodación por interacción en-
tre niveles de gobierno (Subirats, 2021; 
Marks, 1993). 

Así, 55 sociedades científicas españo-
las, independientemente de posibles ra-

zones corporativistas, se pronunciaron 
en octubre de 2020 contra la intromi-
sión de políticos regionales y nacionales 
en la toma de decisiones basadas en la 
evidencia (FESEMI, 2020). Esta misma 
queja también puede observarse en el 
hecho de que, aún riesgo de perjudicar 
la reputación internacional de España, la 
revista médica británica The Lancet fue-
se el vehículo elegido por expertos espa-
ñoles para instar a una evaluación inde-
pendiente de la respuesta a la COVID-19  
en España (Prieto-Alhambra et al., 2020; 
Han et al., 2020). 
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Conclusiones

1 Durante la crisis del coronavirus, 
que llegó a España a comienzos de 

2020, se ha podido observar, a pesar del 
precedente italiano, una lenta reacción 
de los Gobiernos central y regional, una 
insuficiente coordinación, una toma de 
decisiones lenta y una confianza limita-
da en la evidencia científica (Molina et 
al., 2020). La pandemia de la COVID-19 
parece haber expuesto la “tensión de la 
asimetría” del sistema político español 
(Tudela Aranda, 2013), con superposi-
ciones entre competencias nacionales 
y regionales, lo que ha alimentado una 
dramática tensión entre uniformidad y 
diversidad.

2 Una estructura territorial que es 
más competitiva que cooperativa 

no ha utilizado, con algunas excepcio-
nes, esta crisis como un laboratorio cola-
borativo, donde se probasen soluciones 
y políticas en diferentes partes del país 
(Lapuente, 2020). En cambio, ha cum-
plido plenamente con la caracterización 
de García Pelayo (1986) de un “Estado 
de partidos”, donde sus dinámicas e 
interacciones internas se apoderan de 
cualquier otra variable. Si bien ha habi-
do cierto aprendizaje de políticas, espe-
cialmente a nivel técnico, los ejemplos 
de cooperación a nivel político han sido 
un subproducto de la maximización de 
la utilidad política o bajo la presión de 
gravedad de la situación. 

3 Si bien el cuestionamiento del sis-
tema autonómico no es todavía 

mayoritario, la dimensión territorial ha 
sido un factor político clave en la Espa-

ña moderna y se ha agravado desde la 
crisis financiera de 2008 (Gray, 2020), 
con las crecientes demandas separatis-
tas en Cataluña y la aparición de nuevos 
partidos nacionales que cuestionan la 
división territorial del poder. Lo que ha 
sido un sistema fluido de acomodación 
multinivel podría estar llegando a sus lí-
mites (Colino, 2020, p. 69). La crisis de 
la COVID ha sido un corolario de dicha 
tensión, con la región-capital erigiéndo-
se como el principal rival de la autoridad 
del Gobierno central.

4 Frente a una evaluación comple-
tamente negativa de 2020, debe 

reconocerse que las relaciones intergu-
bernamentales en la gestión de la pan-
demia se han estabilizado —con la des-
tacada excepción madrileña—, incluida 
Cataluña. Durante el segundo estado de 
alarma, la acomodación entre Gobierno 
y comunidades ha sido la norma. Ello re-
fleja el rol estabilizador que tiene la fre-
cuencia de las reuniones, tanto a nivel 
político como de las estructuras y redes 
que, a nivel técnico, las sostienen. 

5 Por tanto, frente a iniciales instintos 
centralizadores —el llamado “man-

do único”— y las veleidades territoriales 
en sentido opuesto, finalmente la res-
puesta a la COVID-19 se ha constituido 
sobre las autonomías, adaptando los cri-
terios generales a las circunstancias de 
los territorios, por ejemplo, aceptando 
usar las áreas sanitarias castellanoman-
chegas o catalanas en lugar de la pro-
vincia como unidad de referencia de la 
desescalada del primer estado de alarma.
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6 También hubo cierto nivel de policy 
learning, ya que la situación extre-

ma en las residencias y hospitales forzó 
a una mayor colaboración interdepar-
tamental, improvisando nuevos enfo-
ques para reducir la presión hospitala-
ria, derivando enfermos de COVID-19 
a hoteles vacíos o, por ejemplo, con la 
utilización de test rápidos en el Hospital 
de Vigo, método rápidamente exportado 
al resto de Galicia y, posteriormente, a 
otras comunidades. También hubo va-
rios esfuerzos por colaborar entre terri-
torios, como se evidenció en la cesión de 
respiradores a Madrid en la fase crítica 
de la primera ola o la cesión de personal 
sanitario madrileño a zonas como Soria. 

7 Muchos de estos servicios están te-
rritorializados, por lo que la próxi-

ma gran prueba de la (co)gobernanza 
territorial española será la gestión de 
los fondos post-COVID; en concreto, si 
comunidades (y ayuntamientos) serán 
coparticipes de las decisiones de inver-
sión o simples consultados y ejecutores 
de decisiones tomadas por los ministe-
rios. Desde los Pactos de la Moncloa y la 
llegada de los primeros Fondos Estruc-
turales con la Adhesión a las Comuni-
dades Europeas, no ha habido una opor-
tunidad mejor de afrontar las reformas 
estructurales pendientes, también en el 
ámbito territorial. 
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1. Introducción 

Ante una pandemia como la que hemos 
vivido, es comprensible que confiemos 
en que la ciencia nos proporcione infor-
mación útil para reducir nuestra incer-
teza sobre lo que puede suceder y sobre 
los distintos modos de atajarla. Pero 
disponer de piezas de evidencia cien-
tífica, no siempre de validez universal, 
no significa que se eliminen las incer-
tidumbres al respecto. Incluso cuando 
se dispone de nueva o mejor informa-
ción, en una pandemia persiste una 
elevada incertidumbre y un profun-
do desconocimiento sobre el impacto 
de las decisiones en el resultado final 
(Meneu e Ibern, 2020). Además, la in-
formación científica relacionada con la 
salud es tan solo uno de los elementos 
necesarios para la toma de decisiones 
públicas, que ha de atender también a 
otras consideraciones (como las econó-
micas), que se ve condicionada por el 
contexto jurídico y político y que resulta 
modulada por sus estrategias de difu-
sión y comunicación. 

El objetivo de este capítulo es valorar 
la gestión efectiva de la crisis sanitaria 
creada por la aparición del SARS-CoV-2, 
en el contexto de un sistema nacional de 
salud descentralizado. Para ello se plan-
tean, entre otras cuestiones, las relacio-
nadas con la disponibilidad de conoci-
miento científico útil para el abordaje 
de dicha crisis. Asimismo, se analizan 
las estrategias de comunicación de la 
respuesta a la pandemia, tanto guberna-
mentales como desde los medios profe-
sionales.

2. La gestión del conocimiento: 
el manejo de la información, 
la evidencia científica y las 
incertidumbres e ignorancias 
durante la pandemia 

Con la perspectiva disponible hoy en día, 
parece evidente que el manejo del co-
nocimiento ha mostrado más fortalezas 
prácticas en la parte científica que en la 
gestión pública, tanto en España como en 
los países de nuestro entorno. La comu-
nidad científica ha realizado un inusitado 
esfuerzo por integrar saberes y técnicas y 
para poner al alcance de la ciudadanía so-
fisticadas herramientas de seguimiento 
y análisis aplicables a los datos concretos 
disponibles. Pero la robustez del cono-
cimiento así obtenido y su contribución 
a reducir incertidumbres sobre los posi-
bles cursos de acción depende de la muy 
variable fiabilidad de los repositorios exis-
tentes, su transparencia y manejabilidad.

Por parte de los responsables públi-
cos, la primera respuesta seria a la CO-
VID-19 en España comenzó con una re-
centralización de la política sanitaria de 
elevadísima intensidad y cuestionable 
efectividad. Dados los profundos pro-
blemas de nuestra coordinación inter-
gubernamental, esa respuesta inicial del 
Gobierno fue quizás comprensible, pero 
las consecuencias de una gestión central 
mal coordinada y ejecutada han sido cla-
ramente visibles. Más allá de las lamen-
tables compras internacionales fallidas, 
encomendadas a unidades administra-
tivas sin competencia ni experiencia 
en ello, las carencias más nocivas cabe 
apreciarlas con respecto a la gestión del 
conocimiento. 
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Los meses transcurridos desde el 
comienzo de la pandemia no consiguen 
disipar la memoria del moroso y chapu-
cero despliegue de información míni-
mamente estructurada y normalizada, 
integrando los datos de fuentes autonó-
micas y estatales, pues la gestión de la 
información y su comunicación se ha 
revelado como posiblemente la mayor 
debilidad en los comienzos de la pan-
demia.

El sistema de información básica so-
bre contagios, hospitalizaciones y defun-
ciones, columna vertebral de cualquier 
cuadro de mandos para la gestión de la 
pandemia, se montó sobre la marcha, sin 
integración de los sistemas ya existentes, 
a partir de una orden en el BOE de 15 de 
marzo que solicitaba a las CC. AA. el re-
porte diario de media docena de indica-
dores generales y agregados1.

Un mes después, el BOE publica-
ba rectificaciones y aclaraciones, pues 
durante semanas los datos aportados 
sumaban cosas diferentes según la co-
munidad autónoma, dado que unas 
declaraban incidencias de casos y otras 
prevalencias. Hubo que esperar hasta la 
publicación, el 12 de mayo, de una nueva 
orden2, en la que el ministerio exigió que 
las unidades de salud pública reportasen 
los detalles caso por caso a través del Sis-
tema de Vigilancia en España (SiViEs). 

Estas peripecias produjeron apago-
nes y saltos de conocimiento para el ma-

1 Orden SND/234/2020, de 15 de marzo, sobre adopción de disposiciones y medidas de contención y remi-

sión de información al Ministerio de Sanidad ante la situación de crisis sanitaria ocasionada por la COVID-19. 

BOE n.º 68, de 15 de marzo de 2020, páginas 25431 a 25434. Disponible en: https://www.boe.es/diario_boe/

txt.php?id=BOE-A-2020-3702 

2 Orden SND/404/2020, de 11 de mayo, de medidas de vigilancia epidemiológica de la infección por SARS-

CoV-2 durante la fase de transición hacia una nueva normalidad. Disponible en: https://www.boe.es/eli/

es/o/2020/05/11/snd404/dof/spa/pdf

nejo de la evolución de la pandemia. Así, 
el  panel de “Situación de COVID-19” 
dejó de actualizarse el día 21 de mayo y 
estuvo “congelado” hasta el 10 de junio. 
En consecuencia, diferentes entidades 
tuvieron que dejar de publicar el infor-
me diario durante esas semanas o se 
vieron imposibilitadas para realizar los 
análisis de estimación de casos reales 
por la congelación de la serie de defun-
ciones por COVID-19. 

A esto se ha unido la inconmensu-
rable explosión de publicación cientí-
fica que, al tiempo que ha acelerado la 
producción y difusión de avances del 
conocimiento acerca del virus, que han 
ido reduciendo las incertidumbres en-
frentadas, ha dificultado la adecuada 
evaluación de su validez y relevancia. 
Deberíamos esperar que la información 
científica fuera difundida sin sesgos y 
que permitiera mejorar la toma de deci-
siones en un contexto de incertidumbre 
radical como el de esta pandemia. Pero 
la abundancia de documentos difundi-
dos sin cumplir los mínimos estándares 
del proceso científico —favorecida por la 
proliferación de artículos en pre-publi-
cación y el recurso masivo a repositorios 
de papers formalmente aún no revisa-
dos, tipo ArXiv— ha permitido a busca-
dores de oportunidades de notoriedad o 
negocio y a todo tipo de comunicadores 
picotear como en un bufé libre eligiendo 
las piezas de su interés a despecho de su 
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validez y fiabilidad, incluso cuando ha-
bían sido ya retiradas o refutadas (Gon-
zález López-Valcárcel et al., 2020a).

Así, los resultados preliminares se 
difundían en la prensa antes que en las 
revistas o foros científicos, con sesgos 
interesados de apreciación de sus resul-
tados parciales. También se han podido 
difundir noticias, supuestamente sus-
tentadas por la ciencia, orientadas a de-
fender intereses económicos concretos, 
sean de las compañías aéreas o de las 
asociaciones de restauradores, cuestio-
nando la eficacia de las restricciones que 
les afectan. Todos esgrimen evidencias 
“científicas”, algunas hechas a medida, 
sobre el virus. El papel jugado por los 
medios de comunicación en esta cere-
monia de confusiones interesadas me-
rece un epígrafe propio.

Todo ese manejo disfuncional de la 
información, especialmente llamativo 
y preocupante en momentos de proli-
feración de repositorios abiertos y pú-
blicos, en realidad solo es síntoma de 
una patología preexistente. La desarti-
culada relación multijurisdiccional de 
la sanidad no incentiva el intercambio 
de datos y el aprendizaje mutuo, obsta-
culizando el surgimiento de una cultu-
ra de evaluación. La falta de atención a 
la evaluación de políticas es esperable 
en unas Administraciones con mar-
cados excesos de partidismo y con un 
servicio civil dominado por preocupa-
ciones regulatorias arbitrarias, donde 
los especialistas en datos escasean (La-
puente et al., 2018). Estas dinámicas 
han bloqueado durante mucho tiempo 
los esfuerzos para coordinar y desarro-
llar áreas políticas esenciales, como la 
salud pública, pero que no parecen po-

líticamente relevantes en tiempos nor-
males (Artells et al., 2014). 

Convendrá recordar, como ejemplo 
paradigmático, que los borradores de 
la Ley Marco General de Salud Pública 
de 2011 propusieron la creación de una 
agencia independiente para desarrollar, 
coordinar y evaluar la política de salud 
nacional y autonómica en lugar de dejar 
tales medidas a unidades administrati-
vas del ministerio y a los respectivos de-
partamentos de salud de las CC. AA. La 
oposición concertada de distintos minis-
terios redujo esa agencia independiente 
a un “Centro Estatal de Salud Pública”, 
que, al iniciarse la pandemia, una déca-
da después, no había comenzado su ges-
tación (Hernández-Aguado, 2018).

Han pasado varios trimestres desde 
que un amplio grupo de investigadores 
reclamó, a través de una carta abierta en 
The Lancet (García-Basteiro et al., 2020), 
la realización urgente de una evaluación 
independiente e imparcial de las activida-
des del Gobierno central y de los Gobier-
nos de las comunidades autónomas que 
incluyera “tres áreas: gobernanza y toma 
de decisiones, asesoramiento científico y 
técnico y capacidad operativa”. Pero al no 
haberse dado a conocer aún algún tipo de 
respuesta institucional a esta razonable 
solicitud, las posibles explicaciones que 
en ella se apuntaban han pasado inde-
bidamente a considerarse en los debates 
como conclusiones demostradas.

Sin un gran salto adelante en la cul-
tura de la evaluación de políticas públi-
cas, nuestros mayores problemas no 
serán posibles epidemias coyunturales, 
sino nuestra endémica incapacidad para 
una mejora realmente fundada en el co-
nocimiento.
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3. La gestión de la respuesta  
a la epidemia

3.1. Cambios en el reparto efectivo de 
competencias Administración central-
Gobiernos autonómicos 

El proceso de transferencia de las com-
petencias sanitarias a las comunidades 
autónomas se inició hace cuarenta años, 
completándose hace prácticamente dos 
décadas. A pesar de que la descentra-
lización ha sido clave en la moderni-
zación del Sistema Nacional de Salud 
(SNS), también ha generado algunas 
disfunciones importantes derivadas 
de una planificación deficiente de los 
instrumentos de coordinación (básica-
mente, el Consejo Interterritorial) y al 
descuido de los elementos de cohesión 
(desde la posibilidad de identificar a los 
ciudadanos con un único documento 
hasta los ya mencionados sistemas de 
información, monitorización y evalua-
ción de resultados del SNS, pasando 
por los flujos de pacientes entre terri-
torios). 

La declaración del estado de alarma 
y la consiguiente atribución del mando 
único al Gobierno central tras la llega-
da del virus a España supuso la sus-
pensión temporal de las competencias 
autonómicas, que se justificaba por la 
necesidad de dar una respuesta coordi-
nada y eficaz a una situación en la que 
el comportamiento de cada una de las 
partes afectaba de forma importante al 
conjunto. Pese a la conveniencia de uni-
ficar criterios en un primer momento, 
la adopción del mando único pronto dio 
lugar a algunos problemas —más allá de 
los ya señalados previamente—, como el 
que supuso gestionar de manera uni-

forme situaciones epidemiológicas muy 
diversas. 

Así, nos encontramos con la parado-
ja de que en áreas geográficas donde no 
había ningún contagiado también regía 
un estricto confinamiento (como suce-
dió con alguna isla), medida imposible 
de justificar con argumentos de salud 
pública. Sin embargo, la estrategia de 
igual tratamiento a diferentes situacio-
nes hasta el comienzo de la desescala-
da parece haberse asociado a una im-
portante contención del virus, también 
en las CC. AA. que por aquel entonces 
mostraban niveles de transmisión bajos 
(Peiró, 2020).

El posterior diseño de una desesca-
lada asimétrica, pero con reglas comu-
nes, trató de dar una respuesta adapta-
da a las necesidades de cada territorio y 
simultáneamente coordinada. Es en este 
punto donde comienzan a apreciarse 
las disfunciones en los mecanismos de 
coordinación del SNS, muy diluidos en 
la práctica y progresivamente sustituidos 
por otros de cooperación horizontal que, 
por muy necesarios que sean, no cum-
plen el papel que se precisa en una situa-
ción como la vivida. Esto ayuda a explicar 
las tensiones que se produjeron entre un 
Ministerio de Sanidad desacostumbrado, 
durante todo este siglo, a ejercer ningu-
na de las funciones que se le encomen-
daron y unas comunidades autónomas 
no acostumbradas a ejecutar decisiones 
tomadas desde instancias distintas a sus 
propios Consejos de Gobierno. Las recu-
rrentes discusiones sobre hasta qué pun-
to los acuerdos adoptados por el Consejo 
Interterritorial eran de obligado cumpli-
miento, o sobre si el Gobierno dispone 
de las herramientas legales suficientes 
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para hacerlos cumplir, dan cuenta de lo 
mal resuelta que sigue estando la tarea 
de coordinación que se atribuye a la Ad-
ministración central. 

Con el paso del tiempo, la situación 
descrita tendió a intensificarse. El re-
sultado ha sido una gestión autonómi-
ca de las sucesivas olas de la pandemia 
muy dispar (incluso ante situaciones de 
similar gravedad) y, en algunos casos, 
directamente irresponsable, más atenta 
a la escenificación de la confrontación 
que a la resolución efectiva. A este res-
pecto, conviene destacar que los países 
que han demostrado una mejor gestión 
ante la crisis han sido aquellos que de-
sarrollaron respuestas bien coordinadas 
entre los distintos niveles y sectores de 
Gobierno y que comunicaron de forma 
consistente y transparente dicha res-
puesta (IPPPR, 2021).

Por otra parte, el juego desleal, des-
afortunadamente presente en el funcio-
namiento regular de las instituciones 
españolas, también se ha dejado ver des-
de el comienzo de la pandemia. Así, al-
gunas CC. AA. han exigido al Gobierno 
central que tomara decisiones cuyo cos-
te no estaban dispuestas a asumir. A lo 
largo de los últimos meses, se ha denun-
ciado la invasión de competencias auto-
nómicas por parte del Gobierno central 
al tiempo que se le ha afeado la forma 
de gestionar otras que llevan años trans-
feridas y en las que no se produjo una 
centralización de las decisiones, como 
ocurrió en el caso de las residencias. 
Estos (y otros) intentos por trasladar los 
costes de la propia gestión resultarían 
pueriles si no fuera porque una parte de 
la población continúa sin tener claro el 
reparto de competencias entre los distin-

tos niveles de Gobierno —¡Piove!, porco 
governo—, lo que, además, supone una 
traba para la rendición de cuentas. 

Es importante señalar que los pro-
blemas expuestos no desacreditan la 
estructura descentralizada del SNS, 
aunque apunten áreas de mejora que no 
deberían postergarse por más tiempo. 
Porque, como señala Inneratiry (2021), 
“si se genera un contexto de confianza 
mínima, el saber distribuido y el poder 
descentralizado no son un impedimento 
para la toma de decisiones sino proce-
dimientos para minimizar los errores” 
(op. cit., p. 126). El reto largamente pen-
diente consiste en ser capaces de gene-
rar ese contexto de confianza mínima, 
donde la lealtad institucional y la coope-
ración entre Gobiernos tengan que ins-
talarse como norma de funcionamiento.

3.2. Las limitaciones de la regulación 
sobre salud pública y sus repercusiones 
sobre derechos, libertades y privacidad 

El 14 de marzo de 2020, el Gobierno de-
claró el estado de alarma (RD 463/2020), 
con el respaldo de una mayoría repre-
sentativa de más del 90% del Congreso. 
Con ello, impuso medidas inéditas que 
restringieron seriamente los derechos y 
libertades de la población, al obligar al 
confinamiento domiciliario salvo para 
una relación tasada de actividades consi-
deradas esenciales. Al estado de alarma 
inicial le siguieron hasta seis prórrogas, 
que contaron con un apoyo cada vez más 
mermado, hasta llegar al límite de la ma-
yoría absoluta.

Durante toda la duración de la pan-
demia, se han aplicado distintas medidas 
restrictivas de las libertades fundamenta-
les: limitación de la libertad de deambula-
ción y circulación (toques de queda, confi-
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namientos perimetrales o en domicilios), 
restricciones al derecho de manifestación 
y de reunión (limitación de contactos, in-
cluso en el espacio del propio domicilio), 
obligatoriedad del uso de las mascarillas, 
etc., que, si bien en muchos casos han es-
tado perfectamente justificadas, en otros 
han resultado cuestionables.

Antes de proseguir, es de justicia in-
sistir en la dificultad que implica tomar 
decisiones de tanta enjundia en un en-
torno en el que la evidencia científica se 
va generando sobre la marcha y de for-
ma “no lineal”, pues los nuevos descu-
brimientos a menudo refutan las hipó-
tesis hasta entonces vigentes. Todo ello 
ha impedido cumplir con las exigencias 
ciudadanas de que expertos y políticos 
“acertasen a la primera”. Sin embargo, la 
insistencia en algunas medidas sin el su-
ficiente aval científico resulta llamativa. 

Aquí incluimos desde los esfuerzos 
dedicados a evitar el contagio por fómi-
tes (contacto con superficies), sin ape-
nas influencia en la reducción de riesgos 
(Goldman, 2020), hasta la persistente 
desatención al creciente conocimiento 
sobre la importancia crucial de los ni-
veles mínimos de ventilación (Vargas et 
al., 2020). Otro ejemplo es el de la im-
posición del uso de mascarillas en po-
blación sana deambulando por espacios 
abiertos, cuya relación beneficio-riesgo 
es, cuanto menos, dudosa (Royo-Bordo-
nada et al., 2020). Si combinamos esta 
obligación con la apertura del interior de 
bares y restaurantes, donde obviamente 
se ha de prescindir de la mascarilla para 
comer y beber, la confusión está servida. 

Tampoco está claro que otras dis-
posiciones directamente restrictivas 
de derechos fundamentales, como los 

confinamientos perimetrales por áreas 
en grandes ciudades —especialmente 
cuando no se controlan los movimientos 
entre ellas—, hayan contribuido a con-
tener la propagación del virus. Máxime 
cuando gran parte de sus efectos pue-
den lograrse actuando sobre la oferta 
con meras modificaciones coyuntura-
les de las ordenanzas administrativas 
sobre horarios. Lo mismo ocurre con 
otras medidas más recientes, como las 
incongruentes limitaciones a la libertad 
de movimiento hacia las islas para los 
residentes en la península, pero no para 
los ciudadanos de otros países, que con-
travienen toda lógica de salud pública.

Es de destacar que, en la relación 
gobernantes-gobernados, ha prevalecido 
un modelo claramente paternalista, pese 
a que, como indica Ioannidis (2021), 
“para casi todos los problemas de salud 
pública obtendrás mejores resultados si 
tratas de otorgar a tus ciudadanos las he-
rramientas para superar los problemas 
que si los fuerzas a la obediencia” (op. 
cit., p. 675). Mayores dosis de pedagogía 
y normas más flexibles y mejor fundadas 
en la evidencia probablemente habrían 
contribuido a un mejor cumplimiento.

Por otra parte, la falta de coordinación 
territorial antes mencionada también ha 
estado presente en la adopción de todo 
este conjunto de medidas, agravada por 
la participación de los tribunales de justi-
cia una vez se abandonó el estado de alar-
ma, lo que ha favorecido la disparidad en 
la respuesta a la crisis sanitaria y avivado 
la confusión entre la ciudadanía.

Los problemas en la relación con los 
Gobiernos subcentrales referidos a la 
imposición de medidas restrictivas no 
han sido, en todo caso, exclusivos de Es-
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paña. Alemania ha tenido que aprobar 
el denominado “freno de emergencia”, 
una reforma legislativa por la que el Go-
bierno federal asume la responsabilidad 
de las restricciones (toques de queda, 
limitación estricta de contactos, cierre 
de establecimientos, etc.), que entrarán 
automáticamente en vigor cuando se so-
brepasen los umbrales de contagios de 
la COVID-19 considerados peligrosos, 
evitando así la disparidad que suponía 
dejar las competencias en manos de los 
länder. Nos remitimos aquí al capítulo 
del presente informe relativo a la dimen-
sión jurídica de la respuesta a la pande-
mia para un análisis pormenorizado de 
estas cuestiones.

Por último, cabría citar, dentro de las 
denominadas medidas “no farmacológi-
cas” de lucha contra la pandemia, las es-
trategias de testeo, rastreo y aislamiento 
(test-trace-isolate o TTI, por sus siglas en 
inglés), de nuevo de muy variada imple-
mentación según territorios, cuyo opor-
tuno despliegue se vincula con el éxito 
de algunos países en la respuesta a la 
crisis sanitaria (IPPPR, 2021). 

En este punto cabe hacer dos consi-
deraciones. La primera, relacionada con 
la debilidad de nuestras estructuras de 
salud pública, pues fue la falta de recur-
sos epidemiológicos, particularmente en 
las regiones más pobladas, la que impidió 
que se llevase a cabo una estrategia eficaz 
de contención del virus a través de la iden-
tificación, control y rastreo de casos (Her-
nández y Segura, 2020). La segunda, refe-
rida a los riesgos potenciales asociados al 
uso de apps de localización de contagiados 
y rastreo de contactos. El hecho de que un 
enorme caudal de información privada, 
que debería ser confidencial, se encuentre 

al alcance de unas pocas empresas muy 
poco reguladas supone una amenaza 
real a la privacidad. La salvaguarda de la 
democracia exige diseñar una regulación 
pública que ponga coto al uso indeseado 
de esos flujos de datos y lo haga cuanto 
antes y de forma eficaz. No resulta dispa-
ratado decir que una regulación de ámbi-
to internacional contribuiría a una mayor 
eficacia regulatoria. 

Las amenazas a la privacidad tam-
bién podrían estar presentes en otras 
medidas más recientes, cuya materia-
lización definitiva ha demorado hasta 
2021, en ausencia de las necesarias ga-
rantías en el tratamiento de la informa-
ción y control. Nos referimos al llamado 
certificado verde digital (Digital Green 
Pass) o “pasaporte de vacunación”, que 
nace con la finalidad de facilitar la recu-
peración del derecho fundamental a la 
libre circulación, incentivando la activi-
dad económica y manteniendo simul-
táneamente las necesarias garantías de 
salud pública. Este permite acreditar si 
una persona ha sido vacunada contra la 
COVID-19, si se ha inmunizado de ma-
nera natural por haber pasado la enfer-
medad o si ha dado negativo en algún 
tipo de prueba diagnóstica. A propósito 
de la urgencia por recuperar la normali-
dad (jurídica, económica o ambas), es lla-
mativo que, tal y como está planteado, si 
apenas unos meses pueden bastar para 
contar con un documento interoperable 
que permita compartir información en-
tre Estados, en España hayamos tardado 
casi dos décadas en garantizar una mí-
nima interoperabilidad entre las tarjetas 
sanitarias de las distintas CC.  AA. que 
garantice el derecho efectivo a la asisten-
cia sanitaria en todo el territorio. 
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Parece evidente que la pandemia 
ha venido a acelerar y a legitimar (con 
argumentos de salud pública) algunas 
intromisiones en la esfera individual 
que en otras circunstancias resultarían 
impensables. Nuestra tolerancia frente 
a la intromisión estatal probablemente 
haya dado un salto cualitativo notable. 
En aquellos países donde el Gobierno 
ya ejercía sin pudor el control social, la 
pandemia ha servido de excusa para re-
forzarlo. Un ejemplo es el que propor-
ciona el Sistema Patria venezolano, un 
mecanismo que añade a sus funciones 
preexistentes (recepción de ayudas gu-
bernamentales, entre otras) la de servir 
para la distribución de la vacuna (Sin-
ger, 2021). Pero los países democráticos 
tenemos la oportunidad de aprender de 
la experiencia mejorando la calidad de 
nuestra democracia. Por ello convendría 
que hubiera un debate público y trans-
parente que nos permita concluir en 
qué situaciones puede justificarse el uso 
de los instrumentos aplicados durante 
esta pandemia, dónde debemos trazar 
las líneas rojas que separan la necesi-
dad de preservar la salud pública de la 
vulneración intolerable de los derechos 
individuales, cuáles son los límites justi-
ficables para restringir derechos y liber-
tades y qué tipo de controles deberían 
articularse frente a posibles situaciones 
excepcionales que, muy probablemente, 
volverán a repetirse.

3.3. La gestión de la comunicación. 
Las estrategias de comunicación 
gubernamentales y el papel de los 
medios profesionales

La información y su comunicación ejer-
cen un papel fundamental en la toma 
de decisiones, pero la forma de la se-

gunda afecta al manejo de la primera. 
La comunicación gubernamental ha de 
convertir los datos que se manejan —las 
piezas de información relevante dispo-
nibles— en una narrativa de la situación 
y de sus cursos de acción comprensible 
y razonablemente veraz. Incluso con si-
tuaciones ordinarias, con preparación y 
honestidad, raramente se comunica con 
pleno acierto ni se comparten los datos 
de modo satisfactorio. 

A tenor de algunos expertos en co-
municación política en España, el Go-
bierno ha tenido aciertos comunicativos, 
como los intentos de despolitización del 
mensaje y la elusión de la confrontación 
partidista, pero también fallos importan-
tes, como la cacofonía de voces, la falta de 
claridad, la larga extensión de las compa-
recencias, cierto exceso de autobombo, 
los retrasos y las rectificaciones mal jus-
tificadas (González Harbour, 2020).

Ciertamente, a la incertidumbre 
y temor ciudadanos ante la pandemia 
se unían las diferentes tensiones que 
marcan nuestra vida pública. Pese a 
los intentos de revestir de tecno-profe-
sionalismo la comunicación pública, la 
aportación de información objetivable y 
fidedigna y la comunicación de los da-
tos disponibles ha resultado insuficiente 
y errática por los continuos cambios en 
los sistemas de cómputo y las definicio-
nes de los conceptos registrados. Algo 
comprensible en una situación impre-
vista, pero ejecutado sin esmero y con 
ausencia de esfuerzos para encauzar la 
pésima comunicación prevalente, gene-
rando incluso desconfianza en exceso 
(Meneu e Ibern, 2020). 

Avanzada la pandemia, en sus suce-
sivas oleadas, la letanía de cifras sobre 
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casos y pruebas realizadas aunaba a las 
dificultades de su comprensión cabal 
las incongruencias en sus contenidos. 
Cualquiera puede entender que una 
gran diferencia de pruebas diagnósticas 
positivas con un volumen de realización 
similar en dos territorios o momentos 
del tiempo puede tener significación ab-
solutamente dispar según la estrategia 
de testado empleada. Si la estrategia es 
poblacional, la positividad será mínima 
comparada con la esperable si la mayoría 
de las pruebas se realizan en el curso de 
rastreos del entorno de infectados. Pero 
sin la imprescindible didáctica elemental 
y reiterada, ese parte diario se convertía 
en los medios en otra liguilla de tantos y 
goles entre los equipos del campeonato.

Y, como resultado, la denominada 
“infodemia” parece que ha resultado ser 
contraproducente para el mensaje que 
debería transmitirse. Así lo muestra el 
estudio de la evolución durante la pan-
demia de las noticias sobre esta en Es-
paña y otros cinco países europeos (Sta-
rosta et al., 2020). Instalados los medios 
de comunicación en una focalización de 
alta intensidad desde el comienzo, no 
quedaba apenas campo para expandir la 
cobertura al inicio de la segunda ola. Los 
llamamientos de los Gobiernos al cum-
plimiento de las nuevas medidas difícil-
mente pudieron ser vehiculados por los 
medios de comunicación, ya que no ha-
bía lugar para reportajes más intensos, 
con lo que un instrumento esencial de 
comunicación se volvió ineficaz.

Así, en comparación con los fallos 
apuntados en la información pública 

3 Disponible en: https://firstdraftnews.org/latest/tips-for-reporting-on-covid-19-coronavirus-and-slowing-the- 

spread-of-misinformation/ 

gubernamental, la actuación durante la 
pandemia de los “medios de formación 
de masas” (Bermúdez, 1993) resulta, en 
conjunto, descorazonadora. Bastaría re-
pasar la serie de consejos para ofrecer in-
formación responsable sobre COVID-19 
que, en fecha tan temprana como el 10 
de marzo de 2020, elaboró la organiza-
ción First Draft3 —dedicada a recopilar y 
facilitar recursos de verificación esencia-
les para periodistas—, para apreciar su 
generalizado incumplimiento por parte 
de los medios españoles.

Las portadas de los medios empeza-
ron hablando de pandemia mucho antes 
de que los profesionales se lo plantea-
sen, lo que no parece atribuible a un ma-
yor conocimiento experto. Tras empezar 
el año con una desmedida atención a 
la peripecia china, a finales de enero se 
siguió con inusitado despliegue de me-
dios la posible declaración de epidemia 
por la OMS. Declaración que, cuando 
finalmente se produjo, cubrió amplia-
mente las portadas españolas. Y eso era 
en la víspera de que en España se regis-
trase el primer caso, transeúnte, de posi-
ble COVID-19. 

La fascinación por cualquier “actua-
lidad” traducible al “minuto y resulta-
do”, desatendiendo significación y ten-
dencias, nos ha permitido ver cómo se 
descalificaba generalizadamente la ade-
cuación de un dato a las previsiones por 
una irrelevante variación de centésimas, 
o por el desconocimiento absoluto del 
sentido de los intervalos de confianza. 
También su empeño en una noción pro-
teica de la idea de “actualidad”, que ha 
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propiciado que una reputada cabecera 
anunciase en su portada el seguimien-
to “en directo” del ensayo clínico de un 
medicamento, que así pasaba a disfrutar 
de una demanda tan inmerecida como 
imponente.

Se ha señalado más arriba el meri-
torio esfuerzo desde múltiples ámbitos 
científicos para facilitar la tarea de com-
partir las piezas de información dispo-
nibles, esfuerzo que ha mostrado su 
parte más oscura en el muy extendido 
mal uso que se le ha dado por gran parte 
de los medios. En la utilización de esas 
masas de datos, el obvio y reconocido 
anumerismo prevalente en la profesión 
periodística (Yárnoz, 2020) ha deparado 
noticias inefables. Si la actualidad infor-
mativa ya estaba marcada por las “métri-
cas” (Magallón Rosa, 2020), que suelen 
tener mal encaje con el trabajo periodís-
tico, la pandemia permitió ver con ma-
yor claridad cómo ese tipo de contenidos 
crecían en visualizaciones y popularidad 
sin necesariamente ser una información 
cabalmente entendida, contrastada o in-
cluso cierta.

Los sesgos del sector son conocidos: 
preferencia por los números brutos con 
omisión de cualquier mínima regla de 
tres en función de la población, por lo 
que tienden a destacarse las cifras de las 
demarcaciones más pobladas; impreci-
sión en el empleo de cocientes o tasas 
de uso normalizado, llamando letalidad 
o mortalidad a cosas distintas a lo que 
esos conceptos significan; descuido, pe-
reza o incapacidad en la lectura de fuen-
tes científicas, interpretando ad libitum 
conceptos inequívocos en su contexto 
original y utilizándolos como compara-
dor de sus imaginativas aritméticas, etc.

Obviando incluso la importante 
contribución de los medios a la enorme 
confusión reinante sobre la capacidad, 
utilidad y sentido de los distintos test 
disponibles, resulta menos disculpable 
la atención durante 2020 a tratamien-
tos y vacunas futuribles de muy dispar 
relevancia. Seguramente su actuación 
ante las vacunas ayudará a explicar en el 
futuro los temores y desconfianzas pro-
vocados por una cobertura desmesurada 
de posibles efectos adversos, en propor-
ciones generalmente inferiores a los de 
gran parte de la exposición cotidiana a 
todo tipo de riesgos.

4. La necesidad inaplazable  
de una mejor gobernanza  
en la dimensión sanitaria esencial

En el aspecto nuclear de la dimensión 
sanitaria, la pandemia ha permitido vi-
sualizar una vez más las principales de-
bilidades de nuestro Sistema Nacional 
de Salud, así como identificar sus for-
talezas. Entre las primeras puede desta-
carse el abandono al que se ha sometido 
a la salud pública durante décadas y la 
desatención crónica hacia el que se pro-
clama como pilar fundamental del mo-
delo asistencial (la Atención Primaria), 
ambos agravados por los recortes presu-
puestarios habidos durante la Gran Re-
cesión, que son protagonistas en la pre-
vención y control de la COVID-19 (Sisó, 
2020). Entre las segundas, la excelente 
respuesta de los profesionales sanitarios 
(Molina et al., 2020), reflejo de un siste-
ma de formación de médica/os (MIR) y 
enfermera/os que forma parte del capi-
tal del país. 
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También hemos visto la gran capa-
cidad de adaptación de la red sanitaria 
pública, con liderazgo clínico eficaz, cola-
boración entre profesiones y entre especia-
lidades, incorporación exprés de avances 
científicos y organizativos en un contexto 
de gestión “de emergencia” más flexible y 
grandes avances en el uso de la telemedi-
cina. El profesionalismo ha protagoniza-
do la necesaria plasticidad de la atención 
sanitaria, tanto en el ámbito hospitalario 
como en la Atención Primaria, supliendo 
las carencias de unas estructuras adminis-
trativas innecesariamente rígidas, inade-
cuadas para un sector esencialmente di-
námico y claramente obsoletas (González 
López-Valcárcel et al., 2020b).

Los profesionales sanitarios son el 
gran activo del SNS, pese al igualitaris-
mo injusto y a la tolerancia con su ero-
sionante promiscuidad público-privada. 
Hay que diseñar y poner en marcha un 
nuevo modelo de relación profesional 
en el SNS que capte y retenga talento, 
que incentive la práctica bien hecha y 
que estimule el trabajo mediante fór-
mulas que permitan flexibilidad, con-
ciliación y adaptación a preferencias. 
Centros sanitarios con mucha más auto-
nomía han de poder desarrollar políticas 

de personal —puede existir un mínimo 
común— en un irrenunciable marco de 
competencia por comparación en cali-
dad. De ese marco, la palabra clave es 
“comparación”. No cabe mejora sin eva-
luar lo que se hace, ponerlo en relación 
con lo que otros consiguen y analizar y 
adoptar los modos más eficaces con que 
lo hacen. Si esto es válido en todas las 
actividades, en el ámbito sanitario forma 
parte de su ADN organizacional y for-
mativo. Y en el sistema sanitario, como 
en el resto de las actividades administra-
das públicamente, la evaluación general-
mente brilla por su ausencia. 

Nos hace falta un mejor Estado, 
también para la provisión de servicios 
de salud, en el que la mejora de la ges-
tión pública es casi la clave definitoria de 
nuestro futuro, tanto por el posible lide-
razgo innovador del sector sanitario en 
la economía como por su impacto en el 
bienestar de la población.

Más allá de las ocasionales pande-
mias, la salud de nuestra democracia 
está amenazada por el agravamiento de 
sus males endémicos, y entre ellos des-
taca la renuencia a evaluar sus actuacio-
nes y la obstinada renuncia a mejorar 
aprendiendo de estas.
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Conclusiones

1 Una sociedad verdaderamente de-
mocrática requiere de instituciones 

que rindan cuentas de manera sistemá-
tica y útil a una ciudadanía informada, 
para que esta pueda evaluar las actuacio-
nes públicas y sancionar —en todas sus 
acepciones— la ejecutoria de sus gober-
nantes. La gestión de la pandemia cau-
sada por el SARS-CoV-2 ha puesto de 
manifiesto muchas de las deficiencias 
de nuestra democracia en esos ámbitos.

2 La gestión de la información y su 
comunicación en los comienzos de 

la pandemia se mostró como la debilidad 
más notoria. Se asistió continuamente a 
un manejo disfuncional de la informa-
ción, muy llamativo en momentos de 
proliferación de repositorios abiertos 
y públicos, seguramente síntoma de la 
desarticulada relación multijurisdiccio-
nal en el Sistema Nacional de Salud, que 
no incentiva el intercambio de datos y el 
aprendizaje mutuo, obstaculizado por la 
ausencia de una cultura de rendición de 
cuentas y evaluación.

3 Las disfunciones en los mecanis-
mos de coordinación del SNS tam-

bién ayudan a explicar las tensiones 
producidas durante la pandemia entre 
Gobierno central y comunidades autó-
nomas, acentuadas por el juego desleal 
instalado en el funcionamiento de las 
instituciones españolas. Todo ello —
unido a la confusión en una parte de la 
ciudadanía respecto a la atribución de 
competencias y responsabilidades entre 
niveles de Gobierno— ha redundado 
en una gestión deficiente de la crisis. 

El reto largamente pendiente consiste 
en articular una coordinación eficaz del 
SNS en un contexto de confianza mí-
nima, donde la lealtad institucional y 
la cooperación entre Gobiernos tengan 
que instalarse como norma de funcio-
namiento. 

4 Algunas de las medidas de con-
tención social del contagio —con 

efectos intrusivos sobre derechos y li-
bertades, como la imposición del uso de 
mascarilla en espacios abiertos, los con-
finamientos perimetrales por demarca-
ciones de cuestionable sentido u otras 
restricciones a la movilidad— no han 
estado siempre alineadas con una lógica 
de salud pública y a menudo han careci-
do de suficiente aval científico. Mayores 
dosis de pedagogía y normas más flexi-
bles y mejor fundadas en la evidencia 
probablemente habrían contribuido a 
un mejor cumplimiento por parte de la 
ciudadanía.

5 La pandemia ha venido a acelerar 
y a legitimar, con argumentos de 

salud pública, algunas intromisiones en 
la esfera individual que en otras circuns-
tancias resultarían impensables. Nues-
tra tolerancia frente a la intromisión 
estatal probablemente haya dado un sal-
to cualitativo notable. Convendría que 
hubiera un debate público y transparen-
te acerca de en qué situaciones puede 
justificarse el uso de los instrumentos 
aplicados durante esta pandemia, dónde 
debemos trazar las líneas rojas que se-
paran la necesidad de preservar la salud 
pública de la vulneración intolerable de 
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los derechos individuales, cuáles son los 
límites justificables para restringir dere-
chos y libertades y qué tipo de controles 
deberían articularse frente a posibles 
situaciones excepcionales que, muy pro-
bablemente, volverán a repetirse.

6 La denominada “infodemia” ha re-
sultado ser contraproducente para 

el mensaje que debería transmitirse. La 
actuación durante la pandemia de los 
mass media resulta, en conjunto, des-
corazonadora: la querencia informativa 
por el “minuto y resultado”, unida a los 
sesgos tradicionales del sector (anume-
rismo, descuido en la lectura de fuentes 
científicas, etc.) han impedido la trans-
misión de una información cabalmente 
entendida, contrastada o incluso dotada 
de una mínima perspectiva.

7 En el sector nuclear ante una pan-
demia, el sistema de salud, se ha 

hecho visible la necesidad del refuerzo 
de algunas de sus estructuras (prin-
cipalmente, de la salud pública y de la 
Atención Primaria) y de la reorientación 
radical de su gestión pública. La impres-
cindible plasticidad que las circunstan-
cias exigían ha sido aportada desde el 
profesionalismo, supliendo las caren-
cias de una arquitectura administrativa 
innecesariamente rígida, inadecuada 
para un sector esencialmente dinámico 
y claramente obsoleta. Si la mejora de 
la gestión pública es casi la clave defini-
toria de nuestro futuro en ese ámbito, 
posiblemente no sea el único, pues to-
dos se beneficiarán del surgimiento de 
una cultura de evaluación, rendición de 
cuentas y aprendizaje mutuo. 
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1. Prolegómenos para un Gobierno 
de coalición 

1.1. Hacia la política de bloques

Las elecciones generales convocadas 
de manera anticipada el 28 de abril de 
2019, después de que el Congreso de 
los Diputados rechazara el presupuesto 
presentado por el Gobierno socialista 
para el año 2019, cerraron una de las 
legislaturas más excepcionales en la 
historia política de España. Nos encon-
trábamos por primera vez ante un Go-
bierno que había iniciado su andadura 
gracias al éxito de una moción de censu-
ra. Se trataba de un Ejecutivo en mino-
ría del PSOE, que, apoyado por Unidas 
Podemos y los partidos nacionalistas 
vascos e independentistas, gobernó du-
rante los ocho meses posteriores a la sa-
lida de Mariano Rajoy. Este había sido 
investido presidente dos años antes gra-
cias a la abstención del PSOE, tras un 
traumático proceso de decisión interno 
que se llevó por delante a su líder, Pe-
dro Sánchez. Pero a la par que el país se 
encaminaba hacia la recuperación eco-
nómica, fueron saltando y agravándose 
los casos de corrupción que afectaban al 
Partido Popular, hasta que la sentencia 
sobre el caso Gürtel, publicada el 24 de 
mayo de 2018, actuó como detonante 
para la activación de esa moción que si-
tuó a un no diputado de las Cortes Ge-
nerales como presidente del Gobierno, 
algo también excepcional en la historia 
de nuestro país. 

El nuevo Gobierno de Sánchez hizo 
bandera de su agenda social, feminista, 
europeísta y del rol internacional de Es-
paña. Lo positivo (y a la vez criticable) de 
ese Gobierno es que, siendo el Ejecuti-

vo más débil en términos parlamenta-
rios de la democracia española, no actuó 
como tal, sino que desplegó un ejercicio 
intensivo de su rol. Nombró a todo el 
Gobierno y utilizó todas las herramien-
tas legislativas para llevarlo a cabo. Una 
de las lecciones de esto, como también 
se vio con Rajoy, es que se volvía a dar 
la impresión de que España no se gober-
naba desde el Parlamento, a pesar de la 
transformación del sistema de partidos 
que supuso la irrupción del 15M. Lo cier-
to es que su sistema institucional dotó 
al Gobierno de una enorme capacidad 
de actuación, mientras que dejó al Par-
lamento un escaso margen de control, 
particularmente si tenemos en cuenta 
la paradoja de que ese Parlamento ha-
bía servido para poner fin al Gobierno 
de Rajoy y elegir a un nuevo presidente. 
La consecuencia fundamental fue que, 
una vez elegido, el Ejecutivo de Sánchez 
tomó nota de ese amplio margen de ma-
niobra y de los muchos incentivos que 
había para entrar en el Gobierno, algo 
que vieron el resto de los actores políti-
cos y que influyó, probablemente de ma-
nera decisiva, en la voluntad posterior de 
UP de entrar también a formar parte del 
mismo. 

Durante estos ocho meses, España 
tuvo un Ejecutivo que aprovechó todos los 
mecanismos a su disposición para gober-
nar, mientras el PP, inmerso en un pro-
ceso de primarias, optaba por un nuevo 
liderazgo más ideologizado. Pero duran-
te ese periodo comenzaron a verse tam-
bién las consecuencias de un hecho que 
marcaría la contienda electoral de 2019 y 
la cristalización de la política de bloques 
en España: el resultado de las elecciones 
andaluzas de diciembre de 2018 y el con-
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siguiente Gobierno autonómico de PP 
y Ciudadanos con el apoyo externo de 
Vox. Estas elecciones andaluzas provo-
caron: 1) la fuerte irrupción en España 
de un partido de extrema derecha como 
Vox, 2) la búsqueda de apoyos del PP 
para hacerse con el Gobierno de la co-
munidad con el sustento externo de Vox 
y 3) la cristalización de una fórmula en 
la comunidad autónoma más poblada 
de España, con una enorme irradiación 
y con potencial para ser repetida, como 
así fue, en el resto del país. 

1.2. La obligada referencia a Cataluña

Una de las cuestiones centrales plan-
teadas durante el primer Gobierno de 
Sánchez fue su estrategia en Cataluña, 
muy criticada por la oposición desde una 
óptica con tintes morales y casi esencia-
listas. Es posible que esa beligerancia 
contra el Ejecutivo de Sánchez tuviera 
que ver con la imposibilidad, por aquel 
entonces (como ahora), de desvincular la 
estrategia del Gobierno para Cataluña de 
su mayoría parlamentaria. Lo cierto es 
que el Ejecutivo no consiguió hacer un 
ejercicio de pedagogía que dejara clara la 
diferencia entre la estrategia del Gobier-
no para Cataluña y la de su mayoría par-
lamentaria, lo que podría haber amorti-
guado esa tensión entre el Gobierno y 
la oposición, pero también lo es que la 
interacción entre esas dos lógicas era un 
tanto perversa. 

El apoyo de los independentistas a la 
hora de sacar adelante la moción de cen-
sura contra Rajoy se equiparó, por parte 
del bloque conservador, al apoyo de Vox 
al PP para hacerse con el Gobierno de 
Andalucía. Sin embargo, detrás de la es-
trategia del Gobierno de tender puentes 

con el independentismo cabía la posibi-
lidad de pensar que había una política 
de Estado, mientras que en la formación 
del Gobierno de Andalucía del PP con 
Vox no cabía la posibilidad de esa duda. 
Tanto la estrategia como el uso de esa 
mayoría parlamentaria por parte del Eje-
cutivo de Sánchez provocó que Ciudada-
nos y el PP expulsaran retóricamente al 
Partido Socialista del denominado “blo-
que constitucional”. 

El concepto de “bloque constitucio-
nal” se utilizó desde entonces como un 
nuevo marco de referencia en el debate 
público español. A nuestro juicio, fue 
una estrategia comunicativa muy eficaz, 
articulada para expulsar al partido que 
había apoyado, junto al PP y Ciudadanos, 
la aplicación del artículo 155 de la Cons-
titución en Cataluña, tras los funestos 
episodios de octubre de 2017. La anterior 
expresión “consenso constitucional” se 
sustituyó por la de “bloque”, dando lugar 
a un marco comunicativo muy poderoso. 
Algo paradójico en todo esto fue que el 
uso de ese marco venía del País Vasco, 
donde primero se estableció la distinción 
entre constitucionalistas contra naciona-
listas —porque es cierto que el PNV no 
estuvo en el bloque constitucional, pues 
no votó la Constitución—. 

Llevar por aquel entonces todo esto 
al corazón de la política española para 
marcar líneas divisorias entre partidos 
nacionales formó parte de esa estrategia 
comunicativa. Pero lo cierto es que la 
Constitución española no es militante. Y 
no lo es porque incluso aquellos partidos 
que quieren reformarla parcial o com-
pletamente forman parte de ese consen-
so; porque, deliberadamente, la Consti-
tución no contempló ninguna cláusula 
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de intangibilidad. En ese sentido, resulta 
de muy dudosa aplicación el constitucio-
nalismo como tal en una constitución 
que es calificada como no militante por 
su Tribunal Constitucional. 

A pesar de ello, durante ese periodo, 
las apelaciones al constitucionalismo se 
convirtieron en un extraño juego en el 
que los actores políticos se autoproclama-
ban constitucionalistas al mismo tiempo 
que se arrogaban el poder de decir quién 
lo era y quién no. Es ahí donde la políti-
ca española entró en la lógica del muro, 
como dique metafórico. Según Wendy 
Brown (2015), la lógica del muro funcio-
na en ambas direcciones: al señalar a los 
que están dentro y a los que quedan fue-
ra, no solo se construye identidad hacia 
dentro, sino que también se proyecta la 
de aquellos que son expulsados del “no-
sotros”. Este proceso de “bunkerización” 
que vivió la política española durante 
este tiempo —y que tuvo como su princi-
pal artífice al líder de Ciudadanos, Albert 
Rivera— intentó imponer una homoge-
neidad dentro de ese bloque, forzando 
la construcción de un falso nosotros, 
los constitucionalistas, frente al llamado 
“Gobierno Frankenstein”. 

Era evidente que Vox y Ciudadanos 
no eran lo mismo, pero la lógica de ese 
muro y la negativa de Ciudadanos a pac-
tar con el PSOE fue forzando también 
esa tendencia a la mimetización. Se vul-
neraba así una de las ideas centrales de 
nuestra Constitución —como texto no 
militante y que como tal fue diseñado—: 
la posibilidad de compatibilizar la exis-
tencia de varias identidades nacionales 
al tiempo que se garantizaba un espacio 
común e inclusivo, funcionando el pac-
to constitucional como argamasa para 

sostener el equilibrio de todas ellas. Esa 
lógica se fue haciendo pedazos poco a 
poco. Al levantar un muro en nombre de 
España y de su Constitución, la sociedad 
se rompió por dentro, dando cabida a un 
proceso de polarización que se ha ido ra-
dicalizando desde entonces. 

De esta forma, la combinación de la 
gestión de la moción de censura (más 
que la censura en sí misma) por parte de 
algunos actores que no supieron digerir 
la misma, junto con el debate nacional 
enconado —también azuzado por el pro-
pio Partido Socialista y especialmente 
por UP— y la fórmula de gobierno en 
Andalucía terminaron por construir un 
escenario electoral polarizado, en donde 
se prefiguraron bloques claros, con líneas 
divisorias muy fuertes, que han pervivido 
durante este último año de pandemia. 

En este escenario, la posibilidad de 
un trasvase de votos interbloques se ha-
cía cada vez más difícil, como viene su-
cediendo desde hace tiempo en Catalu-
ña, cuya lógica electoral ha cristalizado 
en fractura social. Con todo el espacio 
político intermedio fagocitado también 
en el conjunto de España, cualquier fór-
mula de Gobierno de coalición transver-
sal que incluyera a Ciudadanos y a UP 
—o cualquier Gobierno con Ciudada-
nos— parecía una posibilidad cada vez 
más remota. 

2. El pacto de coalición

2.1. Un breve preacuerdo de gobierno

Las segundas elecciones convocadas en 
2019, ante la imposibilidad de formar 
Gobierno tras las celebradas en abril, 
produjeron unos resultados que obliga-
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ban a los actores políticos —esta vez sí— 
a llegar a un acuerdo de gobierno. A las 
24 horas de la cita electoral, Sánchez e 
Iglesias sorprendieron con un preacuer-
do de coalición, criticado por las formas, 
por su rapidez y la ausencia de explica-
ciones. 

La principal ventaja de la rapidez en 
el acuerdo fue la protección del mismo 
de presiones políticas, económicas y 
mediáticas. Ya había sucedido algo pare-
cido con la moción de censura a Rajoy: 
su éxito se debió en parte a la discreción 
de la operación que la fraguó. Además 
de evitar presiones, el anuncio cambió 
el foco de la conversación y envió un 
mensaje constructivo sobre la necesi-
dad de salir del bloqueo. Pero al mismo 
tiempo, esa rapidez fue criticada por no 
permitir explorar otras opciones, como 
la abstención del PP o el voto a favor de 
un Ciudadanos que había quedado he-
rido de muerte. Además, se destacaba 
una aparente ausencia de coherencia 
en aquel anuncio: semanas antes de 
que ese pacto se presentara como algo 
natural, el presidente afirmaba que un 
acuerdo con Iglesias no le dejaría “dor-
mir tranquilo”1. Sin embargo, la mejor 
manera de explorar una abstención del 
PP podría ser presentando como verosí-
mil el acuerdo de gobierno con UP. 

La sensación, no obstante, fue de 
una improvisación extraordinaria. El 
preacuerdo de gobierno constaba de diez 
puntos, sin el compromiso a la alemana 
de presentar posteriormente un texto de 
300 páginas que desarrollara esos acuer-

1 Ver “Sánchez afirma que ‘no dormiría tranquilo por las noches’ si fuera presidente con ministros de Po-

demos”. RTVE.es, 19 de septiembre de 2019. Disponible en: https://www.rtve.es/noticias/20190919/pedro-

sanchez/1979643.shtml 

dos de negociación. Los puntos 9 y 10 
del mismo hablaban de la convivencia 
en Cataluña y de justicia fiscal y equili-
brio presupuestario, respectivamente, y, 
por la trascendencia de estos, llamaba la 
atención el hecho de no haber intentado 
incluir la firma de Ciudadanos y PP, al 
menos para condicionar su abstención a 
la negociación de un programa. El voto 
de Ciudadanos podría haber servido 
para recentrar el acuerdo; no tanto para 
impedir el apoyo de los partidos inde-
pendentistas, sino para dar una sensa-
ción de centralidad al escenario de ese 
acuerdo. Pero sin esa posibilidad, Ciuda-
danos, ya sin su líder, perdía una opor-
tunidad para refundarse y reivindicarse 
como actor útil, aunque continuara en 
el Gobierno de Andalucía con el apoyo 
externo de Vox. 

Algo similar que con Ciudadanos 
ocurría con Esquerra Republicana. Su 
voto a favor implicaba un alto coste po-
lítico, tanto para el Gobierno como para 
la fuerza catalana, enfrentada a la estra-
tegia del “cuanto peor, mejor” de Torra 
y las CUP. Depender de Esquerra no 
era lo deseable para el PSOE, pero era 
importante no minusvalorar los efectos 
que tenía sobre la fuerza política catala-
na votar a favor del acuerdo con UP, a 
pesar de lo delicado del punto 9 del pre-
acuerdo —en realidad, lo que se pactaba 
era pura “doctrina PSOE” en aquel pun-
to: llamamiento generalizado al diálogo 
y normalización institucional, y acuerdo 
en, no sobre, Cataluña—. En realidad, 
para ERC, votar a favor del mismo su-
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ponía admitir que para ellos era mejor 
un escenario de gobernabilidad con UP 
que la estrategia de Junts per Catalun-
ya. El dilema era ese: reforzar el nacio-
nalpopulismo españolista de Vox, que 
permitía persistir al nacionalpopulismo 
catalán o integrarse en el consenso de-
mocrático europeísta. 

2.2. Radiografía de un alineamiento  
de izquierdas 

La pura aritmética de los resultados elec-
torales obligaba a vincular la investidura 
con un Gobierno estable. La manera en 
la que saliera investido Sánchez influi-
ría en la correlación de fuerzas parla-
mentarias para el resto de la legislatura, 
tanto si era con una abstención del PP 
como si finalmente se optaba por una 
coalición con Podemos. Había que tener 
muy en cuenta, además, el incremento 
de escaños en Vox. Poner las luces lar-
gas implicaba ver a la ultraderecha como 
un peligro para el marco constitucional. 
No solo representaba un riesgo sistémi-
co, sino también existencial, para un PP 
que tenía que seguir representando el 
centro derecha moderado, dando con-
tinuidad a su papel de actor articulador 
de ese espacio. El incremento electoral 
en el apoyo a Vox hacía pensar —con 
razón— que todas las decisiones que 
tomara el PP seguirían estando media-
das por ese actor que había surgido a su 
derecha. Además, la bajada de Ciuda-
danos —el autodenominado espacio de 
centro— hacía más difícil garantizar la 
lógica natural de funcionamiento de los 
partidos en un sistema democrático, el 
código Gobierno/oposición. 

Era, por tanto, necesario incorporar 
elementos transversales en los pactos 

de legislatura, que podrían incorporar-
se vía Ciudadanos e incluso vía PNV. 
Lo que sí estaba claro era que cualquier 
fórmula de gobierno debía pasar por 
el Partido Socialista, aunque este, aun 
siendo el partido más votado, había ob-
tenido tan solo un 28% de los votos, lo 
que tampoco es frecuente en Europa. 
Por ejemplo, el SPD obtuvo un 20,5% 
en las elecciones de 2017, lo que obligó 
a reeditar la gran coalición, con el con-
secuente desgaste que estamos viendo 
y la subida tanto de la extrema derecha 
como del partido verde. La responsabili-
dad para formar gobierno del PSOE se 
daba, además, en un difícil contexto, ca-
racterizado por un estrés social provoca-
do tanto por las sucesivas convocatorias 
electorales como por la incertidumbre e 
inestabilidad ocasionadas por la fractu-
ra territorial y social. 

Las dos alternativas eran: 1) alinea-
miento de izquierdas, que necesitaría la 
abstención de Esquerra o 2) abstención 
del PP inscrita en una lógica de concen-
tración nacional. 

El Gobierno de coalición con la abs-
tención de Esquerra podría verse como 
una oportunidad para atraer a los parti-
dos más extremos hacia la centralidad, 
aunque podría haber sido más verídico 
si se hubiese añadido a la ecuación de-
terminados elementos transversales, 
como los apoyos de Ciudadanos y el 
del PNV (que sí se consiguió). Además, 
Bruselas había aceptado sin sobresaltos 
un tipo de Gobierno así con Nadia Cal-
viño al frente de economía. El propio pe-
rímetro de poder en la capital europea 
va más allá de la socialdemocracia y de 
los conservadores y ha sabido digerir a 
fuerzas no tradicionales. El riesgo, sin 
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embargo, era que, al entrar UP en un 
Gobierno, ello permitiera que la derecha 
lo equiparase con Vox y facilitar así la 
entrada ocasional de la fuerza de Abas-
cal en Gobiernos del PP. La agenda de la 
legislatura se vislumbraba harto compli-
cada: además de un presupuesto, había 
que pensar en reformas concretas y no 
en choques identitarios. Había un ries-
go serio de que un Gobierno con UP no 
permitiese reformas de calado —refor-
mas estructurales en las que el PP, ame-
nazado por Vox, no quisiera entrar—, 
de manera que la legislatura finalmente 
se centrara en meras guerras culturales 
que condujeran a un escenario más po-
larizado. 

La otra opción era una abstención 
del PP inscrita en una lógica de concen-
tración. El argumento era que esa abs-
tención garantizaba la investidura, pero 
no la gobernabilidad, aunque no excluía 
pactos de Estado con la fuerza popular. 
Sin embargo, la misma noche electoral, 
Casado descartó negociar un Gobierno 
de coalición con el PSOE o una absten-
ción. Y una fórmula en la que el PP ayu-
dara a echar a andar la legislatura con 
una abstención, apoyando después los 
presupuestos, quizás no podría tildarse 
de coalición, pero se parecía bastante. 
En esta hipótesis siempre hubo un ries-
go de idealización. Aunque en la actua-
lidad existe una cierta nostalgia asociada 
a la idea del consenso constitucional, en 
realidad, la dinámica política española 
ha provocado que solo en contadas oca-
siones se hayan producido verdaderos 
pactos de Estado. Fue el caso de la refor-
ma del artículo 135 de la Constitución, 
de la Ley Orgánica de los Partidos Polí-
ticos aprobada en 2002, del sistema de 

pensiones mediante el pacto de Toledo 
o, más recientemente, de la Ley orgá-
nica 8/2021 de protección integral a la 
infancia, aprobada por la mayoría de la 
cámara. Sin embargo, la correlación de 
fuerzas parlamentarias surgida después 
del 15M ha hecho mucho más comple-
ja la posibilidad de llegar a esos pactos. 
Aunque podría ser saludable, desde el 
punto de vista democrático, incluir al 
PP en ellos, también es importante no 
idealizar el pasado en relación con esta 
cuestión. 

Desde la oposición, por tanto, se 
volvió a recurrir a la expresión “Gobier-
no Frankenstein”, una idea definida en 
contraposición a su bloque antagónico, 
el “bloque constitucional”. Ese juego es-
peculativo de Gobierno Frankenstein/
constitucionalistas era concebido desde 
una lógica moral que tenía la intención 
de dotar de mayor legitimidad a los se-
gundos, los autodenominados consti-
tucionalistas, mientras todo lo que no 
entrara en ese perímetro carecía de legi-
timidad en el sistema.

Pero había otro argumento poderoso 
para no optar por la segunda opción. Si 
la gobernabilidad descansaba en Casa-
do, Casado no podría erigirse como líder 
de la oposición; esta se dejaría, entonces, 
en manos de Vox y de UP. Para el PP, 
era importante garantizar la lógica sis-
témica del código Gobierno/oposición. 
La existencia de Vox hacía mucho más 
difícil contemplar la posibilidad de una 
gran coalición, que además suele nece-
sitar de un entrenamiento previo por la 
vía de Gobiernos regionales. 

Por último, si en algún momento 
había sido posible alcanzar un Gobierno 
más estable con un pacto entre PSOE y 

informe_democracia_2021.indb   211 2/7/21   12:12



212

Ciudadanos, tras la segunda convocato-
ria electoral, que materializó el descala-
bro del partido naranja, esto ya no era 
posible. Como se ha dicho ya, no obs-
tante, una vía de aportar centralidad a la 
coalición habría podido ser incorporar 
en las negociaciones una abstención de 
Ciudadanos y el apoyo del PNV, inclu-
yendo esa lógica de colaboración duran-
te toda la legislatura y abriendo el espa-
cio más allá de las izquierdas para ganar 
en durabilidad. Se podría incluso haber 
contemplado un sottogoverno donde se 
hubiesen incorporado centristas, que 
podrían venir del PNV o de Ciudadanos, 
o haber puesto a un ministro de Ciuda-
danos. Pero finalmente se optó por la vía 
de la coalición con UP con el bloque de 
la moción de censura. 

El problema del alineamiento de 
izquierdas es que se hacía depender el 
Gobierno de una fuerza independentis-
ta absolutamente imprevisible como es 
Esquerra. A pesar de ello, tras una mo-
ción de censura y dos citas electorales, 
se conseguía así dar entrada al primer 
Gobierno de coalición de la democracia 
española, con una coalición “inaudita” 
(Penadés, 2019) también en la historia 
europea: un Gobierno compuesto por 
una formación a la izquierda de la so-
cialdemocracia junto con los socialistas. 
Enseguida las expectativas se pusieron 
muy altas, con la idea de que sería “el 
Gobierno más progresista de nuestra 
historia”. Pero algo imprevisto vendría 
a cambiarlo todo. Apenas unos meses 
después del comienzo de su andadura, 
el nuevo Gobierno tuvo que adaptarse 
a un escenario lleno de incertidumbre, 
protagonizado abruptamente por una 
pandemia inesperada. 

3. De repente, todo cambió 

3.1. Un Gobierno que se resiste a cambiar 
la agenda 

El primer caso de coronavirus en el 
mundo fue identificado en diciembre de 
2019 en la ciudad de Wuhan (China). La 
Organización Mundial de la Salud reac-
cionó a finales de diciembre con razona-
ble transparencia. Durante los primeros 
días de enero, China cerró una ciudad 
de 11 millones de habitantes, pero ya era 
tarde para contener la expansión del vi-
rus y, en marzo, la OMS calificó al fenó-
meno como pandemia. 

La respuesta de la ciencia fue rápida 
y su cooperación notable. Hacia media-
dos de enero, ya se estaba empezando a 
trabajar en el desarrollo de vacunas: esa 
respuesta sólida y volcada sería una de 
las claves más importantes para salir de 
la pandemia, a pesar de las tensiones 
producidas entre ciencia y política du-
rante todo el proceso de investigación y 
propagación de la enfermedad. 

En España se reaccionó tarde. Tra-
tando de evitar la alarma, no se generó 
una alerta rápida y contundente que 
hubiese permitido activar todos los me-
canismos de bloqueo para la propaga-
ción del virus. También hubo una cierta 
anestesia en la población. No se hicieron 
las provisiones adecuadas en un escena-
rio en el que nuestro país no tenía los 
protocolos de actuación necesarios pre-
parados (y menos aún ensayados). La 
polémica celebración de la manifesta-
ción del 8 de marzo fue uno de los hitos 
en esa tardía reacción que ha perseguido 
al Gobierno durante toda la pandemia. 

El 14 de marzo se declaraba en nues-
tro país el estado de alarma en todo el 
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territorio, la más severa restricción al 
movimiento de la población jamás de-
cretada por un Gobierno en nuestra 
democracia, una medida de alto voltaje 
político que sería instrumentalizada por 
la oposición. El estado de alarma vació 
las calles y se impusieron sanciones a 
quienes incumpliesen esa restricción. El 
15 de marzo, el Ejecutivo anunciaba un 
paquete de medidas que incluían el con-
trol de la sanidad privada para combatir 
a la pandemia, la contratación de perso-
nal sanitario y el despliegue de los cuer-
pos de seguridad del Estado y las fuerzas 
armadas. Y el 16 de marzo, se cerraban 
las fronteras terrestres y se aplazaban las 
elecciones vascas y gallegas y las pruebas 
de acceso a la universidad, todo mientras 
las empresas empezaban a presentar los 
primeros expedientes de regulación de 
empleo temporales (ERTE).

Durante este tiempo, la gestión de 
los datos y de las alertas no funcionó. 
Ese fallo inicial fue clave para deter-
minar todo lo demás. El 20 de marzo, 
España superaba los 1000 fallecidos y 
20.000 contagiados. Los episodios en 
las residencias de ancianos quedarán en 
la historia más negra de esa gestión, sin 
que a día de hoy se hayan aclarado las 
responsabilidades de Gobierno central y 
comunidades autónomas y se haya he-
cho la debida rendición de cuentas. 

El debate sobre los errores políticos 
y estructurales ante una emergencia de 
esta naturaleza se abrió pronto. El Eje-
cutivo tardó en comprender que había 
un antes y después en su agenda política 
tras la pandemia y la declaración del es-
tado de alarma; que la coalición y el pro-
grama de formación de Gobierno, sea 
cual fuere el tiempo que durase el mis-

mo, había quedado completamente ob-
soleto. También tardó en entender que 
debía ocupar el espacio de la centralidad 
para resolver los problemas estructura-
les y abrirlo a compromisos con todos 
los actores políticos, para evitar la desin-
tegración de lo común. Era necesario un 
diálogo permanente con acuerdos suce-
sivos, implantando una metodología de 
acuerdos, por ejemplo, para la autoriza-
ción de las prórrogas de los estados de 
alarma, pero también para la colabora-
ción con las comunidades autónomas, 
evitando la descoordinación del poder. 
Ese fue uno de los mayores errores des-
de el inicio de la pandemia: la ausencia 
de una metodología para el acuerdo. 

Uno de los intentos del Gobierno 
para activar esta vía fue la Comisión de 
Reconstrucción social y económica del 
país, cuya primera sesión se celebró el 13 
de mayo de 2020. Sin embargo, los con-
sensos alcanzados en la misma fueron 
solo parciales. El Congreso de los Diputa-
dos dio el visto bueno a tres de los cuatro 
bloques del dictamen: reactivación eco-
nómica, Unión Europea y sanidad públi-
ca, dejando fuera uno de los más funda-
mentales, el de las políticas sociales. El 
tono bronco del Gobierno y de la oposi-
ción durante esa sesión, celebrada el 22 
de julio de 2020, fue una muestra más 
de las dificultades que el Ejecutivo ha te-
nido durante la pandemia para encontrar 
apoyo en la oposición. Este panorama 
desolador fue agravado por el comporta-
miento irresponsable de las principales 
fuerzas políticas, que no solo mostraron 
esa incapacidad para entenderse entre sí, 
sino que en ningún momento asumie-
ron que la gestión de la pandemia tenía 
que quedar fuera del debate político. Eso 
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implicaba que la preservación de la salud 
debía de primar frente a cualquier con-
frontación partidista. 

Durante este periodo, se alertó tam-
bién del grado de excepcionalidad que 
se introducía dentro del sistema y la 
tensión que eso podría suponer para 
el marco constitucional. Las leyes, que 
podían ser modificadas por órdenes 
ministeriales, iban inyectando esa ex-
cepcionalidad en el poder legislativo, 
tensionando el marco constitucional y el 
Estado de derecho. A este respecto, no 
obstante, España no ha sido muy dife-
rente del resto de países de su entorno. 
La mayoría de los analistas coinciden en 
señalar que la pandemia ha supuesto un 
test para las democracias de la UE y que 
la mayoría de ellas han salido debilita-
das. En general, las medidas adoptadas 
por la mayoría de los países han recorta-
do las libertades democráticas, especial-
mente las de movimiento y expresión y 
el derecho de reunión, llegando, incluso, 
en algunos casos, a sobrepasar los lími-
tes constitucionales de sus poderes. Ha 
sido también común el vaciamiento de 
los Parlamentos durante este periodo, 
especialmente debido a la necesidad de 
trabajar a distancia, mientras se fortale-
cían los Ejecutivos. Por ejemplo, el Par-
lamento de Italia dejó de participar en 
el 97% de las decisiones del Ejecutivo 
relacionadas con la pandemia, mientras 
que, en España, la mayor controversia se 
produjo entre comunidades autónomas 
y Gobierno central, al negarse las prime-
ras a la recentralización de la toma de 
decisiones (Russack, 2021). 

Pero el elemento jurídico que ha 
constituido el mayor foco de controver-
sia durante este periodo ha sido el esta-

do de alarma, mucho más que en nin-
gún otro país de nuestro entorno. Visto 
como una alteración profunda de los 
límites ordinarios de los derechos de li-
bre circulación y desplazamiento, según 
Tomás de la Quadra-Salcedo (2020), se 
recurrió a él para priorizar una obliga-
ción ciudadana ineludible: la de no ha-
cer daño a los demás. Sin embargo, con 
él vino la adopción del llamado “mando 
único” del Gobierno, que fue utilizado 
por la oposición (y por algunas comuni-
dades autónomas) para alertar sobre las 
supuestas tendencias totalitarias en las 
que aquel empezaba a incurrir. 

No sabemos si la activación de la 
metodología del pacto desde el primer 
momento por parte del Ejecutivo ha-
bría disuadido a la oposición de utilizar 
el estado de alarma como ariete contra 
el Gobierno, pero lo cierto es que este 
instrumento no ha sido motivo de tal 
controversia política en el resto de los 
países de nuestro entorno que también 
lo han aplicado (la mayoría). Las progre-
sivas dificultades para ir renovando los 
estados de alarma terminaron por pro-
yectar una imagen de toxicidad política 
en nuestro país difícil de encontrar en 
Europa occidental. Desde luego, no en 
la cultura tolerante que hemos encon-
trado en los países de la cuenca del Rin, 
donde el diálogo y la cooperación entre 
Gobierno y oposición ha sido la tónica 
habitual durante la pandemia. Lo mis-
mo cabe predicar de Francia, donde ni 
siquiera la fuerza de Le Pen ha incurrido 
en una oposición desleal en este tiempo; 
Italia, donde finalmente la mayoría de 
los partidos han confluido en un Gobier-
no de unidad nacional para gestionar 
los fondos europeos y la reconstrucción 
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pos-COVID; o Portugal, con un clima 
político envidiable desde el inicio de la 
pandemia. 

La actitud de asedio al Gobierno de 
la mano del PP se ha reflejado en su re-
chazo frontal a todo tipo de cooperación, 
incluida la renovación de los órganos 
constitucionales y la negociación de los 
Presupuestos. Del episodio referido a la 
controversia del estado de alarma, mere-
ce una mención especial la inactividad 
que durante la pandemia ha tenido el 
Tribunal Constitucional, al haber sido 
incapaz de resolver el recurso de incons-
titucionalidad sobre el primer estado de 
alarma que interpuso Vox al principio 
de la pandemia. La ausencia de doctri-
na sobre las restricciones a gran escala 
de derechos fundamentales en pro de 
la salud pública ha sido cuestionada por 
numerosos juristas y es llamativo que 
el debate sobre la constitucionalidad de 
estas fuera más discutido en la prensa 
que en las instituciones correspondien-
tes debido a este llamativo retraso en la 
resolución del recurso. 

Lo sorprendente durante este tiem-
po es que el Gobierno no solo ha tenido 
que afrontar la feroz oposición del PP, 
sino un grado de conflicto a veces pre-
ocupante con el socio minoritario de la 
oposición, así como otro enfrentamien-
to feroz en el Consejo Interterritorial 
del Sistema Nacional de Salud en el que 
la mención al Gobierno de la Comuni-
dad de Madrid es ineludible. Si bien es 
cierto que desde el comienzo de la pan-
demia el grado de preocupación de las 
comunidades autónomas ante la recen-
tralización de la toma de decisiones del 
Ejecutivo fue manifiesto, la gestión de la 
presidenta de la Comunidad de Madrid, 

Isabel Díaz Ayuso, y su oposición al Go-
bierno durante la pandemia no solo ha 
sido cuestionable, sino que provocó una 
obstrucción partidista en muchas de las 
medidas que, como se veía en el resto 
de Europa, eran imprescindibles para 
frenar la expansión del virus. El excep-
cionalismo de Ayuso se vio en medidas 
como la serie de encuentros que miem-
bros de su equipo mantuvieron con in-
termediarios para hacerse con dosis de 
la vacuna rusa Sputnik durante el mes 
de febrero de 2021. Todo ello se hizo 
en el marco de una Unión Europea que 
había apostado por la vía de la contrata-
ción conjunta de la misma, o de un país, 
España, con mecanismos centralizados 
para la compra de esta. 

Sí merece destacarse el papel que du-
rante este tiempo ha ejercido el Consejo 
Interterritorial de Salud para ensayar lo 
que el Ejecutivo denominó “la cogober-
nanza de España”. Frente a lo que suce-
dió con el modelo francés y el alemán, 
en España no existía un esquema claro 
de actuación. Ese instrumento de cogo-
bierno ha sido clave para compartir in-
formación sobre la gestión de los fondos 
europeos, que requerirá de una intensa 
colaboración entre las diferentes Admi-
nistraciones. Pero también como forma 
de trabajo desde una lógica federal que 
se ha ido institucionalizando durante 
la pandemia. El Consejo Interterritorial 
ha sido un laboratorio para ensayar esa 
gobernabilidad multinivel, necesaria 
para asegurar la proximidad con la ciu-
dadanía de los diferentes territorios de 
España, pero también por la urgencia, a 
su vez, de ofrecer a estos una visión de 
conjunto en la gestión de la pandemia 
proveniente del propio Ejecutivo. 
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La pandemia es un fenómeno sofis-
ticado que entrelaza economía, sanidad, 
ciencia y relaciones internacionales. Su 
gestión ha terminado poniendo de relie-
ve que tenemos un Estado compuesto y 
que el Gobierno central necesita un am-
plio grado de cooperación con las auto-
nomías si se quieren aplicar programas 
ambiciosos. Durante toda la crisis, se ha 
ensayado ese uso federal de las autono-
mías frente a la lógica de poderes parce-
lados y centralización que se venía apli-
cando previamente, especialmente en 
materia sanitaria. Sin lugar a duda, esa 
imbricación es un valor positivo en tér-
minos de políticas. Es razonable prefe-
rir que España no se descentralice más, 
pero al mismo tiempo tiene que ser ca-
paz de completar ese modelo de cogo-
bernanza por esa vía: la cooperación del 
Estado con las autonomías. 

3.2. Una coalición con grietas 

La alianza gubernamental entre PSOE 
y UP ha exhibido de forma cada vez más 
descarnada problemas de funcionamien-
to interno durante la pandemia, a veces 
incomprensibles. La pugna abierta entre 
las dos formaciones en materia de igual-
dad ha sido un ejemplo de ello. A pesar 
de que el acuerdo de  coalición  firmado 
por Pedro Sánchez y Pablo Iglesias con-
templaba la aprobación conjunta de tres 
leyes, la realidad es que cada partido ha 
tratado de sacar adelante sus propias ini-
ciativas, pareciendo trabajar uno contra 
otro. Mientras que el Partido Socialista ha 
impulsado la norma por la no discrimi-
nación conocida como Ley Zerolo, desde 
UP  se preparaba unilateralmente la ley 
trans y LGTBI, a pesar de que acordaron 
trabajarlas juntos. La ciudadanía ha asis-

tido así a una pésima descoordinación 
interna que supera con creces el margen 
aceptable en una coalición.

El problema ha obedecido a dos pla-
nos: el que corresponde al calendario y 
ordenación del tráfico legislativo y el de 
construcción de alianzas y complicida-
des parlamentarias que sean confiables y 
predecibles. En relación con el primero, 
fue incomprensible que UP —titular del 
Ministerio de Igualdad— se abstuviera 
cuando el PSOE presentó unilateralmen-
te ante el Congreso la ley de igualdad 
de trato —una norma que corresponde 
a Igualdad—. Una situación parecida 
tuvo lugar con las distintas iniciativas 
de reforma del Código Penal por ambos 
miembros de la coalición tras las protes-
tas en apoyo al rapero Pablo Hasél. 

El segundo problema, el de la impro-
visación en la negociación de alianzas 
parlamentarias para forjar mayorías es-
tables que permitan al Ejecutivo actuar 
con margen de maniobra suficiente, es 
también recurrente. Ha sucedido con 
el decreto ley de gobernanza europea, 
finalmente aprobado gracias a la absten-
ción de Vox, y, recientemente, con el de-
creto ley del complemento de materni-
dad en las pensiones, presentado por el 
ministro de Seguridad Social, José Luis 
Escrivá, y salvado por la mínima con la 
abstención de Esquerra y Bildu.

Estos problemas de coordinación e 
improvisación proyectan la imagen de 
un  Gobierno  disfuncional, con episo-
dios de deslealtad entre los socios, en los 
que cada departamento hace la guerra 
por su cuenta. En todos los Gobiernos 
hay discrepancias, también en los de un 
solo partido. Pero lo que se espera de un 
Ejecutivo eficiente es el establecimien-
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to de estructuras internas coherentes, 
tanto a nivel de gabinete como de coor-
dinación parlamentaria. Es algo que se 
puede y se debe solucionar. 

Frente a ello, quienes desde posicio-
nes alarmistas sostienen que esta  coa-
lición  jamás debería haber visto la luz 
deben explicar qué alternativas reales 
había. La gran  coalición  no es una so-
lución, pues en democracia es impor-
tante la alternancia ideológica, algo per-
fectamente compatible con acuerdos 
de Estado entre  Gobierno  y oposición. 
El balance de conjunto, además, no 
es completamente negativo. La  coali-
ción ha logrado sacar adelante los Pre-
supuestos y cierta eficacia legislativa, 
con la introducción de avances sociales 
como la regulación de la eutanasia, el 
ingreso mínimo vital, la Ley Orgánica 
de protección integral a la infancia y a 
la adolescencia frente a la violencia o la 
puesta en marcha de los ERTE durante 
la pandemia. El llamado “escudo social” 
durante este periodo —al que se dedica 
el capítulo 6 de este informe— se ha 
conseguido en parte gracias a la presión 
del socio situado más a la izquierda, 
aunque a veces resultara extraño que se 
atribuyera ese mérito como si no forma-
ra parte del Gobierno. 

Más difícil de solucionar son cier-
tos episodios de deslealtad institucional 
de  UP  y el grave daño que, en ocasio-
nes, han causado a la imagen y prestigio 
de España. La formación de Iglesias ha 
oscilado continuamente entre decidir 
si quería ser un partido de Gobierno o 
si, por el contrario, quería seguir fijan-
do sus esencias partidistas, con una hi-
perinflación simbólica que persistía en 
ese marco de agravios a la democracia 

y sus instituciones. La lista de oprobios 
es extensa, con cuestionamientos (que 
pueden calificarse de irresponsables) 
a la forma de Estado —sin que estén 
a la vista otras soluciones de consenso 
realistas—, la plenitud democrática de 
España, la no condena de la violencia 
en ejemplos como las manifestaciones 
en apoyo del rapero Hasél o el control 
democrático de los medios. Sánchez no 
fue contundente en la respuesta a estas 
acciones de su socio minoritario, mien-
tras la coalición mostraba cada vez más 
problemas de funcionamiento. 

Pero lo grave no era el desgaste po-
lítico que suponía la confrontación re-
tórica que el Gobierno exhibía cada vez 
con más frecuencia. El problema era 
que estas situaciones afectaban a la go-
bernabilidad del país, en mitad de una 
pandemia y una crisis económica sin 
precedentes. La triple emergencia eco-
nómica, sanitaria y social amenazaba 
constantemente con sumir al país en 
un desgarro institucional cada vez más 
profundo agravado por la deslealtad de 
la oposición y las continuas peleas en el 
seno de la coalición. 

Durante este tiempo, además, asisti-
mos a un fenómeno paradójico, promo-
vido por estas dos dinámicas. La ausen-
cia de oposición constructiva durante 
este periodo ha terminado por proyectar 
la sensación de que el código Gobier-
no/oposición se trasladaba al interior 
del Gobierno de coalición. Sucedió, por 
ejemplo, con la inexplicable enmienda 
de UP, pactada con Bildu y ERC, a su 
propio presupuesto, finalmente apro-
bado sin los votos de Ciudadanos y, por 
tanto, en contra del criterio del socio ma-
yoritario, que sí quería integrarlo. La en-
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mienda buscaba extender la prohibición 
temporal de los desahucios, pero im-
plicaba también volar las posibilidades 
de acuerdo con Ciudadanos en materia 
presupuestaria. El tactismo del socio 
minoritario era evidente al introducir 
un tema así en unos Presupuestos que, 
además, ya estaban pactados. Este tipo 
de actuaciones han mostrado síntomas 
de deslealtad difícilmente observables 
en Gobiernos de coalición europeos, in-
cluso cuando entre esos socios mediara 
una gran distancia ideológica, como es 
el caso del SPD y la CDU/CSU en Ale-
mania. Es cierto que, en parte, el foco de 

conflicto en el seno de la coalición estaba 
muy ligado al liderazgo de Iglesias y que 
una vez que este decidió salir del Go-
bierno para presentarse a los comicios 
de la Comunidad de Madrid, celebrados 
el 4 de mayo de 2021, el Ejecutivo dejó 
de proyectar esas fisuras internas. 

Con todo (y llamativamente), aún 
persisten algunos de los focos de conflic-
to más acuciantes en materia de igual-
dad, especialmente en relación con la 
aprobación de la Ley trans. Habrá que 
esperar a ver qué es lo que sucede con la 
misma y si el socio minoritario consigue 
sacarla adelante. 
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Conclusiones

A pesar de la difícil convivencia durante el 
año de la pandemia —un hecho insólito 
que modificó la agenda política de raíz—, 
la coalición de Gobierno ha trabajado en 
medidas de calado y negociaciones de 
alto voltaje político. A continuación, se 
relatan algunas de esas medidas con al-
gunas consideraciones de índole política. 

1 Los Fondos Europeos de Recupera-
ción, Transformación y Resiliencia 

suponen la mayor oportunidad para Es-
paña de modernizar su estructura pro-
ductiva y disminuir considerablemente 
su vulnerabilidad. Esos fondos, que apor-
tarán a la economía española en torno a 
140.000 millones de euros en el periodo 
2021-2027, y a los que habrá que sumar 
30.000 millones en concepto de fondos 
estructurales, estarán principalmente 
destinados a financiar la descarboniza-
ción de la economía y la transición verde, 
y la transformación digital, pero también 
a reducir las desigualdades y a proveer a 
nuestra economía de instrumentos para 
afrontar nuevas crisis. El calado y tras-
cendencia que supone la ejecución de los 
mismos habría hecho preferible un ma-
yor nivel de implicación del Parlamento 
en la gestación de la iniciativa de aplica-
ción, pero, de nuevo, el Ejecutivo optó 
por dejarla caer directamente en la sede 
de la soberanía nacional sin esa interlo-
cución previa con el resto de las fuerzas 
parlamentarias. 

2 El uso y abuso del decreto y una 
acumulación de poderes excepcio-

nales —que se explica en parte por el 
contexto, pero también por su debilidad 

parlamentaria y por la actitud de con-
frontación constante de la oposición— 
es, sin duda, uno de los problemas del 
Gobierno de Sánchez. Estos dos ele-
mentos, Gobierno débil y oposición 
irresponsable, han ido acentuando el 
proceso de deterioro institucional que 
vive el país, con la negativa del PP a 
renovar los cargos del Consejo Gene-
ral del Poder Judicial, el vaciamiento 
del Parlamento debido al gobierno por 
decreto, un Tribunal Constitucional 
que ha estado ausente durante toda la 
pandemia y unas Cortes Generales que 
se han mostrado incapaces de discutir 
asuntos de gran calado como el proble-
ma del rey emérito “autodesterrado” o 
la ley de reforma de la Corona. 

3 Aun así, en la senda de medidas sa-
cadas adelante por el Gobierno se 

sitúan leyes como la aprobada durante el 
mes de mayo sobre el cambio climático y 
la transición energética. Aunque la parte 
de fiscalidad verde no está lo suficiente-
mente desarrollada, lo cierto es que co-
loca al país en una mejor situación con 
respecto a una de las cuestiones de ma-
yor trascendencia de nuestra era. 

4 Junto a esta ley, las mayorías parla-
mentarias que ha articulado el Go-

bierno de coalición durante este tiempo 
han sacado adelante los Presupuestos, 
pero también la ley de eutanasia. Solo 
una ley como esta podría justificar toda 
una legislatura, por su avance en mate-
ria de libertades y derechos, que convir-
tió a nuestro país en el quinto del mun-
do en regularla.
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5 También cabe destacar la aproba-
ción de la ley orgánica de protec-

ción a la infancia (pionera en la materia 
de protección de la infancia contra la 
violencia), la del ingreso mínimo vital y 
la de educación, aunque la falta de con-
senso en esta última sin duda será un 
problema futuro. A pesar de que la eje-
cución de todas estas leyes deberá eva-
luarse con el tiempo, en conjunto repre-
sentan un avance en términos sociales y 
de libertades individuales. 

6 A pesar de ello, España tiene por 
delante un periodo formidable de 

reformas, que deberán abordarse con el 
rebote que sufrirá nuestra economía en 
la segunda mitad de 2021. Esas refor-
mas afectarán especialmente a las po-

líticas de empleo, alquiler, pensiones y 
revisión de los impuestos, según indica-
ba el Banco de España. Y tal vez ahora, 
con la salida de Iglesias como principal 
foco disruptivo de la coalición, puedan 
llevarse a cabo de una manera más so-
segada. 

7 Esta trascendental etapa debería 
requerir de un esfuerzo de coope-

ración constructiva de todas las fuerzas 
parlamentarias, especialmente de la 
oposición, y de un Gobierno con más 
predisposición al diálogo y a la incorpo-
ración de pactos transversales que pu-
dieran hacer más duraderas las medidas 
y una vida política más noble y de mayor 
altura para nuestro país de la que hemos 
visto durante la pandemia. 
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1. Introducción: el índice  
de calidad democrática

Si políticamente el año 2018 se caracte-
rizó por ser el de la primera moción de 
censura con éxito en los 40 años de régi-
men democrático postfranquista y 2019 
pudo catalogarse como un año electoral, 
el 2020 ha sido el año de la pandemia, 
el del estado de alarma. Su preámbulo 
fue la constitución del primer Gobierno 
de coalición tras la dictadura franquis-
ta, después de unos inesperados resul-
tados electorales en noviembre del año 
anterior que dejaron en tercer lugar por 
número de votos al ascendente partido 
Vox, escisión a la derecha del PP, lide-
rado por Santiago Abascal. En el Pa-
lacio de la Moncloa, Pedro Sánchez se 
abrazaba a Pablo Iglesias tras firmar un 
acuerdo para un programa común de 
gobierno que daría pie a la aprobación 
de unos presupuestos que suplantarían 
a los prorrogados del 2018, elaborados 
por el equipo del anterior presidente del 
Gobierno, Mariano Rajoy. 

Ante este escenario político, podría 
esperarse que la evaluación de la calidad 
democrática de España para el año 2020 
menguara en relación con las anteriores 
mediciones por un doble motivo: por un 
lado, el embate de una epidemia que los 
poderes públicos y, por ende, el Gobier-
no se vieron incapaces de administrar 
sin un sustancial aumento de la morta-
lidad, que afectó con gran virulencia a la 
tercera edad; por otro, la propia tesitura 
del Gobierno de coalición, al que los me-
dios de comunicación han caracteriza-
do por la confrontación continua entre 
dos sensibilidades muy distintas. Sin 
embargo, los resultados obtenidos en el 

índice de calidad democrática, construi-
do a partir de un cuestionario realizado 
a más de tres centenares de expertos en 
ciencia política, sociología y otras cien-
cias sociales españoles o extranjeros co-
nocedores de nuestro país (ver Apéndice 
III), ofrecen una imagen distinta.

Como sabe quien haya leído nues-
tros previos informes, el índice, em-
pleado de modo invariable desde hace 
doce años, está compuesto por cinco 
dimensiones o esferas (ver Tabla 1). La 
primera comprende todos los aparta-
dos relacionados con la ciudadanía, la 
declaración y respeto de los derechos 
de los ciudadanos. La segunda analiza 
la vinculación de los ciudadanos con el 
Estado a través de la representación. La 
tercera se centra en el papel del Gobier-
no al evaluar la gobernabilidad y el rendi-
miento de cuentas. La cuarta examina la 
sociedad civil, centrándose en el papel de 
los medios de comunicación y la partici-
pación política de los ciudadanos. Final-
mente, se considera también una quinta 
dimensión con los aspectos internaciona-
les, es decir, las relaciones y vínculos 
institucionales con el exterior. Como se 
ha dicho en otras ocasiones, el principal 
objetivo de la auditoría es detectar qué 
puntos funcionan correctamente y cuá-
les son deficitarios en el funcionamien-
to de la democracia española. Al prestar 
atención tanto a la calidad de las insti-
tuciones y de los actores que las repre-
sentan como a la garantía por parte del 
Estado de los recursos que requiere la 
ciudadanía para el ejercicio de sus dere-
chos, se tienen en cuenta tanto aspectos 
formales como sustanciales.

Aun en el contexto de la pandemia, 
la democracia española fue percibida de 
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modo algo más positivo que en el año 
precedente por los expertos que vienen 
participando regularmente en la encues-
ta que evalúa su calidad, mejorando en 
tres décimas. Con una puntuación final 
de 6,3, esta se ubicó en el nivel más alto 
desde que se comenzara esta evaluación 
anual de la democracia en el año 2008, 
antes de las elecciones generales que 
darían paso a la segunda legislatura de 
Rodríguez Zapatero, en los albores de la 
crisis económica. Entre ambos momen-
tos, en los años de mayor gravedad de la 
crisis (2013-2015) se han llegado a obte-
ner puntuaciones de hasta un punto por 
debajo.

En 2008, primer año en el que se 
emprendió este estudio, la valoración 
de la democracia española estuvo en su 
más alto nivel hasta la presente edición, 
alcanzando un 6,2. Posteriormente, con 
los dos primeros años de la crisis eco-

nómica, experimentó un descenso de 
algo menos de media décima, valoración 
estable hasta la llegada del Partido Po-
pular al Gobierno, momento en el que, 
coincidiendo con la crisis económica y 
los subsiguientes recortes de gasto, los 
expertos estimaron un notable descenso 
de la calidad de nuestras instituciones 
democráticas.

Comparadas estas cifras con las que 
se obtienen de otros cuestionarios rea-
lizados entre la ciudadanía española, 
puede observarse un curioso paralelis-
mo entre la opinión de los expertos y 
la de aquella hasta el año 2015, con la 
excepción del repunte que experimen-
taron las encuestas del CIS en el últi-
mo año en el Gobierno de Zapatero 
(2011). Sin embargo, expertos y ciuda-
danos divergen a partir de 2015, ya que 
los primeros apreciaban tenues signos 
de mejora, mientras que la ciudada-
nía consideraba que nuestro sistema 
democrático seguía empeorando con 
el tiempo hasta 2019, año en el que 
su valoración sube considerablemen-
te hasta alcanzar el punto medio de la 
escala, algo que no conseguía desde el 
año 2012 (véase Gráfico 1). Desafortu-
nadamente, se carece de una medida 
comparable de la evaluación ciudadana 
durante el año 2020.

A lo largo del periodo analizado, se 
han valorado siempre por encima de la 
media global las dos primeras esferas 
estudiadas, ciudadanía y representa-
ción. Sin embargo, durante los Gobier-
nos de Rajoy, la representación salía 
mejor valorada que la ciudadanía. Esta 
relación también se presentó el año de 
la moción de censura de Sánchez. En el 
último año electoral, curiosamente se 

TABLA 1: Esferas y áreas de la 

evaluación democrática

Esferas Áreas

A. Ciudadanía, 
leyes y derecho

A.1. Ciudadanía
A.2. Estado de derecho
A.3. Derechos civiles y políticos
A.4. Derechos económicos y 
sociales

B. Representación 
política

B.1. Elecciones libres y limpias
B.2. Papel democrático de los 
partidos

C. Gobernabilidad 
y rendición de 
cuentas

C.1. Control del gobierno
C.2. Acción del gobierno
C.3. Ausencia de corrupción

D. Sociedad civil 
y participación

D.1. Medios de comunicación
D.2. Participación política

E. Internacional
E.1. Relaciones 
internacionales 
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igualaron ambos aspectos de la demo-
cracia. Podríamos colegir que, durante 
los dos últimos Gobiernos del Partido 
Popular, el reconocimiento de la ciuda-
danía y los derechos —especialmente 
los sociales, en un primer momento, 
por los efectos de la crisis y, posterior-
mente, los civiles— experimentaron 
una merma apreciable. 

Las restantes tres esferas valoradas 
por la muestra aparecen por debajo del 
6,1. No obstante, todas ellas, especial-
mente el componente internacional y el 
gubernamental, han subido más de me-
dio punto en los tres últimos años. Tam-
bién sorprende, por su carácter simbó-
lico, que sea la primera vez en la serie 
que el apartado de sociedad, que inclu-
ye la participación política y el papel de 
los medios de comunicación, supere el 
punto crítico del 5, tras una tendencia 
alcista desde la incorporación a la esfera 
política de nuevos partidos como Ciuda-
danos y Podemos. Recuérdese que du-

rante los Gobiernos de Rajoy mostraron 
valores suspensos no solo esta esfera, 
sino también las correspondientes a la 
gobernabilidad y a la esfera internacio-
nal, las cuales se recuperaron en 2018 
(véase el Gráfico 2 y más adelante el 
Gráfico 8). 

En definitiva, este es el segundo 
año en el que todas las esferas de la de-
mocracia se han evaluado positivamen-
te por las personas expertas que parti-
cipan en este estudio. De este modo, 
la media global supera los seis puntos, 
como ya lo hiciera el pasado año. Que-
dan, sin embargo, tres aspectos que re-
bajan la evaluación notable que reciben 
la representación política y el reconoci-
miento de la ciudadanía: la sociedad, el 
Gobierno y las cuestiones internaciona-
les. Podría decirse que la democracia 
española está consolidada formalmen-
te, pero aún tiene un largo camino que 
recorrer en el terreno de sus aspectos 
sustanciales.

GRÁFICO 1: Evolución de la democracia española (2008-2020)
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2. Las áreas evaluadas

En el apartado anterior han quedado cla-
ramente diferenciadas las dimensiones 
valoradas positivamente, como la ciu-
dadanía y la representación, de las me-
nos positivas, como lo son el Gobierno 
y el aspecto internacional, y de la cada 
vez menos negativa valoración de la so-
ciedad. A continuación, se expondrá la 
valoración y la evolución de 12 distintas 
áreas incluidas en estas dimensiones. Se 
dividirán en cuatro apartados: las más 
notables, las que se encuentran en buen 
estado, las aceptables y las preocupantes.

Empezamos por las más positivas, 
las relacionadas con la celebración trans-
parente de elecciones y los derechos ci-
viles. La primera incluye las libertades 
de expresión, asociación, religión, de 
hablar la lengua y el derecho a que cada 
cual viva como quiera. Entre ellas, la me-
jor valorada ha sido la libertad religiosa, 
la única que recibe una puntuación por 
encima del 8. En cambio, la peor con-

siderada ha sido, como cabía presumir, 
la libertad de expresión, que, como vere-
mos más adelante, ha experimentado un 
descenso apreciable en los últimos cinco 
años, sin duda afectada por las condenas 
tanto de los raperos antimonárquicos 
como de las expresiones políticas en tor-
no a la independencia de Cataluña. En 
todo caso, sorprende que la calificación 
de este año es la segunda menor de toda 
la serie, solo por encima de la obtenida 
en 2018, el año posterior al referéndum 
de independencia catalán.

La segunda área que ha obtenido 
una buena evaluación es la concerniente 
a la libertad y limpieza de las elecciones 
celebradas. A ello habrá contribuido, sin 
duda, los abundantes comicios convoca-
dos desde las elecciones al Parlamento 
de Andalucía celebradas en diciembre 
de 2018, pasando por el año electoral de 
2019 (en el que se celebraron las eleccio-
nes europeas, dos elecciones generales, 
las de 13 comunidades autónomas y las 
municipales) más las autonómicas vas-

GRÁFICO 2: Evaluación de las esferas democráticas
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cas y gallegas celebradas en 2020, sin 
anomalías relevantes. No cabe duda de 
que los rápidos e incontestables proce-
sos de recuento de votos se han conver-
tido en una de las fortalezas más impor-
tantes de nuestra democracia. 

Otras tres áreas se han valorado por 
encima de la media global. La primera 
son los derechos sociales y económicos, 
que aun no habiendo alcanzado el nota-
ble que sí obtuvieron antes de la crisis, 
han avanzado punto y medio desde su 
punto más bajo, en el año 2013. La se-
gunda es el Estado de derecho, ubicado 
entre 2013 y 2018 por debajo del 6, que 
se ha colocado este año en un valor muy 
próximo al que tenía en la primera eva-
luación del 2008. Mención aparte mere-
ce el área de la ciudadanía, que incluye 
los derechos básicos de inclusión en la 
comunidad, pues siempre ha presen-

tado una evaluación muy próxima a la 
global.

Otras áreas de la democracia españo-
la juzgadas de modo menos positivo son 
el control del Gobierno, el área interna-
cional, la acción del Gobierno, el papel 
de los partidos políticos y el de los me-
dios de comunicación social, todas las 
cuales experimentaron una fuerte baja-
da desde 2011 con la llegada de la dere-
cha al poder, pero han conseguido una 
tenue recuperación tras los años duros 
de la crisis económica (Gráfico 3).

Finalmente, ha de decirse que la úni-
ca área que recibe una evaluación nega-
tiva es la ausencia de corrupción. A lo 
largo de toda la serie nunca ha alcanzado 
el valor de 5, pero cabe resaltar que este 
año ha obtenido la puntuación más alta 
de las trece consultas llevadas a cabo. En 
todo caso, aunque se vaya mejorando en 

GRÁFICO 3: Evaluación de las áreas democráticas
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esta lacra de la democracia española, en 
parte por los procesos judiciales que se 
han llevado a cabo desde los años 90, 
aún queda un largo trayecto por recorrer 
para ponernos a la altura de los países 
que mejor la controlan.

Analizando la evolución de estos indi-
cadores menos positivos, se advierte una 
pauta similar a la de los anteriormente 
analizados. En los tiempos del Gobierno 
presidido por Rodríguez Zapatero, solo 
había dos áreas juzgadas negativamente: 
la participación política y la ausencia de 
corrupción. Bajo la presidencia de Rajoy, 
todas estas áreas quedaron valoradas por 
debajo del cinco, salvo en su último año 
de Gobierno, en el que el apartado de 
control y acción del Gobierno obtuvo una 
puntuación de mero aprobado.

3. Las debilidades del Gobierno  
y la sociedad española

Una vez analizadas esferas y áreas, va-
mos a proceder al análisis de los distin-
tos aspectos específicos, es decir, de las 
57 distintas afirmaciones sobre la demo-
cracia española que han sido evaluadas. 
En concreto, se analizarán en primer lu-
gar las diez que obtuvieron una menor 
puntuación, para abordar en el próximo 
apartado las de mejor valoración.

Como ya se ha señalado, no cabe 
duda de que —no solo a juicio de los ex-
pertos— la mayor debilidad de nuestra 
democracia es la corrupción. Además 
de esta lacra, los expertos no consideran 
que el poder político se encuentre pro-
tegido de las presiones del poder econó-
mico, además de las injerencias interna-
cionales, y creen que los representantes 

son poco accesibles y que el acceso al po-
der es poco igualitario. En estos aspectos 
la valoración se encuentra en torno al 4 y 
están entre los tres enunciados sobre la 
democracia peor valorados. 

En la misma línea, otra cuestión con 
baja valoración es la referida a la inde-
pendencia financiera de los partidos. 
Aunque este aspecto esté incluido en el 
área del papel democrático de los parti-
dos políticos, es indudable su gran rela-
ción con la corrupción y, de igual modo, 
es preocupante también la baja conside-
ración que se tiene de la cercanía de los 
partidos a la ciudadanía. 

Merece la pena comentar, en este 
apartado de valoraciones negativas, la 
esfera internacional. Si bien en años 
anteriores este aspecto estaba entre los 
peor valorados, todo parece indicar que 
el nuevo Gobierno de coalición no ha 
descuidado esta parcela, al menos en 
lo que respecta al cumplimiento de las 
obligaciones europeas. Ello no quita que 
aún sean preocupantes las injerencias 
exteriores en nuestro país, que fue el 
aspecto peor valorado en el año 2013. 
En aquella fecha fueron valoradas con 
menos de 2, mientras que ahora se en-
cuentra en un 4. Quedan por mencionar 
otros aspectos, como son el escaso res-
peto que sustentan los medios de comu-
nicación social a juicio de los expertos y 
la escasa cooperación entre niveles de 
gobierno, que han sido acentuados por 
la situación de pandemia. 

El décimo punto débil concierne a 
la participación ciudadana. En realidad, 
supera el valor de 5, pero como no hay 
otros elementos que hayan sido peor 
valorados en esta ocasión, aparece en el 
grupo de las diez peores puntuaciones. 
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De los diez aspectos negativos que 
se contemplan en este apartado, cuatro 
atañen a la esfera de la sociedad. En este 
apartado, como en años anteriores, hay 
dos grupos de debilidades. Por un lado, 
aquellas que afectan a la dificultad de ac-
ceder al poder político, por el hecho de 
que sus representantes políticos no sean 
considerados cercanos a los ciudadanos, 
y las que estiman que el acceso de los 
distintos grupos sociales al poder políti-
co no es igualitario. Por otro, el bloque 
que concierne a los medios de comuni-
cación, que son muy mal valorados por 
su escaso respeto a los ciudadanos de 
este país y, en menor medida este año, 
por su dependencia del poder económi-
co y político (Gráfico 4).

En definitiva, siendo la corrupción, 
además de las injerencias financieras 
e internacionales, la principal lacra de 
nuestro país, ni representantes políticos 

ni medios de comunicación parecen es-
tar a la altura en nuestra ya no tan jo-
ven democracia. Queda, no obstante, la 
esperanza de una tenue recuperación 
experimentada en la valoración de todos 
estos aspectos a raíz de la lenta salida 
de la crisis económica inducida por la 
pandemia, aunque el efecto de las diver-
gencias en las posturas ante las medidas 
para paliar la extensión e impacto de 
esta no haya contribuido precisamente a 
aumentar la confianza en la clase políti-
ca o en la prensa.

4. Las fortalezas formales  
de nuestra democracia

En el apartado de las fortalezas destacan, 
sin duda, los aspectos electorales. En 
concreto se juzga que el proceso electo-
ral es limpio y que los ciudadanos ejer-

GRÁFICO 4: Debilidades de la democracia
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cen el derecho al voto con libertad, sin 
coacciones ni intimidaciones. También 
se está de acuerdo en que los ciudada-
nos pueden crear, organizar y mantener 
partidos políticos sin impedimentos ins-
titucionales. Por tanto, los expertos valo-
ran de modo notable uno de los aspectos 
fundamentales de la democracia, como 
es el de la concurrencia libre a eleccio-
nes celebradas con todas las garantías 
requeridas.

Además de los procesos electorales, 
otro aspecto positivo de nuestra demo-
cracia es el que se vincula con la ciu-
dadanía. Es de notar que seis aspectos 
relacionados con esta área se sitúan en-
tre los trece que son valorados con un 
notable. En concreto, se considera que 
se respeta cualquier práctica religiosa, 
se protege la libertad de asociación, se 
disfruta de alto reconocimiento sin-
dical, se tolera que la gente viva como 

quiera, se valora el ejercicio de los fun-
cionarios en el desempeño de su tarea y 
queda garantizado el derecho a emplear 
cualquier lengua (Gráfico 5). Al igual 
que ocurriera en años precedentes, des-
aparece de esta lista el reconocimiento 
de la libertad de expresión, fruto en bue-
na medida de seguirse manteniendo en 
vigor la Ley de Seguridad Ciudadana, 
también conocida por el entorno de iz-
quierdas como “ley mordaza”, y de los 
juicios al procés, que pueden ser consi-
derados como un límite a los derechos 
cívico-políticos de los ciudadanos y de 
sus representantes democráticamente 
elegidos.

Por último, entre los aspectos po-
sitivos de nuestra actual democracia, 
figura la representatividad del Parla-
mento (en contraste con el periodo bi-
partidista de la democracia española, 
que se extendió desde 1986 a 2015). 

GRÁFICO 5: Fortalezas de la democracia
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Cabe resaltar que, como era de esperar, 
la protección de la salud y el cumpli-
miento efectivo de las obligaciones eu-
ropeas han desaparecido de la lista de 
los aspectos más valorados, en buena 
parte por el año tan aciago para la salud 
que ha sido el 2020.

5. La evolución parabólica  
de la evaluación de la democracia 
española

En este apartado se mostrarán los prin-
cipales cambios que se han producido 
a lo largo de los trece años en los que 
se ha realizado esta encuesta a través de 
tres gráficos. Además de estudiar la evo-
lución completa de las cinco esferas de 
las que se compone nuestra medición 
de la democracia, para el conjunto de los 
57 puntos de información de los que se 
dispone, se establecerán dos términos 
de comparación. La primera referencia 
es del informe 2008, es decir, el último 
año de la primera legislatura de Zapa-
tero, antes del comienzo de la crisis. La 
segunda es, en contraste, el último año 
del Gobierno popular de Mariano Rajoy, 
es decir 2017. La evaluación de 2020 se 
contrastará, por tanto, con ambos pun-
tos de referencia. 

Se considera que las evaluaciones 
durante este intervalo de trece años han 
experimentado dos grandes influencias 
de naturaleza distinta y difícil distinción 
analítica: por un lado, el efecto de la cri-
sis de 2008, que afectó al segundo Go-
bierno de Rodríguez Zapatero y al pri-
mer Gobierno de Mariano Rajoy, y por 
el otro lado, el del color del Gobierno, al 
ser esta institución una de las centrales 

del régimen político y por cierto efec-
to de halo que ello pudiera tener entre 
quienes responden.

Todo ello se expresa sintéticamen-
te en el Gráfico 6, que refleja la evolu-
ción de las evaluaciones de los expertos 
al conjunto y a cada una de sus corres-
pondientes esferas. En los tres primeros 
años valorados, se produce un tenue 
descenso motivado por la llegada de la 
crisis económica. Este descenso se ve 
ligeramente atenuado con la subida de 
la valoración en el último año de la le-
gislatura de la mayoría simple socialista 
(2011). Posteriormente, con la llegada 
de los populares al Gobierno, la puntua-
ción en todas las esferas —salvo en la de 
la representación política, concerniente 
al aspecto electoral y la organización de 
los partidos políticos— sufre un gran 
retroceso, que se mantiene durante los 
tres primeros años de la legislatura y se 
recupera levemente en el año electoral 
de 2015. La excepción a esta tendencia se 
localiza en la esfera de la sociedad civil y 
la participación, pues su recuperación se 
realiza dos años antes de las elecciones, 
sin duda influida por el ascenso de los 
partidos emergentes, que pondrán en 
cuestión el bipartidismo y darán lugar 
a un nuevo ciclo en la política española 
caracterizado por la ausencia de un par-
tido hegemónico capaz de conseguir la 
investidura presidencial.

Hasta el año de la pandemia, desde 
2015, año de las elecciones que dieron 
lugar al primer Parlamento incapaz de 
elegir a un presidente de Gobierno —o si 
se quiere, al final de la mayoría absoluta 
del Partido Popular o al comienzo de la 
salida de la crisis económica—, se obser-
va un ascenso paulatino en todas las esfe-
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ras que deviene en una valoración global 
muy similar a la que se dibujaba en 2010. 

Sin embargo, hay algunos matices 
en la composición de esa puntuación. 
En primer lugar, cabe destacar que la 
esfera más estable durante todo este 
periodo ha sido la de la representación 
política, esto es, aquella relacionada con 
las elecciones y la acción de los partidos 
políticos. Incluso, podría decirse que es 
una de las dos grandes esferas que me-
joran entre 2008, cuando el bipartidis-
mo alcanzó su esplendor, y 2020, tras 
la constitución en diciembre de 2019 de 
un Congreso de los Diputados con un 
idéntico número de grupos parlamenta-
rios al habido en la I Legislatura iniciada 
en 1977.

En segundo lugar, cabe fijarse en que 
la única esfera que ha bajado en el últi-
mo periodo (2015-2019, cuatro décimas 
menos) en algún momento es la esfera 
de la ciudadanía, las leyes y el derecho. 
Ello podría explicarse en buena medida 
por las muchas y graves tensiones políti-
cas derivadas del conflicto catalán. 

Otra esfera de la democracia que aún 
no se encuentra en el nivel de 2008 es la 
internacional, aunque ya su diferencia 
es mínima (solo dos décimas). En este 
sentido, puede haber algunos factores 
ligados a la crisis que hayan incidido en 
que esta valoración sea menor que hace 
trece años: por un lado, la fuerte inje-
rencia de la Unión Europea a la hora de 
establecer ajustes de los presupuestos 
y, por el otro, la menor participación de 
nuestro país en la cooperación interna-
cional. 

En contraste con estas dos esferas, 
hay otras dos que superan, aunque mí-
nimamente, la del punto de inflexión de 
2010. Se trata de la esfera de la partici-
pación de la sociedad civil y la de la go-
bernabilidad y rendición de cuentas. A 
ambas es seguro que ha contribuido la 
respuesta social a la crisis, así como las 
nuevas tecnologías de la comunicación, 
que han permitido ampliar el número 
de participantes en el debate público. 

En definitiva, puede apreciarse que el 
bienio 2019-2020 se caracteriza por ser el 

GRÁFICO 6: Medias de las esferas por año

3

4

5

6

7

2008 2009 2010 2011 2012 2013 2014 2015 2016 2017 2018 2019 2020

Año

Escala democrática Ciudadanía, leyes y derecho Representación política
Gobernabilidad y rendición Sociedad civil y participación Internacional

informe_democracia_2021.indb   233 2/7/21   12:12



234

único periodo en toda la serie en el que to-
das las esferas se encuentran por encima 
del cinco. La semejanza con la situación 
del 2008 es evidente. Solo son aprecia-
bles dos pequeños contrastes. De un lado, 
el descenso en la evaluación de la esfera 
internacional, que de estar por encima de 
la media global ahora aparece por debajo; 
del otro, el leve ascenso de la esfera de la 
participación de la sociedad civil, que pasa 
del suspenso al mero aprobado.

Pasando a las comparaciones entre 
pares de años, de la realizada entre el 
último año (2020) y el primero (2008) 
puede deducirse un cierto equilibrio 
(Gráfico 7). Recuérdese que ambas cali-
ficaciones solo difieren en dos décimas. 
Se distingue que 25 de los 57 elementos 
analizados han evolucionado positiva-
mente. Entre ellos, cabe destacar los si-
guientes: la participación política de la 
mujer, la responsabilidad de los poderes 
autonómicos y locales, la participación 
ciudadana, la representatividad del Par-
lamento y la libertad de los partidos polí-
ticos. La evaluación de estos cinco aspec-
tos ha incrementado al menos un punto. 
En contraste, los aspectos que más nega-
tivamente han evolucionado son la esta-
bilidad de los Gobiernos y, sobre todo, 
la protección de la libertad de expresión.

Si se realiza una comparación más 
próxima entre la valoración que hicieron 

los expertos a finales de 2018 con la que 
efectuaron a principios de 2021 (Gráfi-
co 8), mediadas las dos convocatorias a 
elecciones generales, la constitución del 
primer Gobierno de coalición del actual 
régimen democrático y el anómalo pe-
riodo de estado de emergencia decreta-
do por la pandemia, se constata que ha 
habido una mejora en todos los aspectos 
contemplados menos en uno. Pese a las 
críticas de ciertos sectores de la sociedad 
catalana, española e internacional que 
suscitaron las condenas del juicio del 
procés y la crisis sobre los nombramien-
tos de los miembros del Consejo del 
Poder Judicial, entre los cinco aspectos 
que más han mejorado en los dos últi-
mos años se encuentra la independencia 
de los jueces. Otras cuestiones que han 
sido bastante mejor valoradas que el pa-
sado año son el respeto al principio de 
cooperación internacional, la promoción 
de los derechos en el exterior y la ausen-
cia de interferencias internacionales.

En el lado opuesto de la compara-
ción entre los dos últimos años, solo un 
aspecto ha empeorado su evaluación: la 
estabilidad del gobierno. Así como en el 
primer juicio se partía de un Gobierno 
de tres años de duración, en el más re-
ciente se contaba con tres cambios sus-
tanciales de Gobierno en menos de tres 
años.

informe_democracia_2021.indb   234 2/7/21   12:12



235

GRÁFICO 7: Comparación de las evaluaciones de 2020 y 2008
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GRÁFICO 8: Comparación de las evaluaciones de 2020 y 2018
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Conclusiones

1 A pesar del impacto de la pande-
mia y de las aparentes tensiones en 

el Gobierno de coalición, los expertos 
consultados en el índice de calidad de la 
democracia española de este año le han 
concedido un aprobado medio, dos dé-
cimas por encima del año anterior, lo-
grando la mayor valoración de entre las 
trece consultas realizadas.

2 En los primeros años en los que se 
realizó esta encuesta, tuvo lugar un 

progresivo deterioro en prácticamente 
todos los aspectos evaluados. Sin em-
bargo, esa tendencia se ha revertido en 
los cuatro últimos y ya son dos los años 
consecutivos en los que las cinco esfe-
ras evaluadas han presentado una media 
por encima del aprobado.

3 A pesar del notorio descenso en la 
evaluación de la calidad de la demo-

cracia española durante los años de la 
crisis económica de 2008, desde 2015, 
tras múltiples procesos electorales y un 
debilitamiento del clásico bipartidismo 
moderado español, podemos observar 
una mejora de la valoración en casi to-
dos los aspectos del régimen político, 
particularmente en la esfera social.

4 La valoración de los expertos consul-
tados siempre ha sido ligeramen-

te superior que la manifestada por los 
ciudadanos en los estudios del Centro 
de Investigaciones Sociológicas (CIS). 
A pesar de que durante más de una dé-
cada se haya mantenido esta pauta, en 
ocasiones la diferencia entre los dos 
grupos se ha acrecentado, como ocurrió 

entre 2016 y 2018. La última ocasión en 
la que el CIS registró la valoración de la 
democracia fue en 2019. Entonces, los 
ciudadanos otorgaron a la democracia 
un 5,1, frente al 6,1 de los expertos en 
nuestro índice aquel año, reduciendo le-
vemente la diferencia registrada en los 
años anteriores.

5 Como ha venido poniéndose de 
manifiesto en los anteriores infor-

mes, las principales debilidades de la 
democracia española son la corrupción 
y las indeseables injerencias financieras 
e internacionales. Además, hay muchas 
cuestiones concernientes a la participa-
ción y la sociedad civil que son mejo-
rables, especialmente las relacionadas 
con los medios de comunicación y a los 
representantes de la ciudadanía. En de-
finitiva, hay una alta desconfianza en los 
líderes políticos y en sus mediadores, a 
lo que la situación de competencia polí-
tica entre Gobierno central y las comu-
nidades autónomas en torno al estado 
de emergencia y otras medidas de pre-
vención de la expansión del virus no ha 
ayudado a mitigar.

6 A pesar de todo ello, los expertos 
también reconocen continuada-

mente las fortalezas de la democracia 
española. Las más sobresalientes tienen 
que ver con la celebración de elecciones 
limpias y la libertad de voto, seguidas 
por el respeto a las libertades religiosa, 
de partidos políticos y sindicatos —de 
asociación, en general—, el derecho a 
vivir y a la lengua, así como el ajuste a la 
legalidad de los funcionarios. 
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7 En general, puede decirse que los 
expertos se manifiestan mayorita-

riamente satisfechos con la democra-
cia. Aunque aún no se alcance el 52% 
obtenido en la primera aplicación de 
este estudio, casi la mitad de las perso-
nas encuestadas están satisfechas con 
la democracia y solo aproximadamente 
un cuarto de ellas se manifiestan poco o 
nada satisfechas con ella.

8 Como se verá en el apéndice, hay 
diferencias en el juicio sobre la de-

mocracia entre las personas que la han 
evaluado. Las personas de izquierdas 
son más críticas, pero más aún lo son 
las personas que declararon haber vota-
do en las últimas elecciones al Congreso 
de Diputados a un partido nacionalista o 
a Unidas Podemos.
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Apéndice I. Características actitudina-
les del panel de expertos

Esta sección del informe tiene como ob-
jetivo aportar un complemento al análi-
sis de los resultados del índice de cali-
dad de la democracia con la inclusión de 
otras opiniones, así como de caracterís-
ticas sociodemográficas de los expertos 
que respondieron la encuesta. Como en 
ediciones anteriores, se han utilizado 
cinco variables independientes: el sexo, 
la década de nacimiento, la comunidad 
autónoma de residencia, la posición en 
la escala ideológica y el voto en las elec-
ciones generales de noviembre de 2019. 
La Tabla 2 presenta, para cada grupo, la 
media del índice de la calidad de la de-
mocracia junto con la desviación típica y 
el número de casos.

Como en pasadas ediciones, apenas 
existen diferencias entre las puntuacio-
nes que los grupos definidos por las 
variables sociodemográficas otorgan a 
la democracia española. El caso más evi-
dente es el de la variable de sexo, ya que 
los expertos, en promedio, hacen una 
valoración idéntica de la calidad demo-
crática. Por el contrario, sí se observan 
algunas diferencias entre los grupos de 
edad o las comunidades autónomas de 
residencia, aunque en ningún caso lle-
gan a ser considerables. Los expertos de 
más edad —los nacidos con anterioridad 
a 1950—, así como los más jóvenes —
nacidos a partir de 1980—, tienen una 
mejor imagen de la democracia españo-
la que aquellos nacidos en las décadas 
de los 60 y 70. En clave territorial, como 
en ediciones pasadas, los residentes en 

Cataluña y el País Vasco hacen una peor 
valoración del estado de la democracia 
en comparación con los expertos de An-
dalucía.

El perfil ideológico de los expertos y 
su comportamiento electoral están rela-
cionados con la valoración que realizan 
de la calidad de la democracia en Espa-
ña. En este caso también se reprodu-
cen las pautas observadas en ediciones 
anteriores de la encuesta. La ideología, 
medida con una escala del 1 al 10 cuyos 
extremos indican las posiciones de ex-
trema izquierda y derecha, presenta una 
relación positiva con la valoración de la 
democracia. En concreto, los expertos en 
posiciones más a la izquierda (1-2) ha-
cen una valoración media de 5,5, mien-
tras que la puntuación que otorgan los 
situados en posiciones de centro y dere-
cha (5-10) es 1,2 puntos más alta. 

El comportamiento electoral de los 
expertos también guarda cierta corres-
pondencia con la evaluación que rea-
lizan del estado de la democracia. Los 
votantes de Ciudadanos, PP y PSOE 
puntúan a la democracia española con 
un 6,8, ligeramente por encima de la 
media global, que, como veíamos, se si-
túa en el 6,3. Al contrario, la nota que 
otorgan los que apoyaron a Unidas Po-
demos u otros partidos, principalmente 
nacionalistas, en las últimas elecciones 
es sensiblemente menor (5,5).

Sobre el conjunto de las variables 
consideradas, el comportamiento electo-
ral es el factor que logra dar cuenta en 
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mayor medida de la valoración del esta-
do de la democracia en España. El débil 
efecto de las variables de edad y comuni-
dad autónoma de residencia se desvane-
ce en el momento en que se introducen 
en un análisis multivariante las variables 
políticas. Por ejemplo, la diferencia en la 
valoración de la democracia entre los re-
sidentes en el País Vasco y los afincados 
en Andalucía pasa de nueve a tres déci-
mas cuando se introducen en el modelo 
dichas variables. En un análisis comple-
jo, que contempla cinco variables pre-
dictoras, la única que resulta significati-
va es el recuerdo de voto en las últimas 
elecciones. Concretamente, los votantes 
de Unidas Podemos valoran el estado de 
la democracia nueve décimas peor que 
los votantes del PP y Ciudadanos, mien-
tras que los de otros partidos se sitúan 
algo más de un punto por debajo.

Las personas expertas consultadas, 
además de participar en la evaluación de 
los diferentes aspectos de la democracia, 
respondieron a una pregunta acerca del 
estado global de la misma. Esta pregun-
ta busca examinar la coherencia entre 
las valoraciones otorgadas a cada una de 
las dimensiones y la percepción general 
sobre el funcionamiento del sistema. El 
Gráfico 9, que presenta las respuestas 
en esta edición de la encuesta, muestra 
que la mayoría de los expertos se decla-
ran satisfechos o muy satisfechos (45%) 
con el funcionamiento de la democracia. 
A continuación, se sitúan aquellos que 
están algo satisfechos (30%), seguidos 
por los más pesimistas en su valoración, 
que se muestran poco o nada satisfechos 
(26%).

La serie temporal del estudio, que 
abarca desde 2009 hasta la actualidad, 

permite hacer un análisis de la evolu-
ción de la satisfacción general con la 
democracia (Tabla 3). Los datos de esta 
edición continúan con la tendencia as-
cendente del nivel de satisfacción que se 

TABLA 2: Valoración de la democracia 

española según características 

sociodemográficas

  Media
Desviación 

típica
Casos

Total 6,3 1,5 320

Sexo

Hombre 6,3 1,6 227

Mujer 6,3 1,3 93

Década de nacimiento

1940 o anterior 6,7 1,5 29

1950 6,4 1,6 55

1960 6,2 1,6 99

1970 6,2 1,3 90

1980 o posterior 6,6 1,4 47

Comunidad de residencia

Madrid 6,3 1,5 122

Cataluña 6,0 1,5 63

Andalucía 6,6 1,3 39

País Vasco 5,7 1,5 22

Otras 6,6 1,7 57

Extranjero 6,3 1,2 17

Ideología (escala 1-10)

1-2 5,5 1,5 25

3-4 6,3 1,5 212

5-10 6,7 1,4 71

No contesta 6,1 2,0 12

Recuerdo de voto (nov. 2019)

Ciudadanos y 
Partido Popular

6,8 1,3 22

PSOE 6,8 1,3 119

Unidas Podemos 5,5 1,3 55

Otros 5,5 1,5 35

No contesta 6,3 1,6 89
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observa desde 2015, cuando comenzó la 
transformación del sistema de partidos 
con la irrupción de Podemos y la apa-
rición de Ciudadanos a nivel nacional, 
junto con el comienzo de la salida de la 
crisis económica del 2008. En 2020, el 
45% de los expertos consultados decla-
ran estar satisfechos o muy satisfechos 
con el funcionamiento de la democra-
cia, frente al 38% de 2019 y el 31% de 
2018. Este avance de 14 puntos en dos 
años, aunque más agudo, se asemeja a 
la evolución registrada por el indicador 
de la calidad democrática utilizado en la 
encuesta, que ha crecido del 5,8 al 6,3 

GRÁFICO 9: Satisfacción con la 

democracia española
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TABLA 3: Satisfacción y caracterización de la democracia

  2009 2010 2011 2012 2013 2014 2015 2016 2017 2018 2019 2020

  % % % % % % % % % % % %

Satisfacción con la democracia

Nada satisfecho 0 3 3 4 10 9 13 7 11 10 8 4

Poco satisfecho 17 20 26 31 40 48 42 38 29 27 23 22

Algo satisfecho 31 34 32 35 34 25 20 31 28 33 33 30

Satisfecho 47 41 37 28 15 18 20 22 29 27 33 40

Muy satisfecho 5 3 3 3 1 0 5 2 3 4 3 5

Casos 130 118 120 159 137 152 133 135 257 268 278 319

Característica esencial de la democracia

Elecciones regulares 45 46 41 44 45 46 52 44 37 32 35 35

Una economía que 
asegure el ingreso digno

11 12 13 16 12 16 9 11 12 12 12 18

Un sistema judicial que 
trate a todos por igual

8 13 14 6 9 10 11 14 18 14 13 13

Respeto a las minorías 11 10 10 14 14 12 10 16 15 13 18 12

Libertad de expresión 
para criticar 
abiertamente

23 15 21 18 19 16 13 13 9 19 12 12

Ninguna 3 5 1 3 2 1 4 2 9 11 11 11

Casos 124 111 112 146 130 143 127 126 255 267 277 160
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desde 2018, hasta alcanzar el máximo 
histórico de la serie. 

Otro aspecto en el que indaga la en-
cuesta es la percepción de las caracterís-
ticas esenciales de la democracia (Grá-
fico  10). El objetivo de esta pregunta 
es conocer cómo los expertos afrontan 
la evaluación de un concepto complejo 
y multidimensional como es la demo-
cracia. Para ello se ofrece un listado de 
aspectos entre los que se incluyen la ce-
lebración de elecciones, una economía 
que asegure un ingreso digno, un siste-
ma judicial que trate a todos por igual, 
el respeto a las minorías y la libertad de 
expresión. Este año, y como viene sien-
do la norma en toda la serie histórica, el 
aspecto más señalado es la celebración 
de elecciones (35%). En segunda posi-
ción, probablemente fruto del impacto 
de la crisis desatada por la pandemia de 
COVID-19, se encuentra la dimensión 
económica (18%). De hecho, el derecho 
a unas condiciones materiales dignas ha 
marcado su máximo histórico, solo com-
parable a 2012 y 2014, los peores años 
de la crisis económica que comenzó en 
2008. A continuación, con porcentajes 
similares, se hallan la dimensión de la 
justicia igualitaria (13%), el respeto a las 
minorías (12%) y la libertad de expresión 
(12%). Por su parte, el 11% entiende que 
ninguno de los aspectos listados es esen-
cial para el funcionamiento del sistema 
democrático.

En esta edición de la encuesta se ha 
continuado preguntando acerca de algu-
nos cambios que podrían introducirse 
en el sistema político. Esta parte de la 
encuesta consiste en una serie de afir-
maciones con las que el encuestado tie-
ne que manifestar su nivel de acuerdo, 

utilizando para ello una escala de cinco 
puntos, que oscila entre el muy de acuer-
do y el nada de acuerdo. Para estudiar 
la serie histórica que conforman estas 
afirmaciones se ha empleado un índice 
que varía entre +2 —el máximo grado de 
acuerdo con la afirmación— y -2 —que 
representa el desacuerdo absoluto—. 

El Gráfico 11 presenta la evolución 
del grado de acuerdo con tres cambios 
que se han incluido en la encuesta desde 
2014. Los expertos siguen divididos en 
torno a la celebración de un referéndum 
de autodeterminación en las nacionali-
dades históricas (Cataluña, País Vasco y 
Galicia), una tendencia que se mantiene 
desde el año 2017. 

Por el contrario, existe cierto grado 
de acuerdo acerca de la conveniencia de 
celebrar un referéndum sobre la forma 
política del Estado en el que los ciuda-
danos puedan manifestarse a favor de la 
monarquía o la república. El mayor gra-
do de consenso lo alcanza la afirmación 
sobre la necesidad de reformar la Cons-
titución. La mayoría de los expertos se 
muestra favorable a que sea reformada, 
aunque el nivel de apoyo ha descendido 

GRÁFICO 10: Característica esencial 

de las democracias
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por primera vez desde 2014, hasta si-
tuarse cerca del valor 1 positivo.

Una de las novedades introducidas 
en esta nueva edición ha sido interro-
gar a los expertos que se posicionaban 
a favor de la reforma de la Constitución 
acerca de los tres aspectos que deben ser 
abordados con mayor urgencia por dicha 
reforma (Gráfico 12). El 95% de quienes 
respondieron están en cierta medida de 
acuerdo con que se emprenda una re-
forma de la carta magna. De estos, más 
de tres de cada cuatro son favorables a 
que dicha reforma incluya la organiza-
ción territorial del Estado, seguido por 
la reforma del poder judicial (61%) y la 
inclusión de nuevos derechos sociales 
(43%). Con un menor nivel de apoyo se 
sitúan la transformación del régimen 
político de una monarquía parlamenta-
ria a una república (30%) y la enmienda 
de las atribuciones de la Corona (22%). 
Por último, menos del 15% consideran 
prioritario abordar la reforma del proce-
dimiento de investidura, las atribucio-

nes del Parlamento o el funcionamiento 
del Tribunal Constitucional. 

También por primera vez en esta en-
trega se ha incluido una serie de enun-
ciados acerca de medidas que podrían 
mejorar el funcionamiento del sistema 
político, así como evaluaciones acerca 
de los resultados obtenidos tras una dé-
cada de cambios a nivel social y político 
(Gráfico 13). Un aspecto que lleva varios 
años instalado en el debate académico e 
institucional es la necesidad de que las 
decisiones políticas estén informadas 
por evidencia científica, con la que es-
tán de acuerdo la mayoría (67%) de los 
expertos. También hay un acuerdo ma-
yoritario (63%) con la idea de crear una 
agencia independiente que se dedique a 
vigilar e intervenir frente a la prolifera-
ción de noticias falsas, aunque el 25% de 
los expertos se muestran contrarios a la 
iniciativa. Por su parte, los encuestados 
están en su mayoría (66%) de acuerdo 
con que la transformación del sistema 
de partidos acaecida a partir de 2014 ha 

GRÁFICO 11: Grado medio de acuerdo (de -2 a +2) con las afirmaciones sobre…
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resultado en un Parlamento más repre-
sentativo de la sociedad. Sin embargo, 
para el 49%, esta transformación y la 
mayor representatividad del Parlamento 
no ha supuesto una mejora del clima en 
el que se desarrolla el debate político. 

Por último, con motivo de la pan-
demia de COVID-19, este año se inclu-
yeron una serie de afirmaciones para 
evaluar aspectos relacionados con la 
respuesta del sistema a la crisis y su 
impacto en la calidad de la democracia 
(Gráfico 14). La mayoría de los expertos 
(88%) opinan que las Administraciones 
no estaban suficientemente preparadas 
para afrontar la crisis sanitaria y social 
derivada de la pandemia, un consenso 
que es transversal a la ideología o la co-
munidad de residencia de los consulta-
dos. Por el contrario, existe una división 
de opiniones sobre si con el paso de los 
meses estas han sabido adaptarse para 
responder a la crisis sanitaria y social. 
Los expertos situados en posiciones de 
centroderecha presentan una visión más 

crítica sobre la capacidad de aquellas a la 
hora de enfrentar la pandemia. 

Otro asunto que ha estado presente 
en el debate político en los últimos meses 
es la idoneidad de centralizar la gestión 
de la pandemia, como ocurrió duran-
te la primera ola, que se extendió entre 
los meses de marzo y julio de 2020. Los 
expertos se muestran divididos ante esta 
disyuntiva: mientras que un 39% está de 
acuerdo con la centralización de la ges-
tión, el 42% se posiciona en contra. Entre 
los que se oponen a la recentralización 
destacan la mayoría de los consultados 
residentes en Cataluña y el País Vasco. 

Una última cuestión es cómo han 
afectado las medidas derivadas de la 
pandemia a la calidad de la democracia. 
La mayoría de los encuestados (55%) re-
chazan la idea de que haya empeorado 
debido a las medidas tomadas durante 
la pandemia en el marco del estado de 
alarma. No obstante, un 31% creen que 
algunas de las medidas tomadas durante 
la pandemia han supuesto una merma 

GRÁFICO 12: Aspectos de reforma de la constitución
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de la calidad de la democracia. La opi-
nión sobre esta cuestión presenta una 
cierta relación con la posición de los ex-
pertos en la escala ideológica, de forma 
que la percepción de que las medidas to-
madas durante la gestión de la crisis han 

deteriorado la calidad de la democracia 
es predominante entre los expertos de 
centroderecha, mientras que entre los 
situados en la izquierda cunde la impre-
sión de que la calidad de la democracia 
no se ha visto afectada por la pandemia.

GRÁFICO 13: Grado de acuerdo con las afirmaciones sobre… 
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GRÁFICO 14: Grado de acuerdo con las afirmaciones sobre…
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Apéndice II. Nota metodológica

Una descripción detallada de este estu-
dio puede encontrarse en el Informe de 
la Democracia-2008 de la Fundación 
Alternativas (pág. 300). Allí se explica 
el origen del proyecto, su metodología 
y la elaboración de la muestra. El cues-
tionario, enviado y cumplimentado por 
Internet, parte del utilizado en la edición 
del IDE 2009 (pág. 312), que eliminaba 
las escalas en las que se pedía al entre-
vistado que diera una valoración global 
de las cinco esferas. En ese cuestionario 
también se planteaban algunas pregun-
tas extraídas del Estudio 2701 del CIS 
sobre calidad de la democracia. En esta 
edición, la de 2020, se han añadido un 
grupo de preguntas acerca de los cam-
bios acontecidos en el sistema político 
en el último decenio, así como otro que 
aborda la crisis sanitaria y social deriva-
da de la pandemia de COVID-19.

Para seleccionar la muestra, se ha 
contado con un listado depurado com-
puesto por 735 personas (653 de anterio-
res aplicaciones y 82 nuevas obtenidas 
de recomendaciones de las anteriores) 
procedentes de los campos de la ciencia 
política y la sociología y, en menor me-
dida, de otras áreas como la economía, el 
derecho, la historia y el periodismo. Res-
pecto a la previa oleada, ha habido un in-
cremento de 65 direcciones debido a de-
puración de correos devueltos, personas 
fallecidas y bajas voluntarias. De todo el 
conjunto actual contestaron el cuestio-
nario de modo completo 319 personas, 
lo que implica una tasa de respuesta del 
43,4%, superior a la del año anterior en 
1,8 puntos. La muestra, como la pobla-

ción que se pretende reflejar, presenta 
cierto sesgo de género: en 2009 el 31% 
de las personas que contestaron fueron 
mujeres; en la actual ola el porcentaje 
se sitúa en el 29%. En cuanto a la dis-
tribución de edad, la proporción de los 
nacidos antes de 1960 bajó del 64% en 
2008 al 26% en esta edición. Este año 
se ha mantenido con respecto al año an-
terior. El descenso más importante se 
produjo principalmente en 2009, fecha 
en la que se amplió la muestra invitando 
a participar en este estudio en los boleti-
nes de la Federación Española de Socio-
logía (FES) y de la Asociación Española 
de Ciencia Política (AECPA), también en 
otras ampliaciones de la base muestral 
(la del 2012 y la del 2017) el porcentaje 
de los evaluadores mayores de cincuenta 
años bajó en 10 puntos.

Del mismo modo, se advierte cier-
ta descompensación territorial e ideo-
lógica con respecto a lo que sería el 
conjunto de ciudadanos. La mayoría de 
los entrevistados nacieron en Madrid 
(20%) o Cataluña (18%). Los andaluces 
representan también el 15% y los vascos 
o navarros el 9%. En este caso, las pro-
porciones no varían más de un punto 
con respecto al año anterior. La compo-
sición territorial no es muy diferente si 
se toma la comunidad de residencia en 
lugar de la de nacimiento. Madrid pre-
senta una proporción algo mayor (37%), 
seguida por Cataluña (20%), Andalucía 
(12%) y País Vasco (7%). Por otro lado, 
solo un 23% de los que respondieron se 
ubicaron por encima del 4 en la esca-
la ideológica del 1 al 10 (en la que el 1 
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significa izquierda y el 10 derecha), es 
decir, se posicionaron en el centro o en 
la derecha. Consecuentemente, un 37% 
de los participantes en esta auditoría 
declararon haber votado al PSOE en las 
elecciones del abril de 2019 y un 17% lo 
hicieron por Podemos, a lo que habría 
que añadir un 8% que declararon no ha-

1 Ver http://letti.usal.es

ber votado y un 28% que no declararon 
el sentido de su voto.

Al igual que en años anteriores, el pro-
ceso de recogida de información lo realizó 
el Laboratorio de Encuestas de la Univer-
sidad de Salamanca (LETTI)1 entre el 22 
de febrero y el 21 de marzo de 2021 con la 
aplicación de encuestas QualtricsXM.
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Apéndice III. Cuestionario sobre  
el funcionamiento de la democracia

A continuación, le presentaremos un 
conjunto de frases relacionadas con 
el funcionamiento de la democracia, 
agrupadas en cinco grandes apartados 
inspirados en los criterios del Human 
Rights Centre de la Universidad de Es-
sex: a) los derechos de los ciudadanos 
y el Estado de derecho, b) la represen-
tación política, c) la gobernabilidad 
y responsabilidad políticas, d) la par-
ticipación de la sociedad civil, y e) la 
dimensión internacional de la demo-
cracia. Sobre cada una de las frases, le 
vamos a pedir que valore según su cri-
terio en una escala de 0 a 10 la medida 
en que la sociedad y política españolas 
se ajustan a estas características ideales 
de la democracia. Un cero indicaría que 
nuestro país está muy lejos de cumplir 
con la condición en cuestión y un diez, 
por el contrario, reflejaría que el cum-
plimiento es óptimo.

Ciudadanía, leyes y derecho

Ciudadanía

A.1.1 Hay consenso sobre la configu-
ración de las fronteras del Estado, tal 
y como son reconocidas por la Cons-
titución.
A.1.2 Los derechos de las minorías étni-
cas, culturales, religiosas y de orienta-
ción sexual están protegidos.
A.1.3 Se reconocen los derechos de ciu-
dadanía a todas las personas que viven 
en España con independencia de su na-
cionalidad.

A.1.4 El diseño institucional de la demo-
cracia española permite la convivencia 
entre los distintos grupos sociales.
A.1.5 El diseño institucional de la demo-
cracia española permite la convivencia 
entre los distintos territorios.

Estado de derecho

A.2.1 El cumplimiento de la legalidad es 
efectivo en todo el territorio nacional.
A.2.2 Los funcionarios se ajustan a la ley 
en el ejercicio de sus funciones.
A.2.3 Los jueces son independientes en 
el ejercicio de sus funciones.
A.2.4 La igualdad en el acceso de los ciu-
dadanos a la justicia está garantizada.
A.2.5 La legislación penal se aplica im-
parcialmente.

Derechos civiles y políticos

A.3.1 La libertad de expresión está ade-
cuadamente protegida.
A.3.2 La libertad de asociación y reunión 
está adecuadamente protegida.
A.3.3 La libertad de práctica religiosa 
está adecuadamente protegida.
A.3.4 Se protege el derecho de las perso-
nas a hablar su propia lengua.
A.3.5 Se respeta el derecho a que la gente 
viva como quiera.

Derechos económicos y sociales

A.4.1 La salud de los ciudadanos se en-
cuentra protegida por los poderes pú-
blicos.
A.4.2 El derecho a una buena educación 
está garantizado por los poderes públicos.
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A.4.3 Los derechos de los trabajadores se 
respetan en las empresas.
A.4.4 Sindicatos, patronales y asociacio-
nes profesionales tienen libertad para 
organizar y representar los intereses de 
sus miembros.

Representación política

Elecciones libres y limpias

B.1.1 Los ciudadanos ejercen el derecho 
al voto con libertad sin coacciones o in-
timidaciones.
B.1.2 El proceso electoral es limpio.
B.1.3 Los partidos políticos pueden con-
currir a las elecciones en igualdad de 
condiciones. 
B.1.4 Está asegurado el acceso de los 
candidatos y partidos políticos a los me-
dios de comunicación. 
B.1.5 El voto de cada ciudadano cuenta 
por igual.
B.1.6 El Parlamento refleja la diversidad 
del electorado.
B.1.7 Existe un alto nivel de participa-
ción en las elecciones.

Papel democrático de los partidos 
políticos

B.2.1 Los ciudadanos pueden crear, orga-
nizar y mantener partidos políticos sin 
impedimentos legales o institucionales.
B.2.2 El sistema de partidos facilita la 
formación de gobiernos estables.
B.2.3 Los partidos de la oposición con-
tribuyen a la rendición de cuentas por 
parte del Gobierno.
B.2.4 El sistema de financiación de los 
partidos asegura su independencia fren-
te a intereses particulares.
B.2.5 Los partidos políticos se hacen eco 
de los problemas e intereses de la gente.

Gobernabilidad y rendición de cuentas

Control del Gobierno

C.1.1 Los poderes del Parlamento son 
amplios y efectivos para investigar las 
actuaciones del Gobierno y hacerle ren-
dir cuentas.
C.1.2 La transparencia informativa está 
garantizada por medio de datos y esta-
dísticas fiables de acceso público.
C.1.3 Los procedimientos de aprobación 
y ejecución de los Presupuestos Genera-
les del Estado son transparentes y demo-
cráticos.
C.1.4 El Gobierno está obligado a dar expli-
caciones sobre la gestión que lleva a cabo. 

Acción del Gobierno

C.2.1 El Gobierno tiene capacidad para 
resolver los problemas fundamentales 
de la sociedad.
C.2.2 Los servicios públicos se ajustan a 
las necesidades de los usuarios.
C.2.3 Los poderes autonómicos y loca-
les cuentan con las competencias y los 
medios adecuados para cumplir con sus 
responsabilidades.
C.2.4 Autonomías y ayuntamientos es-
tán sujetos a criterios democráticos de 
transparencia y responsabilidad.
C.2.5 Existe cooperación entre los distin-
tos niveles de Gobierno.

Corrupción

C.3.1 Los cargos públicos son desempe-
ñados con objetividad, sin sometimiento 
al dictado de los partidos. 
C.3.2 El poder político se encuentra 
protegido de las presiones del poder 
económico.
C.3.3 El sistema institucional español 
descubre y castiga los casos de corrup-
ción política. 
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Sociedad civil y participación

Los medios de comunicación

D.1.1 La independencia de los medios de 
comunicación con respecto al poder po-
lítico está garantizada.
D.1.2 Los medios de comunicación refle-
jan la pluralidad de opiniones que hay 
en la sociedad.
D.1.3 Los medios de comunicación tienen 
libertad y capacidad para denunciar los 
excesos del poder político o económico.
D.1.4 Los ciudadanos se encuentran a salvo 
del acoso de los medios de comunicación.

Participación política

D.2.1 Las asociaciones voluntarias, las 
organizaciones ciudadanas y los movi-
mientos sociales son independientes del 
poder político.
D.2.2 Los ciudadanos participan activa-
mente en asociaciones voluntarias y mo-
vimientos sociales.
D.2.3 La participación de las mujeres en 
la vida política está extendida en todos 
los niveles.
D.2.4 El acceso de los distintos grupos 
sociales al poder político es igualitario.
D.2.5 Los representantes políticos son 
accesibles a los ciudadanos.

Dimensión internacional  
de la democracia

E.1.1 El poder político está libre de inter-
ferencias internacionales, ya sean eco-
nómicas o políticas.
E.1.2 Las relaciones del poder político 
con las organizaciones internacionales 
se basan en principios de cooperación y 
transparencia.
E.1.3 El Gobierno respeta el derecho in-
ternacional.

E.1.4 El Gobierno cumple con sus obliga-
ciones en el seno de la Unión Europea.
E.1.5 El Gobierno promueve los dere-
chos humanos y la democracia más allá 
de sus fronteras.

Preguntas generales (basadas  
en el estudio CIS 2701)

H.1 En general, ¿se siente Ud. muy satis-
fecho, bastante, algo, poco o nada satis-
fecho con la manera en que funciona la 
democracia en España?

a)	Muy satisfecho
b)	Bastante satisfecho
c)	Algo satisfecho
d)	Poco satisfecho
e)	Nada satisfecho

H.2 La gente a menudo difiere en sus 
puntos de vista sobre las características 
más importantes de la democracia. De 
esta lista, elija la característica que para 
Ud. sea más esencial en una democracia 
(una sola respuesta).

a)	Elecciones regulares
b)	Una economía que asegure el 

ingreso digno
c)	Un sistema judicial que trate a 

todos por igual
d)	Respeto a las minorías
e)	Libertad de expresión para criti-

car abiertamente
f)	 Ninguna. En cuyo caso, ¿cuál se-

ría ser a su juicio la característica 
más importante de la democracia?

H.3 Indique en qué medida está Vd. 
de acuerdo o en desacuerdo con las si-
guientes afirmaciones:

a)	La Constitución española debe-
ría ser reformada
Muy de acuerdo • De acuerdo 
• Indiferente • En desacuerdo • 
Muy en desacuerdo
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H.3b ¿Cuál de los siguientes aspectos 
es el más prioritario para ser tratado en 
una reforma constitucional? ¿Y el se-
gundo más prioritario? ¿Y el tercero más 
prioritario?

a)	La organización territorial del 
Estado

b)	La organización del poder judicial
c)	Las atribuciones y característi-

cas de la jefatura del Estado
d)	Incluir nuevos derechos sociales
e)	El procedimiento de investidura 

del gobierno
f)	 Las atribuciones del Parlamento
g)	Las características y atribucio-

nes del Tribunal Constitucional
h)	Cambiar la forma política del 

Estado de una monarquía a una 
república

i)	 Otro
H.4 Indique en qué medida está Vd. 
de acuerdo o en desacuerdo con las si-
guientes afirmaciones:

a)	Se debería crear una agencia pú-
blica independiente que vigilara 
e impidiera la proliferación de 
noticias falsas por la red.
Muy de acuerdo • De acuerdo 
• Indiferente • En desacuerdo • 
Muy en desacuerdo

b)	Debería poderse celebrar un re-
feréndum en las comunidades 
históricas (Cataluña, Euskadi, 
Galicia) para que sus ciudada-
nos decidieran su pertenencia al 
Estado español
Muy de acuerdo • De acuerdo 
• Indiferente • En desacuerdo • 
Muy en desacuerdo

c)	Los gobernantes deberían tomar 
sus decisiones basándose en cri-
terios científicos de expertos.

Muy de acuerdo • De acuerdo 
• Indiferente • En desacuerdo • 
Muy en desacuerdo

d)	El debate político de nuestro 
país ha mejorado gracias al au-
mento del número de partidos 
políticos en España.
Muy de acuerdo • De acuerdo 
• Indiferente • En desacuerdo • 
Muy en desacuerdo

e)	Tras la crisis del bipartidismo el 
Parlamento español es más re-
presentativo de la sociedad.
Muy de acuerdo • De acuerdo 
• Indiferente • En desacuerdo • 
Muy en desacuerdo

f)	 En un futuro no muy lejano, de-
bería convocarse un referéndum 
para que los españoles decidan 
la forma de Estado, optando en-
tre monarquía y república.
Muy de acuerdo • De acuerdo 
• Indiferente • En desacuerdo • 
Muy en desacuerdo

Preguntas finales
Finalizado el cuestionario, vamos a plan-
tearle algunas cuestiones adicionales.
F.1 ¿Es usted…?

a)	Hombre
b)	Mujer

F.2 ¿Cuál es la década de su año de na-
cimiento?

a)	1920 o anterior
b)	1930
c)	1940
d)	1950
e)	1960
f)	 1970
g)	1980
h)	1990

F.3 ¿En qué comunidad autónoma nació?
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F.4 ¿Y en qué provincia reside actual-
mente?
F.5 Como usted muy bien sabe, cuando 
se habla de política se utilizan normal-
mente las expresiones izquierda y de-
recha, ¿en qué casilla de las mostradas 
más abajo se colocaría usted? 

Extrema izquierda
1 2 3 4 5 6 7 8 9 10
Extrema derecha

No desea contestar 

F.6 ¿Me podría decir si en las elecciones 
generales del 26 de junio de 2016…? 

a)	Votó 
b)	No votó 
c)	No recuerda 
d)	No desea contestar 

F.7 ¿Y podría indicar a qué partido o coa-
lición votó? 
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El presente informe opera con una perspectiva diferente a las anteriores, es la 
perspectiva desde los Estados. No es una opción casual. Asistimos a lo que podríamos 
llamar “resurgimiento de los poderes nacionales”, expresado en fenómenos como el 
nacionalismo populista, el autoritarismo o el proteccionismo. 

Este conjunto de hechos alienta la enfermedad que más puede dañar a la Unión: la 
división entre los Estados miembros, la vuelta a la Europa de Westfalia. 

Es verdad que existe el otro lado de la moneda, que es innegable el deseo de los 
ciudadanos y ciudadanas europeas de permanecer en la Unión y su satisfacción por 
formar parte del proyecto europeo (más del 70 % como media de la población). Pero 
la UE necesita reformas para afrontar los retos de la globalización. 

¿Qué reformas? Básicamente cuatro aspectos: el euro, la Europa social, la política de 
asilo y la seguridad y defensa en una Europa posbrexit.

Para llegar en las mejores condiciones a las elecciones de 2019, los Estados de la 
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con tantos componentes nacionalistas, proteccionistas e insolidarios. Precisamente la 
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La Fundación Alternativas, fundada en 1997 con voluntad de 
configurarse como cauce de incidencia y reflexión política, social 
y cultural en España y su entorno europeo, es hoy un lugar indis-
cutible de encuentro y elaboración de ideas y propuestas.

La Fundación consta de varias áreas de trabajo: el Laboratorio 
de Alternativas, el Observatorio de Cultura y Comunicación, 
Estudios de Progreso y el Observatorio de Política Exterior, que 
centra su análisis en la política exterior y su seguimiento a nivel 
europeo e internacional.

El objetivo central de los impulsores de este proyecto, en el que 
participan los autores más dinámicos y avanzados de nuestra 
sociedad, ha sido y sigue siendo el análisis y la definición de 
nuevas ideas en el marco de la mundialización creciente que vi-
vimos. Unas ideas que pretenden abarcar las políticas públicas 
desde un enfoque nacional, así como europeo y global, y ser 
incorporadas en la toma de decisiones de los gobiernos, partidos 
políticos y otros actores económicos y sociales.

En definitiva, el conjunto de profesionales y académicos que in-
tegran la Fundación Alternativas pretende contribuir al verdadero 
desarrollo social, económico, cultural y político de la sociedad 
española y europea.

Friedrich-Ebert-Stiftung

La Friedrich-Ebert-Stiftung (FES) es una institución cultural privada 
sin fines de lucro. La Fundación fue creada en 1925 como lega-
do político del socialdemócrata Friedrich Ebert, primer presidente 
alemán elegido democráticamente.
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diálogo sobre política económica y social, y sobre política exte-
rior y de seguridad, con énfasis en el contexto europeo e interna-
cional.
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En definitiva, el conjunto de profesionales y académicos que in-
tegran la Fundación Alternativas pretende contribuir al verdadero 
desarrollo social, económico, cultural y político de la sociedad 
española y europea.

Friedrich-Ebert-Stiftung

La Friedrich-Ebert-Stiftung (FES) es una institución cultural privada 
sin fines de lucro. La Fundación fue creada en 1925 como lega-
do político del socialdemócrata Friedrich Ebert, primer presidente 
alemán elegido democráticamente.

La FES está comprometida con los principios y valores básicos de 
la democracia social y su misión se puede resumir en cuatro 
conceptos fundamentales: cultura democrática, innovación y par-
ticipación, cohesión social y globalización solidaria.

Estos principios y valores orientan el trabajo de la FES, tanto en 
Alemania y en Europa occidental y oriental, como en el mundo 
entero. Actualmente, la Fundación tiene más de 100 oficinas, 
repartidas en África, América, Asia y Europa.

La Fundación estableció su delegación en España en 1975. 
Durante varias décadas, su labor en el país estaba dirigida prin-
cipalmente a la consolidación de la democracia y del Estado de 
Derecho. Hoy en día, el trabajo se centra en la promoción del 
diálogo sobre política económica y social, y sobre política exte-
rior y de seguridad, con énfasis en el contexto europeo e interna-
cional.
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